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La Empresa de Ferrocarriles Pobladores contra Doña Jacinta 

Castro; sobre expropiación 



Sumario. — Para fijar la indemnización en las expropíacio' 
nes^ debe tenerse en cuenta el mérito de los autos y lo estable- 
cido en casos análogos. 



Caso. — Lo indica el 
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Fallo del Jíuez Federal 



La Plata, Diciembre 6 de 1892. 

Y vistos : estos autos seguidos por la Compañía Nacional de 
Ferrocarriles Pobladores contra Doña Jacinta Castro, sobre ex- 
propiación, resulta : 

Y Que deducida la demanda por expropiación de seis mil 
ciento cuatro metros cuadrados de terreno, que ocupa la expre- 
sada Compañía con la vía férrea, en propiedad de la señora Cas- 
tro; se siguieron los trámites de estilo, realizándose el compa- 
rendo verbal que determina el artículo sexto de la ley nacional 
de expropiación. 

2® Que conviniéndose en eseacto en el nombramiento de peri- 
tos, por no avenirse en el precio é indemnización, aceptaron 
aquellos el cargo y se expidieron, como consta á fojas 34 y 43, 
estimando, el dé la parte expropiante, en veinte centavos el me- 
tro cuadrado de terreno á expropiar, y en un cincnenta por 
ciento toda indemnización. El perito de la parte expropiada, á 
su vez, aprecia el valor del terreno en un peso y ochenta centa- 
vos por metro cuadrado, y la indemnizacio^n por daños y perjui- 
cios en la su /na de seis mil pesos. 

3** Que para mejor proveer, el Juzgado mandó practicar por 
el Secretario, una inspección ocular, con el objeto de verificar 
los asertos de los peritos. 

Y considerando : 1^ En cuanto al valor venal del terreno: 
que existe jurisprudencia formada por este Juzgado y la Supre- 
ma Corte, en el caso de la misma Compañía expropiante, contra 
el señorNewmany la Sociedad c La Tejedoras, por terreno 
lindero, en que se fijó como justo precio, el de setenta y cinco 
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centavos por metro cuadrado, y ea el caso presente, se trata de 
un terreno en idénticas condiciones, sin que milite razón algu- 
na que pueda mejorar ese precio. 

^ Que en cuanto al valor de los perjuicios, ellos, como se ve 
déla inspección ocular, están lejos de tener la importancia que 
le atribuye el perito de la parte expropiada, y que se hace con- 
sistir, principalmente, en la altara del terraplén de la vía y en la 
poca importancia que le queda á la fracción restante, entre la 
vía férrea y la calle que se llama del 6::jo. En cuanto á esa frac- 
ción, no queda inutilizada para el destino de plantaciones, que 
es el único al que paede adaptarse, y respecto de la altara del 
terraplén, él demuestra el bajo nivel del terreno y la poca im- 
portancia del perjuicio que causa, y que se salva con el paso á 
nivel, que resulta existir parala comanicacion de una fracción 
con la otra. 

3^ Que, por consiguiente, el Juzgado debe fijar una indemni- 
zación prudencial, en armonía con el perjuicio que realmente se 
causa, calificado según las constancias de autos. 

Por estas consideraciones, fallo : fijando en definitiva el valor 
del terreno á expropiar, en setenta y cinco centavos el metro 
cuadrado y en mil pesos por toda indemnización, que deberá pa- 
gar la Empresa expropiante, con sus intereses á estilo de Ban- 
co, computados en forma legal, dentro de diez dias de ejecuto- 
riada la presente, con más las costas, con arreglo al artículo 18 
delaley de la materia. Notifíquese con el original, regístrese 
en el libro de sentencias y repóngase los sellos, teniéndose por 
parte y por constituido su domicilio legal á D. Arturo Castilla, 
en mérito del certificado de foja cuarenta y cuatro vuelta. 



Mariano S. de Aurrecoechea. 
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Fallo de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Abril 25 de 1893. 

Vistos: Atento el mérito que arrojan los autos y teniendo en 
consideración los precedentes establecidos en casos análogos, 
se confírmala sentencia apelada de foja cuarenta y ocho. Be- 
puestos los sellos^ devuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ.— LUIS V. VÁRELA.— 
ABEL BAZAN.— OCTAVIO BUNGE. 



OAUSA €111 



El Ferrocarril Central Argentino, contra don Gregorio 

Rodrigíiez; sobre expropiación 

Sumario. — Debe aceptarse en las expropiaciones, la indem- 
nización que, según el mérito de los autos, resulta equitativa. 
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Caso. — Lo indicad 



Fallo del Jues Federal 



La Plata, Noviembre 26 de 1891. 

Y vistos estos antos seguidos por el Ferrocarril Central Ar- 
gentino, contra don Gregorio Rodríguez, sobre expropiación, de 
los que resulta: 1"* Que á foja 3 se presentó dicho Ferrocarril 
demandando á don Gregorio Rodríguez por expropiación de 
1382 metros cuadrados de terreno, y citadas las partes al com- 
parendo verbal que determina el artículo 6"^ de la ley nacional 
de expropiación, ese acto tuvo lugar como se ve á foja 13, en 
que se salvó un error de la demanda que se había producido 
contra D** Gregoria Rodrignez en vez de D. Gregorio Rodríguez, 
quedando planteada la demanda contra éste. 

^ Que en este comparendo, no aviniéndose las partes á un 
arreglo amistoso, se procedió al nombramiento de peritos, los 
que aceptaron el cargo, como se vo & foja 14 y vuelta. 

3^ Que á foja 35 se expide el perito de la demanda, estiman- 
do en 60 centavos el metro cuadrado de terreno & ex- 
propiar, más 15 .centavos por metro como indemnización. El 
perito de la parte expropiada se expide á su vez, estimando en 
i pesos moneda nacional el valor de la tierra y en 12.075 pesos 
moneda nacional el de los daños y perjuicios. 

4^ Que en vista de la diferenciado esos informes, el Juzgado, 
para mejor proveer, nombró otro perito de oficio, para que, pre- 
via una inspección con el secretario, hiciera un nuevo informe. 
El nombrado se expidió, como consta, apreciando el valor del 
terreno en 4046 pesos, y los daños y perjuicios en 4600 pe- 
sos quedando listo el expediente para sentencia. 
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Y considerando: 1^ En cuanto al precio del terreno, este Juz- 
gado ha fijado el de 60 centavos por metro cuadrado en el ter- 
reno contiguo al de Rodríguez (Doña Loreta Peralta), y que en 
el caso presente no hay razón alguna que autorice á variar ese 
precio, & pesar de las demostraciones de los peritos doctor Sosa 
y nombrado de oficio. 

2° Que respecto de los dañosy perjuicios, los dos últimos han 
exagerado, pues de la misma acta de inspección así resulta, co- 
mo también que, al terreno á expropiar, la vía no le priva de 
ninguna salida, desde ;iue no existe tal calle, como se pretendió 
por el perito del demandado. El hecho de quedar enclavada en- 
tre otras propiedades, no es imputable al Ferrocarril, que no ha 
hecho otra cosa que tomar el terreno por la parte del fondo, y 
así también se demuestra por la situación del edificio existente 
en él. 

3^ Que en el informe del perito de oficio existe contradicción 
en lo que habla de desmontes y terraplenes, mientras su colega, 
el del demandado asegura que hay desmontes y no es posible que 
pueda existir uno y otro, pues el terreno mide 30 metros de fon- 
te y aún cuando la vía la cruce diagonalmeute. 

4^ Que en cuanto al perjuicio que sufrirían las habitaciones 
por las vibraciones con el paso de los trenes, es un perjuicio hi- 
potético que no puede tomarse en cuenta; en la misma Capital 
de la República, constantemente pasan trenes de Ferrocarril 
por el costado mismo de infinitos edificios, á los cuales no ha 
causado el perjuicio que se pretende y menos el de amenazar, 
por esa causa, su derrumbe, ni aún tratándose de casas de más 
de un piso. 

5^ Que en cuanto al precio de afección que señala el perito 
de oficio, tampoco debe tomarse en cuenta, como nunca se ha 
tomado, en las causas de expropiación que han tramitado en 
este Juzgado, porque ese precio es propio de un mueble, un 
semoviente, ó un objeto cualquiera y no de una propiedad raíz. 
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6^ Que tampoco debe tenerse en caenta la partida por venta 
de fruta que figura en el informe del perito del demandado, pues 
de la inspección y del informe del perito ¿e oficio, resulta que 
no existen tales árboles frutales, y si sólo, seis iasignificantes. 

7"^ Que dadas las consideraciones anteriores y tomándose en 
cuenta solamente lob perjuicios verdaderos, como ser la depre- 
ciación del terreno sobrante del expropiado, destrucción de la 
cocina y pozo, debe el Juzgado fijarles un precio equitativo y á 
su arbitrio desde que su valor, aunque estimado, no se ha acre- 
ditado. 

Por todo ello, fallo : fijando en definitiva el precio de 60 cen- 
tavos el metro cuadrado de terreno, á expropiaren este juicio; 
y la suma de 460 pesos por toda indemnización; todo lo que de- 
berá pagar la Empresa del Central Argentino dentro de diez 
días de ejecutoriada la presente, con sus intereses á estilo de 
Banco, sobre la diferencia de lo depositado y ios gastos de ac- 
tuación y honorarios de los peritos. Notifíquese con el origi- 
nal, repónganse los sellos y regístrese. 

Mariano S. de Aurrecoechea. 



FalSo de la SupreniH Corte 

Buenos Aires, Abril 35 de 1893. 

Vistos: Atento el mérito que arrojan los autos y consideran- 
do equitativa la indemnización mandada pagar por precio del 
terreno y perjuicios, se confirma la sentencia apelada de foja 
sesenta y dos. Repuestos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ. — LUIS V. 
VABELA.— ABEL BAZAR. 
— OCTAVIO BUNGE. 
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CArSA CIY 



El Ferrocarril Central A rgentino contra Don Luis Carrion ; 

sobre expropiación 



Sumario. --En las expropiaciones debe aceptarse la indem- 
nización, que, según el mérito de los autos, resulta equitativa. 



Caso, — Lo indica el 



Fallo del «iuez Federal 



Y vistos : los seguidos entre el Ferrocarril Central Argenti- 
no y D. Luis Carrion, sobre expropiación de una área de campo, 
ubicada en el partido del Pilar. 

T resultando: 1® Que dicho Ferrocarril demanda por expro- 
piación, al señor Carrion, de 59.600 metros cuadrados de terre- 
no y en virtud de haber ofrecido precio y no ser aceptado por 
el propietario, pedía se formalizara el juicio con arreglo á la 
ley de la materia, lo que tuvolugar, como consta del acta de fo- 
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ja 12, en el que por no avenirse, se procedió al nombramiento 
de peritos, de conformidad con el artículo sexto de la ley na- 
cional de expropiación, los cuales se expidieron ana vez acep- 
tado el cargo, como consta á foja 15, el de la parte demandan- 
te, y el del demandado, á foja 20. 

2^ Que el perito del demandante se expidió, apreciando en 
450 pesos moneda nacional la cuadra cuadrada, más cien pesos 
por cada cuadra, por toda indemnización. 

3^ Que en vista de la diferencia en el pronunciamiento de 
los peritos, el Juzgado, para mejor proveer^ nombró uno espe- 
cial para que con el Secretario, verificasen la operación practica- 
da por aquellos, cuya diligencia consta á foja 30, expidiéndose, 
como resulta á foja 31, con lo que quedó la causa conclusa para 
sentencia. 

Y considerando: 1^ Que se trata de terreno de estancia, en 
que se debe tomar como medida la hectárea y no el metro cua- 
drado, aun cuando la especificación en la demanda, sea por esta 
última. 

2^ Que respecto al precio del terreno, existe la opinión del pe- 
rito del demandado y la del nombrado de oficio, que estiman á 
razón de 6 centavos moneda nacional el metro cuadrado, equi- 
valente á seiscientos pesos la hectárea de terreno á expropiar, y 
teniéndose en cuenta las constancias de autos, ese precio debe 
considerarse equitativo, dadas las condiciones del terreno. 

3"^ Que en cnanto á los perjuicios, ellos se determinan en el 
acta de foja 30 y han sido estimados por el perito del demanda- 
do, en un 50 por ciento, estimándoles el perito de oficio en tres 
centavos por metro cuadrado, sobre la extensión de la fracción 
menor, incluyendo la depreciación sufrida en la fracción mayor; 
pero no resulta del acta referida, que el perjuicio consista en 
otra cosa que la depreciación sufrida por la fracción menor, que 
por su extensión y por la misma dificultad de comunicación 
entre una fracción y la otra, se limita el perjuicio á la fracción 
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ajustada en un valor proporcionalmente menor, con relaciona la 
fracción mayor. 

Por todo ello, fallo : fijando en definitiva el valor del terreno á 
expropiar, en seiscientos pesos moneda nacional la hectárea j 
en un mil quinientos pesos de igual moneda toda indemnización 
ocasionada por causa de la expropiación, con sus intereses á es- 
tilo de ¿anco, desde la posesión provisoria y sobre la suma que 
exceda de la cantidad depositada, que deberá pagar el Ferroca- 
rril Central Argentino, dentro de diez días de ejecutoriada es- 
ta sentencia, con más las costas del juicio, reducidas al honora- 
rio de los peritos y gastos de actuaciones. Notifíquese con el 
original^ regístrese en el libro de sentencias y repóngase los se- 
llos; y firmada en la ciudad de La Plata, á los veinte y seis días 
del mes de Agosto de 1891 . 

Mariano S. de Aurrecoechea. 



Fallo de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Abril 25 de 1893. 

Vistos : Atento el mérito que arrojan los autos y consideran- 
do equitativa la indemnización manddda pagar por precio del 
terreno y perjuicios, se confirma la sentencia apelada de foja 
cuarenta y tres. Be^.uestos los sellos, devuélvanse. 



BENJAMÍN PAZ. — LUIS V. VÁRE- 
LA. — ABEL BAZAN. — OCTA- 
VIO BUNGE. 
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CAUSA 



La Empresa de Ferrocarriles Pobladores contra Doña Manuela 
Castro de Llambi; sobre expropiación. 



Sumario. --En las expropiaciones debe aceptarse la in- 
demnización que, según el mérito de los antos, resalta eqni- 
tati?a. 



Caso. — Lo indica el siguiente 



Falto «el Sme» FcdtorAl 



La PlaU, AfOflo 19 de Wn. 

T fistos estos antTs segnídos par la Compañía Nacional de 
ferroearríles Pobladores contra Don Aguiítin Llambi sobre #;X- 
propiacion, resulta: 

1^ Que formalizaba la demanda por expropiación de ^StíZ 
metros cuadrados del fundo del demandado, Don Aguitio Llam- 
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bí, en él partido de San Isidro, como consta á foja 15 vuelta, 
no se pndieron avenir las partes á un arreglo amistoso, y por lo 
tanto procedieron á nombrar peritos con arreglo al artículo sex- 
to de la ley nacional de expropiación. 

2*^ Que los peritos nombrados en ese acto, ^na vez aceptado 
el cargo, se expidieron como consta á foja 3i: el de la parte de- 
mandada, estimando en seis pesos noneda nacional por metro 
cuadrado, incluyéndose, seglin parece, en ese precio los daños y 
perjuicios. El perito de la demanda se expidió Á su vez á foja 39, 
apreciando en cuarenta centavos metro cuadrado por todo precio 
é indemnización. 

3^ Que en vista de la distancia en las apreciaciones de los 
peritos, el Juzgado mandó practicar una nueva estimación por 
un perito especial, quien con el Secretario deberían previamen- 
te hacer nna inspección ocular del terreno ; expidiéndose aquel 
como consta á foja. . . apreciando el metro cuadrado en treinta 
y cinco centavos y los daños y perjuicios en un veinte y cinco 
por ciento sobre el valor del terreno expropiado. 

Y considerando : 1^ Que respecto de la estimación del perito 
de la demandada hay que observar que sus fundamentos carecen 
de las condiciones de que debe ir acompañado un informe de esa 
naturaleza para revestirlo de eficacia y poder ser tenido en cuen- 
ta. Se limita á la cita de un solo caso que no puede servir de 
base por su singularidad ; y tampoco se individualizan los per- 
juicios. 

2^ Que en cuanto al informe del perito del demandante, 
se basa según él en el precio fijado para el pago de Contribu- 
ción Directa, estableciendo la proporción con arreglo á ese dato 
oficial que no puede dejarse de tener en cuenta por no haberse 
contradicho legalmente. 

3° Que el perito especial se ha expedido mejorando la estima- 
ción hecha por el de la demanda, estando casi de acuerdo entre 
ambos en sus apreciaciones, y en virtud de lo cual y de lo que 
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resalta del acta de foja... el Jazgado considera que debe tomar 
esos informes como base parala fijación definitiva del precio é 
indemnizaciones, por no haber en autos otras razones que puedan 
contrariar este concepto 6 modificarlo. 

Por ello fallo en definitiva, fijando como precio el de treinta 
7 cinco centavos el metro cuadrado de tierra á expropiar de 
propiedad del demandado j en veinte y cinco por ciento sobre el 
valor del terreno expropiado por toda indemnización ; todo lo 
qne deberá pagar la Empresa expropiante dentro de diez días 
de ejecutoriada esta sentencia con los intereses de la posesión 
provisoria sobre la cantidad excedente sobre lo depositado á 
estilo de Banco y las costas del juicio reducidas á los gastos de 
actuación y honorarios de los peritos. Repóngase las fojas, no- 
tifíquese con el original y regístrese. 

Mariano 5. de Aurrecoechea. 



Fallo de la Suprema Corte 



Bneoos Aires, Abril 35 de 1893. 

Vistos : atento el mérito que arrojan los autos y considerando 
equitativa la suma mandada pagar por indemnización de per- 
juicios y precio del terreno, se confirma la sentencia apelada de 
foja cincuenta y ocho. Repuestos los sellos, devuélvanse. 



BEKJAIllN PAZ. — LCIS V. 
VÁRELA. — ABEL BAZAN. 

— OCTAVIO BUr^GE. 
T.II 3 
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CAUSA CYI 



Don Julián Molina y contra don Antonio Cafferaía y Don 
Lázaro Multedo, por cobro de pesos; sobre competencia 



Sumario. — 1® El pedido de exoneración del servicio militar 
no implica necesariamente que el solicitante sea ciudadano ar- 
gentino. 

^^^ Acreditada su calidad de extranjero con pruebas testimo- 
niales^ el Juez Federal que por tal razón ha asumido el conoci- 
miento de la causa, no puede desprenderse de él en vista de 
aquel pedido. 



Caso. — Don Alejandro Sánchez, con poder de don Julián 
Molina, entabló demanda ejecutiva contra los señores Cafferata 
y Multedo, por cobro de la cantidad de 42.000 pesos^ provenien- 
tes de cuatro pagarés. 

El Juzgado dio por acreditado el fuero federal, por ser argen- 
tino el demandante y extranjeros los demandados, y mandó re- 
conocer las firmas de los pagarés^ dictándose más tarde auto de 
solvendo (foja 22) y después mandamiento de ejecución y em- 
bargo. 

Trabado éste (foja 38), se citó de remate á los demandados 
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(foja 49 vuelta), quienes opusieron la excepción de espera (foja 
50), laque se recibió aprueba. 

Vencido el término de prueba j citad asías partes para sen- 
tencia, el Juzgado dictó el siguiente 



Fallo del Jues Vedeimi 

Corrientes, Julio 6 de 1891. 

Vistos: Resultando de la solicitud presentada por Don Lá- 
zaro Multedo ante este Juzgado pidiendo exoneración del ser- 
vicio militar, por imposibilidad física, que es de nacionalidad 
argentino. 

Y considerando : 1^ Que en el presente juicio son argentinos 
el demandante y uno de los demandados y no corresponde por 
la calidad de las personas al conocimiento de la justicia nacio- 
nal, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 1^ déla ley so- 
bre jurisdicción y competencia de los Tribunales Nacionales de 
Setiembre 14 de 1863; que la jurisdicción de los Tribunales y 
Juzgados Federales Nacionales no puede ser prorrogada ni aun 
con el consentimiento expreso de los litigantes, que no pueden 
conceder A los poderes públicos de la Nación, mayores faculta- 
des que las que la Constitución les ha acordado; que los Tri- 
bunales Federales deben por consiguiente declarar su incom- 
petencia de oficio en cualquier estado de la causa en que apa- 
rezca; que toda actuación obrada ante quien carece de jurisdic- 
ción bastante, lleva en si mismo un vicio de nulidad absoluta. 

Por estos fundamentos se declara incompetente este Juzgado 
para entender en este juicio, y ocurra el demandante donde co- 
rresponda, si así cree conveniente. Hágase saber con el original 
7 repónganse. 

E, A. Lujambio. 






20 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

La parte actor a dedujo losrecarsos de reposición y apelación 
en subsidio. 

Fundando el primero dijo: Que basta enunciar que el juicio 
se encontraba en estado de sentencia, para comprender la im- 
procedencia de la incompetencia pronunciada; 

Que de autos resulta comprobada la nacionalidad de los de- 
mandados, quienes han aceptado la jurisdicción del Juzgado sin 
obseryacion alguna; 

Que por otra parte no es bastante que uno de los de- 
mandados alegue ser argentino para que esta manifestación des- 
truya las declaraciones que obran en autos, lo cual podría tam- 
bién dar lugar á abusos. 

El representante de los demandados, evacuando el traslado 
conferido^ se adhirió á lo pedido por la parte de Molina, ex- 
presando que había dirigido dos cartas á Multedo sin recibir 
contestación, lo que le pone en el caso de sostener lo que consta 
en el expediente, esto es, que aquel es extranjero. 



Auto del Juem Federal 



Comentes, Novierabre 21 de 1891. 

Autos y vistos : El recurso de reposición ó apelación en sub- 
sidio deducido por el ejecutante del auto de foja 182 vuelta, se 
funda principalmente en que la nacionalidad extranjera de los 
demandados don Lázaro Multedo y don Antonio Cafferata^ está 
acreditada en estos autos con el testimonio de testigos presen- 
tados para justificar el fuero, don Juan E. Martínez y don Cra- 
briel Villegas, y que esta calidad que la demanda les atribuye 
no ha sido contradicha por los ejecutados, quienes aceptaron la 
jurisdicción de este juzgado para conocer y decidir esta causa. 
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Y considerando: que la prueba respecto ala diversa nacionali- 
dad de las partes que se requiere para surtir el fuero federal, se 
produceeiempre sin audiencia de los demandados, por ser ella 
previa al curso de la demanda y la entrada de estos al juicio; que 
por lo tanto una prueba rendida en esta forma es siempre deñ- 
cientey aceptada sólo condicionalmente, de manera que en cual- 
quier estación del juicio puede ser impugnada y destruida, 
porque como se lia demostrado en el auto recurrido, los tribu- 
nales federales no son prorrogables; que tampoco puede dedu- 
cirse del hecho de haberlos demandados aceptado la jurisdic- 
ción de este Juzgado, que es cierta la calidad de extranjeroque 
la demanda les atribuye, por lo menos con respecto al primero, 
porque puede suponerse también que aceptaron esta jurisdicción 
ocultando su verdadera nacionalidad, por convenirles más los 
Tribunales Federales para la discusión y resolución de la causa; 
que la prueba respecto á la verdadera nacionalidad del deman- 
dado don Lázaro Multedo está patente con el hecho sólo de haber 
solicitado exoneración ó excepción del servicio de la Guardia 
Nacional, porque no se concibe que siendo extranjero realmente 
la solicite cuando que por las leyes de la Eepública no está obli- 
gado á prestar sus servicios, constando dicha prueba respecto á 
esta calidad en el poder especial que para solicitar esa exonera- 
ción otorgó por escritura pública á favor de don Leopoldo Qolpe y 
Gutiérrez, en el pueblo de la Esquina, ádos de Marzo del corrien- 
te año, en cuyo instrumento dice el otorgante: «que confiere 
poder especial cual se requiere en derecho al señor Leopoldo 
Golpe y Gutiérrez, para que se presente ante los magistrados 
que corresponda solicitando se le expida papeleta de excepción 
ú otro resguardo al servicio de las armas por razón de ser en- 
fermo » . 

Por estos fundamentos y los consignados en el auto recurrido 
de foja 82 vuelta, se confirma y se concede la apelación inter- 
pnesta subsidiariamente, debiendo en consecuencia remitirse los 
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autos á la Suprema Corte con el oñcio de estilo y á costa del ape- 
lante. Repóngase. 

E. A. Lujambio. 



El apoderado de Cafferata y Maltedo, dedujo los recursos de 
apelación y nulidad, y el Juzgado proveyó que se estuviera á lo 
mandado en el auto anterior . 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Marzo 17 de 1892. 
Suprema Corte: 

Llamados autos, después de cumplidos los procedimientos 
del juicio en esta causa, el Juez habiendo sabido que el deman- 
dado Multedo se había presentado pidiendo exoneración del ser- 
vicio militar por imposibilidad física, lo reconoce argentino y 
declara en consecuencia la incompetencia del Juzgado. 

Opino que la circunstancia invocada por el Juez, no alcanza á 
'destruir la prueba que determinó la procedencia del fuero fe- 
deral. 

Fué demostrado en autos con las declaraciones de foja 12 é 
informe del señor Presidente de la Cámara de la provincia de 
Corrientes, de foja 15 vuelta, que los demandados eran extran- 
jeros. 

El Juzgado resolvió declarar, á foja 18, justificado el f«ero y 
lo que es más los demandados interesados en contradecir aquella 
resolución, lo aceptaron sometiéndose á la jurisdicción nacio- 
nal, produciendo todos los procedimientos ante ella, viniendo 



1 
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ante Y. E. por apelación y subordinando todas sas pruebas ulte- 
riores á la sentencia de nulidad que Y. E. había diotado á fo- 
ja 84. 

Aún hay más, deducida la petición de revocatoria, contra la 
declaratoria de incompetencia dictada de oficio á foja 182 vuel- 
ta, el representante mismo de Caf ferata y Multedo, declara á 
foja 190, € debo sostener lo que yo sé y lo que consta en el expe- 
diente, esto es, que el señor Multedo es extranjero > . 

La simple petición para exonerarse del servicio militar, que 
ha podido provenir dediversas causas no expresadas ni justifi- 
cadas, no es bastante para destruir la prueba de autos. 

Esa prueba aceptada, declarada bastante, confirmada en los 
procedimientos de cerca de cuatro años no debe ser hoy decla- 
rada, por una circunstancia que como la invocada en el auto re- 
currido, puede proceder de diversas causas, siendo negada en 
sus referencias á la nacionalidad de Multedo, por su mismo re- 
presentante. 

Por estas consideraciones soy de opinión que el auto de foja 
182 debe ser revocado y declarada subsistente la jurisdicción 
nacional^ en virtud de los requisitos comprobados y aceptados 
enantes; con sujeción á lo prescrito en el artículo 2% inciso 2^ 
déla ley sobre jurisdicción y competencia de los Tribunales Na- 
cionales. 

Sabiniano Kier. 



Falto de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Abril 27 de 1893. 

Yistos: de conformidad á lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador General, se revoca el auto apelado de foja ciento 
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ochenta 7 dos vaelta. Devuélranse debiendo reponerse los sellos 
ante el Inferior. 



BENJAMÍN PAZ.— LUIS Y. YARE- 
LA. — ABEL BAZAN. — OCTAVIO 
BUNGE. 



CAL'SA CYII 



El Doctor D. Faustino Alsina contra don Jorge Pintos, por 
interdicto de despojo; sobre recurso directo 



Sumario. — No procede el recurso directo, cuando no existe 
pronunciamiento sobre los puntos que forman sus causales. 



Caso. — Lo indican las siguientes piezas 
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RECURSO 



Buenos AireSj Mayo 11 de 1892. 
Suprema Corle: 

Faustino Alsina, coa doinioilio legal en la calle de Piedad 
427, sin revocar poder, en los autos que me ha promovido D. Jor- 
ge Pintos, por ante el Juez Federal de la Provincia de Buenos 
Aires, sobre pretendido despojo^ á Y. E. digo : 

1^ Que el juicio á que me refiero me fué promovido con- 
juntamente que contra D.Juan Martín Campos, Doña Mer- 
cedes Campos, Dona Rosalía Saenz Valiente de Amadeo, Don 
Juan Pablo, Don Francisco y Doña Martina Saenz Valiente, 
figurando todos los demandados como ex-poseedores del terreno 
que se reclama. 

Admitida la demanda, el Juzgado decretó el juicio verbal del 
artículo 331 de la ley de Procedimientos, y á éste concurrieron 
los demandador señor Juan Martín Campos y el exponente. 

2^ Pero los otros demandados habían sido mal emplazados, 
considerándose,equivocadamente,al señor Campos, representan- 
te de los mismos, y por su consecuencia una de las excepciones 
opuestas á la demanda fué impugnar la validez del procedi- 
miento, en razón de no haber sido emplazados en forma todos 
los demandados, antes de celebrarse el juicio verbal. 

Refutando esta excepción y para desvirtuarla, el actor mani- 
festó en el mismo juicio verbal, que desistía de su demanda 
contra los demandados no emplazados, que lo eran Doña Interce- 
des Campos, Doña Rosalía Saenz Valiente de Amadeo, Don Juan 
Pablo, Don Francisco y Doña Martina Saenz Valiente y mante- 
nía sólo su demanda contra los demandadoi presentes. 



( 

I 
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Bajo el concepto expresado se celebró el juicio verbal, las 
partes presentaron sus pruebas, alegaron sobre el mérito de las 
mismas y dando el Juzgado el pleito por substanciado, mandó 
poner los autos al despacho. 

3° Con posterioridad á los procedimientos que dejo relacio- 
nados, el actor señor Pintos volviendo sobre su primera resolu- 
ción, ha solicitado que se citen á un segundo juicio verbal á 
los demandados, contra quienes había desistido (que no con- 
currieron al primero ) para substanciar con éstos el interdicta 
que motivó sus gestiones. 

Esta petición do la parte aotora ha sido proveída favorable- 
mente por el Juzgado y contra el auto recaído en ella, deduje 
los recursos de reposición y apelación, los cuales me han sido 
denegados con expresa condenación en costas. 

A^ Al recurrir ante Y. E. de esa denegación, empezaré por 
observar que el auto recurrido me infiere gravamen irreparable, 
pues basta considerar las demoras y mayores gastos que pueda 
irrogarme el reproducir por trámites duplicados, la substancia- 
ción del juicio, con nuevos demandados^ y además, que por el 
nuevo comparendo verbal la parte actora podrá ampliar las ra- 
zones y pruebas que tiene aducidas y presentadas en pro de su 
demanda, lo que será utilizable en contra mía, desde que el plei- 
to hubiera de resolverse por una sentencia común, mientras 
que por mi parte no obtendría igual medio de defensa, encon- 
trándose para mí dos pleitos ya substanciados. 

Si es por la insubsistencia del auto recurrido es evidente, que 
substanciado un juicio y hallándose en estado de sentencia sea 
sumario ú ordinario, no es permitido reabrirlo reponiendo el 
procedimiento al estado de demanda, para reproducir el mismo 
juicio con otros demandados, que aquellos contra los cuales pri- 
mero se substanció. 

5^ Debo suponer, Excmo. señor, que el Juez a quOy cuya 
ilustración me hago un deber en reconocer, sólo por causa del 
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recargo de sas atenciones, puede haber decretado el procedimien^ 
to qae impugno, al cual se opone tanto los efectos de la litis 
conteslscion, que impide renovar el juicio en ninguno de sus 
elementos, como también los preceptos legales que determinan 
cuál es el procedimiento á seguir en juicio substanciado y con- 
cluido para sentencia. 

El caso sub-judice manifiesta más claramente su falta dele- 
galidad, si se supone que se tratara de un juicio ordinario subs- 
tanciado entogas sus partes, y que al encontrarse para fallo 
pidiera el actor que se corriera traslado de la demanda á nue- 
vos demandados, que no hubieran sido oídos. La sumariedad 
del juicio de que se trata no impide la paridad de casos, y tan- 
to en el ordinario como en el sumario, que e! procedimiento de 
que me quejo, es contrario á la doctrina como alas prescripcio- 
nes expresas de la ley vigente. 

Por todo lo expuesto, á Y. E. pido se sirva haberme por inter- 
puesto en tiempo y deducido el recurso de hecho que tengo in- 
vocado, y previo informe del señor Juez de la causa, se me con- 
ceda la apelación denegada, mandando suspender los procedi- 
mientos con remisión de autos; y oportunamente se revoque en 
todas sus partes el auto apelado. 

Es justicia. 

Faustino A Isina. 



WmM%m «el Jaes redier»! 



U Plata, Mayo 5 Je 1892. 

Y vistos: los seguidos por D. Jorge Pintos contra el Doctor 
D. Faustino Alsina y otros sobre posesión de un campo, en el 
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interdicto de recuperar^ promovido contra el mismo Dr. Alsi- 
na, Don Juan Martín Campos, Doña Mercedes Campos y sus 
coherederos Saenz Valiente . 

T resultando: 1"* Que realizado el juicio vcvhal del caso, al 
substanciar el in^ercítcío 7 antes de pronunciarse sentencia, 
presentóse D. Ángel Redaille con poder bastante, en represen- 
tación de D. Pablo Saenz Valiente, solicitando ser tenido por 
parte y al mismo tiempo reclamando audiencia, pues aún no 
había sido oído en la substanciación del interdicto. 

2** Qae asimismo y en aquel acto se presentó el actor Pintos, 
pidiendo fueran citados á juicio Doña Mercedes Campos y los 
dichos Saenz Valiente, para que con ellos se realizara el com- 
parendo, á fin de que el interdicto tuviera todo el efecto que 
buscaba y acordaba la ley, recuperar la posesión del campo & 
que se refiere (foja 579 ). 

3^ Que llamados por edictos, según consta^ se presentó á to- 
mar intervención (foja 578), D. Juan Martin Campos en repre- 
sentación de los citados y fué entonces que el Juzgado convocó 
d juicio verbal,segun lo preceptúa la ley de la materia, dejando 
así en definitiva, preparada la acción interdicial con todas las 
partes que con él debieran intervenir, designándose día y hora 
al efecto. 

4*^ Que en tal estado, promovió incidente el Dr. Faustino Al- 
sina, oponiéndose ala realización iél juicio verbal decretado ^ 
fundándose en que se había realizado éste con su sola presencia 
y haciendo otros razonamientos. 

Y considerando: 1** Que el juicio verbal decretado, no es un 
auto ni decreto ni menos proveído apelable ( véase artículo 206 
de la ley de Procedimientos). 

2^ Que en dicho juicio verbal recien será la oportunidad pa- 
ra que el Dr. Alsina promueva su oposición, ora sea á las pre- 
tensiones del señor Pintos ó de cualquiera otro de los interesa- 
dos en la acción, pues, aceptada dicha manera de proceder, 
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serla ordinarizar an caso que tiene su tramitación propia y ge- 
nuina, los juicios serían interminables, sin jamás llegar á una 
definitiva solución. 

3** Que en todo juicio el modo de hacer efectivo el derecho^ 
ha sido prescrito por los poderes del Estado, de manera que 
sean uniformes y armónicas las relaciones del hombre con la 
ley que constituye su objeto, pues no sería de recto criterio 
abandonar á la iniciativa individual ó á la arbitrariedad de los 
magistrados, la tramitación de cada acción invocada. 

-4® Que no debe perderse de vista, es el presente un iuicio po- 
sesorio que deja intacto de un modo expreso el fondo petitorio 
y por consiguiente sumario, donde no puede decirse haya con- 
tención completa cuya sentencia fenece el pleito, es obligada la 
audiencia verbal, concurriendo todos los interesados en él ó en 
rebeldía de los citados en forma^ tomando intervención qn la 
litis, acumulando sus acciones, excepciones^ pruebas y alegatos 
sin más audiencia ni dilación. Por esto, fallo: no hacer lugar 
á la revocatoria ni á la apelación interpuesta en subsidio, con 
costas, y cúmplase el auto de foja 627. llevándose adelante el 
juicio verbal decretado á cuyo efecto se señala para su efectivi- 
dad el dia doce del corriente á las dos p. m. y todo bajo de aper- 
cibimiento de realizarse con las partes que concurran al acto. 
Notifíquese con el original, regístrese en el libro de senten- 
cia y repónganse las fojas. 



Mariano 5. de Aurrecoechea 
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Iiiforme del Juex Federal 



La Plata, Junio 18 de 1892. 

Suprema Corle: 

Informando á Y.E. en el recurso de queja deducido por el Dr. 
D. Faustino Alsina^debo decir á la Suprema Corte, que es cier- 
to lo expuesto en el primer párrafo del referido recurso; y en 
cuanto al segundo párrafo, debo decir que del expediente res- 
pectivo, resulta que el abogado de D. Jorge Pintos, retiró á 
nombre de éste, la demanda contra Doña Mercedes Campos y 
los señores D. Juan Pablo, Doña Rosalía, D. Francisco y D. 
Martin Saenz Yaliente, demandados conjuntamente con el Dr. 
Alsina y D. Juan Martin Campos, reservándose á salvo las ac- 
ciones contra los Saenz Yaliente, y la señora Mercedes Campos 
para hacerlas valer cuando viere convenirle; este desistimiento 
no fué aceptado por la parte de D. Juan Martín Campos,. diciendo 
que el remedio legal del efecto del emplazamiento noestáen re- 
nunciará la demanda con respecto á aquellos condónimos y que 
la causa debe seguir su instancia; que ese desistimiento es con- 
ra derecho, porque la posesión que se discute á los señores Al- 
sina y Campos, es una posesión pro-indivisa y la misma de los 
señores Saenz Valiente. Posteriormente el señor Pintos pidió 
y obtuvo del Juez suplente que entonces conocía en la causa, la 
citación á que se refiere el recurso de queja. 

La resolución del infraascripto que se recurre de hecho, es la 
que acompaño en testimonio autorizado. 

Es todo lo que tengo que informar. 

Dios guarde á Y. £. machos años. 

Mariano 5. de Aurrecoechea. 



\ 
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Fallo de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Abril 27 de 1893. 

Vistos en el acuerdo: resultando del informe del Juez de 
la causa, corriente á foja diez vuelta, y de los términos del au- 
to recurrido^ acompañado en testimonio á foja ocho, que el Juz- 
gado no se ha pronunciado sobre los puntos que forman las cau- 
sales del recurso directo traído ante esta Suprema Corte^ se 
declara bien denegado el recurso de apelación y remítase al 
Juzgado de Sección de la Provincia de Buenos Aires, para agre- 
garse á los autos respectivos, devolviéndose los expedientes 
traídos ad affectum videndi. 

BENJAMÍN PAZ.— LUIS V. VARE- 
LA.— ABEL BAZAN. — OCTA- 
VIO BUNGE. 
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CAUSA CTIII 



Don Luis Cavüliotti contra Don Antero Barriga, por cobro 
ejecutivo de pesos; sobre moratoria y nulidad 



Sumario. — 1® La ley de 1891 sobre moratorias, no comprende 
las obligaciones civiles . 
2^ El auto apelado fuera de tiempo, queda ejecutoriado. 



Caso. — Eu una ejecución por cobro de pesos procedente de 
precio de una finca, el ejecutado Don Antero Barriga, mani- 
festó que se acoge á la ley dictada por el Congreso en 1891 . 



Fallo del Juez tf'ederal 



Mendoza, Julio 2 de 1891. 

Vistos : Considerando que la obligación hipotecaria del señor 
Barriga, objeto de la presente ejecución, es de carácter mera- 
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mente civil y no se halla de consigaiente comprendida en la 
ley sobre moratoria que se invoca y cuyos beneficios sólo al- 
canzan alas obligaciones comerciales que se encuentran en las 
condiciones establecidas por la misma ley, se resuelve: no ha- 
cer lugar con costas á lo solicitado por el ejecutado en su es- 
crito de foja... Hágase saber. 

Juan del Campillo. 



En el mismo juicio se mandó vender la finca embargada, y se 
vendió. El auto, aprobando la yenta, fué atacado de nulidad. 
El Juez Federal no hizo lugar á la nulidad, y su resolución fué 
apelada á los seis días de notificada. 



Fall0 de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Abril 27 de 1893. 



Vistos : por sus fundamentos se confirma con costas el auto 
apelado de foja cincuenta vuelta, declarándose que el de foja 
cincuenta y cinco se halla ejecutoriado por haberse interpuesto 
el recurso después de vencido el término legal, según resulta 
de autos. Bepoestos los sellos, devuélvanse. 



benjamín paz. — LUIS V. 
VÁRELA. — ABEL BAZAN. 
—OCTAVIO BUNGE. 



T. u 
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CAUSA CIX 



Contra Don Alejandro Cayeres por infracción á la ley 
de enrolamiento en la Guardia Nacional 



Sumario. — El decreto del 22 de Febrero de 1893 reabriendo 
el enrolamiento de la Guardia Nacional, cubre la falta de enro- 
lamiento anterior. 



Caso. — Lo indica el siguiente 



Fallo del Jues Federal 



Buenos Aires, Enero 18 de 1893. 

Y vistos estos autos seguidos por falta de enrolamiento en la 
Ouardia Nacional de la Bepública en los términos fijados por 
los decretos del Poder Ejecutivo de fecha 24 de Febrero y 29 de 
Abril del año próximo pasado, contra Alejandro Cáceres» ar- 
gentino, soltero, de 28 años de edad, cigarrero, domiciliado en 
la calle Estados Unidos número 764, y considerando : 
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Qae el detenido ha confesado no haber camplido con la obli- 
gación legal de enrolarse, alegando como escusa el no haber te- 
nido conocimiento de los decretos respectivos. 

Qae esta escasa es inadmisible, pues todos los ciadadanos de- 
ben conocer las leyes y decretos que las reglamentan, alo cual 
se agrega en este caso la amplía publicidad que, por medio de 
los diarios de esta capital, han tenido los decretos de enrola- 
miento. 

Por estos fundamentos y de acuerdo con el artículo 16 de la ley 
de ^ de Ssptiembre del 1872, fallo condenando á Alejandro Cá- 
ceresá la pena de dos años de servicio militar en el cuerpo del 
ejército qae el Ejecutivo Nacional designe; comuniqúese al 
señor Ministro de la Guerra y al Director de la Peniten- 
ciaría. 

/. F. Lalanne. 



VISTA D£L SESOE PBOCURADOB 6ENEBAL 



Buenos Aires, Abrí! 34 de 1893. 
Suprema Corte: 

Prescindiendo de los hechos de la cansa que han dado funda* 
mentó á la sentencia recurrida, existe ana círcunstaneia qae 
debe tomarse en consideración en favor del procesado « 

El Poder Ejecotivo de la X&cíon ha dictado el decreto del 22 
de Septiembre de 1892, por el qae manda reabrir, en toda la 
Bepública, por el t*^rmiao de 45 días, i cootar de&de el 15 
de Marzo, los r«:gí¿tros de ^nrolamieíito de la Ouardúi Na* 
cionaL 
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Siendo ese decreto general en sus términos, sin expresar 
excepción alguna, comprende á todos los no enrolados hasta su 
fecha, entre los que se encuentra el procesado. Por ello pido 
á Y. E. se sirra declarar sea puesto en libertad, sin más trá- 
mite, á fin de que quede habilitado para cumplir sus deberes 
de enrolamiento en la Guardia Nacional, con sujeción al decre- 
to citado. 

Sabiniano Kier. 



Fallo de la Suprema Corte (1) 



Buenos Aires Abril 29de 1893. 



T vistos : De conformidad con lo expuesto y pedido por el 
señor Procurador General, sobreséase en la presente causa y 
devuélvase sin más trámite. 



benjamín paz. —LUIS y. 
VÁRELA. — ABEL RA- 
ZAN. — OCTAVIO BUNGE. 



(1) Igual resolución recayó en las causas contra Don Marcelino Rodrí- 
guez, Don Gregorio Domínguez, Don Felipe Rodríguez, Don Ángel Leyes, 
Don Manuel Hoyo y otros, Don Enrique Bodriguez y otros, Don Juan Gon- 
zález y otros, Don Gerónimo Soria, Don Pedro Sineyro y otros, Don Mar- 
tin Urangae, Don Felipe Lemos y otros, don Juan Martínez y otros, don 
Carlos Wílkinson y otros. 
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CAI7SA ex 



D.Francisco L. Oliveros contra Doíía ñSaríina b\ de Goylla, 
por cumplimiento de contrato de locación; en recurso de re* 
tardcula justicia. 



Sumario. — Los Jaeces suplentes al aceptar el cargo, coatraen 
los deberes que éste impone, y entre ellos el de despachar las 
causas sin demora. 



Caso. — En recurso de qaeja por retardada ja¿ticía contra el 
Juez Federal adhoc Doctor Don Pedro A. Sanchez,del Rosario, 
se dictó el siguiente 



t**:'yA A>*ft. Ui'i'j t ií; 'M^'f 



Tistes ea e! at:iírio : A víái'.v. U I* \^^tl^ íh Í',> y\ 
é informe 4elJat^ ii^^I^-i^^.r Ul.'.hlÍ'. *ií •yyjt.inty^'/.'ü '.u* U 
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aceptación del cargo lleva consigo el cumplimiento de los debe- 
res que él impone, sin qae basten los motivos personales que se 
invocan, para justificar la demora en el despacho de la causa ; 
se resuelve fijar el término de diez días, para que el mencionado 
Juez dicte la resolución que corresponda en los autos que han 
dado lugar á esta queja. Remítanse estas actuaciones al infe- 
rior, previa reposición de sellos, para que las mande agregar & 
sus antecedentes. 

BENJAMÍN PAZ. — LUIS V. VARE- 
LA.— ABEL BAZAN.— OCTAVIO 
BUNGE. 



CAUSA CXI 



Contra don Ángel Fontana; sobre contrabando de 

maderas nacionales 



Sumario.— :L?k elaboración de maderas hecha en bosques na- 
cionales, sin concesión pré?ia del Ministerio del Interior, j la 
extracción de ellas mediante falsa manifestación de su proceden- 
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cia, oonstitoyen delito de oontrabando^ y autorizan la itnposi- 
cion de las penas relativas, y la distribución del valor del comiso 
entre los denunciantes y aprehensores. 



Caso. — Lo indica el 



Fall^ del Juez IietrAde 



Formosa, Octubre 16 de 1890, 

Vistos : estos autos seguidos contra don Ángel Fontana* de 
22 años, soltero, carpintero y vecino de Tilla del Pilar, poreon* 
trabando de maderas embargadas y extraídas del punto de la 
Lagaña Herradura, en el partido c Tilla del Pilar » i fioei de 
Febrero de 1889; de los cuales resulta lo ¿¡guíente : 

Son José Granada (fojas 32 y i09; declara que el mívmo mi' 
dio y entregó 300 y taitas vigas por encargo de don HantUg'> 
Sartori, i quien Fontaui lubía eccargaio lo hhím por m^í/» 
de ona carta qce él vix por tener qie aat>^i:tar^ íí%tX/jtI^ en ^z-% 
dreonstanciaf . para e! Paragoaj, y qie í'^fT.n 4*: Inf ^lir/vra^i v^ 
en la conoesíi-n qn* don l^zis Bl%t.o pfilo j to ^'-ft-svo, f vr >/ vv^ 
d Snbprcfe<^:> i*r] Tlav' la» í^íz.l':'/^ y *4r í^*,r*t^ el «:• Vir- 
go. Ssrtori lí'^ja 3& í^viirs^ *'-* i;í:L'y jct '^/r^stii- pfí^vttLi^í6-' 
do la carta if;;* 41 ■ y ajr^rr» '-.*: ^tti iti.l*7t* ^u^/ua *aLW- 
gadas por el 1x55»íií:í.:t ¿* vvv.-^>i i'.- K g.*:: O-.t^rrí^. i j^ 
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lo declarado por los mismos y por Victoriano Beloto, capataz de 
Fontana (foja 43), éste se ocapaba de hacer empostar las made- 
ras qne estaban elaboradas en los montes, para arrimarlas al 
puerto cuando se pudiese. 

Fontana dice que el capitán del patacho le manifestó que por 
no haberle gastado la madera que había comprado á la viuda de 
Capurro de su planchada en la Herradura, había cargado sólo se- 
tenta piezas, 7 fué á completar su carga en el Marové con 600 
durmientes que él le entregó del obraje de Cogurno hermanos, 
y entonces suyo; que oyó decir que D. José (S^ranada había me- 
didoy entregado las 70 piezas (foja 30), que la carta era suya, y 
se refería alas maderas que él debía entregar de su obraje del 
Marové; que nunca tuvo en la Herradura, en planchada, más 
maderas que las que aún existen, que estas y otras que estaban 
en los montes habían sido elaboradas creyendo se despachase 
favorablemente la concesión pedida por don Luis Risso; y que 
cuando el Gobierno decretó no hacer más concesión, se les había 
embargado y dejaron desde entonces de trabajar allí. Pero la 
carta expresa que le pedía á Sartorí (vecino de la Herradura) 
ese servicio porque él no podía venir en razón de que tenía dos 
buques á la carga en el Marové, y según el informe de la adua- 
na de Corrientes (foja 20), que es la interventora respecto al 
obraje de Cogurno hermanos (foja 192), el patacho fué despacha- 
do el 6 de Marzo de 1889 y la guía formada con arreglo al 
certificado del concesionario expresaba la carga de 376 vigas 
madera de quebracho con 2165 metros lineales, valor pesos 
1688.70; y 250 trozos quebracho con 693 metros lineales, 
valor pesos 450.45 habiéndose manifestado como procedentes 
de la concesión Cogurno hermanos, Y además consta del pro- 
ceso que la viuda de Caparro no vendió madera alguna para esa 
carga. 

Respecto al embargo de las maderas por el subprefecto del 
puerto Bermejo ó Timbó, señor Baez, existe también la nota de 
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la gobernación del Territorio, de foja 86, y el informe del inspec- 
tor de bosques, de fojas 83 y 84, ájelia adjunto, de los cuales re- 
sulta que se había formado un expediente que se remitió al Su- 
perior. 

El Fiscal pide (foja 134 vuelta) que se declaren comisadas las 
maderas, y se condene á Fontana á las costas del juicio. 

El apoderado de Fontana sostiene que respecto á 1:ks maderas 
cargadas en el Marové, la cuestión se encuentra en idénticas con- 
diciones alas que fueron llevadas por el c Herculano María », y 
correspondía, se dice, la misma resolución quecorrede fojasl05 
á 107 de estos autos; y que en lo demás, debía sobreseerse tam- 
bién por cuanto el patacho no había cargado maderas de Fonta- 
na en la Herradura, pues existían allí las que había tenido, co- 
mo podía probarse mandándose practicar un reconocimiento 
(foja 151). 

El comisionado nombrado de común acuerdo, xínica prueba 
producida, informa (foja 155 vuelta) que sólo ha encontrado una 
planchada de 170 piezas y 40 anguillas, y 6 piezas más un po- 
co más retirado^ sin expresar la clase de maderas; y que no de- 
bía ser tocada desde tres ó cuatro años^ á juzgar por el tamaño 
de las cañas creadas en el interior de ella y de sus costados. 

En el informe tn voce el apoderado dijo: que en la expresión 
vigas del informe déla aduana, podían comprenderse los trozos 
de durmientes dobles que constituía una viga. 

Y considerando : 1® Que las causas de contrabando son pe- 
nales' por su naturaleza, y procede en derecho la aplicación en 
ellas délas disposiciones del Código deProcedimientos en la ma- 
teria, en cuanto sean pertinentes. 

2^ Que nadie puede explotar los bosques de propiedad de la 
Nación sino mediante permiso concedido en la forma y con los 
requisitos que establecen los artículos 1 al 12 de las ordenanzas 
especiales sancionadas por ley de 9 de Octubre de 1880. 

3^ Que la infracción de lo dispuesto en ellas como la atribu* 
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cion de todas las aatoridades del Territorio para proceder al em- 
bargo de los materiales elaborados, motiva el comiso ó la pena 
qae corresponda, debiendo procederse conforme á lo preveni- 
do por las ordenanzas de aduana, á hacerlo efectivo y adjudicar 
el producido á los denunciantes 5 aprehensores (artículo 13 
Ídem). 

4^ Que de los antecedentes relacionados resulta debidamente 
establecido que Fontana elaboró maderas en la c Herradura », 
sin tener concesión y de ellas extrajo por lo menos 300 vigas en 
el patacho c Villa del Pilar », pues que así consta por la declara- 
ción de tres testigos presenciales y contestes, correlacionada 
con su propia confesión, con la carta del mismo, reconocida judi- 
cialmente, con el informe de la aduana de Corrientes y con la vista 
de la gobernación é informe del Inspector de Bosques (artículos 
306, 324, 349 y 350 del Código de Procedimientos); como tam- 
bién que hubo conato de extraerse las demás que existían en 
los bosques, sin embargo que había precedido intimación de 
embargo por todas ellas, y de que el exportador tuvo conoci- 
miento de ello. 

5^ Que no es aceptable el objeto que Fontana asigna á su car- 
ta: i'^ Por el texto mismo de ella que lo rechaza, mucho más si se 
tienen en consideración el domicilio de Sartori y sus ocupacio- 
nes habituales; 2^ Porque pomo se ha visto, está legítimamente 
probado que fué en la Herradura donde se cargaron las 300 y 
tantas vigas, en virtud del encargo por ella hecho á Sartori; 
y 3^ Porque consta que no fueron 600, sino 250 los durmien- 
tes que el buque llevó. 

6^ Que tampoco es aceptable la confusión en el maniñesto á 
la aduana, de vigas con durmientes dobles, que el apoderado 
pretende, porque se tratado cosas bien caracterizadas como dis- 
tintas, en los términos mismos de la ley y de la concesión en el 
lenguaje, usual y uniforme, y es de todo punto inverosímil que 
un obrajero de oficio, ó un comerciante de maderas pueda con- 
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fundir, tanto más cuanto que consta la procedencia de las vigas 
de la Herradura como se ha visto. 

7^ Que este Juzgado debe limitar su acción á pronunciarse 
sobre las maderas <}argadas en la Herradura, ya porque las car- 
gadas en el Marové se encuentran en las mismas condiciones 
que las llevadas en el patacho c Herculano María » á que se re- 
fiere el auto de 1^ de Junio del ano próximo pasado (foja 105) , 
ya porque las que existen aún en el campo están dentro de la 
jurisdicción de la aduana] (artículo 1034 de las Ordenanzas de 
Aduana). 

8° Que el presente caso, así considerado, es distinto al del 
c Herculano María », porque no se trata de si en la elaboración 
de las maderas se han ultrapasado 6 no los límites de la conce- 
sión, de si el cambio de puerto de embarque importa ó no una 
infracción punible, y si los papeles del buque estaban ó no en 
debida forma para su^despacho; sino de la sustracción de made- 
ras elaboradas sin concesión, y embargadas, sorprendiéndose 
la vigilancia de la administración de Aduana con una manifes- 
tacion falsade su procedencia, porque se manifestaron como pro- 
cedentes de la concesión Cognrno hermanos, del Marové, siendo 
así que su verdadera procedencia era la de Herradura, como se 
ha visto y no procede en consecuencia, la aplicación de las mis- 
mas disposiciones del derecho. 

9® Que en la exportación de esas vigas se ha producido acto 
de verdadero contrabando, pues que concurren los requisitos de 
la ley, de falta de concesión y de sustracción de embargo, de 
que el sustractor confiesa haber tenido conocimiento, con la 
circunstancia agravante de su manifestación fraudulenta á la 
Aduana interventora. Y debe por lo mismo declararse el comiso 
del valor neto del contrabando. 

10^ Que no resulta establecido en el proceso, el numero preci- 
so de vigas cargadas en la Herradura, y su medida, pues que 
Granada dice que fueron 300 y tantas; Sartori, que principió 
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y no terminó la entrega por haberse ausentado, de 200 á 300, y 
Vázquez que cargaron de una planchada de 300 d 400^ quedó 
solamente una planchada de laurel de 150 vigas. Pero con estos 
antecedentes y teniendo en consideración que no fueron 600 sino 
250 los trozos para durmientes que el buque tomó en el Marové, 
puede darse por establecido, sin agravio para los derechos del 
interesado, que de las 370 vigas que el buque llevó, 300 fueron 
cargadas en la Herradura; y que por tanto su valor respectivo y 
proporcional según la liquidación de la Aduanasen 1346 pesos, 
despreciando fracción de centavos. 

H** Que descontado el derecho de diez por ciento abonado á 
la Aduana, queda como valor líquido del contrabando la canti- 
dad de 1212 pesos, despreciando fracción de centavos, cantidad 
que debe adjudicarse á los denunciantes y aprehensores con de- 
ducción de los gastos del proceso (artículo 1030 denlas Ordenan- 
zas de Aduana). 

12° Que para el efecto de la adjudicación, deben tenerse co- 
mo denunciantes al ex-Subprefecto don Santiago Baez y al ex- 
comisario de policía don José N. García, porque, si bien por la 
denuncia del primero se tomó conocimiento de la elaboración 
ilegítima y se procedió al embargo de las maderas, por la del 
segundo se supo la sustracción de las que han motivado este 
proceso; y como aprehensor, al Jefe de policía de este territorio, 
don Gustavo Bellemare, quien trasladándose á Villa del Pilar y 
al lug¿ir del embarque de las maderas, ha practicado las dili- 
gencias que han esclarecido y constatado el hecho del contra- 
bando (fojas 1 á 49). 

Por estos fundamentos y de acuerdo con lo dispuesto en el 
citado artículo 1030 de las Ordenanzas de Aduana, fallo defini- 
tivamente en la presente causa, declarando el comiso de 1212 
pesos nacionales, que debe abonar don Ángel Fontana dentro 
del término de diez días desde la ejecución de la sentencia; y 
mandando que deducidos de esa suma el valor de la reposición 
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de los sellos en este expediente, 30 pesos nacionales en que se 
estiman los honorarios del fiscal, don Camilo de Groóte, y 20[pe- 
sospoT las del comisionado don Benjamin Dafford, el remanen, 
te sea distribuido por mitad entre don Gustavo Bellemare, por 
una parte y don Santiago Baez y don José N. García por la otra, 
y por iguales partes entre ambos. Hágase saber, notificándose 
eu el original. 

J. Benjamin de la Vega. 
Ante mí : 

Federico I. Benttez. 



VISTA DEL SEÑOli PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Abril 1* de 1893. 
Suprema Corle : 

Se ha demostrado que las maderas falsamente manifestadas 
á la Aduana de Formosa, como procedentes de la concesión Go- 
gurno hermanos^ del Marové, procedían en su mayor parte del 
territorio denominado « La Herradura » . 

Que ese territorio fué ocupado en la inteligencia de ser soli- 
citado y obtenido del Gobierno Nacional; pero que no habién- 
dose acordado tal concesión, ha permanecido sin ocuparse, bajo 
la inspección de la autoridad local. 

Que las maderas que habían sido cortadas, quedaron embar- 
gadas bajo la inspección de la autoridad, y que don Ángel Fon- 
tana, en el despacho pedido por la Aduana de Formosa, para em- 
barque de maderas de su concesión de Maroyé en el buque c Vi- 
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lia del Pilar > agregó las de Herradura que no le pertenecían, 
violando el embargo sobre ellas trabado y las disposicionos fis- 
cales sobre explotación de bosques en los territorios de la Nación 
(diligencias de foja 30, 39 vuelta, AO vuelta, 41. 43 y 44). 

El reglamento gubernativo que es la ley de la Nación en vir- 
tud de aprobación del Congreso, de 9 de Octubre de 1880, pro- 
hibe por su artículo I"* la corta de maderas y demás trabajos 
florestales en los bosques de territorios nacionales, sin la cor- 
respondiente concesión del Ministerio del Interior. 

El artículo 12 prescriba para el embargo de maderas cortadas, 
las formalidades que establecen las Ordenanzas de Aduana y el 
13, « que en caso de no exhibirse esos permisos en forma, se em- 
bargarán los materiales extraídos y se procederá como disponen 
las ordenanzas á declararlas en comiso 6 imponer la pena que 
corresponda, adjudicándose el producido á los aprehensores 6 
denunciantes t. 

A los hechos de apropiación indebida, comprobados en esta 
causa, son legalmente aplicables las disposiciones penales del 
reglamento citado y las correlativas de las Ordenanzas de Adua- 
na que invoca la sentencia. Por ello pidoá Y. E. la confirmación. 



Sabiniano Kier. 



WmlXm de la Suprcmn Corte 



Buenos .^ires, Mayo 3 de 1893. 

Vistos: De conformidad con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador General y por sus fundamentos concordantes, se 
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conñrma con costas la sentencia apelada de foja ciento cin- 
cnenta, y devnélvanse. 

benjamín paz. — LülS V. VÁRE- 
LA.— AREL BAZAN. — OCTAVIO 
BUNGE. 



CAUSA CXII 



D. Emilio Morales contra Doña Juana Desideria P. de Nestier, 
por rescisión de contrato; sobre competencia 



Sumario. — El desistimiento de nn juicio subordinado á una 
condición que no se ha cumplido, no autoriza á reabrir el mismo 
juicio ante otro Juez. Dándose aquel como no sucedido, la causa 
debe continuar ante el Juez de su radicación. 



Caso. — D. Emilio Morales, se presentó ante el Juzgado á 
cargo del Doctor Tedin, exponiendo : que en 15 de Junio de 
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1889, firmó an boleto con Doña Juana P. de Nestier, por el cual 
compró una casa situada en la calle Suipacha número 650, por 
la cantidad de 40,000 pesos^ comprometiéndose á cargar con el 
gravamen de 13,000 pesos oro en cédulas que la finca adeuda al 
Banco Hipotecario Nacional. 

Que ya tenía adelantados á la vendedora 7774 pesos, y como 
ésta no extendiera la escriturado venta, la demandó ante el Juz- 
gado d cargo del Dr. ügarriza para que se declarase rescindido 
el boleto y se la oblígase á devolver la sumarecibida, por no en- 
contrarse en condiciones de transferir el dominio, á consecuen- 
cia de Tin embargo decretado sobre la finca, en el juicio crimi- 
nal que sigue á la vendedora D. León Bopuls ante el Juez de la 
Capital Dr. Soneyra, por sustracción de unas cédulas. 

Que hallándose aprueba la causa que promovió ante el Juez 
Dr. Ügarriza, se presentó en unión de la .señora de Nestier, de- 
sistiendo ambos del juicio por haberse obtenido según se decía, 
el alzamiento del embargo, desistimiento que el Juzgado ad- 
mitió. 

Que sin embargo, el levantamiento del embargo no se efec- 
tuó, porque Bopms apeló del auto que lo ordenó y la Cámara de 
Apelaciones lo revocó; viniendo estoá colocar á la vendedora en 
la imposibilidad absoluta de entregar el inmueble vendido. 

Que por lo expuesto, demanda á la vendedora para que se decla- 
re resuelto el boleto de compra-venta que se encuentra agrega- 
do al expediente promovido ante el Juez Dr. ügarriza, y por la 
devolución de lo que tiene recibido, con intereses y costas. 

Habiéndose acreditado en el otro expediente que el actor es 

«.argentino y la demandada extranjera, se corrió traslado de la 

demanda, y el Juez Dr. Tedin tuvo por acreditada su competencia. 

La demandada contestó la demanda, pidiendo que fuera ella 
rechazada y contra-demandó á Morales, para que se le obligase 
á comprar la casa y á indemnizarle los perjuicios que tenía su- 
fridos. 
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Corrido traslado de la reconvención^ y constatada ésta, el 
Juez llamó autos. 

Para mejor proveer, dispuso después que se agregara el expe- 
diente seguido entre las mismas partes ante el otro Juzgado Fe- 
deral. 

Traido ese expediente, resulta : que Morales demandó á la 
vendedora para que le devolviera las sumas que le había entre- 
gado por cuenta del precio, en razón de imposibilitarla el em- 
bargo para escriturar, con intereses, indemnización de danos y 
costas. 

Que contestada esta demanda, pidiendo su rechazo, y re- 
convenido Morales para que se declarase haber perdido la sena 
que tenía dada, se recibió la causa á prueba; que recibida la 
prueba y llamados los autos para definitiva, se presentaron el 
demandante y el apoderado de la demandada, manifestando que 
desistían de la prosecución del pleito, porquehabiéndoseobtenido 
el alzamiento del embargo ordenado por el Dr. Soreyra, no tiene 
objeto continuarlo^ é iban á realizar la operación convenida. 

Que el Juez tuvo por desistida la prosecución del juicio, pre- 
via ratificación de las partes, las cuales en efecto se ratificaron. 



Wmlím del Juez Federal 



Buenos Aires, Enero 30 de 1893. 

Vistos : los presentes autos promovidos por D. Emilio Mora- 
les contra Dona Juana Desideria P. de Nestier, para que judi- 
cialmente se declare rescindido el contrato de compra-venta de 
la casa calle de Suipacha número seiscientos cincuenta, de pro- 
piedad déla demandado, celebrado el quince de Julio de 1889, 
bajo las cláusulas estipuladas en el boleto que obra á foja 1^ del 

T. II 4 
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expediente agregado; y se condeDe á la vendedora á la devolu- 
ción de ocho mil quinientos setenta y cuatro pesos moneda na- 
cional que el comprador Morales dice haberle entregado á cuen- 
ta del precio. Vista igualmente la reconvención deducida por la 
señora de Nestíer, para que obligue á Morales & cumplir el con- 
trato en los términos pactados y al pago de los daños y perjui- 
cios resultantes de la demora. 

T considerando : i^ Que según resulta del expediente agre- 
gado, esta misma demanda y la reconvención que es la conse- 
cuencia, fueron deducidas ante el Juzgado de Sección, á cargo 
hoy del señor Juez Dr. Lalanne, por los mismos motivos y fun- 
damentos aducidos en el presente juicio, habiéndose substan- 
ciado aquel hasta la citación para sentencia, en cuyo estado las 
partes se presentaron á foja 61, manifestando que desistían de 
la prosecución del pleito porque, habiéndose obtenido el alza- 
miento del embargo ordenado por el señor Juez del Crimen Dr. 
Soneyra, de la finca á escriturar, no tenía objeto su continua- 
ción. 

2° Que el nuevo juicio iniciado se funda en que el levanta- 
miento del referido embargo, no pudo llevarse á efecto no obs- 
tante lo expuesto al señor Juez Dr. Ugarriza, por cuanto el 
embargante Bopuis recurrió del auto que lo ordenó, el cual fué 
revocado por el Superior, quedando así subsistente aquel. 

3® Que siendo esto así, lo que corresponde es que el señor 
Juez que ha prevenido en el conocimiento de la causa substan- 
ciándola bástala citación para sentencia, se pronuncie sobre 
la rescisión demandada ante él y correlativa reconvención pa- 
ra que el actor cumpla el contrato, á lo cual no se opone el de- 
sistimiento invocado, foja 61 del expediente agregado, puesto 
que las partes claramente dicen que desisten de la prosecusion 
del juicio (no de las acciones instauradas), por haberse opera- 
do el levantamiento del embargo que lo motivaba, lo que poste- 
riormente no tuvo efecto. 
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4» Qae por consiguiente y habiéndose presentado el escrito 
del desistimiento de la prosecución de juicio antes de que el au- 
to de desembargo pasara en autoridad de cosa juzgada, debe 
entenderse que dicho pedido* se hizo subordinado implícita- 
mente á una condición suspensiva que no se ha cumplido, de- 
biendo por lo tanto considerarse ese hecho, como si no hubiese 
existido, conforme al artículo 548 del Código Civil, habiéndolo 
así entendido las partes como lo demuestra el hecho de preten- 
der reabrir el mismo juicio ante otro Juez, el cual á su vez de- 
muestra la voluntad de llevar la causa adelante. 

5^ Que por razones de orden público, no es permitido á las par- 
tes abandonar á su arbitrio la jurisdicción consentida y radi- 
cada para buscar otra, como no le es permitido recusar sin cau- 
sa á los Jueces, principio que quedaría eludido, si el Juzgado . 
continuase conociendo en la misma demanda. 

Por estos fundamentos, fallo : mandando pasar los autos cor- 
rientes y agregados al señor Juez Dr. Lalanne, que ha preve- 
nido en el conocimiento de la causa, previa reposición de sellos. 

Virgilio M. Tedin. 



Fallo de ím Suprema Corfe 

Baenos Aires, Mayo 2 de 1893. 

Vistos: Por sus fundamentos, se confirma con costas el auto 
apelado de foja treinta y seis, y repuestos los sellos, devuél- 
vanse. 

BENJAMÍN PAZ.— LCIS Y. VARE- 
LA.— ABEL BAZAN.— OCTAVIO 
BUNGB. 



J 
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CAC8A CXIII 



Don Remigio Rigál, contra Don Pedro Martínez, por cobro c/e- 
cuíivo de pesos; sobre competencia y denegación de recursos 



Sumario. — 1® El solo reconocimiento de firma pedida por el 
extranjero contra un ciudadano ante el Juez local, sin entablar 
demanda, no prorroga la jurisdicción provincial. 

2° El auto de solvendo y el de embargo, no son recurribles. 



Caso. — Lo explica la siguiente petición;. 



Suprema Corte: 

Pedro Martínez, constituyendo domicilio legal en la calle 
Bivadayia número 515, como más haya lugar digo : 

Que ante el señor Juez de Sección de La Plata se me sigud 
un juicio ejecutivo, fundado en un procedimiento exótico y de 
todo punto irregular^ por cobro de alquileres á nombre de Don 
B«migio Bigal. ' 

Este señor se presentó primero ante el Juez ordinario de la 



DE JUSTICIA NACIONAL 53 

ciudad mencionada, y aceptándola jurisdicción de dicho Juez, 
preparó alli layia ejecutiva por cobro de alquileres contra mí« 
procediendo en esto con arreglo á lo dispuesto en el Código de 
Procedimientos de la Provincia de Buenos Aires que permite 
preparar la vía ejecutiva por medio de un procedimiento previo 
especial. 

Una vez preparada la vía ejecutiva, consiguió no sé cómo, 
después de haberse sometido á la jurisdicción del Juez de la 
Provincia, que el expediente radicado ante este Juez pasase al 
señor Juez de Sección mencionado. 

£1 Juez de Sección aceptó el expediente y continuó el proce- 
dimiento en él instaurado, llegando hasta dictar embargos. 

Pero no se fijó qne la preparación de la vía ejecntiva, no per- 
mitida en el procedimiento federal, se había producido con 
arreglo i una lej de provincia que no debía regir ante él, y que 
en consecuencia no podía tomar como punto de partida y acep- 
tar como válido un procedimiento seguido ante un Juez y con 
sujeción á ana ley que eran completamente extraños á la jnrís- 
dicción federal. 

Entre tanto, Excmo señor, se ha dictado contra mf manda^ 
miento de embargo, el cual se ha trabado en bienes cuya pro- 
piedad se me atribuye, lo cual demnestra, por lo menos , que 
el procedimiento ejecutivo está en todo su vigor. 

Como era natural, reclamé ante el inferior de semejante pro- 
cedimiento, alegando so manifiesta nulidad é irritante injnsti* 
da, aparte loa perjnicío? que me ocasiona el solo hecho de exis- 
tir nn mandamiento de embargo contra mí y á pesar de estas j 
otras razones daias al iiJerior, éste se ha negado á escuchar* 
rae, denegándome por aLad; iara, \o% reciri os de nolidad y ape* 
lacion qne sabsüiariamenU; dedujera* 

Como Y. E. c&zi^resieri, !vi ast&e^^r&tes expueiV» me po- 
nen en la setesliii de re<^nir ^Ire'^rUm^cte ^z q'if^js eo&tra on 
procedimiento Mm^jiLte, iz9 ts^ eftí nou^-lo verla^e- 



^-Tm 
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TOS perjuicios, que desde luego protesto contra quien corres- 
ponda. 

Por tanto y en uso del derecho acordado por los artículos 229 
y correlativos de la ley de Procedimientos áV. E. suplico: se sir- 
ya admitirme este recurso de queja contra el inferior y acordar- 
me los recursos denegados por éste en el juicio de mi referencia, 
ordenando la inmediata remisión de los autos. 

Es justicia. 

Marcos Fulle Pedro Martínez 



Informe del Jíues Federal 



Excmo señor : 

El expediente á que se refiere Don Pedro Martínez, fué ini- 
ciado ante el Juez de ProTincia del Departamento de la Capital, 
donde dicho señor opuso la excepción de incompetencia en razón 
de que el demandante Don Remigio Bigal era vjcino de la 
Capital de la República y extranjero y el demandado argentino 
y vecino de la proTincia, por lo que el Juez de ésta se inhibió 
del conocimiento del asunto, y pasó á este Juzgado. 

£1 insfranscripto en virtud de que se deducía una acción por 
cobro de arrendamientos y que con arreglo al Código Civil pro- 
cede la vía ejecutiva contra el locatario, existiendo además una 
declaración del demandado, entre las actuaciones ante el Juez 
de Provincia, la que reconoce la firma puesta en el contrato y 
ser deudor de dos períodos consecutivos de cuatro arrenda- 
mientos, dictó auto de solvendo contra el demandado por el im- 
porte de lo cobrado. Posteriormente se solicitó embargo preven- 
tivo sobre bienes existentes en el predio arrendado y se acordó 
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por este Juzgado de conformidad á lo establecido en el citado 
Código. 

El señor Martínez reclamó de esas providencias, y recayó 
laresolacion siguiente: 

La Plata, Agosto 31 de 1891. 

No siendo la estación oportuna del juicio para oponer ex- 
cepciones y no siendo recurrible el auto de solvendo, no ba lu- 
gar á ninguno délos recursos deducidos. 

Aurrecoechea. 



Es cuanto puedo informar á Y. E. á quien Dios guarde mu- 
chos años. 

Mariano S. de Aurrecoechea. 



VISTA DEL SL^OR PROCURADOR GENERAL 



Baenofl Aires, Abril 29 de 1892. 

Suprema Corte : 

De los autos traites resulta, que Don Bemigio Bigal pidió y 
obtuTo á foja iO el reconocimiento de la firma de un documento 
simple, por ante el Juzgado de Provincia de la ciuiad de La 
Plata^ y que con ese documento reconocido, ocurrió en seguida 
ante el Juez Federal pidiendo á foja 14 se dictara auto de 
solTCndo. 

La causa de este cambio en la jurisdicción lo explica el cer* 
tincado de foja 15. 
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Allí se expresa que habiendo ocurrido Rigal ante la jurisdie- 
cion provincial en causa sobre rescisión del mismo contrato, 
contra Martínez, este declinó aquella jurisdicción fundándose 
en que él era argentino domiciliado en la Provincia y el deman- 
dante extranjero domiciliado en la capital, federal. 

Resultando cierto este hecho, por confesión de la misma par- 
te^ una declinatoria de jurisdicción, implícala otra, tratándo- 
se de las mismas personas y hasta de acciones procedentes de la 
misma causa, el contrato. 

La diligencia de foja 10 no importa una radicación del jui- 
cio, que aún no había sido trabado; y aun cuando lo fuera la 
declinatoria ratificada á foja d5 impone la jurisdicción naciona], 
que procede en el caso con sujeción al artículo 2° inciso 2^ de la 
ley sobre competencia y jurisdicción de los Tribunales Na- 
cionales. 

Limitando mi dictamen á este punto que motivó los decretos 
de fojas 62 y 72, pido á Y. E. se sirva así declararlo. 

Sabiniano Kier. 



Fnllo de I» Huprema Corto 



Buenos Aires, Mayo 4 de 1893. 

Vistos en el acuerdo y considerando: que según el certifica- 
do de foja treinta y cuatro, no hay juicio pendiente ante los 
Tribunales de la Provincia de Buenos Aires, entre las mismas 
partes sobre la materia objeto de esta causa. 

Que la jurisdicción federal se halla acreditada en razón de la 
diferente nacionalidad de las partes. 
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Por estos fundamentos y no estando el auto recurrido com- 
prendido entre los apelables, á que se refiere el artículo tres- 
cientos de la ley de Procedimientos, se declaran bien denegados 
los recursos interpuestos y remítanse estas actuaciones al Juez 
de Sección para que las mande agregar á los autos de su refe- 
rencia, deTolTiéndose también el expediente traido ad effectum 
videndi, Repóngase el papel. 

benjamín paz. — LUIS V. 
VAREU.— ABEL BAZAN. 



CAUSA CXET 



Sumario por contrabando efectuado en la Receptoría de 
Campana ; sobre excusación del Juez. 



Sumarto. — Es justa cansa de eseosadon en el Jaez, el haber 
ínter? enido en el proceso como FíseaL 



Caso. — ^Lo indica la sigoiente 
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VISTA FISCAL 



La Plata. Febrero 7 de 1893. 

Me he enterado del decreto en que Y. S. manda tener pre- 
sente el pedido de pronto despacho formulado en cumplimiento 
de instrucciones del señor Ministro de Hacienda de la Nación, 
por tratarse de causas en que se encuentra comprometida la 
renta pública. 

No me satisfacen los lacónicos términos de ese decreto é in- 
sisto en aquella solicitud oportuna y justa. 

Para poner en giro esos atrasados expedientes he insinuado 
una correcta indicación, para recordar á V. S, el o:vido en que 
estaban los sumarios que necesitan un pronto esclarecimiento 
para absolver ó condenar, que en razón de su antigüedad en el 
Juzgado, debían inspirar más interés que ningún otro para su 
resolución. 

Hoy, hago uso de un deber queme impone el inciso 3** del ar- 
tículo 118 del Código de Procedimientos en lo Criminal y pido 
á y. S. resuelva los pedidos remitidos ásu despacho. 

Comprendo las múltiples tareas del cargo de Y.S., arduas qui- 
zás por el tiempo transcurrido; pero es menester que todos tra- 
bajemos por igual sin preferencia de materia, porque á su vez 
y. S. tiene tanto deber de hacer justicia en lo criminal como 
en lo civil. 

Advierto á Y. S. que sólo me refiero á las causas en trámite, 
sumarios que se investigan, no á las causas concluidas para sen- 
tencia, que por muchas que sean tiene Y. S. un plazo fijo para 
fallar. Sin embargo, lo repito^ no me refiero á estas ni hago 
mención^ porque conozco las tareas de que está rodeado. 



\ 
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Ruego en consecuencia á Y. S., que teniendo en cuenta el es- 
tado de sumario en que se encuentra este proceso, se sirya re- 
solter los pedidos pendientes sin más dilación, devolyiéndolo á 
su giro regular. 

G. G. Vieyra. 



Ffillo del Jfues Iletrado 



La PlaU, Marzo 4 de 1893. 

Autos y Tistes: estudiando detenidamente el proceso ins- 
truido con motiTo de un contrabando del Tapor Bolívar , ai 
entrará considerar la vista del Procurador Fiscal de fecha 19 
de Julio de 1892, como asimismo: teniendo presente su instan- 
cia al pedir y aun fulminar al magistrado, con solicitudes es- 
temporáneas del Ministerio de Hacienda, en que ni debidamente 
se pide autorización para solicitar el sobreseimiento de una cau- 
sa, olvidando de que se trata de un tribunal independiente del 
Poder Ejecutivo en su categoría propia en la rama Judicial, 
por lo que en momento alguno acepta, ni aceptará otra intro- 
misión en los juicios en que estatuye, que la del representante 
del Fisco, el que ha tenido en todo momento espedito el camino 
señalado por ley de 1863, cuando en el despacho de las causas, 
que tiene, no en la Capital Federal donde no vive, sino en su 
domicilio particular, que lo es San Isidro, calle de Chacabuco 
número 27, i estudio, hubiera demoras inexplicables, demoras 
qne no son extravíos al torcido y opuesto procedimiento que se 
trata de imprimir á la sumaria; procedimiento que se encuentra 
en abierta oposición, con el criterio del á seguir é indicado por 
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el ex-Frooarador Fiscal Dr. Aurrecoechea, segan las leyes que 
cita al efecto en la vista de foja 82, de fecha 12 de Marzo de 
1888, del mandato mismo del ex- Jaez Dr. Albarracin, de fecha 
26 de Abril, en que ordenó antes de continuar adelantCy j como 
base del proceso se ratificase la forma de la denuncia ó dilación 
de foja 100 vaelta ( lo que hasta la fecha no ha conseguido ), y 
debido también áque como Juez ( el actual ) á propia instancia 
del Fiscal actual Dr. Q. Q. Yieyra, el que fundado en la demora 
que sufría el proceso en manos de los conjueces, el titular actual 
á pesar de haber conocido en ello como ex-Frocurador Fiscal, 
avocase nuevamente la causa: accediéndose á ello por el auto de 
foja 197^ en que declarándose entonces, un acto de delicadeza y 
al mismo tiempo se salvaba las opiniones del entonces y hoy 
Juez: se deja sin efecto por contrario imperio al auto de foja 
194 vuelta; y notando finalmente, que son contrarios completa- 
mente, en un todo osas opiniones, peticionando ora como Procu- 
rador Fiscal, ora proveyendo como Juez á las mantenidas por el 
actual Procurador Fiscal, el suscrito se declara inhibido para 
continuar conociendo en este proceso y nómbrase en su reempla- 
zo al conjuez en turno Dr. Ricardo C. Aldao, para que llamando 
á sí los autos, dicte providencia previo juramento que prestará 
en forma. 

Mariano S. de Aurrecoechea. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Marzo 23 de 1893. 

Suprema Corte : 

La intervención del actual Juez Federal como Procurador 
Fiscal en esta causa es manifiesta. Resulta de las vistas de foja 
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81 Yuelta, 92, 99, iOl, 108 y 117, en las que ha producido opi- 
niones que pueden comprometer el fondo de la causa. 

£1 retiro de su escusacion de foja 194 vuelta, no fué proce- 
dente, 7 su escusacion actual loes, con sujeción á lo dispuesto 
en los artículos 75 y 77 del Código de Procedimientos en lo Cri- 
minal. 

Opino en consecuencia que Y. E. debería confirmar el auto 
recurrido dé foja 242. 

Sabiniano Kier. 



Fall« de ln Saprema €«rle 



Buenos Aires, Mayo 6 de 1893. 

Yyistos: Considerando: Que según lo prescribe el artículo 
setenta y siete del Código de Procedimientos en lo Criminal, los 
Jueces que se encuentren en alguno de los casos del artículo se- 
tenta y cinco, deben inhibirse de oficio, y que en el inciso cuar- 
to, de este último^ se establece como causal de recusación, la 
de haber intervenido en el proceso como Fiscal, caso en que se 
encuentra el Dr. Aurrecoechea. Por estos fundamentos y de 
conformidad con lo expuestoy pedido por el señor Procurador 
General^ se confirma el auto apelado de foja veinte y dos vuel- 
ta. Devuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ.— LUIS V. YARE- 
LA. — ABEL BAZAN. — OCTAVIO 
BDNGE. 
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CAUSA ew 



Procurador Fiscal contra Nicolás Sálvalo , por excarcelación ; 

sobre excusación del Juez. 



Sumario. — Es jasta causa de excusación en el Juez, el haber 
intervenido en el proceso como Fiscal. 



Ca^o,— Lo indica el 



Fall« del Juez Federal 



La Plata, Marzo 11 de 1893. 

Frescribiendael artículo 77 del Código de Procedimientos en 
lo criminal, que los Jueces que se encuentren en alguno de los 
casos del artículo 75 deben inhibirse de oficio, y habiendo el sus- . 
crito interTenido en esta causa como Procurador Fiscal, caso 
que se halla comprendido en dicho artículo, se inhibe de seguir 
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conociendo: y en consecuencia pásese el expediente al suplente 
en turno, doctor Eduardo Guido. 

Aurrecoechea. 



VISTA DEL SEfiOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Mayo 11 de 1891. 
Suprema Corte : 

Demostrado por las, constancias de fojas 11 vuelta, 14 y % 
del incidente sobre excarcelación, que el Juez doctor Aurrecoe- 
chea« ha desempeñado las funciones de Procurador Fiscal en es- 
ta causa, su excusación por el solo hecho es ajustada á las pres- 
cripciones de los artículos 75^ inciso 4^, y 77 del Código de 
Procedimientos en lo criminal. Por ello opino por la confirma- 
oion del auto recurrido de foja 44. 

Sabiniano Kier. 



Fallo de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Mayo 6 de 1893. 

T vistos: considerando que según lo prescribe el artículo se- 
tenta y siete del Código de procedimientos en lo Criminal, los 
Jueces que se encuentren en algunos de los casos del artículo se- 
tenta y cinco, deben inhibirse de oficio, y que en el inciso cuar- 
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tode este último, se establece como causal de recusación la de 
haber intervenido en el proceso como fiscal, caso en que se en- 
cuentra el doctor Aurrecoechea. Por estos fundamentos y de 
conformidad á lo expuesto y pedido por el señor Procurador Ge- 
neral, se confirma el auto apelado de foja cuarenta y caatro. De- 
vuélvanse. 

BENUHm PAZ.— LUIS V. VARE- 
LA.— ABELBAZAN. — OCTAVIO 
BUNGE. 



CAUSA CXTI 



Sumario con motivo de una defraudación en la Receptoría 
de Campana^ vapor « Bolívar»; sobre excusación delJuez 



Sumario. — Es justa causa de excusación en el Juez, el haber 
intervenido en el proceso como Fiscal. 



Caso.— Lo indica el 
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Fall« del JueaE Federal 



La Plata, Marzo 4 de 1893. 

Notando el Juzgado que por el auto de foja 17 se había exea- 
sado de conocer en esta cansa y qne sólo por error ha podido 
dictar la proyidencia de foja d9 vuelta, puesja estaba conocien- 
do el suplente doctor Drago, pásese el expediente al suplente en 
tnrno doctor don Bicardo C. Aldao para que conozca en él, pre- 
vio el juramento de ley. 

Aurrecoechea. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Bueuos Aires, Setiembre 14 de 1893. 
Suprema Corte: 

La intervención del Doctor Aurrecoechea como procurador fis- 
cal en esta causa es evidente, pues ha producido las vistas de fo- 
jas 16 y i6 vuelta. 

La excusación como Juez, fué ajustada por tal causa á las dis- 
posiciones del Código de Procedimientos en lo criminal (artícu- 
los 75, inciso 4*», y 77). 

Además, su excusación fué decretada y consentida á foja H, 
pasando en consecuencia los autos al conocimiento del Juez en 
turno doctor Drago, quien dictó las providencias de fojas 17 y 18 
vuelta. 



Fallo de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Mayo 6 de 1893. 

Y Tistes: Considerando que según lo prescribe el artículo 
setenta y siete del Código de Procedimientos en lo criminal, los 
Jueces que se encuentren en alguno de los casos del artículo se- 
tenta y cinco, deben inhibirse de oficio, y que en el inciso cuarto 
de este último, se establece como causal de recusación, la de ha- 
ber intervenido como fiscal en el proceso* caso en que se encuen- 
tre el Doctor Aurreooechea. 

Por estos fundamentos y de conformidad á lo expuesto y pe- 
dido por el señor Procurador General se confirma el auto apelado 
de foja veintidós vuelta. Devuélvanse. 



benjamín paz. — LUIS V. VARE- 
LA. — ABEL BAZAN. — OCTAVIO 
BUNGE. 



I 
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I 

Sólo un error bien sensible por la pérdida de tiempo que oca- i 

siona en causas de interés fiscal, ha podido dar margen á la pro- 
videncia indebidamente puesta por el Juez excusado á foja 19 y 
retención d9 los autos paralizados durante tantos meses. Por 
ello y siendo notorio el impedimento del doctor Drago, por de- 
sempeñar el cargo de Fiscal de Estado de la Provincia de Buenos 
Aires opino que corresponde la confirmación del auto recurrido. 

Sabiniano Kier. 
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CAUSA CXYII 



Recurso de hateas corpus á favor de Arturo Rolon; 

sobre competencia 



Sumario. — La jurisdicción de apelación á la Suprema Corte, 
sólo puede ponerse en ejercicio después de interpuestos y conce- 
didos los recursos legales. 



Caso. — Lo indica la siguiente 



PETICIÓN 



Rosario, Marzo 23 de 1893. 

Señor Juez Nacional: 

Nicasio Olivencia, ciudadano argentino, domiciliado legal- 
menteen la calle Rioja esquina l'^ de Mayo, á Y. S. como mejor 
proceda expongo que: 

Como esposo de doña María Rolon y en nombre propio, con 
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arreglo á la ley, vengo á entablar el recarso de babeas corpus 
en favor del niño Artaro Bolón, de doce y medio años de edad, 
bijode mi esposa, que contra nuestra voluntad ha sido conduci- 
do á Zarate, y detenido injustamente, babiéndoselebecbo ingre- 
sar en el batallón 11 de Infantaría delinea, por intermedio del 
capitán don Eliseo G^randola, al cual, según parece, se le ba pre- 
sentado documento apócrifo, por el que se bacía suponer el con- 
sentimiento de los padres para el ingreso del niño en aquel ba- 
tallón. 

Este niño, señor Juez, sometido'álapatria-potestad, ba aban- 
donado la casa paterna y la colocación que tenía en un estable- 
cimiento industrial, para ceder á las promesas y albagos que se 
le ban becbo, y faltado esta ciudad desde el día 11 del presente 
mes. 

De las averiguaciones practicadas resulta que cediendo á las 
promesas del indicado capitán, basido conducido á Zarate, don- 
de se le ba becbo ingresar en el batallón nombrado, en el que 
se encuentra privado de su libertad. 

En amparo, pues ,de los derecbos de patria-potestad pido á Y. 
S. se sirva dirigir telegrama al señor Jefe de dicbo batallón 11 
de línea, pidiendo lob informes del caso y que comprobada la 
existencia del menor en ese batallón, se sirva ordenar que sea 
inmediatamente puesto en libertad y conducido á esta ciudad y 
entregado á su familia, correspondiendo el conocimiento de este 
asunto al Tribunal de V. S. por razón de la materia. Es jus- 
ticia. 

Otrosi digo : Que se ba de servir V. S. admitir este escrito 
en papel común, en virtud de la reposición adjunta. 

¡Sicas io ülioencia. 
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Fallo del Juez Federal 

Rosario, Mayo 23 de 1893. 

Y vistos : Teniendo en consideración la demora producida en 
contestar los oficios librados en cumplimiento de las proyiden- 
cias dictadas en este juicio y la resistencia tácita que se opone 
á los mandatos del Tribunal, dificultándose los procedimientos 
establecidos por la ley para la substanciación de este recurso. 
Teniendo también en cuenta que nada se ha adelantado en las 
diligencias demoradas por las autoridades oficiales, no obstante 
la prórroga acordada por el decreto de fecha 11 del corriente, á 
solicitud del Ministerio Fiscal, después de las reiteradas an- 
teriormente á pedido de los mismos interesados. 

Por tanto no se hace lugar á lo solicitado por éste en el escri- 
to de foja 36, remitiéndose á la Suprema Corte testimonio de 
las piezas pertinentes que el recurrente designará en diligencia, 
á fin de que ese alto Tribunal adopte las medidas que estime 
convenientes, para que el mandato de este Tribunal obtenga 
cumplimiento. 

Salva. 



VISTA DRL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Abril 24 de 1893. 
Suprema Corte : 

S. E. el señor Ministro de la Guerra suministró al señor Juez 
deSanta-ré los informes que corren dé foja 21 á foja 28 relati- 
vos al reclamo instaurado. 
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Si no obstante, se pretende que el soldado Arturo Bios, es el 
mismo menor que se reclama bajo el nombre de Arturo Bolón, 
y que la autorización de la madre es apócrifa, á los reclamantes 
incumbe justificar la falsedad de ese documento y la identidad 
de la persona de Bolón, con el nombrado Bios. 

Entre tanto no es admisible, que el Jefe de un batallón pue- 
da abandonar su puesto militar, para ir á practicar diligencias 
en otra provincia, con el supuesto menor, y opino en consecuen- 
cia que Y. E. debía devolver estas actuaciones al Juez a qtw á 
fin de que proceda con arreglo á derecho . 

Sabiniano Kier, 



Fullo de ia Supremn Corte 



Buenos Aires, Mayo 6 de 1893. 



Vistos : No debiendo llegar hasta esta Suprema Corte estos 
autos, sino por las vías establecidas por la Constitución y las le- 
yes, y de conformidad con lo pedido por el señor Procurador Ge- 
neral, devuélvase al Juzgado de su procedencia para que proceda 
con arreglo á derecho. 



BENJAMÍN PAZ, — LUIS V. VARE- 
LA. — ABEL BAZAN. — OCTAVIO 
BUNGE. 
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CAUSA CXTIII 



Contra D. Eduardo Caf [arena; sobre comiso y dobles derechos 



Sumario. — No precédela pena de comiso y dobles derechos, 
en los casos de diferencias que han sido rectificadas antes de ser 
conocidas y denunciadas. 



Caso. — Lo explica la sigaiente 



DENUNCIA 



Rosario, Noviembre 5 de 1891. 



Señor Inspector del Resguardo: 



Habiendo solicitado el cumplido del boleto de embarque nú- 
mero 935y correspondiente á la barca italiana cLuchia C >, que 
efectuaba su carga por la barraca Omorini Hnos., con destino 
áGénoTa, he detenido dicho boleto que adjunto á usted junta- 
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mente con las papeletas giradas por los cargadores, porque las 
referidas papeletas dan una cantidad relativamente baja á lo 
que el buque debe cargar, y en esta virtud procedí á las averi- 
guaciones, las que me dan él resultado siguiente: 

Según las papeletas giradas por el cargador, anotaciones en el 
boleto 7 relación pasadas, se han embarcado 6100 kilos fierro 
viejo y 7000 kilos ceniza y 324.785 kilos huesos solamente, re- 
sultando que hay verdaderamente embarcados 6100 kilos fie- 
rro viejo, 7000 kilos ceniza y 420.285 kilos huesos, por consi- 
guiente, hay un exceso de 95.500 kilos huesos que no han sido 
pedidos en el cumplido: además de esto existen á bordo 86 vigas 
madera de cedro en 91 pedazo? que han sido embarcadas sin el 
permiso correspendiente para este buque. 

Hago presente á Y. que apercibidos los cargadores de las 
averiguaciones que practicaba, estos han dado recien hoy y des- 
pués de dos días de haber sido pasados los boletos á solicitud de 
ellos mismos, dos papeletas que representan un total de 95.500 
kilos huesos, precisamente la parte embarcada y no pedida en el 
pedido en el cumplido solicitado, las que también me permito 
adjuntar bajo los números 16 V2 J 22. 

Lo que pongo en su conocimiento á los fines consiguientes. 

Dios guarde á Y. 

Juan M, Zeballos. 



RESOLUCIÓN DEL ADMINISTRADOR DE ADUANA 



Rosario, Octubre 30 de 1891. 

Yistas las constancias de este sumario, por lo que resulta con- 
firmado el parte de foja 1, por las declaraciones délos interesa- 
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á fojas 2 y 5 respecto á la diferencia de lo» 95.500 kilos huesos 
qoe aparecen de menos en el cumplido del boleto de embarque 
número 935 del año próximo pasado, consistentes según estos, 
de nn error de las papeletas que se mandaron para el Resguar- 
do, y como no es admitido ni compensar las diferencias de una 
papeleta con otras en sentido inverso, artículo 570 de las Or- 
denanzas, fallo: condenando al cargador á una multa igual al 
valor de dobles derechos, según lo prescribe el artículo 992 de 
las Ordenanzas y al comiso de la diferencia descontada de más^ 
ó sea de los 95.500 kiloi huesos, según lo establece el artículo 
993 de las misman. 

En cuanto á las 86 vigas madera de cedro encontradas carga- 
das sin permiso, resultando que correspondían al trasbordo al 
iLaigiPadre» y que, sólo falta el sin efecto, para poder librar 
el permiso á la cLuchia C», requisito indispensable, pero que 
no pudo existir, ni ha existido defraudación alguna á la renta, 
desde que salía la madera para el extranjero, se exonera respec- 
to de la madera de toda pena y sólo se hará efectivo en lo que 
respecta á los huesos qoe estaban sujetos á derecho de expor- 
tación. 

Notifíqoese á quienes corresponda y pase á la Contaduría pa- 
ra sa liquidación y cobro correspondiente. 

D, Latorre. 



Wmíím diel Jara WeS 



Rosario, Febrero 10 de 18f/3. 



Tistes y eooáiderando : Qoe tanto del parte de foja 1 , como 
de las mismas declaraciones de los interesados corrientes á foja 
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1 vuelta, 2, 2 vuelta y 5, surge el hecho cierto de haberse descu- 
bierto por el guarda denunciante el exceso del peso en la merca- 
dería embarcada antes del giro de las papeletas con que se pro- 
curó después enmendar la equivocación sufrida por los carga- 
dores, y por los fundamentos de la sentencia administrativa de 
foja 9 vuelta, se confirma ésta en la parte apelada^ con costas. 

NotifíqucEe á quienes corresponda, póngase en conocimiento 
del señor Administrador de Bentas, mediante la fórmula acos- 
tumbrada y repónganse los sellos. 

G. Escalera y Zuviria. 



VISTA DEL SBPiOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Abril 8 de 1893. 

Suprema Corte : 

Los hechos constantes de autos conducen á consecuencias 
opuestas al fallo recurrido. 

Consta, es verdad, que los cargadores manifestaron menos 
carga que la en realidad cargada. 

Ellos lo reconocieron, explicándolo por un error de copia en 
dos papeletas. Y según el informe de la Contaduría y Resguardo, 
foja 10 á foja 16 vuelta, las papeletas erróneas fueron rectifi- 
cadas en los números 16 y 1/2 y 22 y esto en fecha 23 y 31 del 
mes de Octubre de 1892. 

Resultado de esa rectificación fué que en la nómina de las 
cantidades embarcadas por cuenta del boleto número 395, que 
la Contaduría extracta de las papeletas archivadas, según infor- 
me de foja 22, figuran 420.235 kilos de huesos y la ceniza real- 
mente embarcada. 
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Si esto constaba en los libros de Contaduría desde el mes de 
Octabre, sien la misma fechase reconocía á foja 17 el confor- 
me de la papeleta del Resguardo, y á foja 17 vuelta se hizo la 
liquidación de los derechos correspondientes á aquella suma to- 
tal de los artículos enbargados, no queda duda acerca de la rec- 
tificación del error, por los mismos cargadores, antes que la 
Aduana se hubiese apercibido del error. 

La denuncia de foja 1 , de fecha 5 de Noviembre, era entonces 
estemporánea, venía á denunciar un error ya rectificado con an- 
terioridad y salvado por la parf;e, rectificación aceptada por la 
Aduana, inscripta en la Contaduría y tenida después como ba-' 
se para la liquidación de los derechos de exportación. 

No creo aplicables entonces los artículos 576 y 992 de las or- 
denanzas de Aduana, que invoca la resolución administrativa. 

Porque tratándosede frutos del país que se embarquen sueltos 
ó sin embalaje, aquellos artículos finales son aplicados, según 
el 573, «cuando de la verificación, recuento ó calificación del Res- 
guardo, resulten diferencias por más » . 

Pero si no hubo verificación, recuento ni calificación, y la di- 
ferencia en más, resulta de la verificación espontáneay oportuna 
del interesado, antes que el error sea conocido por la Aduana, 
por identidad de razón parece aplicable el artículo 930, « que 
sólo pena con dobles derechos 6 el recargo de 2 por ciento sobre 
el valor de la mercancía, siempre que el error cometido en co- 
pias de facturas 6 de otros despachos se admita por los intere- 
sados. > 

La denuncia de foja 1, nada descubrió para la Aduana, que 
no le fuera conocido por rectificación espontánea y anterior del 
interesado, y esa rectificación antes de ponerse el cumplido al 
boleto de embarque, exonera á mi juicio de la pena de comiso, 
autorizando sólo las que expresa para otros casos, pero con idén- 
tica razón de derecho el artículo 930 de las Ordenanzas. Por ello 
soy de opinión que la sentencia del Juez de primera Instancia 
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7 la administrativa de foja 10, á que se refiere, deberán ser re- 
vocadas. 

Sabinfano Kier. 



Fullo de ln Supremn C?orte 



BueDOs Aires, Mayo 6 de 1893. 

Vistos : Considerando: que la diferencia entre la cantidad de \ 

huesos cargada 7 la manifestada en las papeletas, resulta del 
error que se explica en las declaraciones de foja dos vuelta 7 
cinco, 7 que fué subsanado con anterioridad á la denunciado 
foja una, según lo comprueba el informe de foja diez 7 seis, 
habiéndose hecho también el pago de los derechos correspon- 
dientes, por lo que no son de aplicación al caso las disposiciones 
de las Ordenanzas de Aduana, citadas en el fallo de foja nueve 
vuelta. 

Por esto 7 de conformidad con lo expuesto 7 pedido por el se- 
ñor Procurador General, se revocan las resoluciones apeladas 
corrientes á fojas nueve 7 veinte. Bepuestos los sellos, devuél- 
vanse. 

benjamín PAZ. — LülS V. VARE- 
LA . — ABEL BAZAN . — OCTA- 
VIO BUNGE. 
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CAUSA e\i\ 



La Comisión administradora del Riachuelo ^ contra la Sociedad 
« Elevadores de granos »; sobre expropiación 



Sumario. — 1*" El precio de la cosa eipropiada debe ser el 
real que tenga en la fecha de la desposecion, 6 en la del convenio 
entre expropiante y expropiado sobre su entrega. 

2® No se deben perjuicios cuando no existen causados direc- 
tamente por la priTacion de la propiedad, 7 por el contrario re- 
sulta un beneficio al expropiado por el resto del terreno queque- 
da en su poder. 



Caso. — Lo indica el 



Falto del Jíues W^úermí 



La PIaU, Noviembre 39 de 1893. 

Vistos : los seguidos por la Comisión administradora de las 
obras del Riachuelo, contra la Sociedad c Eleyadores de gra- 
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nos », sobre expropiación de una superficie de tierra ubicada en 
la ribera sud del Biachuelo. 

Resultando: 1^ Que en 25 de Febrero de 1891, se presenta 
ante este Juzgado el mandatario de la Comisión Administrado- 
ra de las obras del Biachuelo, manifestando : a) que en vista de 
la autorización conferida por el artículo 2 del decreto de 16 de 
Diciembre de 1890 del Gobierno de la Nación (véase foja 9) y 
en cumplimiento de otras diversas leyes, venía á entablar el pre- 
sente /wicto de expropiación ; b) que la ley número 1577 de 3 
de Noviembre de 1884 (véase: Registro Nacional, tomo 26, pá- 
gina 522) ordenándola terminación de las obras del Riachuelo, 
de acuerdo con la ley número 1385 de 23 de Octubre de 1883 
(véase : Registro Nacional, tomo 24, página 342) en su artículo 
2 declaró autorizar al Poder Ejecutivo para expropiar los ter- 
renos necesarios al ensanche del Riachuelo^ hasta los cien me- 
tros fijados por la ley anterior (yéase: ley 27 de Octubre de 
1882, número 1257, Registro Nacional, tomo 22, página 677) y 
regularizacion de esa vía ñuvial, estando comprendida en los 
planos aprobados; c) que el terreno cuya expropiación se gestio- 
na, se compone dedos lotes: 1® de 19.235 metros cuadrados, 
siendo sus linderos los señalavios á foja 2 de este expediente, y 
el 2® de 17.390 metros cuadrados, cuyos linderos se señalan; 
d) que para el justiprecio de la tierra á expropiar, se convocase 
á las partes Ajuicio verbal donde se nombrarán los peritos del 
caso; e) que igualmente se librase oficio al Juez de Paz de Bar- 
racas al Sud, para que diera posesión provisoria á la Comisión 
del terreno de su referencia, pues para ello habla presentado 
su asentimiento su propietario « Elevadares de granos », según 
constaba del convenio celebrado ante el Ministerio del Interior 
en 31 de Octubre de 1890 (véase: fojas 11 y siguientes); f) que 
igualmente en el convenio referido se eximió al Gobierno de la 
Nación de la obligación ie consignar el precio ofrecido á dispo^ 
sicion del propietario como lo prescribe el artículo 4 de la ley 
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de 13 de Setiembre de 1866; g) que asimismo se ha estipulado 
la forma del pago del precio de la expropiación, lo que deberá 
tenerse en cuenta en la oportunidad debida. 

2° Que según consta á foja 17, se ordenó dar la posesión pro- 
visoria, señalándose día para el comparendo verbal, el que 
tuvo lugar el día 1'' de Julio (véase foja 25) donde se acordó : 
1° Que con arreglo al artículo 5 de la ley nacional de expro- 
piación el Excelentísimo Gobierno Nacional abonará á la So- 
ciedad € Elevadores de granos» el justo precio del terreno que 
resulte de ¡os informes de peritos y demás pruebas pertinentes 
que se produzcan ; S'' Que del acta labrada ante el Ministerio 
del Interior resulta que no ha habido avenimiento entre las 
partes y como, igualmente el Superior Gobierno se encontraba 
exonerado de la obligación de consignar suma alguna, para la 
previa ocupación, debe precederse á la inmediata asignación, 
atentos á cuyo efecto propone al señor Dionisio Y. Schoo por 
parte del superior Gobierno; 3^ Que la parte de la Empresa mani- 
festó, en el interés de finalizar un acto retardado por más de 
dos años con hondo daño de sus intereses, que en 1886 se cons- 
tituyóla Compañía, con el ánimo de emprender inmediatamen- 
te los trabajos de construcción del Elevador^ contrayendo obli- 
gaciones, como era la inversión de capitales, en la compra del 
terreno y el servicio de una fuerte deuda hipotecaria que la gra- 
vaba; 4^ Que además de ese gravamen los iniciadores de la Com- 
pañía han debido hacer el servicio de la garantía de las acciones, 
teniendo en consideración que el elevador se construiría y em- 
pezaría á producir renta; 5^ Que esto no ha podido cumplirse 
por cuanto el Gobierno determinaría la linea de la ribera d 
causa de no haber dado al Riachuelo el ancho consignado por 
la ley en esa zona; 6"* Que la Compañía se había visto privada 
de tomar determinación alguna teniendo presente el decreto de 
Diciembre 46 de i 890 que autorizaba la expropiación de los 
terrenos necesarios para ti ensanche del Riachuelo y su ribera 
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en la parte que esta última habiasido escavada (y ésiSQ Eegistro 
Nacional^ tomo 38, página 695), habiendo así quedado limitada 
la Empresa en el mo de una propiedad hasta el presente por 
fuerza de la referida ley de 1883, 1884 y decretos reglamenta- 
rios ya citados (véase foja 27) ; 7^ Que entre los perjuicios 
irogados se cuenta el pago del servicio de la deuda hipotecaria 
que gravaba los terrenos cuando los compró; 8^ Que el valor 
pagado por el terreno era el corriente en plaza & la época de la 
compra; siendo desde luego, en justicia y equidad, ésta, la base 
de venta en la hoy forzada como precio preexistente (véase foja 
27 vuelta); 9^ Que asimismo no es de perder de vista el precio 
consignado en los mismos Estatutos, aprobados por el Superior 
Gobieino, hecho que no puede desconocerse fué abonado á oro; 
10® Que los dichos terrenos fueron adquiridos con un fin indus- 
trial determinado y jamás con ánimo determinado de especula- 
ción, sobre una ley de expropiación vigente, en la época de ese 
acto desde el momento que, recien en 1890, se ba extendido la 
ampliación de escavaciones fuera de la parte de la nueva ribe- 
ra ya escavada. 

3° Que aceptado el cargo por los peritos nombrados, señores 
D. Y. Schoo y D. Pedro Agote, pasó el expediente á estos para 
el lleno de su cometido y habiendo renunciado más tarde el car- 
go, por razones de enfermedad, recayó éste en el señor Ingenie- 
ro Don Luis A. Huergo (véase foja 46), expidiendo en su tiem- 
po los dichos, sus informes de foja 50 y foja 60. 

4® Que el perito mencionado, ingeniero Huergo, presenta á su 
resolución los siguientes puntos : 1® Con relación á qué época 
debe fijarse el justiprecio, por la unidad de medida del terreno; 
2** Cuál es el precio que corresponde; 3** Hay ó no lugar á indem- 
nización por perjuicios sufridos; 4*^ Cuá! sería esta indemniza- 
ción. Estudiando la primera cuestión resuelve: siendo recien 
en 4889 que se ha resuelto con exactitud la expropiación, las 
negociaciones con arreglo al artículo 5, se iniciaron á media- 
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dos de 1889 y la ley de expropiación fué conferida en este mismo 
año, es esta la época que debe servir de punto de partida para 
la avaluación del justiprecio y estimación de la indemnización. 
Al resolver el segundo punto (véase foja 52 vuelta) opina es el 
precio del terreno el de veintisiete pesos cuarentay seis centavos 
OTO, qne por la cotización media ya citada, dan cuarentay cua^ 
tro pesos veintiún centavos moneda nacional. Consignando su 
juicio, en cuanto al punto tercero, dice : que se debereconocer el , 
derechoá resarcirseá una parte de los perjuicios que sufre y por 
ello tiene el derechoá unajindemnizacion;y, finalmente, resol** 
viendo la cuarta cuestión, declara por vía dejindemnizacion un 
interés de seis por ciento sobre el capital invertido en la 
área de terreno de treinta y seis mil seiscientos veinticinco me- 
tros cuadrados á expropiar, más un quince por ciento de indem- 
nización (véase foja 58). 

5® Que expidiéndose el perito del Superior Gobierno dice á 
foja 50 : 1^ Época á que ha de retrotraerse el valor del terreno; 
2*» Justo valor; y 3^ Indemnización por daños y perjuicios. Resol- 
viendo el primer punto, sostiene debe ser el precio de expropia- 
ción el de la época del pacto sin tener en cuenta la adquisición de 
la cosa vendida; la segunda cuestión dice : debe pagarse á razón 
de dieciseis pesos moneda nacional metro cuadrado ó sea la su- 
ma de quinientos ochenta y seis mil pesos mo:iedanacional cur- 
so legal; y, finalmente, fija por indemnización de daños y perjui- 
cios, resolviendo el punto terrero, la suma de treinta milpesos 6 
sea un total de seiscientos dieciseis mil pesos moneda nacional 
curso legal, 

G"" Que teniendo presente elJuzgado la naturaleza del juicio, 
como la disparidad de precios y juicios controvertidos por los 
peritos, con calidad de para mejor proveer, dictó el auto de foja 
408 nombrando al Doctor Don Eduardo Costa y por renuncia de 
éste nombró al Doctor DonSalustiano J. Zavalía en su reempla- 
zo (véase foja 144). 

T. u 6 



% 
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1^ Qae evacuado sn cometido el perito nombrado de oficio á 
foja 117, expone: l^Qne el presente caso de expropiación, no es 
posible regirlo por la simple aplicación de la ley de la materia, 
sino de un caso caracterizado por circunstancias especiales 
(véase foja 118); 2*" Que autorizada la expropiación por la ley 
de Octubre de 1883, principió atener efecto en 1889, cuando 
solevantaron y aprobáronlos planos, quedando así determinada 
M área de terrenos á expropiar; 3"* Que por decreto de*18 de Oc- 
tubre de 1889, fué autorizada la Comisión para hacer arreglos ad 
referendunij siendo suspendi(lo todo procedimiento por el decre- 
to de 16 de Mayo de 1890, que mandó aplazar para mejor opor- 
tunidad la ejecución de las obras de ensanche del Riachuelo ; 
4® Que nuevamente se reanudó á instancia de los perjudicados, 
esas negociaciones, y en fecha 31 de octubre de 1890, se arribó 
á la forma de pago y entonces siendo éstas ventajosas para elGo- 
bierno se continuó el caso llegando al convenio ya citado; 5^ Que 
los fundamentos tenidos envista por el Gobierno al continuar 
los trabajos de ensanche del Biaohuelo, son de tenerse presente 
para el mejor conocimiento del sub-judice; el decreto de 16 de 
Diciembre de 1390 dice: < siendo necesario y conveniente ac- 
tivar el ensanche del Riachu£lo, ordenado for diversas leyes á 
fin de facilitar aún más la entrada de los buques en esa parte del 
puerto de la Capital. Por lo expuesto en el acta que precede y 
por loque respecta á los terrenos de la Sociedad « Elevadores 
de granos », los inconvenientes que motivaron la suspensión de 
las expropiaciones con aquel objeto en la margen sud del mismo 
río >; 6*» Que desde el 9 de Mayo de 1891 , se encontró el Gobier- 
no en posesión de los terrenos, habiendo podido hacerlo desde el 
31 de Octubre de 1890, quedándoselo pendiente la fijación del 
precio y la indemnización que debe pagar á los expropiados^ ma- 
teria del presente juicio (véase foja 120); 7° Que la expropiación es 
nna venta forzosa, cuyo precio no fija el dueño de la cosa ni el 
expropiante sino un tercero en vista de las pretensiones de uno y 
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otro y qoe, ann no es propio apartarse por completo del que el 
expropiado haya pagado por ello, á menosque se demuestre ^ue 
se ha especulado con la expropiación, lo que ni siquiera se ha 
mencionado en el sub-judice. S'' Qoe fundando su opinión en 
en la naturaleza del juicio, en las doctrinas sostenidas por la 
Excma. Suprema Corte Nacional y demás argumentos que hace 
de foja 125 á foja 126, termina estimando en treinta y un 
pesos cuarenta centavos moneda nacional el metro cuadrado 
de tierra de ribera, y en cuanto á indemnización, sostiene que 
ella no existe, pero si debe aceptarse por vía de demora como 
lo reconocen \ob dos pen¿05 en sus informes de foja 50 y foja 
60, y ello es, el interés del precio de la expropiación desde la 
aprobación de los planos de ensanche del Riachuelo ha^ta la fe- 
cha del pago según la tasa de descuento del Banco de la Na- 
ción (véase foja 126). 

8^ Que, una vez expedido el nombradp de oficio, por cuanto 
los peritos de las partes no se habían colocado en condicio* 
nes de un precio razonable, exagerando el uno en un máximun 
sus apreciaciones mientras el otro lo hacia en un mínimun : se 
cerró el debate, pues, de otra manera, entraría el juicio á dege- 
nerar en ordinario', no se consideran los nuevos alegatos y ob- 
servaciones que se han agregado al solo objeto de tenérse- 
los presente y jamás como elementos del principal. 

Y considerando : 1® Que en el su^judice, necesariamente ha 
de tenerse presente, no tanto la estricta aplicación de la ley de 
expropiación dictada en 1866 y á la cual se ajusta el procedi- 
miento; mas, no regirse para la fijación de la época á que debe 
retrotraerse la fecha al precisar el valor de la tierra á ocu- 
par; es ello entonces un caso anormal y en tal concepto juz« 
garse. 

á^ Qoe no tiene que perderse de vista teniéndose presente la 
naturaleza de toda ley que afecte el derecho de propiedad, ella 
tiene necesaria é indiscutiblemente una inmensa trascendencia^ 
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por esto ha de tenerse en debida caenta lo que se refiere á su 
forzada privación; 

3^ Que, en el caso, se empieza por decretar una obra : en 1883, 
se dicta la ley autorizando la expropiación; en 1884, se ordena 
la terminación de las obras, se suspenden los trabajos y más 
tarde se reanudan en 1889, y en 1890, se llega á arreglar con los 
propietarios donde se acuerdan de antemano la loma de posesión 
provisoria^ la no consignación del precio ofrecido, y la fijación en 
definitiva del valor del suelo de tierra, en el orden demar- 
cado por la ley de 1866, como en cuanto á la indemnización de 
daños y perjuicios. 

4° Que todo ello arranca por convenio de partes de un acto 
bilateral, luego, entra á modificar el orden establecido en la ley 
de la materia, en cuanto ásu virtualidad en el juicio de expro- 
piación; ¿ cómo entonces pretender, se declare en el sub-judice 
un caso ordinario de expropiación, cuando en su fondo y en su 
forma se ha modificado por acuerdo de las partes contratantes 
la inversión del orden señalado por ella al común de expropia- 
don ? Es, pues, el caso de sujetarse en un todo á las actas sus- 
critas y corrientes á foja 11 y foja 25 y en cuanto al simple 
prefij amiento del valor de la tierra y de la indemnización su- 
jetarles á la forma pericial; designación de ellos dentro de los 
límites de la justicia y la equidad, estándose al criterio y apre- 
ciación del magistrado. 

5° Que no debe sujetarse la importancia de la enajenación á 
lo que en sí reviste ol sagrado derecho^de la propiedad, sinó^ an- 
tes por el contrario, ella tiene su principal fundamento ó yaci- 
miento en los resultados que merced á ellos se obtiene, en favor 
al progreso y adelanto que la obra á emprender puede propor- 
cionar ala Nación que la ejecuta; aquí, donde se abre el canal 
de un cauce que por sus estrechas riberas, no permite el esta- 
cionamiento y la libre navegación délos grandes buques, que 
surcan las aguas del grande estuario del Plata y para ello se 
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necesita del terreno que ha salido hace rnuchos siglos del domi- 
nio detestado y se encuentra en mano de los particulares, ello 
se ha tratado de conseguir por los medios ya apuntados. 

6° Que desde 1882 los propietarios ribereños se encuentran 
con la amenaza de una ley que autorizaba la expropiación de la 
tierra necesaria para el ensanche del Riachuelo. Expropia' 
dones, algunas, que tuvieron efecto el mismo año y otras, más 
tarde, como la del señor Demarchi, para suspenderse por causa 
de carecer de recursos para la prosecución de ellas; continuán- 
dose cuando con algunos ribereños se consiguió el arreglo en la 
forma del pago y toma de posesión; debiendo en un solo acto 
remunerarse á plazos el todo : en letras del tesoro. 

1^ Que no debe olvidarse, se trata de Iz, pérdida perpetua y 
completa de la propiedad exigida por utilidad pública, mediante 
justa indemnización, y que si bien la ley de Setiembre de 1866, 
prefija el momento al cual debe retrotraerse el precio, no es me- 
nos exacto que en ella se trata de casos ordinarios y mediatos 
donde no median machos años y tan es así, que se consigna al tal 
juicio el sumario y actuado, mas no cuando entre el momento 
de la promulgación de la ley y la ejecución de las obras trans- 
cnrre un lapso de tiempo tal, en que hasta la noción del valor 
primitivo se ha borrado en la memoria del comercio; precio ol- 
vidado entre la sanción de la ley y la realización de las obras, 
como sucede en el sub-judice, en que transcnrren desde 1882 
hasta i890, ocho años, ocho años en que se ha tenido pendien- 
te contra los ribereños del Riachuelo una constante amenaza 
de expropiación : esto no ha querido la ley; eisto no sustenta el 
derecho, esto no lo acepta la equidad, ni menos la razón y el 
recto criterio. 

8^ Que teniendo en cuenta estas observaciones y las v-rjala* 
das por el perito tercero doctor Salustiano J« Zavalía en %u ín- 
forme á foja 117 y siguientes, el Juzgado resuelve fijar la ^po- 
ca á que eorre$ponde el precio fiel terrena}, jx/r unidad de me* 
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dida en su promedio, 1889, como asimismo lo sostiene el perito 
señor Hnergo. 

9^ Que una yez fijada la época á la cual debe sujetarse el va- 
lor de la tierra á expropiar, queda el justipreciar elmetro cwa- 
drado de latierraiqaQ entrando á considerar la cuestión ante el 
criterio de los peritos, sería imposible entrar á convencer la sen- 
tencia de un ju^to precio^ y entonces, encuentra el Juzgado más 
racional y equitativo el designado por el doctor Zavalía en su . 
informe, que acepta el Juzgado en todas sus partes, y más, cuan- 
do por los antecedentes del perito, ellos se relevan de toda duda, 
que la opinión de un otro podría hacer surgir. 

10° Que entonces debe buscarse un término medio que con- 
cilio estos principios y loa establecidos por «1 doctor Zavalía, 
en su dictamen de foja 117 y siguientes, que al efecto, teniendo 
en cuenta los precios determinados por los señores Schoo y Huel- 
go en el segundo punto de sus respectivos dictámenes defoja 50 
y foja 60, los que relacionados con el valor real de la moneda en 
las diversas fechas en sus referencias, equivalen á un valor de 
once á doce pesos oro que es menos de la mitad del precio del 
costo de la propiedad á expropiar, y luego, para compensar esta 
diferencia, encuentra el Juzgado equitativo tomar el cambio en 
las condiciones actuales en vez de ir á relacionarlo con la fecha 
prefijada para la expropiación que ninguna relación tiene con 
la del pago, como sucede aplicando la doctrina señalada. 

ll** Que en cuanto á los perjuicios que se han sufrido por el 
expropiado, limítanse á la no disponibilidad de su propiedad 6 
de su capital, desde la fecha de las gestiones iniciadas por la 
Comisión encargada de las obras del Riachuelo, por lo que úni- 
camente se prefijad interés del Banco desde el día que se orde- 
nó la posesión (véase foja 17). 

Por esto y los concordantes del informe de foja 11 7 y siguien- 
tes, fallo: mandando que el Superior Gobierno Nacional pague 
á la Sociedad « Elevadores de granos » treinta y un pesos con 
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cuarenta centavos moneda nacional yor cada metro cuadrado de 
tierraque le expropia, más^ por vía de indemnización, le abo- 
nará el interés corriente de Banco á contar desde el día que fué 
ordenada la posesión por este Jazgado, sobro la cantidad que 
resultare abonar^ como precio de la tierra de la sociedad < Ele- 
vadores de granos » por esta sentencia, debiendo las partes pa- 
gar en el orden cansado las costas^ pues habiendo existido con- 
venio sobre la no consignación del valor que hubiere considerado 
el Gobierno á la tierra. Notifíquese con el original, regístrese 
en el libro de sentencias y repónganse las fojas. 

Mariano S. de Aurrecoechea. 



Fallo de %m Suprema Corte 



Buenos Aires, Mayo 6 de 1893. 

Vistos 7 considerando: Primero. Que autorizada por ley de 
veintiséis de Octnbre de mil ochocientos ochenta y tres la ex- 
propiación de los terrenos necesarios para dar al Biachnelo en 
la parte pertinente, el ancho de cien metros fijado por leyes an- 
teriores, y aprobados por ley de tres de Noviembre de mil ocho- 
cientos ochentay cuatro los planos y presupuestos formulados 
por el Departamento de Ingenieros para el dragaje y ensanche 
del mencionado Riachuelo, se dispuso por la misma que se prac- 
ticasen las obras con arreglo á esos planos y presupuestos. 

Segundo. Que realizadas en parte las expropiaciones y 
después de un período aproximadamente de tres años, foja cin- 
cuenta y dos, en que estuvieron interrumpidas, el Poder Ejecu- 
tivo, por decreto de dieciocho de Octnbre de mil ochocientos 
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ochenta y nueve, autorizó á la Comisión Administradora para 
gestionar privadamente la expropiación de los terrenos delaBi* 
bera Sud, que la obra debía ocupar, y para cuya ejecución la 
misma Comisión preparó los respectivos planos. 

Tercero. Que por observaciones posteriores de la Comisión 
Administradora, el Poder Ejecutivo dispuso en dieciseis de Mayo 
de mil ochocientos noventa, la supension indefinida de las obras. 

Cuarto. Que las cosas en este estado, la Sociedad < Elevadores 

y depósitos de granos » que había adquirido el año mil oohocien- 

■ 

tos ochenta y ocho el terreno de que forma parte el que motiva 
este asunto, en el deseo de practicar el ensanche del Riachuelo 
y á fin también de que los intereses de la Sociedad no continuasen 
perjudicándose con la suspensión de las obras pidió, en treinta 
y uno de Octubre de mil ochocientos noventa (foja doce) que se 
mandase hacer la expropiación judicial y ofreció plazos para el 
pago de la tierra y perjuicios, según el valor que resultare del 
juicio respectivo; pedido áque accedió el Poder Ejecutivo acep- 
tando las condiciones de pago ofrecidas. 

Quinto. Que en virtud de ese antecedente y autorizada la Co- 
misión Administradora, por decreto de dieciseis de Diciembre 
de mil ochocientos noventa, para proceder á expropiar dos terre- 
nos de la Sociedad que resultaren expropiables, con arreglo á las 
leyes de la materia, para el ensanche y ribera en la parte jen que 
esta última hubiese sido escavada» la mencionada Comisión 
inició el presente juicio en trece de Marzo de mil ochocientos 
noventa y uno, obteniendo desde luego la posesión de la tierra, 
que se le mandó dar por auto de esa misma fecha (foja dieciseis 
vuelta y diecisiete), sin previa consignación de precio, por estar 
así ofrecido y aceptado en la referida convención de treinta y 
uno de Octubre de mil ochocientos noventa. 

Sexto. Que como se vé, aunque fué autorizada la expropiación 
de los terrenos necesarios para el ensanche del Riachuelo por 
ley de mil ochocientos ochenta y tres, esa ley no ha tenido eje- 
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cucion en relación á la Sociedad «Elevadores y depósitos de gra- 
nos », propietaria desde mil ochocientos ochenta 7 ocho en la 
Ribera Sad, sino á fines de mil ochocientos noventa, en que se 
convino entre las partes sobre la base de la transferencia de la 
cosa, 7 á principios de mil ochocientos noventa 7 uno^ en qne 
como consecuencia de esa convención se ha promovido el proce- 
dimiento para la terminación judicial de la indemnización 
debida al propietario 7 se había verificado la desposesion de 
éste. 

Séptimo. Que conforme al contexto general de la le7 de la ma- 
teria, 7 á la disposición en términos breves 7 concretos del artí- 
culo dos mil quinientos once del Código Civil, la indemnización 
debida al propietario privado de su propiedad por causa de utili- 
dad publica, ha de consistir en el pago del valor real de la cosa 7 
del perjuicio directo que le venga de la privación de la propie- 
dad. 

Octavo. Qne por consiguiente los peritos han obrado de acuer- 
do con los principios, atentos los hechos de la causa, al esta- 
blecer uniformemente qne el precio del terreno no debe ser el 
que tenía al tiempo en que se decretó la obi a 6 en la fecha de la 
le7 que autorizó las expropiaciones, porque, á tomar como base 
tales épocas, no se pagaría al propietario el valor real de la tier- 
ra indemnizándolo con verdad del aumento que ella hubiera ex- 
perimentadoy que aproveche el dueño, desde que ese aumento no 
sea el resultado déla obra misma 7 no entra por tanto en la li- 
mitación establecida por el artículo quince de la 107 general de 
expropiación. 

noveno. Que la gestión de la Sociedad < Elevadores 7 depósi- 
tos de granos > para que se realice la expropiación 7 'la acepta* 
eion de parte del Poder Ejecutivo, no pueden entendese sino en 
el sentido de qoe el uno había de recibir 7 el otro pagar el valor 
real de la tierra en consideración al qne tuviere al mom^;nto del 
convenio por razón de la especialidad del caso, ó en «u defecto, 
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al de la fecha de la desposesion, como para los casos ordinarios 
lo tiene resuelto esta Suprema Corte. 

Décimo, Que las constancias del expediente son bastantes á 
convencer de que, ya se tome la fecha del convenio ó la de la 
desposesion, la suma de dieciseis pesos moneda nacional por me- 
tro cuadrado lepresenta el valor rea/ del^terreno adquirido por 
la Nación de la sociedad c Elevadores j depósitos de granos » y 
aunque en ese precio es posible que figure un aumento de valor 
por razón de la autorización 6 ejecución de la obra, aumento 
que no sería de pago, conforme al artículo quince ya citado de 
la ley general de expropiación, no está ello demostrado de una 
manera concreta y precisa, y hay equidad, según el mérito de 
autos, en aceptar como justo el mencionado precio. 

Undécimo. Que en relación á perjuicios, la Sociedad «Eleva- 
dores y depósitos de granos » no los ha sufrido directos por 
razón de la privación de la propiedad sino en cuanto con- 
cierne á la privación misma y desde la fecha de la despose- 
sion, siendo incontestable que la obra beneficia y no daña 
al terreno sobrante que queda en el dominio de la Sociedad en 
consideración á su destino. 

Duodécimo. Que el representante del Gobierno reconoce (fo- 
ja ciento cinco) el deber de pagar intereses á estilo de Banco del 
capital que se manda abonar á contar desde la fecha que se dio 
posesión del terreno al Gobierno Nacional. 

Por estos fundamentos, y de acuerdo con la ley general de ex- 
propiación y con el artículo dos mil quinientos once del Código Ci- 
vil se fija en dieciseis pesos moneda nacional el precio por metro 
cuadrado del terreno de que se trata en estos autos, quedando en 
ese sentido modificada la sentencia apelada, la que se confirma 
en lo demás que contiene. Devuélvanse reponiéndose los sellos. 

BENJAMÍN PAZ.— LülS V. VÁRELA.— 
ABEL BAZAN. — OCTAVIO BüNGE. 
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CAUSA exx 



Juan y José Drysdale y C' contra Farini é hijos; sobre 

falsificación de marca de fábrica 



Sumario. — l'^La introduccíonde mercaderías extranjeras coa 
marca igaal á otra registrada en la República, no constitoye de- 
lito de falsificación, si las mercaderías no han sido circuladas 
por haber quedado embargadas en la Aduana, 7 el importador, ana 
Tez en noticia del registro de la marca^ se ha comprometido á 
no introducirlas más con dicha marca. 

2^ £1 embargo de las mercancías yerificado así sin derecho, 
autoriza á su dneño á reclamar el interés del capital secoestra- 
do, 7 el pago de alnucenaje. 



Cmo. — Lo indica el 



WmMMm 4el St 



Bu^D'H Aír*:i, Febf^rfO 1* d/j \>M, 



T Tistos estos watM seguidos por Joan 7 JfM Vtjvhlft 7 C* 
contraFañm éHijos, por falsi£eaeion de una marea d<^ t^jm^tdo. 
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Eesulta: I'' Que con fecha 21 de Diciembre de 1891 se pre- 
sentaron Juan y José Drjsdale 7 C' exponiendo: que tenían cono- 
cimiunto de que en -el vapor «Berlín», procedente de Bromen, se 
acababan de introducir 700 rollos de alambre con la marca cGua- 
naco», la cual marca de comercio era de su propiedad, como se 
acreditaba con el correspondiente certificado de la oficina de 
Patentes de Invención. Fundaban en seguida su derecho á 
reclamar contra la usurpación que se hacía de su marca y pedían 
se embargaran esos rollos de alambre. Ordenóse el embargo 
solicitado y la Aduana lo llevó á efecto, informando que esa par- 
tida de alambre venía consignada á Farini é hijos, habiendo 
pedido su despacho directo Sebastian Palau y C*^. 

2"" Que habiendo ordenado el Juzgado, una vez trabado el em- 
bargo, que los recurrentes dedujeran su acción contra quien cor- 
respondiese, estos pidieron previamente que Falau y C" mani- 
festaran bajo de juramento, en el acto de la notificación, quiénes 
eran los verdaderos dueños de aquellas mercaderías. El Juzga- 
do accedió. al pedido y los señores Falau y C'' manifestaron que 
los dueños del alambre eran los señores Farini é hijos. 

3^ Que en seguida dedujeron contra Farini é hijos, formal de- 
manda por prestarse á' sabiendas á circular en esta República^ 
alambre con una marca ^Guanaco)) imitada de la suya y delito 
previsto y penado por el articulo 28 y siguientes de la ley so- 
bre marcas de fábrica y de comercio, pidiendo que los deman- 
dados fueran condenados al máximum de la pena, al pago de las 
costas, dejándose á salvo sus derechos por los daños y perjui- 
cios, y que la partida de alambre embargada fuera vendida, des- 
tinándose su importe á los objetos expresados en el artículo 32 
la ley citada. 

4^ Que corrido traslado de esta demanda, el Doctor Adolfo 
Decoud, en representación de los señores Farini é hijos, la con- 
testa á foja 30, pidiendo el rechazo de la demanda con costas y 
que se haga lugar á la reconvención que desde luego for- 
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muía por los daños y perjuicios que se les ha irrogado á sus re- 
presentados con el embargo de los alambres. Funda sus pe- 
ticiones exponiendo: Que sus representados, que ejercen el 
comercio de introductores en Montevideo, y que directamente 
reciben sus mercancías de Europa, con opción á desembarcarlas 
en Montevideo ó Buenos- Ai res, habían convenido con Sebas- 
tian Falau y C' la venta de la partida de alambres embarcada, 
encargándose estos de su despacho en la Aduana; que fueron 
sorprendidos con la noticia de que habían sido embargados esos 
alambres por traer la marca «Guanaco» ; que ellos, ajenos á 
qu 3 existiera aquí una marca «Guanaco» semejante á la que 
ellos acostumbraban usar en Montevideo, en el deseo de evitar 
cuestiones, hubieron de arribar á un arreglo con los demandan- 
tes, fracasando éste porque se les exigió una suma precida de 
dinero como indemnización, pretensión que no podían 'acep- 
tar. Agrega que sus representados, que son introductores en 
país extranjero, no han tenido conocimiento alguno de que pu- 
diera existir una marca «Guanaco» en Enenos- Aires y menos de 
que esta marca perteneciera á los señores Drysdale; que no han 
circulado, ni prestádose á circular la mercadería en esta plaza, 
desde que apenas llegada fué embargada en la Aduana; que la 
marca que se dice falsificada y que figura en los alambres em- 
bargados, no es la misma de los demandantes, pues comparán- 
dolas se ve que la de Drysdale no tiene más que la representa- 
ción más ó menos fiel del guanaco, y no contiene más leyenda 
que la palabra que lo designa estampada en la parte inferior 

É 

de la marca, en tanto que la chapa de lata que corresponde á los 
rollos de alambre de Farini, ofrece la particularidad de que la 
leyenda y el guanaco se encuentran en una posición distinta: el 
guanaco en una, mira á la derecha y en la otra á la izquierda : 
la primera sólo tiene como leyenda la designación « guanaco » 
mientras que la segunda tiene las palabras « marca guanaco » y 
sobre todos las iniciales de Farini é hijos « F. & H^' » grabadas 
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en la parte inferior de la cfaapa, iniciales que desde luego alejan 
toda idea de imitación fraudulenta ó de confusión. Observa 
que las disposiciones de la ley de marcas invocadas por 
la demanda, no son aplicables al caso; pues resulta que no 
ha existido la intención de contravenirlas 6 violarlas; que esa 
ley castiga la falsificación 6 adulteración de una marca de fá- 
brica, la aplicación de una marca ajena á productos propios, 
la venta ó circulación dolosa de un artículo con marca falsifica- 
da; pero que el caso de que se trata no está comprendido en estas 
cláusulas penales^ pues no hay fraude, ni falsificación posibles 
cuando no existe la intención del delito; ni hay adulteración de 
una marca que se diferencia de la otra en su parte principal y 
en su rasgos distintos; que no hay marca ajena aplicada á pro- 
ductos propios^ pues los demandantes no pueden pretenderse 
únicos fabricantes ó introductores de alambres; que menos exis- 
te circulación dolosa de un artículo con marca falsificada, por- 
que éste no ha circulado en plaza, ni se ha consumado la ven- 
ta; que la ley de marcas, en su artículo ^3, declara que no es 
prohibido usar « el nombre ó designación convencional » de una 
industria ya explotada por otro, con tal que se adopte una mo- 
dificación que la haga visiblemente distinta; que astees precisa- 
mente el caso de que se trata, dada las visibles diferencias de 
las dos marcas. Por último, reconviene álos demandantes por 
los daños'y perjuicios que les ha irrogado el embargo, perjuicios, 
que estima en dos mil quinientos pesos. 

5° Que corrido traslado de la reconvención, lo contesta Luis 
G. Bordes, en representación de Drysdale y C*, á foja 49, expo- 
niendo que la encuentra destituida de fundamento y entra á re- 
futar la argumentación de la otra parte respecto del fondo de 
la cuestión principal. 

6° Que abierta la causa á prueba se ha producido cñ esta 
Capital y en Montevideo, la que corre agregada de foja 121 á 
foja 279. 
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Y considerando: 1^ Que los demandantes han acreditado con 
el certificado de foja 1 de la oficina de Marcas de Fábrica 7 
de Comercio, que tienen derecho al uso exclusivo de la mar- 
ca de comercio cuya descripción corre agregada á foja 3. 

2^ Que está debidamente establecido que los demandados han 
introducido al país una partida de 700 rollos de alambre con 
una marca que no está registrada por ellos, la cual es una repro* 
duccion de todos los atributos que contiene la marca de los de- 
mandantes, con el agregado de la palabra c marca » al lado de 
la designación c Guanaco » de las iniciales F. & H*'', que no bas- 
tan á destruir la posibilidad de una confusión éntrelos artícu- 
los de ambas marcas . 

3^ Que la jurisprudencia ha establecido ya definitivamente, 
que el uso de una marca no registrada que haga posible la con- 
fusión de los productos, basta para que sean aplicables las dis- 
posiciones penales de la ley de marcas de fábrica y de co- 
mercio. 

4^ Que en tal caso, la intención fraudulenta resulta del hecho 
mismo de ofrecer al consumo público, producto de la misma es- 
pecie bajo una marca registrada, semejante á la que lo ha si- 
do; porque la ley supone cque todos^ y especialmente los que 
ejercen el mismo género de industria y comercio deben de co- 
nocer las marcas depositadas > (Fallos de la Suprema Corte, se- 
rie 2% tomo 2i , página 367). 

5<> Que el artículo 33 de la ley de marcas, invocado por los 
demandados para legitimar el uso que han hecho de la marca 
cuestionada, no tiene aplicación en este caso, pues él legisla 
respecto de los nombres de fábrica 6 de comercio y no sobre las 
marcas, no habiendo lugar á dudas al respecto; pues en la dis- 
cusión de la ley en la Cámara de Diputados se expuso con toda 
claridad el verdadero sentido de esas disposiciones. 

& Que además, el hecho caería también dentro de los térmi- 
nos del inciso 2^ del artículo 28 de la ley de marcas, que castiga 
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á los que pongan sobre los efectos de su comercio una marca 
ajena, debiendo reputarse tal la que han usado los deman- 
dados en las mercaderías embargadas, una vez que pnede pro- 
ducir confusión directa ó indirecta con aquella cuyo uso exclu- 
síto corresponde á los demandantes. 

7*^ Que no obsta á la aplicación de la penalidad legal, el he- 
cho de que las mercaderías proceden de pais extranjero y de 
haberse puesto allí en ellas la marca ajena ó fraudulenta; pues 
el delito de falsificación de marcas es de tal naturaleza que no 
concluye con el hecho mismo de la falsificación ó de la coloca- 
ción de la marca, siendo de los que se conocen por de tracto su- 
cesivo, es decir quecontinúan reproduciéndose mientras duren sus 
efectos. £n tal virtud, si la marca imitada ó fraudulenta de 
que se trata, ha sido colocada en país extraño, al introducirse 
á la República las mercaderías que la llevan, el delito se ha re- 
producido y continúa repitiéndose hasta que permanezca sobre 
ellas la marca fraudulenta. 

8*^ Que tampoco sería óbice para la aplicación de la penalidad 
legal el derecho que los demandados pretenden tener para usar la 
marca referida en la República del Uruguay; pues silo tuvieran, 
deberían haberse limitado á ejercitarlo dentro de los límites ju- 
risdiccionales de aquella nación, no pudiendo alegar que creye- 
ran que el derecho que allá se les acordara llegaría á hacerse 
extensivo á otro país, sin haber llenado en éste las formalidades 
legales. Y aún, á este pretendido derecho, podría oponerse la 
consideración de que la ley que rige en la República vecina no 
da derecho al uso de una marca transferida si la transferencia 
no se ha hecho constar en la oficina respectiva, previendo el ca- 
so de una concesión 6 convenio de este género, á manera de co- 
modato, en que el dueño de una marca da permiso á otro para 
que la use gratuitamente por algún tiempo. 

Por lo demás, si se conviniese enque el derecho adquirido en el 
país vecino por el registro de una marca, podría prolongarse á 
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esta República, se miuaríaD porsa base todas las garantías qae 
la ley ha querido acordar á los que registrasen iqní sos marcas; 
pnes bastaría que cualquiera hiciese registrar en Montevideo 
las marcas de los industriales y comerciantes de este país, para 
poder hacer á estos legalmente, sin responsabilidad, la más de- 
sastrosa y desleal de las competencias. 

9^ Que la reconvención opuesta por los demandados no pue- 
de sustentarse en vista de las precedentes consideraciones. 

Por estos fundamentos, de conformidad con lo que disponen 
los artículos 4, 10, 28 y 32^ de la ley de Marcas de Fábrica y de 
Comercio, de 19 de Agosto de 1876, fallo : condenando á Farini é 
hijos al pago de una multa de quinientos pesos fuertes, ó su equi- 
valente en moneda nacional y de las costas del presente juicio, 
desestimando la reconvención por ellos deducida y dejando á 
salvo las acciones que por daños y perjuicios pudieran corres- 
ponder á Juan y José Drysdale y Compañía. Se declara caidos 
en comiso los 700 rollos de alambre embargados, debiendo pre- 
cederse á su respecto^ en los términos del artículo 32 de la ley 
citada. Esta sentencia será publicada á expensas de Farini é 
hijos. Hágase saber con el original y repóngase el papel. 

J. V. Lalanne. 



Pallo de lA Suprema Corte 



Buenos Aires, Mayo 6 de 1893. 

Vistos: Considerando en cuanto á la demanda : Primero. Que 
ella ha sido promovida atribuyendo á los demandos Farini é hi- 
jos, el hecho de prestarse á sabiendas á circular en esta Bepú- 

T. II 7 
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blica, alambres con una marca cGaanaco», imitada déla que los 
demandantes titnen registrada. 

Segundo. Que de estos autos consta por la prueba producida 
tanto en esta capital como en ía Bepública Oriental del Uru- 
guay, por carta rogatoria dirigida por el Juzgado a quOy que los 
demandados tenían derecho á usar y usaban en su comercio de 
alambre, en la República Oriental, de la marca Guanaco que 
tienen los rollos de alambre motivo de la demanda; que los 
alambres aludidos no han circulado en esta República con 
marca ajena, pues fueron embargados en la Aduana de esta 
Capital, por pedido délos demandantes; que^ según lo mani- 
festado por la Aduana, jamás han sido introducidos al país 
alambres con dicha marca, y finalmente, que los demandados 
Fariní é hijos hicieron la ventado los setecientos rollos men- 
cionados, endosando en Montevideo el conocimiento de esa car- 
ga que el vapor cBerlin» traía á su couHignacion, con opción á 
desembarcarlos en aquel puerto 6 en él de Buenos-Aires. 

Tercero. Que tampoco aparece en autos, el acto delictuoso ó la 
intención dolosa délos demandados desde que, antes de la deman- 
da, ellos estaban legalmente autorizados á usar en Montevideo, 
donde hicieron la venta á Palau y Compañía, habiéndose ofre- 
cido á retirar la chapa que llevaba esa marca inmediatamente 
de tener noticia de la existencia de la registrada en la Repúbli- 
ca por los demandantes Drysdale y Compañía, y comprometién- 
dose á no introducir á la plaza más alambre con esa marca. 
' Cuarto. Que el derecho al uso de esa marca en la República 
Oriental, ha sido explícitamente reconocido por los mismos de- 
mandantes en el hecho de haberla adquirido por compra á los 
señores Gaicano y Soto, á quienes pertenecía primitivamente y 
con cuya autorización la usaban los demandados. 

Considerando en cuanto ala reconvención: Quinto. Que estable- 
cido en los considerandos anteriores que la demanda délos señores 
Drysdale y Compañía, se ha deducido sin derecho contra Farini 



DE JDSTIOA NACIONAL 99 

é hijos, la coutrademaDda de estos es justa respecto de los capí- 
tulos que se refieren al cobro de los intereses del capital repre- 
sentado por los alambres embargados y al pago del almacenaje, 
por importar ellos un perjuicio que debe repararse. 

Por estos fundamentos y no siendo procedente el recurso de 
nulidad deducido: se revoca la sentencia apelada, con declara- 
ción de que los señores Farini é hijos no han incurrido en pena 
alguna, debiendo levantarse el embargo de los alambres en 
cuestión, y de que los demandantes están obligados á abonar á 
los demandados, el importe délos capítulos mencionados en el 
considerando quinto de esta resolución, cuya liquidación deberá 
practicarse ante el Inferior; todo sin especial condenación en 
costas. Repónganse los sellos y devuélvanse los autos, pudiendo 
notificarse con el original . 

BENJAMÍN PAZ. — LUIS V. VARE- 
LA. — ABEL BAZAN. — OCTA- 
VIO BUNGB. 
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CAUSA CXXI 



D. Ansehno y D, Benito Barrietitos y D. José Barcia, contra la 
Municipalidad de «Coronel borrego yt, sobre interdicto de 
retener la posesión. 



Sumario. — La sola intimación de la Municipalidad ordenán- 
dola apertura de un camino en campo ajeno, no constituye tur- 
bación, máxime si la Municipalidad ha manifestado que ocurri- 
rá á los Tribunales en caso de ser resistida su resolución. 



Caso. — Don Juan Preliasco, por los demandantes, se pre- 
sentó al Juzgado exponiendo : que sus representados son propie- 
tarios 7 poseen en el partido Coronel Dorrego, un terreno en el 
que tienen establecida una estancia. 

Que cumpliendo con lo dispuesto por la ley 17 de Mayo de 
1880, solicitaron y obtuvieron el permiso correspondiente para 
cercar con alambre su campo, á cuya operación procedieron, 
ajustándose al plano presentado, del que quedó copia en la Mu- 
nicipalidad y en el Departamento de Ingenieros, abriendo en su 
cerco unas tranqueras para dejar espedito el camino vecinal 
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que atravesaba su campo, camino que pone en comuniouoiou loa 
establecimientos de campo situados en la dirección Sud-ooHto. 

Que en este estado, desde el año de 1889, se les ha sorpren- 
dido con la orden de la Municipalidad del partido Coronel I)o- 
rrego, por la cual se les intimaba no hicieran oposición alguna & 
que D. Ignacio L Sánchez abriera un camino vecinal al travos 
de su campo, desde el sujo hasta el ejido del pueblo» y poco 
tiempo después con otra orden intimando que en el perentorio 
término de cinco días se abriera una tranquera á los tres y me- 
dio kilómetros, tomando por punto de arranque, la que cxiHto 
sobre el camino que va por el costado del arroyo de las Mos- 
tazas. 

Que la Municipalidad ha obrado arbitrariamente al dictar 
esas órdenes, violatorias de sus derechos y que perturban la po* 
sesión que tienen en el campo. 

Que la ley de 1880 ha sido completamente abrogada por la 4^ 
1889, y que no se ha podido fundar una orden en el artículo >i9 
de ésta, sin haberse cumplido la disposición contenida en el ar- 
tículo 44 de la misma. 

Que estos hechos autorizan á sus mandantes para vAiúi^t h\ 
amparo de la posesión en que se les ha turbado, tundeo nn la 
qae tienen, deduciendo el interdicto de r^t'^ii^r, <y>ri arre^^V/ al 
artículo 327 de la ley de I'rocedímieat-^/*. 

Que la proeba de la foieihn actual de tuf r^preH;Dta/i'/t y ^j»: 
se ha tratado de inquietarles ^n eía [fVi'c^iíof*^ «v^ ^,'.,':*iHf*\f% tn 



las órdenes referidas i^ I* Mj^híf i^lia^d. 
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Fallo del Juez Federal 



La Plata, Marzo 30 de 1892. 

Y vistos: estos autos seguidos por D. Anselmo y D. Benito 
Barríentos y D. José Barcia contra la Manícipalidad del parti- 
do Coronel Dorrego, sobre interdicto de retener. 

Y considerando : 1^ Que para que proceda el interdicto de re- 
tener, se requiere las condiciones establecidas en el artículo 327 
del Código de Procedimientos, esto es, que el demandante se 
halle en actual posesión y que se haya tratado de inquietarle por 
actos que deberán expresarse en la demanda. 

2® Que respecto de la actual posesión consta de las mismas 
notas agregadas i fojas 28 y 30, que esa posesión ha sido reco- 
nocida por la Municipalidad demandada. 

3^ Que en cuanto á la turbación de la posesión, ella no ha si- 
do comprobada, pues no se han llevado á cabo hechos materiales 
que lesionaran los derechos de los demandados en su posesión. 

4® Que la nota agregada á foja 30, no es más que una notifi- 
cación, que hace laMunicipalidad demandadaá los demandantes, 
de una resolución, que si bien puede afectar á éstos, no puede 
importar en manera alguna un acto material de perturbación. 

5*^ Qae no concurriendo la condición esencial que se requiere 
para que proceda el interdicto de retener deducido, es el caso de 
no hacer lugar i él. 

Forestas consiJeraciones, fallo: no haciendo lugar con cos- 
tas, al interdicto deducido por los Barrientos y Barcia contra la 
Municipalidad de Coronel Dorrego. Notifíquese con el original, 
regístrese y repónganse las fojas sin más tramite. 

M, S. de Aurrecoechea , 
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Fallo de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Mayo 9 de 1893. 

Vistos y considerando : Qae, según lo expresa el demanda- 
do á foja cincuenta 7 cuatro vaelta^ la Municipalidad ocurrirá 
á los Tribunales al objeto de la ejecución de su resolución, en 
caso de ser resistida por los demandantes, lo que aleja toda du- 
da respecto de que no se han producido actos perturbatorios que 
pudieran fundar la acción posesoria intentada . 

Por esto 7 sus fundamentos, se confirma con costas la sen- 
tencia apelada de foja sesenta. Bepuestos los sellos, devuél- 
yanse. 

BENJAMÍN PAZ. — LUIS V. VARE- 
LA. — ABEL BAZAN. — OCTA- 
VIO BUN6B. — JUAN E. TO- 
RRENT. 
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CAUSA CXXII 



La Compañía de Ferrocarriles Pobladores contra Doña Rosario 

P. de Bosch ; sobre expropiación 



Sumario. — La indemnización, en las expropiaciones, debe fi- 
jarse con arreglo al mérito que arrojan los autos y á lo estable- 
cido en casos análogos. 



Caso. — Lo indica el 



Fallo del Jues rcderal 



La Plata, Junio 26 de 1891. 

Vistos : los presentes aatos segaidos por la Compañía Nacio- 
nal de Ferrocarriles Pobladores contra Doña Bosarío P. de 
Bosch, sobre expropiación de un terreno. 

Y resultando : Que, con fecha 25 de Abril de 1889, se inició 
la demanda por expropiación de 2658 metros cuadrados de un 
fundo, que dicha señora de Bosch tiene en el partido de San 
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Isidro, y que debe cruzar la vía férrea, que la Empresa expro- 
piante debe construir desde 61 pueblo de Belgrano hasta el de 
Las Conchas, en virtud de la autorización que se le concedió 
por la ley del Honorable Congreso, de fecha 10 de Octubre de 
i887, y se ofrece la suma de 797 pesos 40 centavos moneda na- 
cional, que se consignó en el Banco de la Provincia, según el 
recibo de foja i**, tanto por el precio de la tierra, como por los 
perjuicios resultantes de la expropiación. 

Que convocadas las partes ajuicio verbal, á ios efectos del ar- 
tículo 6^ de la ley de expropiaciones, y sin que éste tuviera lu- 
gar, convinieron, por escrito de foja 18, en someter el juicio al 
fallo de jueces arbitros, compromiso que fué aprobado por el 
Juzgado, así como las personas nombradas en ese carácter. 

Que posteriormente y de conformidad de partes, el Juzgado, 
por auto de foja 33 vuelta, declara caduco ese compromiso, lla- 
mando de nuevo á comparendo verbal. 

Que ese acto tuvo lagar (foja 35) y en él se nombraron los 
peritos que debían informar al Juzgado, sobre el valor del te- 
rreno é indemnización por perjuicios, recayendo ese nombra- 
miento en la persona de D. Domingo Larralde, por parte de la 
Empresa, y por la de la demandada, en la delDr. Carlos M. Pérez . 

Que el perito Larralde, en su informe de foja 37, estima i ra- 
zón de 22 centavos el metro cuadrado del terreno á expropiar, 
y en un 50 por ciento más, sobre el valor total del terreno, la in- 
demnización por fraccionamiento. El perito Dr. Pérez, avalúa 
en 5 pesos nacionales el metro cuadrado como valor del terreno, 
y en 2 pesos más cada metro cuad rado por indemnización de per- 
juicios. 

Que el Juzgado decretó y verificó una inspección ocular del 
terreno de la señora de Bosch, de la que se da cuenta en el acta 
de fojas 44 vuelta y 45 . 

Y considerando : i^ Que eñ la vista ocular de que queda he- 
cha referencia, el Juzgado ha podido apreciar las condiciones, 
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calidad y sitoacioii del terreno expropiado, así como de la forma 
en que queda fraccionado por la línea férrea, resultando estar 
situado bajo las barrancas de San Isidro, con frente al río, j 
que no hay en él ni edificación ni cultivo, sino plantaciones de 
árboles frutales, y que queda una pequeña fracción en toda la 
extensión del terreno, cuya anchura varía entre 40 metros y 
75 centímetros. ^ 

2^ Que no pudiendo conocerse el valor corriente de estos te- 
rrenos, ni por ventas análogas, pues es público y notorio que los 
llamados del bajo de San Isidro no han sido objeto de transac- 
ciones, sino conjuntamente con los terrenos altos, que tienen 
otro valor, ni tampoco por la renta, pues no la producen, no 
queda al Juez sino fijarlo, según su apreciación personal, que 
puede fundarla recurriendo á los antecedentes que existan en el 
Juzgado, relativos á la asignación de precios á otros terrenos 
que tengan cierta analogía ó relación de condiciones. 

3** Que está el caso de D. Pedro Yallejos en juicio de expro- 
piación con la misma Empresa, en que "il Juzgado fijó el precio 
de un peso el metro cuadrado, sentencia que fué consentida por 
ambas partes, y cuyo terreno, tanto por su situación^ como por 
la renta que produce, es superior al de la señora de Bosch. Y el 
de D. Antonio Olaguer, en que la Suprema Corte confirmó el 
precio de 80 centavos el metro, y que, fuera de duda, es igual- 
mente superior al de que se trata, por estar todocultivado, pues 
para ello se presta por sus condiciones y situación . 

4^ Que en cuanto á los perjuicios que la vía férrea ocasiona 
al terreno restante, consisten en el fraccionamiento que sufre, 
en la forma expresada al final del primer considerandoi y es el 
quedar una fracción menor que por su forma irregular y peque- 
nez se le quita todo valor; y en la destrucción de árboles fruta- 
les, cuyo número se determina en el acta de foja 44 vuelta. 

Por estas consideraciones, fallo: que la Empresa demandante 
debe pagar y pague ala señora BosarioP. de Bosch : 1^ 70cen- 
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tavos por cada metro caadrado del terreno qae le expropia, que 
es el precio qae le asigna el Juzgado; 2*^ 500 pesos moneda na- 
cional, como indemnización por fraccionamiento; y 3^ cuatro 
pesos nacionales por cada uno de los árboles destruidos, siendo 
las costas á cargo de la Compañía expropiante. Repónganse los 
sellos ynotifíquese con el original. 

« 

Mariano S. de Áurrecoechea. 



Pallo die la Saprema Oerte 



Buenos Aires, Mayo 9 de 1893. 

Vistos: Atento el mérito que arrojan losantes, y teniendo en 
consideración los precedentes establecidos en casos análogos, se 
confirma la sentencia apelada de foja cuarenta y seis. Repuestos 
los sellos, deyuélvanse. 

benjamín paz.— lcis y. váre- 
la.— ABEL BAZAR.— JUAN £. 
TORRENT. 
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CAUSA CXXIII 



I). Bautista Piqué contra D. Tristan Castro, por cobro ejecutivo 

de pesos; sobre excepción de espera 



Sumario.— Es procedente la excepción de espera y debe re- 
vocarse la ejecución, si al iniciarse ésta no había expirado el 
plazo acordado, aunque hubiese vencido durante el curso del 
juicio. 



Caso. — Lo indica el 



Pallo del Juez Federal 



Buenos Aires, Noviembre 29 de 1892. 



Y vistos: estos autos ejecutivos seguidos por D. Tomás Ve- 
ga 7 Vega, en representación de D. Bautista Piqué, contra Don 
Tristan Castro, para resolver sobre las excepciones opuestas 
por éste en el escrito de foja 33, resulta: 

I"" Que, con fecha 25 de Septiembre del año próximo pasado, 
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se presentó el representante de Piqué, pidiendo el reconocimien- 
to de la firma del pagaré de foja 8, suscrito por Tristan Castro, 
7 se intimara á estela presentación de un documento de prórro- 
ga de la obligación expresada, suscrito por el demandante 

2^ Que ordenado el reconocimiento y la presentación referi- 
dos. Castro reconoció como suya la firma del documento de fo- 
ja 8, y dijo que no podía presentar el documento de prórroga por 
no tenerlo en su poder. 

3^ Que, en virtud del reconocimiento, Piqué pidió, con fecha 
24 de Octubre se intimara á Castro el pago, dentro de 3 días, 
de la suma expresada en el pagaré, más los intereses y costas, y 
caso de no verificarse el pago se embargaran bienes suficientes, 
y habiéndose proveído de conformidad á todo, se intimó el pago 
á Castro, éste no lo verificó, trabándose, en consecuencia, em- 
bargo en los bienes enumerados en el acta de fojas 21 vuelta 
v22. 

4^ Que, citado de remate, el deudor opuso, á foja 33, las ex- 
cepciones de incompetencia, espera, inhabilidad de título y pa- 
go. Becibida la causa á prueba, se produjo la que corre agre- 
gada de fojas 50 á 95, y el documento de foja 32. 

Y considerando: 1® Que, fundada en que el domicilio del 
deudores en la provincia de Buenos Aires, la excepción de in- 
competencia es insubsistente, pues en el mismo documento de 
ejecución se ha establecido que el pago se verificará en esta 
ciudad. 

2*^ Que las excepciones de inhabilidad del título y pago, no 
han sido probadas con las pruebas producidas por el deudor que 
obran en autos. 

3^ Que la excepción de espera está plenamente justificada con 
el documento de foja 32, que ha sido reconocido en todas sus 
partes, presentándose únicamente la cuestión de, si ese documen- 
to que prorroga la obligación de foja 8 por un año, tiene fuerza 
para ser opuesto ala ejecución, una vez que ya estaba vencida 
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la espera por él acordada, cuando su presentación, si bien no lo 
estaba caando se inició la ejecución. 

En efecto, el pagaré de foja 8 prorrogado por un año por el 
documento de foja 32, venció el 9 de Enero del corriente año j 
la ejecución propiamente dicha, se inició en 24 de Octubre del 
año próximo pasado, y la intimación del pago j el embargo, se 
'verificaron respectivamente, en Noviembre 3 y 8 del mismo año 
próximo pasado. Vale decir, que el pagaré de foja 8 no tenía 
fuerza ejecutiva por no estar vencido y no ser, por lo tanto, exi- 
gible; ni en el momento de pedirse el auto de solvendo, ni en el 
del embargo. 

Pretende el actor que, estando vencido el pagaré en el mo- 
mento de presentarse el documento de prórroga, la excepción de 
espera que en ese documento se funda, cae por su base. Pero es, 
que esta objeción carece de eficacia, pues la ejecución ha debi- 
do iniciarse con un título que reuniese las condiciones exigidas 
por la ley. No estando vencido el pagaré de foja 8 cuando su 
presentación, ni siendo exígible, nu era título hábil para la eje- 
cución. Por otra parte, el hecho de haber vencido el pagaré 
mencionado, antes de oponerse la excepción no desvirtúa áésta; 
pues dada la naturaleza del juicio, el demandado no ha podi- 
do ser oido antes de la citación de remate, y no ha estado en 
sus facultades oponerse al auto de solvendo, nial embargo, adu- 
ciendo excepciones, que sólo le serían admitidas en la estación 
oportuna del litigio. Además, los efectos de la sentencia deben 
retrotraerse al día de la interpelación judicial; de manera que es 
en tal momento que el título debe ser exigible, para que proce- 
da la ejecución. 

Por estos fundamentos y de conformidad con lo que disponen 
los artículos 270 y 277 de la ley nacional de Procedimientos, 

« 

fallo : declarando probada la excepción de espera opuesta por el 
demandado y que por tanto no ha lugar á la ejecución con costas; 
debiendo alzarse el embargo de que da cuenta la diligencia de 
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foja 21 vuelta. Bepónganse los sellos y notifíquese con el ori- 
ginal. 

J. F. Lalanne. 



FaIIo de la Saprema Corte 



Buenos Aires, Mayo 9 de 1893. 

Vistos : Por sus fundamentos, se confirma con costas, la sen- 
tencia apelada de foja ciento ocho. Repuestos los sellos, deyuél- 
vanse. 



BENJAMÍN PAZ.— LUIS V. VÁRE- 
LA. — ABEL BAZAN. — OCTA- 
VIO BUNGE. 



112 FALLOS DE LA SUPRBMA CORTE 



CAUSA CXXIY 



D. Enrique Sabalíé contra í). José Bernctsconi, por cumpli- 
miento de contrato; sobre costas de un incidente 



Sumario. — En el rechazo de un artículo no procede la conde- 
nación en costas, cuando no ha sido solicitada, y ha habido ade- 
más por parte del actor, asentimiento á lo pedido por el deman- 
dado. 



Caso. — D. Valerio Bondelesio, por D. Enrique Sabatté, in- 
Tocando los artículos 1197, 1198, 1323, 1424 y 1432 del Código 
Civil, entabló demanda contra D. José Bernasconi, por cumpli- 
miento de las obligacioües que le impone el boleto de compra- 
venta firmado por él. 

Dijo : Que mediante ese boleto vendió á Bernasconi por cuen- 
ta de la Sociedad Productora y Constructora Nacional, una 
fracción de terreno situado en Quilmes, con la extensión y lin- 
deros que en el mismo se expresan ; 

Que recibió á cuenta cinco mil pesos m/n., los que debían 
deducirse al entregársele la cuarta parte del importe total, en 
el acto de firmar la escritura, y el resto debía abonársele en tres 
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pagarés á 30, 60 y 90 días respectivameate dpsde la fecha la 
escritura; 

Que vencido el térmiiip que el boleto señala para escriturar, 
ha dado á la Sociedad posesión del terreno, y los títulos no han 
sido observados. 

Acompañó á la demanda el boleto firmado por el señor Ber- 
nasconi, en que se establecen las cláusulas relacionadas. 

Acreditado el fuero federal por razón de la diversa naciona- 
lidad délas partes, se corrió traslado de la demanda. 

El demandado, sin evacuarlo, dedujo la excepción previa de 
defecto legal en el modo de proponer la demanda. 

Dijo: Que demandándose el cumplimiento de un contrato, 
debe probarse que se ha cumplido ú ofrecer cumplirlo; 

Que con 'arreglo al boleto acompañado, el actor debe presen- 
tar títulos perfectos, por ser este hecho la primera manifesta- 
ción del cumplimiento del contrato; y que como, con arreglo á 
la ley de procedimientos, no podrá presentarlos más tarde, lo 
colocaría en situación de no poder examinarlos y hacerles las 
objeciones qne merecieren. 

El apoderado del actor evacuando el traslado conferido de la 
excepción, pidió queso ordenara áBernasconi conteste derecha- 
mente la demanda. 

Dijo : Que los títulos reclamados por el demandado han es- 
tado en poder de su abogado por espacio de cuatro meses, quien 
prometía llegar á un arreglo amistoso ; 

Que podría oponerse á la excepción deducida por el deipanda- 
do; pero no lo hace prefiriendo acompañar los títulos del terreno 
para abreviar el procedimiento. 



T. II 3 
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Fallo del Juca Federal 



Buenos Aires, Abril 90 de 1892. 

Y vistos para resolver la excepción de defecto legal en el mo- 
do de proponer la demanda, opuesta por D. José Bernasconi á 
la demanda instaurada contra él, por D. Enrique Sabatté, y 
considerando. 

Que ha sido resuelto por la Suprema Corte en numerosos ca- 
sos, que la excepción de defecto legal en la demanda áque auto- 
riza ol artículo 73de la ley nacional de Procedimientos, se refiere 
únicamente á la omisión de los requisitos establecidos por el 
articulo 57 de la misma y no á la falta de documentos perti- 
tinentes á la cuestión. Que por otra parte, el demandante ha 
subsanado la falta atribuida á la demanda, presentando la es- 
critura de foja. • ., cuya omisión sirvió de base al demandado 
para oponer la excepción de defecto legal. 

Por estas consideraciones el Juzgado declara no haber lugar 
á la excepción opuesta, debiendo el señor Bernasconi contestar 
derechamente la demanda en el término legal y siendo ásu cargo 
las costas del presente incidente. 

J. V. Lalanne. 



Fallo de la i uprema Corte 

Buenos Aires, Mayo 9 de 1893. 

Vistos : Considerando : que el demandante no ha solicitado la 
condenación del demandado al pago de las costas del incidente; 
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é importando la presentación de la escritora de foja catorce, hd 
acto de asentimiento á !o solicitado en el escrito de foja doce; 
se revoca el auto corriente á foja veintidós, en la parte apela- 
da; 7 repuestos los sellos, deyuélvanse. 



benjamín paz.—- luis y. táre- 
la. — ABEL BAZAN. — OCTAVIO 
BUNGE.— JUAN E. TORRENT. 



CAUSA CXXT 



Contra Don Félix Spiquet, por sustracción de dinero 

de propiedad de la Nación 



Sumario. — No resultando probados contra el acusado, los 
hechos en que se funda la acusación, debe ser éste absuelto de 
culpa y cargo . 



Coso.— Lo indica el 
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Fallo del Juez Federal 



Tucuman, Setiembre Zi de 189'3. 

Vistos : estos autos criminales seguidos de oficio, contra Félix 
Spiquet, de nacionalidad francés, sobre sustracción de dineros 
pertenecientes á la Tesorería del Ferrocarril Central Norte, de 
propiedad de la Nación, de los que resulta: 

Por nota de 4 de Diciembre de 1891 , Don Santiago Baibiene 
se dirige á este Juzgado comunicando : que á solicitud suya el 
Intendente de Policía de esta capital, ha mandado arrestar 
preventivamente á Félix Spiquet, ex-oontador del Ferrocarril 
Central Norte^ de cuya inspección ha sido encargado por la Di- 
rección de Ferrocarriles Nacionales; que este individuo resulta 
culpable déla sustracción de 1500 pesos de la caja del Ferro- 
carril, hecho que ha tratado de ocultar por medio de la adulte- 
ración de las dos planillas de pago que se remiten adjuntas como 
piezas probatorias del delito, ó por lo menos como cabeza del 
proceso á instruirse; que estando este caso previsto por la ley na- 
cional de Contabilidad, presume que corresponde á la autoridad 
de este Juzgado el juzgamiento de él; que debe manifestar que 
no lia procedido á instruir un sumario al respecto porque no 
dispone del tiempo que le habría sido necesario; que puede ade- 
lantar, sin embargo, que de las indagacionesverbales queha he- 
cho en la Administración del Ferrocarril, resulta que Spiquet 
no sólo ha hecho la liquidación de las planillas adjuntas sino 
que también ha pagado como Tesorero, en comisión, de lo que se 
infiere claramente que la adulteración de las sumas ha sido he- 
cha por él; que por otra parteen el libro de caja de Tesorería 
aparecen asentadas como salidas las sumas adulteradas y como 
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contra prueba del dolo que ha habido, del arqueo de la caja re- 
solta faltar 1500 pesos moneda necíonal; que cumple, pues, con 
el deber de poner bajo la jurisdicción de este Juzgado al citado 
Spiquet. 

Becibida esta nota, el Juzgado procedió á organizar el suma- 
rio correspondiente, á fin de establecer lo que hubiera de cier- 
to sobre los hechos denunciados, labrándose el que corre de fo- 
ja. . . á foja. . . 

£1 Procurador Fiscal á quien se mandó dar vista de dicho 
sumario, acusa al procesado, y pide contra él la pena que la ley 
establece para los ladrones y la inhabilidad perpetua para los 
cargos públicos, de acuerdo con lo establecido por el artículo 
268 del Código Penal. 

Corrido traslado de esta acusación, el defensor del acusado, 
después de analizar el sumario, concluye pidiendo la absolución 
de su defendido, por no existir en él mérito para su acusación. 

Y considerando : 1^ Que consta de autos, que para el pago de 
laa planillas de tracción y talleres, por el mes de Mayo de 1891, 
la Tesorería del Ferrocarril ha entregado la suma de 19.920 
pesos con 20 centavos moneda nacional, por asiento de foja 32, 
tomado fielmente del libro de caja de la Administración del Fe- 
rrocarril. 

2** Que dichas planillas, corrientes de foja 1 á foja 8, sumadas 
en sus cantidades detalladamente, sólo arrojan la soma de 18.420 
pesos con 20 centavos moneda nacional, ó sean 1500 pes'^-» me- 
nos que la entregada por la Tesorería del Ferrocarail para &n 
abono. 

3^ Que el procesado confiesa á foja 22 Toelta, que en el me% 
de Mayo próximo pasado esturo hecho cargo en comisión de la 
Tesorería del Ferrocarril y según la declaración del Tesorero en 
propiedad Don Lísandro A?tigueta« foja 50, ha continuado ma- 
nejándola hasta £ne5 de Junio, tiemf-o en que recién el proee* 
sado le hizo entrega de la eaji« 
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4"* Que consta de las planillas de fojas i á 16, que se han 
hecho pagos en el mes de Junio, lo que implica claramente que 
el dinero destinado al pago de dichas planillas había salido de la 
caja cuando esos pagos se hicieron, y por consiguiente en mo- 
mentos en que el procesado manejaba y corría aún'con lacaja de 
la Tesorería. 

5*^ Que se reconoce además por el procesado en su indagato- 
ria de foja 22, que pagó en parte las planillas de referencia, re- 
conocimiento que importa confesar fue también pagador, ade- 
más de Tesorero y Contador. 

6° Que según lo considerado resulta indudable que el proce- 
sado, como Tesorero, entregó, y como pagador recibió y distri- 
buyó la suma antes expresada de 19.920 pesos 27 centavos mo- 
neda nacional, que el libro de caja da como salida para el pago 
de sueldos por el mes de Mayo á que se refieren las planillas an- 
tes recordadas. 

7^ Que al hacer la distribución de esta suma, debían necesa- 
riamente sobrarle 1500 pesos, según el cómputo entre el valor 
de las planillas y la suma anteriormente expresada, sobrante 
que el procesado estaba en la obligación de devolver á la 
caja. 

S"" Que por otra parte en la planilla de foja 10 se consigna 
por el procesado, como Contador, que lo á pagarse por dicha 
planilla son 6792 pesos con 95 centavos, loque evideatemente es 
una falsedad desde que esa planilla no arroja sino 5792 
pesos con 95 centavos, en las cantidades que la componen, ó sea 
1000 pesos menos que la suma con que aparece liquidada, fal- 
sedad que envuelve una presunción y un cargo que corrobo- 
ran la culpabilidad del procesado en la sustracción que se le 
acusa . 

Por estos fundamentos, fallo: condenando al procesado Félix 
Spiquet á la pena de tres años de prisión, y á la inhabilitación 
perpetua para ejercer cargos públicos, de acuerdo con los attí- 
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calos 183, inciso S"", y 268 del Código Penal, con costas. Hágase 
saber con el original y repónganse los sellos. 



Delfín Oliva. 



VISTA DEL SEflOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Abril 8 de 1893. 
Suprema Corte : 

La responsabilidad penal del procesado resnlta de las cons- 
tancias de antos bien establecidas en la sentencia reenrrida* 

Siendo el procesado Contador en la Administración del Ferro* 
carril Central Norte, fué encargado accidentalmente de la Teso- 
rería en Mayo de 1891. En ejercicio de este cargo y por la ra- 
zón de las planillas de aneldo de tracción y talleres, recibió ó 
más propiamente tomó de Tesorería, la snmade 19*920 pesos 20 
centavos moneda nacional. 

La confección de planillas no ha sido negada, la toma de di- 
ñero tampoco. La inversión está demostrada y sólo resolta una 
falta de 1500 pesos, que no han sido abonados, cuya inrersíon 
no ha sido justificada y que sin embargo no han sido devueltos 
á la caja, encubriéndose la retención con la enmienda risible de 
las sumas en las planillas de fojas 10 y 16. 

¿A quién afecta la responsabilidad de esa reteack^n y eomien' 
das fraguadas para ocultarla ? 

Al que recibió la suma d^ Tesorería y no compruf^ba haberla 
invertido en su totalidad. 

Las obtcrvaeiones de la defensa y de la expretlc/n de agrarios 
sobre haberse pagado alg^j&a^ planlHaé, eon yj^X/^xmli^A al 
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mes de Mayo, en nada desvirtúan la responsabilidad del proce- 
sado, pues una vez que recibió el dinero para abonarlas, ha de- 
bido continuar pagando aun después de dejar de ser tesorero, á 
menos que pruebe que rindió una cuenta parcial al nuevo teso- 
rero, é hiciese entrega de los saldos, loque no resulta de los au- 
tos. 

Entre tanto su responsabilidad está de manifiesto, legalmente 
deducida del reconocimiento de foja 22 vuelta y 23 de la recep- 
ción de dinero y pago de planillas. 

De conformidad por ello, con los fundamentos y conclusiones 
de la sentencia recurrida de foja 99 pido á Y. E. su confir- 
mación. 

Notando no obstante, que en la índagacionno se ha estableci- 
do con evidencia si todas, 6 cuáles planillas fueron pagadas por 
el encausado, y si éste al dejar de ser tesorero, rindió cuentas, 
á quién y en qué fecha, con devolución de planillas y saldos re- 
sultantes de las impagas hasta esa fecha, Y. E. podría con la 
calidad de para mejor proveer, disponer la ampliación de las di- 
ligencias al respecto, si el elevado criterio de Y. E. lo creyera 
conducente. 

Sabiniano Kier. 



FaIEo de la Supremn Corte 



Buenos Aires, Mayo 9 de 1890. 

T vistos : considerando : Primero. Que según lo expuesto por 
el procesado Félix Spiquet en su declaración indagatoria, las 
planillaü> enmendadas fueron hechas por otro empleado del Fer- 
rocarril, recibiéndolas él del Administrador Eduardo Figueroa, 
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sin fijarse en la diferencia y qae esta declaración está corrobo- 
rada por la del testigo Alvarez Sarmiento, foja veintinueve. 

Segundo. Qne si bien el procesado desempeñó el cargo de te- 
sorero en comisión, en el mes de Mayo, y aun en el caso de ha- 
ber manejado la caja hasta fines de Jnnio, como lo asevera el 
tesorero Astigueta, el pago de las planillas se verificó después 
de haber cesado Spiqnet en el desempeño de esas funciones, en 
Setiembre del noventa, como consta de la copia, foja treinta y 
dos, y del informe foja sesenta y cinco. 

Tercero. Que no se ha comprobado que Spiquet recibiera la 
cantidad de diecinueve mil novecientos veinte pesos con veinti- 
doscentavos, destinada al pago de las planillas, ni que haya sido 
él quien adulteró las que corren á fojas diez, quince y dieci- 
seis. 

Cuarto. Que el reconocimiento hecho por Spiquet de haber 
pagado una parte de las planillas, no es demostración suficiente 
de que él haya sido el autor déla sustracción de los mil quinien- 
tos pesos de exceso. 

Por estos fundamentos, y no obstante lo expuesto y pedido 
por el señor Procurador General, se revoca la sentencia apelada 
corriente á foja noventa y ocho vuelta, absolviéndose de culpa y 
cargo al procesado Félix Spiquet, y devuélvanse. 



ec?UA)ii?i riz.— ixís v. váre- 
la. — AtEL EAZA5. — OCTA- 
VIO BC5K;e. — iLA5, E. TOfc- 
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CAVSA CXXTI 



Contra el Receptor de rentas de Zarate; sobre excusación 

del Juez 



Sumario. — Es justa causa de excusación del Juez, el haber 
iatervenido en el proceso como Fiscal. 



Caso, — Lo indica el 



Fallo del Juez Federal 



La Plata, Marzo 14 de 1893. 

Vista la precedente causa para dictar sentencia, encuentra 
el Juzgado al estudiar el proceso, que ha estatuido en ella como 
Procurador Fiscal, según aparece en su vista número 155 
(véase foja i 7 copia primera), y de acuerdo con lo precep- 
tuado por el artículo 75, inciso 4"^, y resuelto por la Suprema 
Corte, confirmando sentencia de este Juzgado, se escusa de con- 



r 
I 
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tinüar conociendo en la presente causa 7 pase al con juez en 
tamo doctor Jalio Fonrouge, para que previa aceptación del 
cargo en forma, llame á sí los antes y provea lo que & su estado 
corresponda. 

Aurrecoechea. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Mayo 1* de 1893. 

Suprema Corte: 

La vistade foja 18 demuestra que el Juez Dr . Aurrecoechea, 
ha desempeñado anteriormente funciones de Procurador Fiscal 
en esta causa. Siendo entonces estrictamente aplicables los ar- 
tículos 75 j 77 del Código de Procedimientos, opino que el auto 
de excusación dictado á foja 179 vuelta, debiera ser confirmado* 

Sabiniano Kier, 



Palto de to Suprema Ciarte (1) 



Buenos Aires, Hayo 13 de 1893. 

Vistos: Considerando: Que, según lo prescribe el artículo setenta 
j siete del Código de Procedimientos en lo Criminal, los Jueces 

(1) En la misma fecha se dictó igual resolución en otra causa seguida 
contra el Receptor de Rentas de Zarate. 
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que se encnentren en alguno délos casos del artículo setenta y 
cinco, deben inhibirse de oficio, y que en el inciso cuarto de este 
último se establece como causa de recusación la de haber inter- 
venido en el proceso como Fiscal, caso en que se encuentra el 
Dr. Aurrecoecbea. Por esto y de conformidad á lo expuesto y 
pedido por el señor Procurador General, se confirma el auto ape- 
lado de foja ciento setenta y nueve vuelta y devuélvanse. 



benjamín paz.— luis V. VARE- 
LA.— ABEL BAZAN. — OCTA- 
VIO BI3NGE. — JUAN E. TO- 
RRENT. 



CAUSA CX.1^TII 



D. Mariano Lucero contra D* Dolores Fernandez de Calvo, por 
reivindicación; sobre deserción del recurso 



Sumario. — No mejorándose el recurso en tiempo, debe de- 
clararse desierto á la primera rebeldía que se acuse por el ape- 
lado. 
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Fallo de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Mayo 13 de 1B93. 

Por lo que resnlta del certificado que precede, atenta la re- 
beldía acusada y de conformidad á lo dispuesto por el articulo 
doscientos catorce de la ley de Procedimientos, declárase de- 
sierto el recurso de apelación interpuesto por la parte de doña 
Dolores Fernandez de Calvo; y en consecuencia devuélvanse los 
autos al Juzgado de su procedencia. 



BENJAMÍN PAZ.— LUIS V. VÁRELA.— 
ABEL BAZAN.— OCTAVIO BÜNGE.— 
JUAN £. TORRENT. 
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CAUSA CXXVIIl 



Criminal contra Vicente Albini, Juan Rossi y Camilo Spc- 
ratti, sobre falsificación de billetes moneda nacional de curso 
legal. 



Sumario. — l^Las sentencias que imponen penas mayores, no 
se consideran ejecutoriadas, aunque no se deduzca recurso al- 
alguno, ni se exprese agravios contra ella. 

2° En este caso la sentencia del Superior no puede modificar 
la del Inferieren sentido desfavorable al procesado. 

3° La falsificación de billetes moneda nacional de curso legal 
es penada con penitenciaría de tres á ocho años . 

4*^ Debe considerarse como autor principal del delito, el que 
resulta haber buscado la cooperación del impresor para estam- 
par el sello, y haber proporcionado el dinero para comprarla 
prensa y útiles necesarios á la falsificación y para alquilar la 
casa en donde fabricar los billetes. 



Caso. — ^Lo indica la 
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VISTA Y ACUSACIÓN FISCAL 

Señor Juez: 

La Policía, por medio de sus agentes de pesquisas, disuelve 
en una casa de la calle Bustamante^ un taller de fototipia ó 
grabado en el que no solamente se encuentran los instrumentos, 
útiles é ingredientes empleados en esa clase de trabajo sino 
también algunos billetes de cien pesos del Banco Nacional, fal- 
sificados. 

Detenido inmediatamenteAlbini, se instruye el correspondien- 
te sumario, el que ha puesto de manifiesto los hechos siguien- 
tes: 

1^ La existencia de una falsificación de billetes de cien pesos 
del Banco Nacional; 

^'^ Que los detenidos Vicente Albiui, Juan Bossi y Camilo 
Speratti son autores y cómplices de dicha falsificación. 

Cómo y de qué manera comprueba estos^^hechos el sumario, es 
bien fácil de evidenciar. 

Bespecto á Albini : por haberse encontrado en su casa habi- 
tación los instrumentos é ingredientes detallados en la relación 
de foja... todo los que son de uso indispensable en los trabajos 
requeridos por una falsificación de esta naturaleza ; y además, 
y principalmente por haberse encontrado en la misma casa 
ocho de los billetes que la esposa de Albini trató de hacer desa- 
parecer en la letrina, cuando la Policía penetró en su domi- 
cilio. 

Bespecto á Bossi : por haberse encontrado en su poder cíen 
billetes del mismo valor y de igual impresión á los encontrados 
en casado Albini. 

Y si á estas pruebas de convicción se agregan las declaracio- 
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I 

nes de ambos procesados, corrientes áfoja... y ratificadas á 
foja... declaraciones que encierran una confesión lisa y llana 
con todos los requisitos de la ley; la prueba de su culpabilidad 
resulta completa y desiciva. 

En efecto: Vicente Albini manifiesta que Rossi lo solicitó para 
hacer la falsificación, ofreciendo costear todos los gastos de la 
empresa y tomando á su cargo el mantenimiento de su familia 
mientras durasen los trabajos; que aceptado el ofrecimiento, el 
declarante dijo el empleo que tenía en la fototipia de la Fábrica 
de Fósforos y puso inmediatamente manos á la obra; que Rossi 
le proveyó de los útiles é instrumentos necesarios, alquilando 
igualmente por su cuenta la casa que ocupa el declarante en la 
calle de Belgrano ; que iniciados allí los trabajos y apercibidos 
del inconveniente que ofrecía la humedad de esta casa, se le co- 
municó á Bossi quien tomó entonces la casa calle Bustamante, 
donde los sorprendió la Policía; que á cargo del declarante 
estuvo todo el trabajo á excepción del grabado é impresión del 
sello calorado que lo hizo hacer Bossi, no sabe con quien; que 
imprimieron como 1000 billetes que muchos se inutilizaron por 
defectos de impresión; que Rossi llevó cien, que devolvió para 
retocar y recogió nuevamente la mañana del día en que fueron 
descubiertos ; finalmente, que en la falsificación no han partici- 
pado más que el declarante y Rossi, en la forma y manera 
expresada, y Camilo Speratti que fué quien trasladó á una 
piedra mayor el sello colorado llevado por Rossi, foja . . . 

Juan Rossi si bien niega ser el iniciador de la falsificación, 
iniciativa que atribuye á Albini, reconoce, sin embargo, que tomó 
á su cargo los gastos indispensables de la empresa y en conse- 
cuencia compró la prensa, dio dinero á Albini para proveerse de 
los demás útiles y alquiló por su cuenta las dos casas en que 
sucesivamente se instaló Albini con su familia y su tajler; 
reconoccque él fué quien invitó á Speratti á participar de los 
trabajos; niega haber proporcionado el sello colorado cuya eje- 
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cacion atribuye á Albini y un tal Petrone que v¡6 varias veces 
trabajando en el taller de Albini. 

Su declaración es conforme con la de éste en cuanto al nú- 
mero de billetes impresos, y en que él llevó por valor de 10.000 
pesos moneda nacional, que son los que le secuestraron; reconoce, 
finalmente, que en la falsificación no han tomado parte más que 
Albini, Speratti, el citado Petrone y el declarante. 

Tanto él, como Albini, han reconocido ser los secuestrados, 
los billetes de su falsificación, foja... ratificada á foja... 

Hasta aquí las pruebas capitales de la intervención directa 
de Rossi y Albini en la falsificación origen de este sumario. 

En cuanto á Speratti, su participación está igualmente acre- 
ditada tanto por la exposición de Rossi, foja..., y Albini, foja... 
como por su propia declaración, foja..., declaración que como la 
de aquellos encierra una confesión, lisa, llana y terminante: la 
de haber sido él quien estampó el sello colorado en una piedra 
mayor. 

Pero si bien este hecho está probado de una manera tan de- 
cisiva, es de tener en cuenta para fijar la verdadera responsabi- 
lidad de Speratti, que la ayuda que con este trabajo prestaba no 
era de naturaleza á hacer imposible la perpetración del delito, si no 
lo hubiera prestado, puesto que el citado Petrone, que trabajaba 
con Albini, según resulta del sumario, era también impresor de 
litografía y podría en definitiva haberlo hecho si Speratti no 
lo hubiera ejecutado cediendo á las instancias y ofrecimientos 
de Rossi . 

De todo lo expuesto resulta : V Que se ha llevado á cabo una 
falsificación de billetes de cien pesos del Banco Nacional, bille- 
tes que han sido secuestrados por la Policía ; 

2*^ Que en el concepto de la ley, Vicente Albini y Juan Rossi 
son autores principales de la falsificación, el primero como eje- 
cutor material y el segundo por haber prestado una cooperación 
sin la cual el delito no hubiera podido cometerse; 

T. II 9 



A 
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3^ Que Camilo Speratti es cómplice de primer gradeen esta 
falsificación, porque en el momento de la ejecución prestó su 
ayuda, ayuda quQ sin embargo no era indispensable para la 
•perpetración del delito. 

En mérito de este resultado el Ministerio Fiscal, promueve 
contra los procesados Juan Rossi, Vicente Albini y Camilo Spe- 
ratti las acciones coriespondientes, pidiendo que en oportunidad 
se sirva Y. S. condenar álos dos primeros al mínimum de la pe- 
na establecida en el artículo 286, Código Penal, y á Camilo Spe- 
ratti al mínimum de la que establece el inciso 4'' artículo 34 del 
mismo. 



fiuenos Aires, NoTÍembre 5 de 1891 • 



J. M. Busíülo. 



Pullo del Jíues Fedeml 



Buenos Aires, Octubre 4 de 1892. 

Y Vistos: estos autos seguidos de oficio contra Vicente Albini» 
de estado casado, de nacionalidad italiana, de 45 años de edad, 
fototipista^ domiciliado en la calle Bustamante, número 1(64; 
Juan Bossi, de estado casado, de nacionalidad italiano, de 43 
años de edad, mueblero, domiciliado en la calle de Rodríguez Pe- 
ña 453, y Camilo Speratti, de estado casado, de nacionalidad 
italiana, de 30años de edad, litógrafo, domiciliado en la calle de 
Bustamante, número 76. 

Resulta: I"" Que con fecha 17 de Agosto del año próximo pa- 
sado, á la una de la tarde, la Policía de esta Capital con la or- 
den competente de este Juzgado^ allanó el domicilio de Vicente 
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Albini, quien tí vía en la calle de Bustamante número 1164, y 
encontró allí una prensa Utográfica, tres piedras litográficas, 
nn local con gran cantidad de fotografías é ingredientes para 
sacar estas, tres negativos que dicen «Banco Nacional Tale 50 
Seudi» y otros útiles. Secuestráronse allí mismo 8 billetes 
falsos de 100 pesos, del Banco Nacional. 

Detenido Albini, en seguida, manifestó que le pertenecían los 
útiles y objetos premencionndos y que los billetes secuestrados 
habían sido falsificados por él, asociado á Juan Bossi y Camilo 
Speratti (acta de foja 3). 

S^" Que llamado Albini á prestar declaración, declara á foja 5 
vuelta, ratificándose á foja 53 Tuelta: que habiéndole propuesto 
Eossi en diversas ocasiones emprender la falsificación de bille- 
tes de Banco prometiéndole que correría con todos los gastos de 
de la empresa, aceptó las proposiciones de aquel, se puso á la 
obra y llegó por fin á la falsificación de los billetes de 100 pe- 
sos del Banco Nacional secuestrados por la Policía; que para 
llegar á este resultado fué auxiliado por Camilo Speratti, el que 
se encargó de imprimir en los billetes el sello punzó que dice 
^Emisión garantida, oficina inspectora». 

S'' Que llamado Bossi aprestar declaración, declara á foja 19, 
ratificándose á foja 36 Tuelta: que una Tez Albini le manifestó 
que pensaba ensayar una falsificación de billetes de banco; pero 
que no teniendo el dinero suficiente para llcTarla á cabo le pro- 
ponía entrar en sociedad con tal objeto; que le contestó que estaba 
bien, pero sin decidirse; que más tarde aceptó la proposición y 
en consecuencia bnscó y encontró casa para instalar el taller 
de la falsificación, compró una prensa y demás útiles para la 
falsificación de billetes, habiendo suministrado á Albini el di- 
nero para la compra de lo que necesitase para la fabricación 
de esos billetes; que luego siendo preciso trasladar el taller á 
otra casa, la alquiló él, Bossi, quien se encargó de buscar la per- 
soua que hiciera el sello punzó que llcTan los billetes y que á 
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este objeto tuvo varias entrevistas con Camilo Speratti, el cual, 
después de muchas vacilaciones, por fin se decidió á prestar su 
cooperación. 

4^ Que llamado Speratti á prestar declaración, baceá foja 12 
una larga nairacion de las tentativas diversas hechas por Bossi 
para inducirlo á prestar su concurso á la falsificación, hasta que 
lo consigue al fin, y Speratti presta su cooperación, la cual, según 
su declaración, se ha limitado á transportar de una piedra chica 
á otra más grande el sello punzó con la leyenda c Emisión ga- 
rantida etc.> que llevan los billetes. 

5^ Que cuando Bossi fué detenido, se le encontró en un bol- 
sillo cien billetes falsos de cien pjsos de los que obran en au- 
tos. 

6^ Que con estos antecedentes el procurador fiscal ha solici- 
tado contra Albini y Rossi; á quienes reputa autores principa- 
les, el mínimum de la pena establecida por el artículo 295 del 
Código Penal, ó sea, tres años de penitenciaría y multa de qui- 
nientos pesos, y contra Speratti, á quien reputa cómplice de pri- 
mer grado, el mínimum de la pena establecida por el artículo 34 
inciso 4*^ del mismo Código, ó sea un año de prisión. 

1^ Que contestando la acusación, los defensores de los pro- 
cesados sostienen, respecto de Albini, que el delito no se ha con- 
sumado, porque no se había concluido la falsificación de los bi- 
lletes; respecto de Rossi, que no es autor principal, pues se pre- 
tende que no suministrólos fondos para la falsificación y que 
además, no siendo esta perfecta, se debe sólo aplicar la penalidad 
referente á la tentativa; respecto de Speratti, que habiendo si- 
do insignificante su participación en el hecho y sin voluntad 
criminal, debe ser absuelto de culpa y cargo. 

S"* Que recibida la causa á prueba se ha producido la que 
corre agregada de foja 99 á foja 109, relativa solamente al pro- 
cesado Rossi. 

Y considerando: 1° Que los hechos y antecedentes relaciona- 
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dos demuestran cnmplidamente qae Vicente Albini y Juan Ko- 
ssi convinieron en llevar á cabo una falsificación de billetes de 
banco, asociándose al efecto, debiendo Albini poner al servicio 
de la empresa sus facultades técnicas para la ejecución mate- 
rial, y Bossi contribuir con los fondos necesarios para la reali- 
zación del plan. 

2** Que el convenio celebrado so llevó á debido término fa- 
bricándose los billetes fallos de 100 pesos del Banco Nacional 
que obran en autos, los cuales están completamente concluidos 
en su falsificación, siendo una reproducción de los billetes de 
100 pesos del Banco Nacional autorizados por la ley. 

S*' Que Vicente Albini ha sido el ejecutor material del hecho 
en su parte principal, y Bossi ha suministado fondos para alqui- 
lar las dos casas que sucesivamente ocupó el taller de la falsifi- 
cación y para la compra de máquinas y otros útiles necesarios 
para la falsificación, y dio también fondos á Albini á este objeto, 
y fué él quien alquiló las casas é intervino en la compra de má- 
quinas y útiles y en otras diligencias, tal como las ide buscar 
reiteradamente á Speratti para hacerlo cooperar en la falsifica- 
ción y cuando ésta hubo terminado, Bossi se llevóla mejor par- 
te de los billetes, no constando sin embargo de autos que haya 
circulado ninguno. 

Queda así legalmente calificada la participación de Albini y 
Bossi en el delito por el cual se les procesa, de acuerdo con lo 
que establece el inciso 2^ del artículo 21 del Código Penal, re- 
ferente á los autores principales y lo que establece el artículo 26 
del mismo relativamente al complot. 

4^ Que la prueba producida por el defensor de Bossi no es 
eficaz para el objeto propuesto, pues ni la nueva declaración de 
S¡^eratti, en gran parte en contradicción con su anterior, ni la 
de Mariani, ni la de Lorique, modifican sensiblemente la situa- 
ción de Bossi relativamente al alcance y carácter de su parti- 
cipación en el delito. 
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&"" Que la participación de Speratti en el delito, á falta de 
otras constancias, debe repatarse limitada á lo que el mismo 
expresa en su declaración, siendo su calificación legal la que 
establece el inciso 3"" del artículo 33 del Código Penal relativo 
á los cómplices en primer grado. 

6^ Que para la graduación de la pena en este caso, hay que 
tener presente que debe no sólo considerarse la criminalidad 
resultante de la comisión del delito, sino también el daño que 
de él resulte para la sociedad, y en este concepto no habiendo 
producido daños el delito llevado á cabo por los procesados, de- 
be esta circunstancia imputarse en su favor, aun coando ello no 
sea el resultado de su acción ni haya entrado en sus propó- 
sitos. 

Por estos fundamentos, y de conformidad con lo dispuesto en 
el artículo 285 é inciso 4"^ del artículo 34 del Código Penal, y á lo 
pedido por el Procurador Fiscal, definitivamente juzgando, fa- 
llo, condenando á Vicente Albini y á «fuan Rossi, como autores 
principales del delito de falsificación de billetes de banco auto- 
rizados, á la pena de 3 años de penitenciaría, con deducción 
de la mitad de tiempo de prisión preventiva que han sufrido, y 
al pago de una multa de 500 pesos moneda nacional cada uno , y 
á Camilo Sperattr, como cómplice de primer grado en el mismo 
delito^ á un año de prisión con deducción del tiempo de prisión 
preventiva que ha ¿ufrido. Hágase saber y notifíquese con el 
original. 

J. V. Lalanne. 



Los procesados presentaron escrito al Juez, haciendo expresa 
renuncia de todo recurso. 
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Auto del Jíues Fedeml 



Buenos Aires, Octubre 10 de 1892. 

Atento lo dispuesto por los artículos 690 y 691 del Código de 
Procedimientos en materia penal, vista á los defensores de los 
procesados Albini y Bossi. 

Lalanne. 



Los defensores no interpusieron ningún recurso. 



Auto drl Jíuez Federal 



Buenos Aires, Octubre 24 de 1892. 

Atento lo que disponen los artículos 690 y 691 del Código de 
Procedimientos en materia penal y no habiendo los defenso- 
res de los procesados Albini y Bossi deducido los recursos cor- 
respondientes, elévense estos autos sin más tramite á la Supre- 
ma Corte en la forma de estilo. Testando ejecutoriada la sen- 
tencia de foja 123 respecto del condenado Camilo Speratti, se 
sacará por secretaría testimonio de las piezas necesarias para 
llevar á debido efecto dicha sentencia. 

Lalanne. 
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VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Marzo 21 de 1893. 
Suprema Corte : 

Ko habiendo expresado agravios dentro del término legal, 
con sujeción á lo dispuesto en la providencia de foja 143 vuel- 
ta, corresponde declarar decaído el derecho deexpresarlos^ des- 
pués de pasar 24 horas, siguiendo su curso la instancia según el 
artículo 523 del Código de Procedimientos en lo criminal. A 
ello no obsta el que ios procesados hayan renunciado expresa- 
mente á foja 130, todo recurso contra el fallo de 1*^ Instancia. 
Pues según el espíritu de los artículos 690 y 692 del citado 
Código, el recurso debe ir adelante en las causas con pena ma- 
yor. Es verdad que la ley se refiere á la omisión de los defen- 
sores en interponer los recursos y el caso es de expresa acepta- 
ción de la condena por los mismos interesados. 

Pero si el objeto de la ley es de orden público, para que la 
vindicta pública no sea ofendida por uua condenación inmere- 
cida, debe ser aplicada lo mismo que en el caso de renuncia de 
los defensores en el de los mismos procesados . Esta es mí opi- 
nión salvo la más autorizada de Y. E. 

Sabiniano Kier. 
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VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Marzo 29 de 1893. 
Suprema Corle : 

£1 loable esfuezo del defensor del procesado Rossi, no ha con« 
movido los sólidos fundamentos de la sentencia de foja i23. 

Está demostrada la participación directa del procesado en el 
hecho de la falsificación. £1 se ha asociado á Albini con el plan 
preconcebido de ejecutar la falsificación de billetes de banco 
(foja 20 vuelta), ha comprado y pagado las piedras, máquina, etc. , 
ha alquilado por dos veces y pagado los alquileres de las casas, 
ocupadas expresamente para realizar esa falsificación, ha solici- 
tado con repetición empeñosa el concurso de Camilo Speratti, 
hasta asociarlo á la ejecución (foja 22) y, realizada, ha quedado 
en su poder el resultado de billetes falsificados, foja 24. 

Estos hechos conducentes á la ejecución del delito coordina- 
do entre Rossi y Albini y ejecutado por este último, constitu- 
yen la responsabilidad para ambos, de autores principales, según 
e 1 artículo 21 del Código Penal . 

i La pena de 3 á 8 años de penitenciaría que el artículo 285 
mp one á este delito, ha sido aplicada en su mínimum por la 
sentencia, tenida en cuenta que la aprehensión oportuna de los 
procesados, impidió el daño que hubiera causado la circulación 
de los billetes falsos. 

Razón tuvieron estos procesados para aceptar la sentencia 
como lo expresaron á foja i 30. 

Por ello y sus fundamentos pido á V. E. se sirva confir- 
marla. 

Sabiniano kier. 
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Ffillo de 1» Suprenm Corte 



Buenos Aires, Mayo 16 de 1893. 

Y vistos: Considerando: Primero. Qae aun cuando el proce- 
sado Juan Rossi procediera por indicación de Albini, faé él 
quien buscó la cooperación de Speratti, y proporcionó el dinero 
para alquilar la casa y comprar la prensa y demás útiles reque- 
ridos á fin de llevar á cabo lá falsificación de los billetes de ban- 
co, como consta de su propia declaración (foja diez y nueve). 

Segundo. Que esta manifestación de Rossi surte los efectos 
legales de la confesión, porque reúne todas las condiciones de- 
terminadas por el artículo trescientos diez y seis del Código de 
Procedimientos en lo Criminal, sin haberse desvirtuado ningu- 
na de ellas por la prueba producida. 

Tercero. Que sin la participación de Rossi, el delito no se 
habría realizado, por carecer Albini de los fondos necesarios, y 
que en consecuencia debe ser considerado autor principal, con- 
forme á lo establecido en el inciso segundo artículo vein- 
tiuno, Código Penal. 

Cuarto. Que la culpabilidad de Vicente Albini está recono- 
cida en su declaración indagatoria y ha sido comprobada por las 
demás constancias del sumario. 

Quinto, Que la ley de tres de Noviembre de mil ochocientos 
ochenta y siete, califica de delito la simple falsificación de bille- 
tes de banco y que la defensa no ha demostrado que la falsifica- 
ción hecha por Albini y Speratti no estuviese terminada ó que la 
falsificación fuere tan grosera que pudiere motivar la exención 
de pena. 

Sesto. Que aun cuando con arreglo alas leyes que penan el 
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delito, pudiera recaer en esta cansa una condenación mayor que 
la que impone la sentencia de foja ciento veintitrés, la agrava- 
ción no es permitida en vista de lo dispuesto par los artículos 
cuatrocientos sesenta, cuatrocientos sesenta y uno y seiscien- 
tos noventa y tres del Código de Procedimientos en lo Crimi- 
nal, desde que la citada sentencia no ha sido apelada. 

Fot esto^ de acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador General y por sus fundamentos concordantes, se con- 
firma con costas la sentencia apelada corriente á foja ciento 
veintitrés y devuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ.— LUIS V. VARE- 
LA.— ABEL BAZAN. — OCTAVIO 
BUNGE.— JUAN £. TORRENT. 



CXXIX 



-^. Miguel Lanúx contra Tomás Drysdale y C*, por falsificación 
de marca de fábrica; sobre presentación de un documento 

Sumario. — En los juicios criminales los interesados pueden 
presentar bajo juramento, antes de notificarse la providencia de 
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autos para defimtiva, los documentos que no hubiesen podido 
proporcionarse en tiempo oportuno. 



Caso. — Lo indica la siguiente 



PETICIÓN 



Buenos Aires, Octubre 25 de 1890. 
Señor Juez de Sección: 

Juan B. Hardoy por D. Miguel Lanús^ en los autos que sigo 
con D. Avelino Bolón, representando la casa de los señores To- 
más Drysdale y Compañía, sobre propiedad de una marca de co- 
mercio, á V. S., en la mejor forma, digo : 

Que recien acaba de llegar á poder de la casa que represento, 
el documento que, debidamente legalizado y traducido por el 
señor D. Juan B. Silveyra, acompaño al presente escrito. 

Gomo se comprueba por las fechas de ese documento, mi re- 
presentado no lo ha tenido antes de ahora á su disposición y 
por consiguiente, Y. S. debe mandarlo agregar á los autos, co- 
mo lo ha hecho con otros documentos de la misma clase presen- 
tados por la parto contraria. Por tanto, á Y. S. suplico: 

1" Se sirva ordenar que el traductor público D. Juan B, Sil- 
veyra, se ratifique enlatraducion que ha hecho del documento 
que presento; y 

2^ Se sirva disponer se agregue á los autos como parte de la 
prueba que estoy produciendo. 

Es justicia. 

Juan B, Hardoy . 
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FaIIo del Juez Federal 



Buenos Aires, Noviembre 17 de 1892. 

Como se pide, previa ratificación del traductor público señor 
Silveyra. 

J. K. Lalanne, 



RECURSO DE REVOCATORIA Y APELACIÓN 



Buenos Aires, Noviembre 21 de 1892. 
Semr Juez Federal : 

Ay^liao Bolón, por los señores Drjsdale y Compañía, en au- 
tos con Miguel Lanús, sobre derecho y propiedad de una mar- 
ca, a V. S. digo: 

Que Y. S. se ha de servir revocar por contrario imperio los 
autos, por los cuales se manda agregar dos documentos, que 
acaba de presentar estemporáneamente la parte contraria, y en 
caso omiso ó denegado, concederme la apelación para ante el 
Superior. La presentación de dichos documentos, se hace invo- 
cando el artículo 348 del Código de Procedimientos criminales. 
Este artículo, como puede verse, corresponde al libro 2^, títu- 
lo ii, que trata del sumario. El presente juicio no ha comen- 
zado par sumario, sino por querella y contestación ; hs disposi- 
ciones que deben, pues, regir la prueba son las que el mismo- 
Código consagra en el libro 3^ que trata del Flenario. Tan es 
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así, que la prueba producida s? ha instruido con sujeción á estas 
disposiciones, habiéndose invocado el artículo 472, para obtener 
el término extraordinario que V. S. decretó y que está corrien- 
do. La contraparte, valiéndose equivocada ó capciosamente del 
artículo 348, pretende introducir documentos que no ha invocado 
en su demanda y que no ha presentado en el término de prueba. 

Esos documentos, aun bajo el texto del artículo 348, son inad- 
misibles, porque no deben ni tienen por qué obrar en el juicio, 
por no ser indispensable, como se desprende de la simple lectu- 
ra del artículo. 

Si esos documentos hiciesen á la demanda, ellos debieron ser 
acompañados con la acción, y si se quieren hacer valer como 
prueba, han debido presentarse dentro del término legal. Es 
obvio presumir, que no habiendo sumario, no puede haber prue- 
ba, que sólo corresponde á este estado del juicio, no encon- 
trándose disposición alguna del plenario que autorice la intro- 
ducción de esos documentos, vencido como está el término de 
prueba de la litis. 

Se invoca el precedente deque mi parte ha presentado docu- 
mentos, después de contestar la demanda ; pero se olvida tener 
presente, que era otro el estado del juicio y que en la ocasión 
en que lo hice, ó durante el término probatorio, he podido le- 
galmente solicitarlo y obtenerlo. 

Además, es mala regla de criterio jurídico, el invocar la re- 
ciprocidad de los derechos de las partes en materia de proce- 
dimientos, en que cada interesado debe velar por su derecho. 

Aun cuando n^ existiese la profunda diferencia de casos y de- 
rechos, pasados en autoridad de cosa juzgada que existe entre 
los documentos agregados por mi parte en tiempo, y los que se 
pretende introducir estemporáneamente por la contraria, ten- 
dríamos que consagrar que el actor no opuso objeción alguna á 
mi pedido y que yo me opongo decididamente con la ley al suyo, 
solicitando la devolución inmediata de esos documentos. 
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Sírvase Y. S. proyeer, como lo dejo pedido, que será jas- 
ticia. 

Avelino Rolon. 



JLuto del JFiies Federal 



Buenos Aires, Enero 26 de 1893. 

Vistos y considerando: Que el artículo 469 del Código de 
Procedimientos Penales, dispune que, en el plenario rigen, res- 
pecto de los medios de prueba, las disposiciones de los títulos 
respectivos. 

Que por lo tanto^ es de aplicación en este caso el artículo 348 
del título 14 relativo á la Prueba instrumental, el cual esta- 
blece que los documentos, que de cualquier manera deban obrar 
en el proceso, se agregarán á éste, previa notificación de las 
partes. 

Que los documentos de fojas 229 y 243 deben considerarse, 
sin prejnzgamiento, como pertinentes á la cuestión que se de- 
bate, siendo de tal naturaleza, que pueden conducir al mayor 
esclarecimiento de la verdad. 

Que la parte que ha pedido la agregación de esos documen- 
tos, ha expresado al presentarlos que no ha podido tenerlos an- 
tes en su poder, siendo de fecha posterior á la demanda, lo que 
se comprueba, con la comparación de las fechas respectivas. 

Que si el caso no cupiera dentro de las disposiciones del artí- 
culo 348 del Código de Procedimientos Penales, resultaría 
que no hay ninguna otra que le sea aplicable en dicho Có- 
digo; y en el silencio de éste, habría que recurrir á lo que esta- 
blece la ley de Procedimientos Nacionales, de Setiembre de 
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1863, siendo entonces de aplicación lo que estatuye el parágra- 
fo 2^ del artículo 10 de dicha ley, según el cual corresponde la 
agregación de los documentos de que se trata. 

Por estos fundamentos, resuelvo mantener los autos recurri- 
dos y conceder en relación, el recurso de apelación subsidiaria- 
mente interpuesto, debiendo elevarse los autos á la Suprema 
Corte, en la forma de estilo« Repóngase el papel. 

J. V. Lalanne. 



fallo de la Suprema lorie 



Buenos Aires, Mayo 16 de 1893. 

Vistos: Considerando: que los documentos pueden presentar- 
se aún en la segunda instancia, en los casos y con las formali- 
dades que prescribe el artículo quinientos veinte y ocho del Có- 
digo de Procedimientos en lo Criminal; sin que sea para ello un 

requisito, hallarse la causa en estado de prueba. 

Por esto, se confirma el auto apelado, corriente á foja tres- 
cientas dos, y repuestos los sellos devuélvanse. 



BENJAMÍN PAZ. —LUIS V. VARE- 
LA. — ABEL BAZAN. — OCTA- 
VIO BUNGE. — JUAN E. TO- 
URENT. 
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CAUSA e\xx 



Criminal contra el propietario del vapor ^Uolivar*; sobre 

denegación de diligencias en sumario 



Sumario. — El Juez que instruye el sumario, puede rechazar 
las diligencias propuestas por el Fiscal, que creyese innecesa- 
rias, y el auto denegatorio no es susceptible de recurso. 



Caso.— Lo indica el 



Fallo €l«l Jíuez Federal 



La Plata, Marzo 4 de 1893. 

No teuiendo las actuaciones administrativas cuya agregación 
se solicita, relación ni atingencia con el sumario que se ins- 
truye, pues ellas se ré'fieren únicamente á una autorización que 
solicita el Procurador Fiscal de su superior para ajustar á ella 
un proceder, sin que acordada ó negada esa autorización pue- 
dan influir en manera alguna en las resoluciones que deba dic- 

T. II 10 
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tar el Juzgado^ no ba lugar á la agregación solicitada y devaél- 
vase, y en cnanto á lo demás lo proveído hoy en el sumario. 

Aurrecoechea 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Marzo 23 de 1893. 
Suprema Corte: 

La petición del Procurador Fiscal á foja 1, solicitando el per- 
miso requerido por decreto especial del Poder Ejecutivo de 48 
de Setiembre de 1891, para (Íe5i5/ir en camas fiscales, no es ei- 
traño á la cansa, pues se refíere expresamente á ella, y la nega- 
tiva del Poder Ejecutivo tiene importancia decisiva en cuanto 
á la continuación de la acción fiscal. 

Además, á esa solicitud y decreto se agregan referencias, co- 
mo la designación del domicilio de las personas que se han man- 
dado citar como testigos, 6 directamente comprometidas en el 
sumario, de que el Juzgado no puede prescindir, pues tales re- 
ferencias tienden al cumplimiento de las diligencias pedidas por 
eiborto, cuyo cumplimiento está demorado ba tantos meses, 
precisamente por falta de las indicaciones abora acompañadas. 

Opino, en consecuencia, que debiendo el Juez agregar al su- 
mario toda diligencia conducente 6 pertinente á la causa, no ha 
debido dictar el auto recurrido á foja 9 viielta, que deberá en 
consecuencia ser revocado por V. E. 

Sabiniano Kier. 
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Falla deliii Suprcnm Cortm 



Buenos Aires, Majo 18 de 1893. 

Vistos : Con sujeción á lo di&paesto por el artículo ciento 
noYenta y ocho del Código dé Procedimientos en lo Criminal, y 
no obstante lo pedido y expuesto por el señor Procurador Qe- 
neral, se declara nial concedido el recurso traido ante esta Su- 
prema Corte, y devuélvanse. 

LUIS V. VÁRELA.— ABEL BA- 
ZAN.— OCTAVIO BUNGE. — 
JUAN B. TORRENT . 
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C A VISA €\'XXI 



La Empresa de Ferrocarriles Pobladores contra D, Manuel 

liocca ; sobre expropiación. 



Sumario. — La iademnizacion, en las expropiaciones, debe 
fijarse teniendo presente lo establecido en casos análogos. 



Caso. — Lo indica el 



Fallo del Juez Federal 



La Plata. Febrero 5 de 1892. 

Y vistos : nuevamente los autos seguidos por la Compañía 
Nacional de Ferrocarriles Pobladores contra D. Manuel Rocca, 
sobre expropiación, de los que resulta : 

l'Que modificada ladím.mda porel actade foja 32 y después 
de algunas tramitaciones, celebraron las partes el comparendo 
de foja 36, con arreglo al artículo 6** de la ley nacional de expro- 
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piacion, 7 no ayiniéadose á an arreglo amistoso procedieron al 
nombramiento de peritos, que aceptaron el cargo, como consta 
á foja 37. 

2^ Que esos peritos se expidieron en la forma siguiente: El 
del expropiado, í foja 38, estima en 12 pesos el metro cuadrado 
de terreno en la fracción del piano de foja 23, y en un 50 por 
ciento sobre el valor total, como indemnización por perjuicios . 
Por la otra fracción que determina el plano de foja 7, ocho pesos 
metro cuadrado por el terreno y 40 por ciento por toda indemni- 
zación. El perito déla demanda, á su vez^ en un peso y 20 cen- 
tavos el metro cuadrado de terreno, declarando que no existen 
perjuicios. 

3° Que para mejor proveer el Juzgado mandó practicar por 
el Secretario una inspección ocular del terreno á expropiar, cu- 
ya diligencia tuvo lugar, como se ve del acta precedente. 

Y considerando: 1^ Que, en cuanto al valor del terreno, este 
Juzgado ha fijado en definitiva, como precio el de 3 pesos por 
metro cuadrado en el caso de la Compañíti contra D. Domingo 
Gindice, por terreno contiguo al^el señor Bocea. 

^ Que el terreno de este último se halla en iguales condicio- 
nes al de aquel, pues ambos han sido rellenados para alzar su 
nivel y salvarlos de las inundaciones, y su destino es el mismo. 

3^ Que respecto de los perjuicios alegados, de autos resulta 
que estos se limitan á la reducción del fondo del señor Bocea, 
pues sólo se le destruye algunas plantas y la vía férrea pasa por 
terreno del señor Enrique Bomero, como se demuestra por la 
inspección ocular practicada en presencia délos interesados. 

4** Que entre el presente caso y el de D. Domingo Giudice, 
existe la diferencia de que á este último, se le toma solamente la 
parte del fondo, para formar el área para la estación; y esta es 
ventaja que no puede llamarse hipotética y debe ser tenida en 
cuenta. 

Por todo ello, fallo : declarando, en definitiva, como precio 
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del terreno y toda indemnizacíoo, la samado tres pesos por me- 
tro cuadrado, que deberá pagar la Compañía Nacional Ferroca- 
rriles Pobladores ai señor Manuel Bocea, dentro de diez días de 
ejecutoriada la presente, con sus intereses á estilo de Banco« 
desde la posesión provisoria, sobre la diferencia entre la suma 
depositada y la que resuLe deberse, con más el honorario de los 
peritos y los gastos de actuación. Hágase saber con el original, 
regístrese y repónganse las fojas. 

Mariano S, de Aurrecoeehea. 



Fallo de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Mayo SO de 1893. 

Vistos: Atento el mérito de autosy de acuerdo con los ante- 
cedentes establecidos por esta Suprema Corte en casos análo- 
gos: se fija en cuatro pesos el valor de cada metro cuadrado del 
terreno á expropiarse, y se confirma en lo demás que contiene 
la sentencia apelada de foja cincuenta y una. Repuestos los se- 
llos, devuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ.— LülS V. VÁ- 
RELA. — ABEL BAZAN. — OC- 
TAVIO BÜNGE.— JÜANE. TO- 
RRENT. 
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CAUSA CXXXII 



Williams y Compañía contra el Capitán de la barca italiana 
« Papa » ; sobre cobro ejecutivo de pesos 



Sumario. — 1° Las excepciones en el juicio ejecutivo, deben 
considerarse opuestas dentro del término legal, si así resulta de 
los informes del Secretario y otros antecedentes de autos. 

2^ El préstamo tomado por el capitán para gastos necesarios 
del bnque^ no es título hábil para ejecutar éste en poder del 
comprador que lo adquirió en remate judicial, verificado des- 
pués de dicho préstamo. 



Ca^o. — Los señores Maumus y Dodero por Williams y Com- 
pañía, de Montevideo, presentaron al Juez Federal del Bosario 
el siguiente documento, cuya traducción dice así : 



Montevideo, Setiembre 3 de 1887. 



Diez días después del arribo de la barca italiana c Papa » ba- 
jo mimando (6 más pronto si es descargado en el puerto de 
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Montevideo), de mi regreso de Nueva York, prometo pagar 
á la orden de los señores Williams y Compañía la suma de dos- 
cientos cincuenta y cuatro libras esterlinas, en letra aprobada 
sobre Banqueros de Londres, por valor recibido, para gastos 
necesarios concerniente á mi buque, ocasionados en este puerto, 
por los cuales considero mi buque. 

Dueños de dicho buque, carga y mis consignatarios en los 
Estados-Unidos, 6 algunas otras personas á quienes mi buque 
puede ser consignado, son responsables y quedan autorizados á 
sufragar esta obligación y deducir la cantidad necesaria del fle- 
te del dicho buque, y en caso que el bqque no regrese al Río de 
laFlata, esta cantidad debe ser pagada el buque de los Estados 
Unidos á cualquier otro puerto. 

Tomás Cocace. 

Patrón del « Papa ». 

Es traducción fiel. 

Guillermo Coverston. 



Nota.—AX dorso del certificado, dice lo siguiente : 

€ Fágnese ala orden de W. U. Croxman y Hnos. 

Montevideo, Setiembre 21 de 1887. 

Montevideo, Enero 30 de 1890. 

Williams y Compañía. 

Pidieron el pago, previo reconocimiento de firma, y en otrosi 
que el Capitán D. Tomás Cocace, de la barca italiana, arrai- 
gara el juicio. 
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El Jnez mandó se reconociera la firma, y decretó el arraigo 
determinando la suma de la fianza pedida en 3200 pesos moneda 
nacional, que fué depositada por el Capitán. 

Hecho el reconocimiento, se intimó el pago, y á pedido de 
los actores, lue por razón del depósito hecho de los 3200 pesos, 
creyeron innecesario se practicara el embargo, se citó de rema- 
te al Capitán . 

El anto de citación de remate tiene fecha de 9 de Abril de 
1890 y las diligencias siguientes dicen así : 

1' En seguida notifiqué á los señores Maumos y Dodero, y 
doy fé; con la firma de Manmus y Dodero y del Secretario. 

2" En diez del inismo notifiqué al Sr. Infante, doy fé; con la 
firma de Infante y del Secretario. 

En 15 de Abril el procurador Infante, por el Capitán, opuso 
la excepción de pago y de inhabilidad del título. 

Dijo: Que la letra había sido dada por gastos concernientes á 
la barca, y por D. Tomás (locace como patrón de ella, otorgan- 
do á más del original, un duplicado, y un triplicado de ella; 

Que el original había sido presentado por los señores Wi- 
lliams y- Compañía, en demanda contra el Capitán de la barca 
ante los Tribunales de Filadelfia en Estados Unidos, á conse- 
cuencia de lo que la barca había sido vendida en subasta pú- 
blica, habiéndola comprado un señor Felipe Cocace como mejor 
postor, según resultaba de la patente del buque, cuya traduc- 
ción había pedido por separado; 

Que el documento presentado ahora por los señores Williams 
y Compañía, era el duplicado, y que si el original había sido 
pagado ó quedaba pendiente algún saldo, no podía pedirse 
con aquel el pago de la suma, ni de su saldo, sin una liquida- 
ción; ^ 

Que el título déla ejecución era inhábil, porque la deuda era 
de la barca, y se había extinguido con la venta judicial hecha 
de ella según lo dicho, artículo 1025 del Código de Comercio, y 



154 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

porque el Capitán no lo había contraído en su nombre, sino co- 
mo Capitán de dicha barca. 

Pidió se declarara no haber lugar á la ejecución, con costas y 
daños 7 perjuicios . 

Conferido traslado, los señores Maumus j Dodero presenta- 
ron dos documentos iguales al de foja % uno con la palabra tri" 
plicadOf j pidieron el rechazo de las excepciones. 

Dijeron: Que estas habían sido opuestas después del venci- 
miento del término, lo que bastaba para no tomarlas en consi- 
deración; 

Que por esto creían inecesario hacer una refutación detenida 
de ellas; 

Que, sin embargo, á fin de desvanecer cualquier duda sobre 
su correcto proceder, acampanaban el primer y tercer ejemplar 
déla letra firmada por Cocace/que era la mejor prueba de ser 
falso el pretendido pago; 

Que respecto de la inhabilidad del título, aunque aquel se hu- 
biera obligado en el carácter de capitán, el hecho de comprome- 
ter expresamente su responsabilidad lo sujetaba al pago deman- 
dado. 

El Juez abrió la causa á prueba, siendo los hechos á probar- 
se, los alegados por las partes en sus respectivos escritos, por 
el término de diez días, habiendo en seguida concedido el tér- 
mino extraordinario para la justificación de los hechos ocurrí- 
dos en Filadelfia. 

Las partes alegaron sobre la prueba. 

La del ejecutado dijo: Que los ejecutantes, suscitaban nueva- 
mente la cuestión relativa al tiempo que fueron presentadas las 
excepciones, y sobre esto exponía que la firma puesta al pie de 
la notificación déla citación de remate, fué puesta en blanco; 
que al ponerla advirtió la fecha para que la tuviesen en cuenta; 
que al presentar las excepciones, notó que habían llenado la 
notificación, como hecha enseguida^ siendo que se la había he- 
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cho el 10 de Abril; qao reclamó inmediatamente, é inmediata- 
mente fue tachada aquella, y llenada la verdadera de lOde Abril; 

Qae el 12 fué domingo, j el término se componía de los días 
11, 13 y 14; 

Qae en este último día presentó el escrito de excepciones, y 
sin embargo, el Secretario no lo recibió de sus empleados hasta 
el 15, y le puso cargo con esta fecha; 

Qae caando él lo vio, se lo hizo notar, y el Secretario se con- 
venció de la verdad, y le manifestó qae abriría á prueba el asan- 
te, para qae con sa informe qaedasen las cosas como debían 
quedar; 

Qae en efecto, el Juez abrió á prueba este incidente, y las par- 
tes lo olvidaron, prodaciendo pruebas respecto á lo principa], 
que no podía entrar en el período probatorio, sin que el inciden- 
te fuese decidido. 

El Juez mandó informar al Secretario. 



INFORME 



Secretaría, Junio 1* de 1892. 

Señor Juez: 

Evacuando el informe ordenado, expongo: 

Queratifico el cargo puesto alescritode la referenciaen el senti- 
do de qneéste me f né presentado en la fecha de la referida diligen- 
cia. El largo tiempo transcurrido no me permite establecer, sino 
muy confusamente, los hechos afirmados en el precedente memo- 
rial, y según los cuales el mencionado escrito fué introducido en 
Secretaría el día anterior al cargo. Igual vaguedad de recuerdo* 
6 mejor dicho ninguno conserva el empleado Wil Bille, que según 
la parte del señor Infante, intervino en las diligencias aclárate- 
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rias. Pienso, sin embargo, debe merecer bastante grado de pro- 
babilidad el aserto de la parte nombrada, teniendo en cuenta el 
antecedente.de la notificación cuya forma rectificada, resultaría 
del todo ineficaz y sin objeto alguno. 

Federico B. Valdés. 



Maumus y Dodero dijeron: Que el Secretario no podía por si 
sólo revocar sus propios actos, artículo 992, Código Civil, y sus 
rectificaciones deben desecharse in limine, como lo dice elDr. 
Moreno en sus obras jurídicas, tomo III, páginas 238 y 242; 

Que desde la fecha déla constancia á que se refiere, han trans- 
currido dosíiños sin que la contraparte haya deducido reclamo 
alguno; 

Que el error deque viene á hacerse mención, cuando está por 
distarse sentencia, es decir cuando, según dice el Dr. Moreno 
obra citada, página 239, viene á hacer sentir sus consecuencias 
funestas á la parte perjudicada y cuya rectificación le restituiría 
derechos irrevocablemente perdidos, es un error sospechoso que 
tiene todos los visos de querer predominar para recuperar una 
posición en el juicio, que la verdad de las cosas había cambiado 
totalmente. 



Fallo del Jíues Federal 



Rosario, Julio i5 de 1892. 

Y vistos: las excepciones de pago é inhabilidad de título de- 
ducidas por el Capitán del buque c Papa », D. Tomás Cocace, en 
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la ejecución seguida contra éste, por los señores Williams y 
Compañía, á los que se adhiere elincidente sobre si aquellae han 
sido ó no opuestas en tiempo hábil por el demandado. 

Y considerando: 1^ Que según resolta del informe del actua- 
rio, corrivnte á foja.., cree probable el aserto de la parte de Co- 
cace, quien asegura entregó en Secretaría su escrito de foja 84 
el día 14 de Abril de 1890, 6 sea, el día anterior á aquel en que 
dicho escrito aparece cargado. 

2° Que dicho Secretario funda su informe en la circunstancia 
bien probable de que el cargo en 15 de Abril de dicho año res- 
ponde sólo al día en el cual el mencionado escrito le fué presen- 
tado á él personalmente por los empleados de la Secretaría, an- 
te quienes hay costumbre de hacer esa entrega, en razón de las 
ocupaciones que sobre los SecrHarios pesan durante las horas 
del despacho, teniendo necesidad de permaneicer en el salón de 
audiencias, donde tienen sus mesas de escritorio. 

3^ Que las presunciones que se dejan apuntadas en los con- 
siderandos anteriores, se robustecen, tomando los caracteres de 
lo verdadero, si se tiene presente que la parte contraria, señores 
Williams y Compañía, no obstante el proveido de foja 46, en 
que sólo se abría á prueba el incidente, sobre si fué ó no tardía 
la presentación del escrito de foja 34, haciendo caso omiso de 
ello, ha entrado sin observación, á la producción de la prueba, 
sobre el fondo de dichas excepciones y permitido que la parte de 
Cocace produzca igualmente su prueba sobre lo principal, sin 
oposición & ese procedimiento, que dejaba en blanco la consta- 
tación de la misma irregularidad que acusaba y que á él más que 
á nadie le importaba no dejar en suspenso. 

4^ Que por otra parte, la Suprema Corte, en repetidos de sus 
fallos, tiene resuelto que « las leyes referentes á la determina- 
ción de los casos en que los litigantes incurren en rebeldía, co- 
mo tendentes anegar en adelante toda audiencia, deben inter- 
pretarse restrictivamente » (serie 2", tomo3\ páginas 57 y 79) 
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siendo esta doctrina de perfecta aplicación al caso sub judice. 

5® Que considerando respecto al fondo de las excepciones de- 
dacidaSy debe tenerse presento lo probado en autos y las res- 
ponsabilidades legales de aplicación al caso. 

& Qne el Código de Comercio en su artículo 864, igual al 
1025 del antiguo Código, preceptúa qne en las ventas judiciales 
se extingue toda responsabilidad del buque, en faror de los 
acreedores, sean cuales fuesen sus privilegios, desde el día del 
remate. . 

I"" Que el hecho de esa venta judicial, se encuentra debida- 
mente constatada á foja 92 y siguientes^ expresándose á foja 94, 
que el buque que da origen á esta cuestión, fué vendido judi- 
cialmente en pública subasta, en Filadelfía en 9 de Marzo de 
1888, habiendo sido el préstamo hecho á la misma con anterio- 
ridad á esa fecha, ó sea, en el mes de Setiembre del año anterior. 

8'' Que igual constancia aparece á fojas 121 y 122 como tam- 
bien á foja 176, en que se registra el acta del remate. 

9"" Que por último, de la absolución de posiciones de foja 
106, resulta igualmente, la efectividad de la venta enunciada. 

lO"" Qne de lo anterior surge entonces la consecuencia legal 
de que el título con el cual se ha promovido esta demanda, es 
inhábil para llevar la misma á cabo, por cuanto á ella se opone 
la prescripción terminante contenida en el artículo 864 citado 
del Código de Comercio. 

11° Que así como no puede hacerse efectivo el crédito recla- 
mado en contra del buque de la referencia, tampoco puede él 
exigirse de D. Tomás Cocace, por cuanto éste al tomar ese prés- 
tamo, no lo hizo en su calidad personal de individuo particular, 
sino como Capitán del buque referido y para ser ese préstamo 
empleado en beneficio del mismo buque, constatándose así por 
la forma en que la obligación fué firmada, agregando á la fir- 
ma las palabras, Capitán del c Papa » (documentos de fojas 4 
y 58), y consignando en el mismo documento que esos valores 
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c eraa para gastos necesarios j concernientes á su buqne >, á lo 
que se agrega qae tambiem el mismo texto de ese documento 
consagra, que tanto los dueños déla embarcación como sus con- 
signatarios en Estados Unidos, quedaban instruidos de pagar 
la obligación contraída, circunstancias todas, que alejan hasta 
lamas pequeña duda, de que el préstamo fué solicitado por y 
para el buque, j no personalmente por D. Tomás Gocace, siendo 
aquel y no éste, el único responsable de él. 

Por estos fundamentos y otros, que aún pudieran aducirse y 
que se omiten por creerlos innecesarios, se resuelve: 1^ no ha- 
cer lugar á la rebeldía acusada; 2® declarar no haber lugar á 
laejecucion. con costas al ejecutante, de acuerdo coulo dispues- 
to en el artículo 277 de la ley nacional de Procedimientos. Há- 
gase saber con el original y repónganse los sellos. 



(r. Escalera y Zuvirla. 



Fallo de ím Supremí» Corte 



Buenos Aires, Mayo 20 de 1893. 

Vistos: por sus fundamentos y considerando, además, que las 
reiteradas irregularidades del Secretario, en el ejercicio de sus 
funciones, demostrada por la constancia de autos, concurren 
también á robustecer la presunción de que el cargo puesto en el 
escrito de foja treinta y cuatro, llera una fecha posterior á la 
del día de su presentación, se cjnfirma con costas la sentencia 
apelada de foja ciento sesenta y cinco, llamándole la atención 
del Inferior, sobre la forma incorrecta en que el Secretario ha 
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camplido los delicados deberes de su cargo. Repuestos los sellos, 
devuélvanse. 

BENJAHIN PAZ. — LUIS V. VARE- 
LA. — ABEL BAZAN (en disi- 
dencia), — OCTAVIO BÜNGE.— 
JUAN E. rOUBENT. 



DISIDENCIA 



Vistos : Resulta: Que la citación de remate decretada á fo- 
ja treinta y dos se hizo saber^al ejecutado con fecha diez de 
Abril de mil ochocientos noventa, según lo acredita la notifica- 
ción de foja treinta y dos. 

Que el escrito del ejecutado de foja treinta y cuatro, propo- 
niendo excepciones, y oponiéndose á la ejecución, se presentó 
con fecha quince del mismo mes de Abril, como consta por el 
cargo puesto por el Secretario y que se registra al pié de di- 
cho escrito. 

Que, con este motivo, alegando el ejecutante haberse pasado 
el término que la ley de Procedimientos de la Justicia Federal 
fija para deducir excepciones en juicio ejecutivo, solicita el re- 
chazo de las opuestas por el demandado. 

T considerando : Que el término de tres días que la ley de 
Procedimientos establece para oponer excepciones en el juicio 
ejecutivo os perentorio, y su vencimiento, sin haber deducido 
el ejecutado las que puedan corresponderles, produce el efecto 
de que no se tomen en consideración las que posteriormente 
oponga; y se sentencie la causa de remate, según se desprende 
de los artículos doscientos sesenta y ocho y doscientos sesenta y 
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nueve de dicha ley, y lo ha declarado esta Saprema Corte, en 
anteriores resoluciones. 

Que partiendo de este principio, es eyidente que el Inferior no 
ha debido tomar en consideración las excepciones deducidas por 
el ejecutado, sin hacer, por consiguiente, lugar á ellas, desde 
que consta el hecho de no liaberlas opuesto. en el término fijado 
por la ley. 

Que contra la verdad de este hecho, no se ha producido prue- 
ba en contrario, no siéndolo las conjeturas ó presunciones de 
que hace mérito la sentencia apelada, las cuales no pueden so- 
breponerse á la f á que se merece el cargo puesto por el Secre- 
tario en el escrito de foja treinta y cuatro. 

Por estos fundamentos : se revoca la sentencia apelada de fo- 
ja ciento sesenta y cinco, declarándose que debe llevarse adelan- 
te la ejecución solicitada áfoja treinta y tres, con costas. Be- 
puestos los sellos, devuélvanse. 

ABEL BAZAN. 



T. U 11 
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CAUSA CXXXIII 



IJ. Miguel Iturbe y otros contra 7>. Regino Márquez, por infrac- 
ción de la ley de elecciones; sobre queja de retardada jus- 
ticia . • 



Sumario. — No procede la queja por retardada justicia, coaado 
86 halla pendiente un informe pedido por el Juez para mejor 
proYeer. 



Caso. — Lo indica la siguiente 



P£TtCION 



Buenos Aires, Abril 10 de 1893. 
5r. Juez de Sección: 

El procurador Coronado, en representación de D. Miguel 
Iturbe 7 otros, en la acusación promovida contra el Alcalde Be- 
gino Márquez, por obstrucciones opuestas en un acto electoral^ 
digo: 
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Qae habiendo vencido con exceso el término legal dentro del 
cual debió el Jazgado pronunciar sentencia con arreglo al esta- 
do de la causa, elementos de comprobación existentes en el 
proceso, requiero á Y. S. quejándome por segunda vez por re- 
tardación de justicia para que expida su pronunciamiento con 
sujeción á lo dispuesto en el artículo 517 del Código de Proce- 
dimientos, pues procede así en justicia, etc. — Juan Coronado. 

Certifico: Que la copia que precede es fiel del escrito pre- 
sentado por D. Juan Coronado en los autos seguidos por D. 
Miguel Iturbe 7 otros contra el señor Regino Márquez, sobre 
abuso de autoridad, con fecha 10 de Abril de 1893, en esta Se- 
cretaría. 

En fé de ello y á pedido del señor Juan Coronado, doy el pre- 
sente que sello y firmo en Buenos Aires á 10 de Abril de 1893. 

L. Rodríguez de la Torre. 



RECURSO 



Buenos Aires, Abril 20 de 1893. 

Suprema Corte : 

El Procurador Coronado, en representación de D. Miguel Itur- 
be y otros, en el juicio criminal promovido contra el Alcalde D. 
Eegino Márquez, por obstrucciones opuestas en un acto electo- 
ral, ocurriendo ante Y. E. de acuerdo con lo dispuesto en el ar- 
tículo 517 del Código de Procedimientos, como más haya lugar 
digo: 

Que como se acredita por el certificado que respetuosamente 
acompaño, he requerido ¡ or dos veces el despacho que corres- 
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ponde á esta causa^ de la caal es Jaez el señor doctor Lalanne. 
No habiendo obtenido resultado algnno á pesar de haber trans- 
currido con exceso los cinco días que señala el artículo citado 
para expedirse el Jaez inferior^ me veo en la necesidad de soli- 
citar de y. E. se digne señalarle término para que cumpla con 
este deber que le impone la ley, con preyencion de hacer efec- 
tiva en caso contrario, la pena establecida en el artículo 595 
del mismo Código. Será justicia etc. Constituyo domicilio calle 
Perú 317. 

Juan Coronado. 



INFORME 



fiueoos Aires, Mayo 8 de 1893. 
Suprema Corte : 

£1 Juez insfranscripto, evacuando el informe ordenado, en el 
recurso llevado ante Y. E. por el representante de Ituibe y otros, 
cree que debe limitarse á exponer: que en fecha 16 de Abril próxi- 
mo pasado, el Juzgado dictó la providencia de autos y con fecha 
26 del mismo mes de Abril resolvió para mejor proveer^ librar 
oficio al Presidente de la Cámara de Diputados de la Nación, 
pidiéndole la remisión de ciertos antecede ntes relativos á las 
elecciones últimas verificadas en esta Capital. En 29 del mis- 
mo mes se libró el oficio ordenado, no habiéndose recibido has- 
ta hoy los antecedentes solicitado s . 

Dios guarde á Y. E. 

J. V. Lalanne. 



f 
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Fallo de ln Supremí» Corte 

Buenos Aires, Mayo 23 de 1893. 

Vistos en el acuerdo: Por lo que resalta del informe prece- 
dente, no ha lugar al recurso de queja deducido, y remítanse es- 
tas actuaciones al Inferior para que sean agregadas á los autos 
de su referencia. 

benjamín paz.— luis V. VARE- 
LA.— ABELBAZAN. — OCTAVIO 
BUNGE. —JUAN E. TORRENT. 



CAUSA CXXXIY 



D. Miguel liurbe y oíros contra D. Regino Márquez, por infrac- 
ción á la ley de elecciones ; sobre pruebas 



SMwam.— Después del llamamiento de autos para sentencia, 
no es permitido á los partes producir pruebas . 
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Caso. — Lo indica la siguiente 



PETICIÓN 

Sr. Juez Federal: 

Begino Márquez en el juicio que me siguen Iturbe y otros, 
digo: 

Que con arreglo á lo estatuido por la Suprema Corte en estos 
autos, se ha de servir Y. S. reponer por contrario imperio el an- 
de foja... que manda estar alo resuelto. 

Aquel Tribunal ha resnelto que no puedo ser privado de la 
prueba que juzgue conveniente producir en la causa. 

Por tanto : Sirvase V. S. proveer como lo dejo solicitado y 
en su defecto acordarme los recursos de nulidad y apelación que 
para ante el Superior deduzco subsidiariamente, pronunciándo- 
se ala vez sobre los que tengo deducidos en autos en el mismo 
carácter. 

Es justicia. 

Regino Márquez. 



Fallo del Juez Federal 



fiaenos Aires, Mayo 6 de 1893. 

No pudiendo solicitarse medidas de prueba después del lla- 
mamiento de autos, y estando el Juzgado en esta circunstancia 
facultado para ordenar lo que crea conveniente para mejor pro- 
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yeer, no ha lagar á la reposición solicitada, y concédese en rela- 
ción los recursos interpuestos, debiendo elevarse los autos 
á la Suprema Corte en la forma de estilo. 

J. V. Lalanne. 



Fallo de ta Suprema Corte 



Buenos Aires, Mayo 23 de 1893. 

Y vistos : Por los fundamentos del auto de foja ciento cua- 
renta 7 cinco vuelta, y no siendo exacto que esta Suprema Corte 
haya declarado en parte alguna de estos autos, que el recurren- 
te tenga derecho á producir )a prueba que juzgue conveniente 
después de la audiencia de que instruye el acta de foja ciento 
veintidós vuelta, á que no concurrió, y de la providencia de autos 
de foja ciento veinticuatro vuelta, dictada en su consecuencia, 
se confirma con costas el auto apelado de foja ciento cuarenta y 
tres, y devuélvanse. 

benjamín paz. -- luis y. várela. — 

ABEL BAZAN. — OCTAVIO BUNGE. — 
JUAN E. TORRENT. 
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CAUSA CXXXY 



Criminal contra Don Teodoro Brasch^ por defraudación 
al Banco Nacional; sobre personería 



Sumario. — Las personas jurídicas^ como el Banco Nacional, 
pueden entablar y seguir acciones criminales por medio de apo- 
derado. 



Caso.— Lo indica el 



Fallo del Jues Federal 



Corrientes, Febrero 9 de 1893. 

Vistos 7 considerando : En cuanto á la oportunidad en que 
deben deducirse las excepciones de previo y especial pronuncia- 
miento. 

Que si bien es cierto que el artículo Hi del Código de Procedi* 
mientes en lo Criminal establece que das excepciones expresadas 
en el artículo anterior, podrán oponerse en cualquier estado del 



c 
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somario > también existe la disposición contenida en la segunda 
parte del artículo 456 del mismo Código que enseña que « en el 
caso en que las excepciones se opusiesen después de concluido el 
sumario >• Lo que debe entenderse que dichas excepciones pue- 
den deducirse como previas hasta tanto no se eleve la causa á 
plenario: 1® porque no siendo admisible contradicción entre las 
disposiciones de un mismo Código, no puede suponerse que sesn 
contradictorios entre sí los dos artículos citados; 2^ porque es 
un principio de derecho que en la duda debe resolverse favora- 
blemente al acusado. 

Por esto declaro que han sido opuestos en tiempo los artícu- 
los de previo y especial pronunciamiento de que paso á ocupar- 
me. 

T considerando en cuanto á dichas excepciones : Que el Ban- 
co Nacional según la ley de su creación, es una sociedad anóni- 
ma, autorizada por leyes de la Nación y como tal una persona 
jurídica. 

Que en este carácter, puede, para los fines de su institución 
adquirir no sólo los derechos que el Código Civil establece, si- 
no también ejercer los actos que no le sean prohibidos por el 
ministerio de su representante que su ley ó estatutos le consti- 
tuye ó hubiese designado (artículo 35 del Código Civil). 

Que el artículo 41 del mismo Código expresamente le confiere 
la facultad de intentar, en la medida de su capacidad de de- 
recho, acciones criminales. 

Que este derecho concedido por la ley civil á personas jurídi- 
cas no está restringido ni menos suprimido por la ley de Pro- 
cedimientos Criminales. En efecto^ por el artículo 41 se permite 
á toda persona ofendida ó damnificada por un delito ó sus re- 
presentantes legales, acusar ó intervenir como parte querellante 
en el juicio, cuando se trata de acciones públicas, y es evidente 
que el Banco Nacional, considerándose defraudado en sus pro- 
pias bienes, ha podido acusar á los presuntos autores del delito, 
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ejerciendo la acción que le concede la ley, y en la forma y modo 
que determina el artículo 170 del mismo Código, es decir, asu- 
miendo el rol de parte querellante. Pues no es exacto, como lo 
pretenden los procesados^ que este artículo excluye á las perso- 
nas juTÍdioas ; fundándose en que en la segunda parte se refiere 
sólo á los representantes legales de los incapaces, y que no sién- 
dolo aquellas (artículos 54 y 55 del Código Civil), esa disposi- 
ción no les comprende en verdad, pues es porque los coloca en 
primera parte, de lo contrario resultaría esto : 

Que ninguna de las personas jurídicas paede querellarse, es 
decir, hacer uso de la acción criminal, pues la denuncia no es 
el ejercicio deesa acción, lo que importaría negarles en abso- 
luto un derecho que la ley civil expresamente les acuerda, sin 
que en obsequio de ta* supresión puedan invocar la ley penal ni 
el interés social, ni el de la justicia. 

Que teniéndolas personas jurídicas la capacidad de la propie- 
dad, la necesidad de las acciones criminales existe respecto de 
ellas, como respecto de las personas naturales, desde que esa 
propiedad puede serviciada, cualquiera que sea ul propietario, 
un ser de una existencia ideal ó un ser inteligente y libre, y des- 
de que ellas pueden sufrir por un delito aunque no puedan co- 
meterlo. 

Que esas acciones, como las acciones civiles,^deben ejecutarlas 
por medio de sus representantes legales, por aquellos que la ley 
de su creación les hubiera constituido, en el caso sub-judicCy por 
el Presidente del Banco, que es el que designa la ley de sa crea- 
ción en su artículo 45, inciso?, y no el Fiscal como se pretende 
por los procesados, pues ninguna ley le ha atribuido esa repre- 
sentación, y cualquier acto judicial que practicase el Fiscal en 
representación del Banco Nacional ó cualquier otra persona ju- 
rídica cuya representación no se le hubiese expresamente con- 
fiado por la ley, sería absolutamente nulo. 

Que el Banco Nacional no es un establecimiento público, una 
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oficina de la Nación, nna rama de lá administración pública, una 
repartición de la Administración Nacional, como se pretende, 
es un establecimiento de utilidad pública creado por la iniciati- 
Ta individual, artículo 1® de la ley sancionada por el Congreso de 
la Nación autorizando el establecimiento del Banco Nacional, de 
de Noviembre 5 de 1872, sujeto en un todo á la ley de su exis- 
tencia que es la que determínalos medios de llenar los fines para 
que ha sido creado; es el Banco de la Constitución, pero no es un 
Banco de Estado, creado y dirigido por él mismo; su fundación no 
reposa en esa combinación ó sistema, es una sociedad anónima, 
como su misma ley lo dice y la intervención del Estado en los 
asuntos propios del Banco nace de su carácter de accionista, de 
socio, deslindado expresamente en la ley. 

Que las excepciones, privilegios y atribuciones concedidas 
por la ley, así como las de practicarlas funciones de Tesorería 
Nacional, para el percibo de todos los dineros que deba recibir 
el Fisco Nacional y para el pago de todos los libramientos del 
Ministerio de Hacienda ó asignaciones fijas, no le convierten en 
oficina pública de la Nación, dependiente enteramente del Go- 
bierno, y tan es así que cuando éste quiere servirse del Banco co- 
mo agente de sns operaciones financieras lo hace bajo las con- 
diciones que se acuerdan previamente (artículo 24, ley 5 de 
Noviembre de 1872, y artículo 28, ley 12 de Octubre de 1882), 
lo cual no pasa con las oficinas creadas y sostenidas por el Es- 
tado. 

Que siendo pues evidente que el Banco Nacional, como persona 
jurídica, puede intentar en la medida de su capacidad de derecho, 
acciones criminales, surge claramente que debe hacerlo por me- 
dio de representantes, desde que es la única manera por la cual 
obra, es el único medio por el que manifiesta su existencia, 
pues como dice Savigny < poseer y hacerse representar, he ahí 
lo que constituye la persona jurídica >. 

Que aún suponiendo que la ley no admitiese la querella por 
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poder á las personas naturales, e§a prohibición no alcanzaría á 
las personas jurídicas, porque ella importaría arrebatarle nn de- 
recho que le acuerda expresamente, cual es el ejercicio de las 
acciones criminales. 

Que si bien es cierto que en el Código de Procedimientos 
Criminal no existo una disposición expresa, como en el caso de 
la denuncia, que permite querellarse por poder, tampoco existe 
una disposición expresa, resultando, por el contrario, de Tarios 
artículos del Código, que no se ha querido restringir la querella 
criminal por procurador. 

Así en el artículo 443, inciso 2^, se ha puesto el acusador ó sus 
representantes, donde el proyecto de Oburrio decía: el acusador, 
sus procuradores 6 apoderados. 

No se áicQ representantes legales, como en el artículo 170 y 
otros, en que más bien se trata de un caso de excepción. Tam- 
bién los artícucos 20, 70, inciso 2", y 284 convencen que no se 
ha querido prohibir la querella por medio de representantes, los 
que por otra parte están de acuerdo con lo que es entre nosotros 
un principio constitucional, la libre representación en juicio. 

Que en cuanto á la prohibición contenida en la ley 6, título 
I*», partida 7% y ley 12, título 5, partida 3*, de presentarse por 
medio de procuradores, acusador ni el acusado en las causas cri- 
minaleSy es otra de las consecuencias del antiguo principio por 
el cual se hacían los procuradores dueños del pleito y como ta- 
les asumían personalmente todos los derechos y responsabiiida- 

• 

des que en el mismo tenían ó podían tener los poderdantes, y 
por esto se funda dicha prohibición en que no sería justo impo- 
ner al Procurador la pena que merece el acusado siendo convic- 
to ó el acusador si resultase calumniador, con lo que y refirién- 
dose como se refiere al caso en que estos últimos estuviesen pre- 
sentes, supone la ley que á pesar de ello^ no podría aplicárseles 
la pena, si compareciesen por medio de procurador. Martínez Mo- 
lina (Ensayo, Hist. Crit. de la Ant. Legisl.) observa opor- 
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tanamente que el uso y la costumbre desestimaron tal razon^ y 
la ley que en tan débil cimiento se funda. 

Y en efecto, desterrado de la jurisprudencia aquel caduco prin- 
cipio^ con todas sus consecuencias, se admiten en el día los pro- 
curadores de los acusadores de los reos presentes en las causas 
criminales. El doctor Cortes enseña que: «sobre el punto^ es de- 
cir, si se puede 6 no acusar criminalmente por medio de procu- 
radores, existen y se citan dos leyes de partidas que combinadas 
y concilladas en sus disposiciones, arrojan la doctrina de que si 
bien no puede acusarse de la manera indicada sobre crímenes 6 
delitos graves en que pudiera aplicarse pena de muerte, de 
efusión de sangre, ó destÍ3rro perpetuo, en los demás 
casos como de injuria 6 calumnia (era el juicio en que 
se expedía) no es indispensable el que la querella se enta- 
ble personalmente, antes bien puede deducirse por apoderado. . . 
« no existiendo quizás un sólo criminalista que á este respecto 
disienta de los demás 6 exponga la materia según el derecho de 
partida en diversos términos ^ . 

Y subordinando la cuestiona la ley sobre excarcelación bajo 
fianza el mismo doctor Cortes, la resuelve en un sentido favora- 
ble, hasta para el acusado, cuando no se trata de pena corporis 
afflictiva. Por estos fundamentos: no se hace lugar á los artí- 
culos de previo y especial pronunciamiento deducidos, con cos- 
tas. Hágase saber con el original y repónganse. 



E. Á. Lujambio. 
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VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Marzo 14 de 1893. 
Suprema Corte: 

Las excepciones de previo pronanciamiento opaestas por los 
procesados & foja 116, se concretan á la falta de personería y fal- 
ta de acción en el Banco Nacional, qaé se equipara á ana rama de 
la Administración general. 

No encuentro fundada la procedencia de esas excepciones. 

£1 Banco Nacional es ana persona jarídica, y como tal sus- 
ceptible de adquirir los derechos que el Código aatoriza. 

El Banco, como persona jurídica, puede adqaírir y ejercer los 
actos que no le sean prohibidos por el ministerio de los repre- 
sentantes^ atribuidos por su ley orgánica ó estatatos (artículo 
35 del Código Civil). 

Y no pudiendo expresar su volantad por sí, dada la naturale- 
za compleja de su régimen, son reputados actos suyos, los de 
sus representantes legales (artículo 30). 

Si alguna vez la representación es indispensable para el ejer- 
cicio de un derecho, es cuando se refiere á personas jurídicas 
que como las sociedades anónimas, carecen de aptitud para ejer- 
cerlos por sí mismo. 

La ley no ha podido dejar de reconocerlo. Por ello, el artículo 
41 del Código Civil las autoriza expresamente para intentar en 
la medida de su capacidad de derecho, acciones civiles y cri- 
minales. 

Tenemos, entonces, legalmente consagrado el derecho de las 
sociedades anónimas, á intentar acciones criminales, como tene- 
mos también expresamente autorizado el de ejercer por el mi- 
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nisterio de sos representantes legales, las actos que no le sean 
prohibidos. 

Si en la ley no existe prohibición 7 si autorización expresa, 
la de Procedimientos en lo Criminal, no consigna prohibición 
del ejercicio de ese derecho y lo contrario se deduce de sns dis- 
posiciones tan debatidas en 1* instancia. 

En el capítulo de las acciones que nacen de los delitos, el 
artículo 14 del Código de Procedimientos en lo Criminal, reco- 
noce el derecho de acusar ó de intervenir como parte quere- 
llante en el juicio que incumbe <:á las personas ofendidas 6 dam- 
nificadas ó ¿ sus representantes legales ». 

Si existe una acción que pueden ejercer para querellarse los 
ofendidos ó sus representantes legales, si por esa acción puede 
asumir la persona ofendida el rol de parte querellante y pro- 
moTer, en tal carácter, el juicio criminal; si el mismo derecho 
tienen los representantes legales de los incapaces, según el artí- 
culo 170, no encuentro por qué estas disposiciones expresas, no 
puedan aplicarse á las sociedades^ cuya capacidad sólo puede 
ejercitarse por el ministerio de sns representantes legales. 

Se observa entonces que tratándose de un Banco Nacional, de 
un Banco de Estado, con todas las prerrogativas de su ley or- 
gánica, el derecho de representación de la acción pública, 
corresponde al Procurador Fiscal. 

Pero el Banco Nacional no es un Banco de Estado. 

Diversos fallos de Y. E. han analisado su régimen y ese ré- 
gimen ha sido claramente explicado en los que se registran en 
la serie 2% tomo 9, páginas 162, 268 y 369. 

Allí se ha declarado que no existe un Banco rigurosamente de 
Estado, dirigido por los Poderes públicos de la Nación; que el 
sistema adoptado por el Congreso de una gran compañía por ac- 
ciones, ha seguido los consejos de la ciencia y los ejemplos más 
caracterizados. 

Si ese Banco no está gobernado por los Poderes públicos de 
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la Nación, si se gobierna por sqs propios estatatos^ si tiene en 
su Presidente el representante legal para el ejercicio de todos 
los derechos que le acuerda la ley, entre los que el artículo 41 
del Código Civil incluye el de intentar acciones civiles y cri- 
minales, el auto de foja 151 vuelta que así lo reconoce^ me pa- 
rece arreglado á derecho, y pido á V. E. se sirva confirmarlo por 
sus fundamentos. 

Sabiniano Kier. 



Fallo del Jlues Fedemi 



Buenos Aires, Mayo 23 de 1893. 

Vistos y considerando : Primero. Que con arreglo al artículo 
cuarenta y uno del Código Civil, las personas jurídicas, en cuyo 
número se halla comprendido el Banco Nacional, como institu- 
ción con individualidad propia, pueden intentar en la medida de 
su capacidad de derecho, acciones civiles ó criminales. 

Segundo. Que esta disposición, en cuanto se refiere á las ac- 
ciones criminales, tiene su correlativo en lo que disponen los 
artículos mil ciento dos y mil ciento tres del mismo Código, por 
cuanto la condenación en el juicio criminal no permite contestar 
en el juicio civil la existencia del hecho principal que constitu- 
ye el delito, ni impugnar la culpa del condenado, así como la ab- 
solución del acusado, no consiente que se pueda alegar en el jui- 
cio civil la existencia del hecho principal sobre el cual hubiese 
recaído la absolución. 

Tercero. Que este derecho de intentar acciones criminales^ 
reconocido á las personas jurídicas por la ley de fondo, les ha 
sido igualmente acordado por la ley de forma, según expresa- 
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mente lo establece el artículo catorce del Código de Procedi- 
mientos en materia criminal. 

Cuarto. Que en cuanto al derecho de hacerse representar por 
apoderado en el juicio los representantes de las personas jurí- 
dicas, estas quedan colocadas al efecto, en las mismas condicio- 
nes de las personas naturales, á quienes esta Corte ha reconocido 
ese derecho (Fallo de fecha 11 de Abril del corriente año, recaído 
en el juicio seguido por don Carlos F. Castellanos, contra don 
Federico Moreno), sin que pueda siquiera oponerse á aquella los 
inconvenientes que señalan las antiguas Leyes de Partida, por 
cuanto las personas jurídicas no incurren en responsabilidad cri- 
minal por sus actos, cualquiera que sea K% forma en que los prac- 
tiquen (artículo cuarenta y tres del Código Civil). 

Por estos fundamentos, los concordantes de la sentencia ape- 
lada, de acuerdo con lo resucito por esta Suprema Corte en la 
causa que corre en la página veinte y siete, tomo veinte de sus 
fallos (1), y de conformidad con lo pedido por el señor Procura- 
dor General, se confirma con costas la sentencia apelada, no 
hadándose lugar al recurso de nulidad deducido, por no haberse 
expresado en qué consista, ni aparecer ella de las constancias 
de autos. Bepnestos los sellos, devuélvanse. 



benjamín paz. - LUIS y. VÁRE- 
LA. — ABEL BAZAN . — OCTA- 
VIO BUNGE. — JUAN E. TOR- 
RENT. 



(1) Tomo 11, serie 2*. 



T. II 12 
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CAUSA C.YXXTI 



/). José V. Benitez contra el Ferrocarril del Sud de Buenos- Ai- 
res, por indemnización de daños y perjuicios ; sobre compro- 
miso arbitral. 



Sumario. — El convenio de las partes de entregai la so- 
Incion de un asunto para en todo tiempo, al fallo de arbitros, no 
queda nulo por no haber aceptado el cargo los arbitros en él de- 
signados. 



Caso. — Las partes convinieron someter la resolución, para 
en todo tiempo, del litigio, al fallo de arbitros, presentando al 
efecto el siguiente escrito : 



Sr. Jues Federal : 

Emilio del Beal, por José Vicente Benitez y Eduardo T. Pu- 
leston por el Ferrocarril del Sud, en autos seguidos por el pri- 
mero contra la Empresa, sobre pago de un terreno é indemniza- 
ción de daños y perjuicios, como mejor proceda decimos: 

Que después de varias conferencias celebradas entre nuestros 
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respectiyos letrados, hemos resuelto poner término á este asun- 
to, entregando su solución, para en todo tiempo, al fallo de ar- 
bitros en los términos siguientes: 

1^ El Ferrocarril designa por su arbitro al ingeniero D. Al- 
berto de Gainza y el Sr. Benitez. al agrimensor D. Agustin L. 
Rodríguez; 

2^ Las partes eligen de común acuerdo para desempeñar el 
cargo de tercero en discordia, al ingeniero D. Carlos Mas- 
chwitz; 

3° Los arbitros deberán establecer el precio que deberáp a- 
gar la Empresa al Sr. Benitez por el valor del terreno en cues- 
tión y por cualquier otro título que surja de la expropiación, 
tal como los perjuicios que pueda originar el fraccionamiento, 
arrendamiento, intereses ó cualquier otro análogo; 

4° El término para laudar será el de 15 días, á contar desde 
la última aceptación, debiendo intervenir el tercero cuando se 
produzca la discordia entre los arbitros de las partes; 

5^ Los arbitros deberán oir á las partes en una audien- 
cia; 

6"^ Se nombra secretario para el juicio arbitral al que lo es 
del Juzgado, Sr. Barros; 

1"^ La extensión, ubicación y figura del terreno del Sr. Be- 
nitez se determina en el plano de la mensura oficial del ejido 
de Maipú, corriente] en los autos, y cuyas dimensiones se han 
confrontado con el que tiene la Empresa en su poder ; 

8^ Las partes renuncian en absoluto todos los recursos, in- 
cluso el de nulidad, y si alguna lo interpusiere, bajo cualquier 
protesto, no será oida; 

9^ Cada parte pagará sus costas, aumentándose los de la Em- 
presa con los honorarios del perito tercero. 

KK El Sr. Benitez garante qnesn título á la prq{)iedad que mo- 
tiva este expediente es perfecto y que lo exhibirá cuando fuere 
necesario. 



k 
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Fot tanto pedimos á Y. S. se sirva aceptar lo convenía' o y dis- 
poner sa inmediato cumplimiento. 

Emilio del Real.—E. T. Puleston. 
— Sosa. — Moyano. 



Satifícadas las partes, el Juzgado aprobó el compromiso á 
que se refiere el escrito precedente y mandó que se notificara á 
los arbitros designados. 

El arbitro D. Carlos Mascbwitz no aceptó el cargo, en cuya 
virtud, la parte de Benitez manifestando que á pesar de haber 
transcurrido mucho tiempo y celebrado numerosas entrevistas 
con el representante del Ferrocarril, no ha podido ponerse de 
acuerdo para la designación de tercero, pidió que lo nombrara el 
Juzgado. 



Fallo del JIucb Fetleral 



La Plata, Marzo 23 de 1893. 

Teniendo en cuenta el resultado del juicio verbal decretado, 
en que las partes no han podido ponerse de acuerdo en orden á 
la designación del Juez arbitro tercero que ha de integrar el Tri- 
bunal en que las partes se acordaron constituir, como consta 
de foja... y al que han convenido, asimismo, librar, para en to- 
do tiempo, la solución del sub-judice; el Juzgado, en uso de la 
facultad que le corresponde, designa para tercero al señor don 
Mariano Marenco en reemplazo del renunciante, y cuya acepta- 
ción se comete al Secretario. Repóngase la foja. 

Aurrecoechéa . 
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La parte del Ferrocarril dedojo los recarsos de apelación y 
nulidad, alegando qne no ha podido someterse á la Empresa ¿ 
un arbitraje forzado sin durle audiencia para demostrar que la 
transacción realizada tuvo lugar á condición de que sería arbitro 
tercero el Ingeniero Maschwitz exclusivamente, y de que el se- 
ñor Benitez comprobase el dominio que pretende sobre el terre- 
no motivo del juicio, y que siendo aquella un acto indivisible 
queda sin efecto en su totalidad cuando cualquiera de sus cláu- 
sulas se anula, como sucede al presente por la no aceptación del 
señor Maschwitz, debiendo en consecuencia la causa seguir su 
curso ordinario. 



Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Mayo 23 de 1893. 

Yistos: Considerando: Que el convenio de foja ciento sesenta 
y cinco, tiene por objeto, en su parte esencial, según en el mis- 
mo se consigna, «poner término á este asunto, entregando su 
solución, para en lodo tiempo, al fallo de arbitros». 

Que la no aceptación del arbitro tercero no significa la nu- 
lidad de aquel convenio, ni de ninguna de sus cláusulas, pues 
deja en pié la forma establecida por las leyes generales para de- 
signar su reemplazante. 

Por estos fundamentos y los del auto apelado de foja ciento 
noventa, se confirma éste con costas, no haciéndose lugar al re- 
curso de nulidad, por carecer de fundamento en autos. Be- 
puestos los sellos, devuélvanse. 

BENiAMUl PAZ.— LUIS V. VÁRELA. — 
ABEL BAZAfl . —OCTAVIO BUNGE.— 
JUAN E. TORRENT. 
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CAUSA CXXXVII 



La Sociedad anónima c La Negra > contra Klinger y C", por 
daños y perjuicios; sobre admisión de un testigo 



Sumario, — El error en el nombre del testigo no autoriza su 
rechazo, cuando las demás enunciaciones relativas á su apelli- 
do, profesión y domicilio demuestran que es la misma persona 
incluida en la lista. 



Caso. — Estando recibida la causa á prueba, el representante 
de la Sociedad cLa Negra» solicitó que se designe día y hora 
para que pr^s^^'^ declaración los testigos expresados en la lista, 
entre los cuales figuraba D. Jorge E. Scholes^ ingeniero, domi- 
ciliado calle Bivadavia número 1255. 

El Juzgado accedió y designó la audiencia del 21 de Setiem- 
bre del año pasado, con aquel objeto. 

El día señalado compareció á la audiencia un testigo que di- 
jo llamarse Guillermo Scholes, no tomándosele declaración por 
no ser él la persona indicada en la lista referida. 

Con fecha 24 de Setiembre del mismo año, el representante 
de la Sociedad cLa Negra», se presentó solicitando que se se- 
ñale nuevo día 'para que declare aquel testigo. 
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Dijo : Qae el señor Scholes es inglés, hijo de Mr. Cleorge 
Scholes, residente en Londres, y se ñrma G. E. Scholes, lo que 
lo indujo á creer que Iteraba el mismo nombre de su padre, con- 
tribuyendo á ello también la inicial E. que usa el hijo y que sir- 
ve de distintivo entre ellos; que sin embargo^ no es así, según 
lo manifestó en la audiencia, en la que dijo llamarse Guillermo, 
de cuya espresion parece servirse en todos sus actos y no la de 
Williams, lo que es extraño tratándose de un inglés; 

Que no obstante este error, todas las demás indicaciones de 
la lista coinciden con la manifestación hecha á este respecto, 
tratándose además de una persona que es público y notorio que 
es la única qae lleva ese nombre, siendo aquellas bastantes para 
individualizar el testigo, que es lo que exige la ley, que no debe 
interpretarse restrictivamente tratándose de la prueba. 



Fallo del Jlueas Federal 



Buenos Aires, Octubre 6 de 1892. 

Resultando de lo expuesto en el precedente escrito que, al 
manifestar el recurrente el nombre del testigo Scholes en la lis- 
ta presentada, se ha padecido un error que no es susbtancial, de- 
signándole bajo el nombre de Jorge £.; que de las mismas circuns- 
tancias aducidas en su escrito por el recurrente, se desprende 
perfectamente que el testigo que compareció, es la misma per- 
sona que ha sido presentada en la lista, cuya identidad, por 
otra parte, era perfectamente fácil comprobar por las demás 
enunciaciones que contiene la presentación, cítese nnevamente 
al testigo para la audiencia del 14 del corriente á las dos de la 
tarde. 

Tedin. 
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Fallo fie la Suprema Corte 



Buenos Aires, Mayo 27 de 1893. 

Vistos: Por sus f andamentos, se confirma con costas el auto 
apelado de foja doscientos uno. Bepoestos los sellos devuél- 
vanse. 

BENJAMÍN PAZ. — LUIS V. VÁRELA. 
— ABEL BAZAN. — OCTAVIO BUN- 
GE.— JUAN E. TORRENT. 



CAUSA CXXXVIII 



D. Julio Lanza contra D. Eulogio Arauz, por cobro de pesos; 
sobre arraigo y defecto legal en la demanda 



Sumario. — 1^ El extranjero domiciliado en la República, 
no está comprendido en la disposición del artículo 34 de la ley 
de Procedimientos sobre fianza de arraigo. 
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2^ La falta de traducción de un documento acompañado para 
JQstiñcar la calidad de extranjero en el actor, no importa defec- 
to legal en el modo de proponer la demanda. 



Caso.— En 14 de Mayo de 1892, don Pedro R. Sande, con po- 
der de don Julio Lanza, compareció alJuzgado exponiendo: Que 
su mandante, por encargo de Arauz, liizo un retrato de la finada 
esposa de éste, cuyo trabajo fué conyenido en el precio de 600 
pesos moneda nacional. Que concluido el retrato, fué entrega- 
do á Arauz, quien no le ha abonado aún el precio, no obstante 
las diversas reclamaciones que le ha hecho; 

Que en esta virtud y usando del derecho que le acuerdan los 
artículos 622, 1627 y 1636 del Código Civil entabla demanda 
por cobro de la cantidad referida, sus inteses y costas del juicio, 
y pide que oportunamente se condene á Arauz á ello. 

Acompañó á la demandad testimonio de la escritura de po- 
der otorgada por Lanza en el partido de Barracas al Sud (pro- 
vincia de Buenos-Aires), de donde aparece ser vecino, y un pa- 
saporte extendido en idioma italiano por el Ministro de Relacio- 
nes Exteriores de Italia, para acreditar el carácter de extranjero 
de su mandante. 

Jastificado el fuero federal, por la diversa nacionalidad de 
las partes, el Juzgado mandó correr traslado de la demanda. 

El demandado sin evacuarlo, opuso, como artículo previo, las 
excepciones de arraigo y defecto legal en el modo de proponer 
la demanda. Fundando la primera dijo: queconsta queel actor es 
extranjeroy domiciliado fuera de la Capital de la Repúblicacomo 
aparece del testimonio de escritura de poder; y respecto de la 
segunda, que el demandado ha acompañado un documento im- 
preso extendido en italiano, sin adjuntar la correspondiente 
versión al idioma nacional. 
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El representante del actor evacuando el traslado conferido de 
las excepciones opuestas, pidió su rechazo con costas. 

Dijo: Que la de arraigo no pocede por ser su poderdante ve- 
cino de la Bepública y persona de responsabilidad, siendo ella 
acordada sólo contra el extranjero no domiciliado en el territorio 
de la República; 

Que la de defecto legal tampoco procede, pues la demanda 
llena los requisitos exigidos por la ley, y el documento acompa- 
ñado no hace al fondo de la cuestión, sino que es meramente in- 
formativo á los efectos de justificar el fuero, documento que ya 
no tiene importancia desde que está acreditada la nacionalidad 
de su representado. 

Llamado autos, el actor se presentó manifestando que retira 
el poder conferido á Sandes, y que con ello y el domicilio que ha 
constituido viene á quedar sin efecto la excepción de arraigo 
opuesta. 

El Juzgado mandó tener presente esta manifestación y dictó 
después el siguiente auto: 



Fallo del Jliieas Federal 

Buenos Aires, Enero 18 de 1893. 

Vistos para resolver sóbrelas excepciones de arraigo del jui- 
cio y defecto legal en el modo de proponer la demanda, deduci- 
das en el escrito de foja 11 . 

Y considerando: 1^ Que el arraigo del juicio, como excepción 
dilatoria, se da contra el extranjero no domiciliado, según ex- 
presamente lo determina el artículo 74 de la ley nacional de 
Procedimientos. 

2® Que por tal se entiende, no aquel que no tiene domicilio 
en el lugar del juicio, sino el que no lo tiene en parte alguna 
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del territorio de la República, porque sólo en este cado podría 
ser ilnsoria la condenación en un litigio temerario por falta de 
domiciliacioD, pues al domiciliado en cualquiera parte de la Re- 
pública le alcanza la jurisdicción de sus magistrados. 

3^ Que el mismo antecedente y fundamento en que el deman- 
dado apoya dicha excepción, demuestra que el actor tiene su do- 
micilio en el pueblo de Barracas al Sud, donde ejerce su arte 6 
industria, teniendo también constituido en esta capital para los 
efectos del juicio. 

4° Que la excepción de defecto legal^ derivada de la falta de 
traducción del documento de foja 3, es ilegal é impertinente; lo 
I"", porque no figura entre los requisitos que debe contener la 
demanda, según el artículo 57 de la ley antes citada, ni si- 
quiera se refiere el documento aludido, al fondo de la cuestión ; 
y lo 2®, porque la calidad de extranjero del actor, no desconoci- 
da por el demandado, está comprobada por la afirmación jurada 
de dos testigos. 

Por estos fundamentos y concordantes del escrito de foja 14, 
fallo no haciendo lugar, con costas, á las referidas excepciones y 
contéstese el traslado de la demanda en el término de ley. Re- 
pónganse los sellos. 

Virgilio ,M. Tedin. 



Wmiím de la 009refliA €«rie 



Buenos Aires, Mayo Ti de 1893, 

Vistos: Por sus fundamentos, se confirma con costa? el auto 
apelado de foja Tcintíocho, Repuestos los sellos, devoélranse. 

BEÜJAIII5 PAZ. — MJiS V. VÁRELA. 
—ABEL BAZAÜ.'- OCTAVIO Bl'5' 
CE. — iCA5 E. T0IIBE9IT. 
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CAUSA (JXXXIX 



El Doctor ü. Félix Garzón; sobre autmticacion de un exhorto 



Sumario, — Los exhortos ó comunicaciones directas de las 
autoridades judiciales de una Provincia con otra, no necesitan, 
para ser evacuadas, la autenticación de que trata la ley de 26 
Agosto de 1863. 



Caso. — El Dr. Garzón ocurrió ante el Superior Tribunal de 
Córdoba exponiendo : que como representante de los señores 
Eduardo y Benito Passo y Luis Dugrós, seguía un juicio de 
mensura ante el Juez de primera instancia y primera nomina- 
ción en lo civil, de un campo situado en el departamento Mar- 
cos Juárez, en el cual solicitó la notificación de interesados que 
viven en la Capital de la República, por medio del exhorto que 
presentaba, el cual no había sido diligenciado por no estar debi- 
damente autenticado, según la ley de 26 de Agosto de 1863. 

Que por esto, pedía que dicho exhorto fuera autenticado por 
el señor Presidente del Tribunal, conforme al artículo 2^ de la 
ley citada. 
El exhorto presentado por el señor Garzón, tiene al margen 



DE JUSTICIA NACIONAL i 89 

un sello de tinta del Juzgado de primera instancia y primera 
nominación, y está concebido en los siguientes términos. 



Córdoba, Setiembre 22 de 1892. 

Qttintiliano Tizeira, Juez de primera Instancia y primera 
nominación en lo Civil de la ProTincia de Córdoba, al de 
igual clase de turno en la Capital de la República: Exhorta y 
hace saber : 

'Que por la Secretaría de su Juzgado á cargo del señor Cus- 
todio Bustos, se tramitan los autos de mensura, deslinde y amo- 
jonamiento de unos campos de propiedad de los señores Eduar- 
do y Benito Passo y Luis Dugrós, ubicados en la pedanía Cruz 
Alta, departamento Marcos Juárez, y habiéndose practicado 
dichas operaciones, el representante de dichos señores, D. Fé- 
lix T. Garzón, ha solicitado se libre á Y. S. el presente exhor- 
to, al objeto de que se sirva ordenar la citación al comparen- 
do á estar á derecho y bajo los apercibimientos legales de los 
señores Alfredo de Arteaga y Juan Laborde, domiciliados en 
esa Capital, calle Tucaman231 el primero, y Cuyo 1150 el se- 
gundo, pudiendo evitarse ese comparendo, si estuvieran confor- 
mes con las operaciones enunciadas, lo cual podrán expresar en 
diligencia. 

En tal virtud y habiéndose proveído de conformidad, en tér- 
mino de diez días desde la notificación, ruego y exhorto á Y. S. 
se sirva ordenar el cumplimiento de las diligencias apuntadas, 
qnedando obligado á la reciprocidad en casos análogos. 
Dios guarde á Y. S. 

Q. Tizeira. 

Isaías Bustos Tiera. 
Secretario. 



[ 
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Al pié del exhortóse encuentra un auto del Juez de primera 
Instancia en esta Capital Dr.Pizarro, confiriendo vista al Agen- 
te Fiscal. 

Junto con este exhorto, presentó el Dr. Garzón en copia sim- 
ple, una vista del Agente Fiscal en esta Capital en que sostiene 
la necesidad déla autenticación; y un auto del Juez Dr. Fizarro 
de fecha 7 de Noviembre de 1892, en que manda entregar á la 
parte el exhorto, para que sea presentado nuevamente con la le- 
galización correspondiente. 

El Superior Tribunal confirió vista al señor Fiscal, quien se 
expidió exponiendo: que el Tribunal en repetidos fallos, se'ha 
negado á practicar la autenticación que se pretende, fundado en 
diversos fallos de la. Suprema Corte^ en que ésta ha declarado, 
«que las comunicaciones entre Jueces de distintas provincias, 
encargándose el desempeño de diligencias relativas á asuntos de 
que conocen, no necesitan autenticarse, pues los procedimien- 
tos provinciales á que se refiere el artículo 24 de la ley nacional 
de 26 de Agosto de 1863, son los que, hallándose producidos en 
una provincia^ se quiere hacer valer en otras como comproban- 
tes ó como título de algún derecho». 



AUTO DEL TRIBUNAL SUPERIOR 



Córdoba, Febrero 7 de 1893. 



Téngase por resolución la precedente vista fiscal. 



Vázquez de Novoa. 



\ 
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El Dr. Garzón apeló para ante la Suprema Corte, y oonferida 
naeTamente vista al Fiscal, éste expuso: 

Que para que la apelación proceda, debe encontrarse compren- 
dida en el artículo 14 de la ley de 14 de Setiembre de 1863, y 
el acuerdo del Tribunal negándose á autenticar el exhorto, no 
Tiola ley alguna nacional ni disposición alguna de la Consti- 
tución. 

Que la ley de 26 de Agosto del 63, establece la forma que los 
documentos públicos, deben revistir para ser tenidos por autén- 
ticos, y esta ley noba sido desconocida, ni aún interpretada por 
el tribunal. £1 que ha interpretado la ley citada, es el Juez 
qne se negó á aceptar el exhorto y de su resolución correspondía 
apelar para obtener la declaración de la Suprema Corte, que 
ahora se persigue. 

Que con el procedimiento que se ha seguido, se quiere some- 
ter á la revisión de la Suprema Corte, resoluciones 6 acuerdos 
en casos en que el Superior Tribunal ha procedido en su carác- 
ter meramente administrativo. 

Que por estos motivos, es improcedente el recurso inter- 
puesto. 

El Tribunal Superior concedió el recurso en relación. 



VISTA DEL SE5I0R PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Marzo 18 de 1893. 
Suprema Corte: 

£1 auto déla Camarade Justicia de la Provincia de Córdoba, 
Que concede apelación para ante T. E., me parece arreglado. 
Se trata de la interpretación de una ley del Congreso, que es 
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ley nacional, y de un recurso instaurado contra la decisión en 
última instancia de un Tribunal de Provincia, declarando su 
inaplicabilidad: procede entonces la jurisdicción de Y. E., con 
sujeción al artículo i4dela ley de 14 de Setiembre de 1863. 

En cuanto á la decisión apelada, me parece justa. 

El artículo ^'^ de la ley de 28 de Agosto de 1863, declara 
efectivamente obligatoria la autenticación de los autos, proce- 
dimientos judiciales, sentencias y testimonios de cualesquiera 
de ellos, Pero V. E., interpretando esa disposición, con sujeción 
á su texto y espíritu, ha reconocido, en la causa registrada en 
la serie 1^, tomo 1^, página 385, que los instrumentos á que se 
refiere el artículo de la ley citada, no comprende las comunica- 
ciones entre Jueces de distintas provincias, de cuyo género son 
los exhortes ú oficios que se dirigen, encargándose el desempe- 
ño de diligencias relativas á los asuntos de que conocen, y que 
estos no necesitan de más formalidad para ser tenidos por au- 
ténticos, que la suscricion del exhortante y la atestación del 
Escribano con quien actúa; ni ha sido costumbre revestirlos de 
otras solemnidades. 

En mérito de esta declaración, opino que la resolución recu- 
rrida no es revocable. 

Sabiniano Kier. 



Fallo de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Mayo 27 de 1893. 



Vistos: No siendo de aplicación las disposiciones de la ley de 
veinte y seis de Agosto de mil ochocientos sesenta y tres, á las 
comunicaciones directas de las autoridades judiciales de una Pro- 
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yincia con otra, según así resalta de su texto, y lo tiene resuel- 
to esta Suprema Corte en el caso que se registra en el tomo pri- 
mero página trescientos ochenta y cinco de sus fallos^ y en el 
resuelto con fecha cuatro de Agosto de mil ochocientos noventa y 

uno, se confirma con costas el auto apelado del Superior Tribu- 
nal de Justicia de la Froyincia de Córdoba, corriente á foja once 
Tacita, y repuestos los sellos, devuélvanse. 



benjamín paz. — LUIS V. VARE- 
LA.— ABEL BAZAN. — OCTAVIO 
BUNGE. — JUAN E. TORRENT. 



CAUSA CXI. 



Los herederos de Don Luis Obligado, contra Don Enrique 

Barros; sobre amparo de posesión 



Sumario. — La posesión mandada dar por el interdicto de ad- 
quirir, importa turbación contra el poseedor cuya existencia se 

T. II 13 
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ocultó, 7 da derecho para deducir el interdicto de amparo, 6 res- 
titución en su caso. 



Caso. — ^Don Enrique Barros, autorizado por decreto del Poder 
Ejecutivo Nacional, entabló en nombre del Fisco de la Nación, 
interdicto de adquirir la posesión de un terreno sito en el Paseo 
Colon entre Comercio y San Juan, con frente á las tres calles, 
cuyo terreno dejó de ser del Estado según el título que acompa- 
ñó, y no hallarse actualmente poseído por persona alguna. 

Llamadas las partes á comparendo, Don Enrique Barros ex- 
puso que no tiene conocimiento, de quienes eran las personas 
que se consideraran con derecho al bien que pretendía reirindi- 
car á nombre del Fisco Nacional, y pidió se hiciera la citación 
por edictos. 

El Juez la ordenó, extendiéndola á 30 días, de acuerdo al ar- 
tículo 331 de la ley de Procedimientos. 

Publicados los edictos, con el certificado del actuario de no 
haber comparecido persona alguna el Jaez dictó el siguiente 



AUTO 



Buenos Aires, Mayo 19 de 1889. 

Y vistos : Resultando del certificado del actuario que durante 
la publicación de los edictos ordenados no ha comparecido nadie 
que se considere con derecho á la posesión del terreno situado 
en el Paseo de Colon, entre las calles de Comercio y San Juan, 
cuya extensión se compone de ciento treinta y una varas de 
jrente por treinta y cinco de fondo, según consta de los docu- 
mentos presentados, y de acuerdo con lo dispuesto en el artícu- 
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lo 331 déla Ley Nacional de Procedimientos, póngase en pose- 
sión al demandante con las formalidades de derecho, y fecho ar- 
chívese este expediente. 

Virgilio M. Tedín. 



En 28 de Mayo de 1889 se dio posesiona Don Enriqne Barros^ 
representante del Excelentísimo Gobierno Nacional. 

En 27 de Enero de 1890 los herederos de Don Lnis Obligado 
se presentaron al Juez Federal exponiendo : Que habían tenido 
noticia de lo anterior con motivo de haber sabido qne Barros 
gestionaba ante el Gobierno la compensación correspondiente de 
200.000 pesos; 

Qne ellos se presentaron al Gobierno manifestando que el Go- 
bierno de Buenos Aires, adqnirente del terreno en 1831 , lo ha- 
bía enajenado á favor del Dr. D. Eduardo Lahitte en 31 de Di- 
ciembre de 1840, quien lo vendió en 31 de Agosto do 1848 á don 
Adolfo Aldao, del cual lo hubo Don Luis Obligado por compra 
el 29 de Diciembre de 1850, segnida de posesión en la que sus 
herederos se hallaban todavía; 

Que en 1885 el Gobierno Nacional mandó expropiar ese ter- 
reno de acuerdo con la ley de Octubre de 1884, número 1554, y 
de 13 de Setiembre de 1886, habiéndose promovido contra ellos 
por el doctor Matienzo, asesor del Departamento de Ingenieros 
autorizado competentemente, el juicio de expropiación ante el 
Juez Federal Dr. Ugarriza, que todavía se halla pendiente, y 
demuestra su posesión actual ; 

Y que Barros, para obtener la posesión había hecho uso de 
procedimientos incorrectos, manifestando que nadie lo poseía; 

Que el Poder Ejecutivo suspendió los efectos legales de la 
posesión, y dispuso que los antecedentes pasaran al Procurador 
Fiscal para que dedujera las acciones correspondientes; 
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Que en este estado de la cuestión, se presentaban al Juzgado 
deduciendo el interdicto de amparo; 

Obseryaron que el título producido por Barros para obtener 
la posesión no era hábil, porque la compra de 1831 al señor 
Fair importaba para el Estado de Buenos Aires, una adquisi- 
ción de bienes pertenecientes á su dominio priyado, que no pu- 
dieron pasar á ser propiedad de la Nación en virtud de la ley 
de Federalizacion déla Capital de 21 de Setiembre de 1880^ en 
el supuesto de que el terreno hubiera quedado siendo déla pro- 
vincia de Buenos Aires; 

' Que esta había perdido su dominio sea por la enajenación he- 
cha al Dr. Lahitte en 1840, sea por la posesión de más de 40 
años en que habían estado los sucesores del señor Lahitte desde 
que éste lo enajenó en 1848; 

Que Barros había procedido clandestinamente y ocultado la 
verdad al aseverar que nadie poseía el terreno; 

Que por todo esto el procedimiento seguido en la gestión de 
Barros era nulo, y la causa debía ser repuesta al estado de de- 
manda; 

Que independientemente de esta nulidad, procedía también, 
con arreglo al artículo 328, ley de Procedimientos, y á los he- 
chos expuestos, el interdicto de amparo de la posesión que de- 
ducían áfin de obtener la reparación del agravio. 



Fallo del Jueas Federal 



Buenos Aires, Mayo 13 de 1891. 



Vistos: resultando: 1^ Que el presente expediente fué iniciado 
por D. Enrique Barros titulándose representante especial del 
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Fisco de la Nación, en virtud de la autorización conferida porel 
Poder Ejecutivo á que so refiere el certificado de foja 48, enta- 
blando ante la justicia nacional el interdicto de adquirir la 
posesión de un terreno que decía ser fiscal (escrito de foja 29) y 
qutí no se hallaba actualmente poseído por nadie (escrito de fo- 
ja 24, de fecha 7 de Noviembre de 1888). 

2® Que substanciado el interdicto en la forma que prescribe 
el artículo 331 de la ley nacional de Procedimientos para el ca- 
so en que se presentase título suficiente y los bienes no estuvie- 
ren detentados por alguien, previos los trámites del caso, se man- 
dó por el auto de foja 45 dar la posesión á Barros, á nombre del 
FiscOy lo que efectuó el oficial de Justicia de este Juzgado se- 
gún consta en la diligencia corriente á foja 46. 

3° Que con este motivo los herederos de Don Luis Obligado 
han ocurrido al Juzgado denunciando los procedimientos clan- 
destinos empleados por Barros para llegar á ese resultado, esta- 
bleciendo su posesión sobre el mismo terreno uo solamente á la 
época que aquél 60 presentó iniciando el interdicto de adquirir, 
sino desde mucho antes; y aun después del juicio, y reclaman- 
do, por lo tanto, el amparo de la Justicia contra ese acto de pose- 
sión mandada dar á Barros, que constituye una turbación de la 
que pacíficamente ejercían desde la fecha de sus títulos. 

Y considerando:!^ Que la base del procedimiento observado 
en ese juicio ha sido la manifestación esplíci ta hecha por Barros, 
á nombre del Fisco Nacional, á quien representaba^ en los escri- 
tos de fojas 24 y 26, de que el terreno no se encontraba en po- 
sesión de persona alguna y en ese concepto le ha sido dada la 
posesión segó n lo revela la diligencia de foja 46, suscrita única^ 
mente por el expresado Barros y los f ancionarios encargados de 
administrarla. 

2* Qae por consiguiente no puede invocarse dicha resolución 
como cosa juzgada contraía sucesión de Don Luis Obligado, que 
no ha sido parte en ese juicio, ni desconocerle la personería pa- 
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ra deducir cualquier acción ó recurso contra tales procedimien- 
tos^ desde el momento que ella los considera agraviantes á su 
derecho, y constituyendo una verdadera turbación de la posesión 
que actualmeate ejerce sobre el terreno en cuestión, porque al 
dictarse el auto de foja 45 no se ha entendido despojar á posee- 
dores existentes, como tampoco puede eludir la suya, porque la 
posesión le ha sido dada personalmente á él á mérito de sus ges- 
tiones y los efectos del interdicto de amparo propuesto por los 
Obligado, DO pueden ser otros virtualmente que reponer las co- 
«as al estado que tenían antes del juicio promovido por Barros. 

3^ Que del expediente agregado para mejor proveer bajo la 
carátula Martínez el Dr. . . . etc., contra doña María O. de Obli- 
gado y otros sobre expropiación, resulta justificada por instru- 
mento fehaciente que Don Luis Obligado adquirió el terreno re- 
ferido por compra efectuada enl859á Don Antonio Aldao, quien 
á su vez lo había adquirido por igual título del Dr. Don Eduar- 
do Lahitte el año 1848, cuyas escrituras que son, como se ve, de 
fecha muy posterior al título á favor del Estado de Buenos 
Aires presentado por Barros, crean á favor de quien están otor- 
gadas la presunción legal de haber tomado entonces y continuado 
la posesión, mientras no se pruebe lo contrario, como lo ha re- 
suelto la Corte Suprema en la causa 110, tomo 2^, 2* serie de 
sus fallos; tomo 7, página 374; artículo 2387 del Código Civil ; 
porque, como lodice el artículo 2445 del mismo Código, la pose- 
sión se retiene y conserva por la sola voluntad de continuar en 
ella, aunque el poseedor no tenga la cosa por sí ó por otro, pues 
la voluntad de conservar la posesión se juzga que continúa mien- 
tras no se haya manifestado una voluntad contraria. 

4'' Que del mismo expediente resulta plenamente justificado 
que el Poder Ejecutivo Nacional á cuyo nombre procedió Bar- 
ros en el interdicto de adquirir, tío solamente tenía conocimien- 
to de que el terreno se hallaba poseído por otros, sino que co- 
nocía quienes eran los poseedores, iniciando contra ellos el jui- 
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CÍO de expropiación promovido por el Dr. Matienzo, siendo bas- 
tante esta circunstancia para jastificar la posesión de los Obli- 
gado con'respectoáél, prescindiendo de los demás hechos ale- 
gados por su representante en el juicio verbal y en el escrito de 
foja 51 7 no contradichos por Barros. 

5^ Que la posesión mandada dar aunque lo sea por autoridad 
judicial^ sin audiencia ni citación de las personas reconocidas 
como poseedores por la misma parte á cujo nombre se solicitó y 
obtuvo, constituye evidentemente un acto de turbación de esa 
posesión, que justifica y legitima el interdicto deducido como el 
remedio más justo y eficaz para paralizar ó destruir los efectos 
de un procedimiento vicioso y nulo, en confarmidad al artículo 
2495 y 2496 del Código CiviL 

Por estos fundamentos, fallo: mandando amparar en la po- 
sesión del terreno cuestionado álos herederos de Don Luis Obli- 
gado, representados por Don Ismael Gómez y restituirselasi de 
hecho les hubiera sido quitada, declarándose á cargo de Barros 
las costas causadas sin perjuicio de las demás acciones que pue- 
da competir á cada parte. Notifíquese con el original. 

Virgilio M. Tedin . 



Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Mayo 27 de 1893. 

Vistos : Por sus fundamentos, se confirma con costas la sen- 
tencia apelada de foja noventa y siete ; y repuestos los sellos, 
devuélvanse. 

BENJABUN PAZ. — LUIS V. VÁRELA. 
— ABEL BAZAN.— OCTAVIO BUW- 
GB. — JUAN E. TORREUT. 
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CAVILA ex 1.1 



Los Doctores Susini y Pinero; sobre honorarios médicos 



Sumario. — Los honorarios médicos en asuntos sujetos al co- 
nocimiento de los Tribunales deben ser estimados por estos, y 
no por el Departamento Nacional de Higiene. 



Caso. — Lo indica la siguiente 



PETICIÓN 



La Plata, Agosto 13 de 1893. 
Señor Juez Federal : 

Los Doctores Telémaco Susini y Juan D. Pinero, á V. S. ex- 
ponemos: 

Que el Juzgado nos es deudor de los honorarios siguientes : 
Tres autopsias practicadas en los cadáveres de Alejandro Agui- 
rre, Bamona Cornejo y Juan Bernaola, habiendo hecho dos vía- 
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jes á nuestra costa, á las Islas del Paraná, frente á San Nicolás, 
7 de los informes médico- legal es respectivos. 

Apreciamos nuestros honorarios en doce mil pesos moneda 
nacional, seis mil pesos cada uno de nosotros, los que pedimos 
áY. S. nos mande abonar por quien corresponda. 

Saludamos atentamente al señor Juez. 

Telémaco Susini.—Juan D. Pinero. 



Auto del JíueiE Federal 



La Plata, Setiembre 13 de 1892. 

Remítanselos antecedentes al Departamento Nacional de Hi- 
giene para que se practique la correspondiente estimación de los 
honorarios reclamados. 

A ur recoce hea. 



INFORME DEL DEPARTAMENTO NACIONAL DE HIGIENE 



Buenos Aires, Setiembre 30 de 1892. 

Señor Juez: 

El Consejo, en su sesión de ayer, se ha ocupado del expe- 
diente sobre regulación de honorarios de los Doctores JuanD. Pi- 
nero j Telémaco Susini mandado por Y. S. j me ha encargado 
poner en su conocimiento que de acuerdo con las prácticas es- 
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tabiccidas, estima perfectamente equitativa la suma de 6000 
pesos moneda nacional para cada uno^ cobrada por los citados 
Doctores por los dos informes médico-legales j autopsias res- 
pectivas practicadas fuera de la Capital. 
Dios guarde á V. S. 

J. M. Ramos Mejia, 
H. Madero, 



VISTA FISCAL 



La Plata, Octubre 8 de 189Í. 
Señor Juez: 

Estimo en estremo exagerada la regulación practicada por el 
Consejo Nacional de Higiene, de los honorarios devengados por 
los Doctores Juan D. Pinero y Telémaco Susini por las inter- 
vención facultativa que Y. S. les confirió en esta causa, y en 
ejercicio de los deberes de mi cargo me opongo á que V. S. les 
mande abonar en la proporción en que han sido apreciados. 

Si en cada caso se han de pasar cuentas de esa importancia 
las rentas de la Nación no alcanzarán para pagarlas. Este pro- 
ceso se instruye de oficio y es el Fisco que paga el trabajo pe- 
ricial. 

Además^ no está concluida la causa, y puede muy bienaconte- 
cerque sea necesario ampliar esos informes loque daría dei echo 
á cobrar nuevos honorarios, con daño siempre de los intereses 
del Fisco, que os el que paga. 

Bnego á y. S. que tenga á bien meditar á los extremos que 
nos conducirán estas cuentas verdaderamente monstruosas. En 
otra oportunidad hice presente estas mismas consideraciones. 
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Si Y. S. no modificara la resolacion del Departamento Na- 
cional de Higiene ai me acordara el recurso de apelación qae de- 
duzco en tiempo, me veré en el caso de ocurrir directamente 
ante el Superior, á que me obliga la delicadeza del puesto que 
ocupo. 

Sírvase Y. S. resolver este escrito concediéndome la apela- 
ción deducida y en consecuencia mandar llevar estos anteceden- 
tes con la causa á la Suprema Corte de Justicia. 

G. G. Vieyra. 



WwMm «el Jues Federal 



La Plato, Enero 21 de 18^. 

Yistos j considerando: I"* Que en el sub-judice se trata de 
la apreciación 6 justiprecio de trabajos profesionales, en que 
el magistrado no es precisamente perito, por razón de la ma- 
teria, pues ella versa sobre trabajos médico-legales. 

2^ Que la lejdel Congreso, al crear el Departamento Nacional 
de Higiene j dejar al Jaez de la cansa la consulta 6 asesora- 
miento para el caso de regulaciones en materia médica, ha que- 
rido sin dada llenar la deficiencia que entraña la lej arance- 
laria de 26 de Agosto de 1863, pues es de notar que en ninguno 
de sus arfcíealoSy ni aun en el segando s^ encuentra comprc'n- 
dido el caso. 

3" Que siendo esto así y encontrando el Juzgado una ley na- 
cional qne calla el caso, j otra posterior qu*í lo determina es- 
pecialmente, eomo lo es la citada de creación del Departamen- 
to Xacional de Higiene, es oblíga;ion sa aeatamiento %¡a te- 
ner en cuenta absolntaaent^ la ímpvrtancla del asunto. 
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4^ Qae en cuanto al Tribanal competente para conocer del 
sub-judicetenienáo presente lo declarado por la Excma. Suprema 
Corte, en su fallo serie 2*, tomo 4^, página 350, y serie 2', tomo 
i"^, página 407, lo es este Tribunal, tanto por ser el de honora- 
rios un incidente del juicio en que se devengara, cuanto porque 
se trata de maestros peritos en ciencia y de ello no se ocupa el 
artículo 2° y menos el de la ley arancelaria citada en su frase 
y además de ser regulados por el Juez, como lo consigna el 
último fallo citado. 

5° Que si se entra á considerar las observaciones del Procu- 
rador Fiscal en las observaciones que anteceden ellas no existen, 
ni pueden ser consideradas por este Tribunal^ desde que se ba- 
san meramente en el hecho de una oposición, sin otro funda- 
mento de que ello es enorme y á los extremos que nos llevarían 
las cuentas monstruosas. 

6"^ Que en la dicha oposición, no se ha indicado razón jurídica 
alguna que demuestra tal afirmación; ni siquiera que la exhu- 
mación y necropsias practicadas no han sido importantes, ni la 
tarea que han tenido responde á su propia importancia; ni aun 
que el informe y estudio científico practicado y presentado en 
autos, tiene menos importancia, ni que merezca la desaproba- 
ción del Juzgado en su aplicación científica. 

Por esto, fallo : declarando que corresponde á este Tribunal 
conocer en este juicio de honorarios y en última instancia: co- 
mo asimismo teniendo presente que han sido los trabajos cien- 
tíficos practicados por los Doctores Susini y Pinero, ya apre- 
ciados por el Departamento Nacional de Higiene, Tribunal 
competente para su apreciación, y no encontrando causa justi- 
tificadaque modifique esa opinión ni los fundamentos que han 
servido para su apreciación y se encuentran consignados en la no- 
ta de fecha 30 de Setiembre de i 892, este Jazgado los confirma. 

Mariano S, de Aurrecoechea. 
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VISTA DEL SE^B PROCÜHADOR GEÜEIUL 



Baenos Aires, Maro 4 de 1893. 
Suprema Corle: 

Lott f andamentos del auto recorrido, me parecen legales j no 
encuentro en las leyes de procedimientos, disposición que auto- 
rice su roYocacioD . 

Pero las obseryaciones del Procurador Fiscal me parecen 
también atendibles, y su celo muy laudable en el concepto de 
evitar erogaciones tan crecidas del Erario, como los qae exigen 
las regulaciones de honorarios aceptadas. 

Puesto que los honorarios médicos resaltan tan elevados, ha- 
bría conveniencia pública en evitar en lo posible las autopsias, 
limitando el mandato de ejecutarlas al caso estrictamente nece- 
sario de ser indispensable para deducir la existencia de un de- 
lito. Aunen ese caso, á que se refiere el artículo 222 del Có- 
digo de Procedimientos en lo Criminal, debería solicitarse el 
médico de los Tribunales, si lo hubiese, ó requerirse por inter- 
medio del Poder Ejecutivo la asistenciadel Departamento de Hi- 
giene. 

Pido á y. E. que al confirmar el auto de foja 9, se sirva re- 
comendar toda la economía en materia de honorarios, que fue- 
re conciliable con las exigencias de la administración de justi- 
cia. 

Sabiniano Kier. 
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Fallo die la fluprema Corte 



Buenos Aires, Mayo TI de 1893. 

Vistos y coQsiderando: Que cualesquiera que sean las atri- 
buciones que las leyes orgánicas y los reglamentos confieran al 
Departamento Nacional de Higiene, relativamente á la apre- 
ciación de honorarios médicos, dicho Departamento no tiene 
sino la misión de dictaminar, tratándose de asuntos sujetos al 
conocimiento de los Tribunales. 

Que esta Suprema Corte reputa equitativa la suma de cua- 
tro mil pesos moneda nacional para remunerar los trabajos de 
cada uno de los médicos de cuyos honorarios se trata en este 
incidente. 

Por esto: se confirma el auto de foja ocho, modificándose en 
cuanto á la apreciación de los honorarios de los Doctores Susini 
y Pinero, los cuales se fijan en cuatro mil pesos para cada uno, 
Repónganse los sellos y devuélvanse. 



BENJAMÍN PAZ.— LUIS V. VÁRELA.— 
ABEL BAZAN. — OCTAVIO BUNGE. 
—JUAN E. TORRENT. 
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CAUSA CXIilI 



* 

D. Francisco Ferrari ñoco contra I). José L, Cdceres; sobre 

cobro ejecutivo de pesos 



Sumario. — El pagaré no protestado en persona, y el reoono- 
' cimiento de firma declarado por el Jaez, por no haber compare- 
cido el deador, citado por edictos, no constituye título eje- 

CUtÍYO . 



Caso. — El actor se presentó al Juzgado exponiendo : 

Que D. José L. Cáceres le es deador de la cantidad de tren 
mil pesos moneda nacional proveniente de an pagaré á la orden, 
protestado á sa yencimiento por falta de pago; 

Que con el fin de prepararla vía ejecutiva, pide se cite al dea- 
dor para qae reconozca su firma que aparece en aqael docamen- 
to, é ignorando sa domicilio, solicita que la citación se baga por 
edictos. 

Acreditado el fuero federal por la diversa nacionalidad délas 
partes, el Juzgado ordenó la citación por edictos solicitada, la 
qae se verificó ( diarios de fojas 7 y 8 )• 

A petición del actor y en rebeldía del demandado^ el Jaez 
dio por reconocido el documento acompañado. 
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En esta virtud, el mismo actor solicitó auto de solvendo, el 
que se decretó, debiendo notificársele por edictos, citándosele 
también por edictos para que comparezca á tomar intervención 
en el juicio, bajo apercibimiento de nombrársele defensor. 

Vencido el término délos edictos (certificados de fojas 18 y 
230), elJuzgado, haciendo efectivo el apercibimiento decreta- 
do, nombró defensor del ejecutado, al Dr. Manuel Moyano. 

A este se le hizo saber el auto de solvendo, vencido el cual se 
trabó embargo en un buque perteneciente al deudor, y en se- 
guida se citó de remate. 

El defensor Dr. Moyano opuso la excepción de inhabilidad, 
fundado en que la firma del documento no ha sido ni podido ser 
reconocida, desde que ignorándose su domicilio, no se le ha no- 
tificado la providencia que ordenaba el reconocimiento. 

Que por otra parte, los incisos 4"" y b"" del artículo 249 de la 
ley de Procedimientos, exige que el reconocimiento se haga ante 
el Juez, lo que no «e ha verificado, siendo en consecuencia, in- 
hábil el título conque se ejecuta. 

El actor, evacuando el traslado conferido, pidió el rechazo 
con costas de la excepción opuesta. 

Dijo: Que no habiendo podido protestarse personalmente el 
pagaré, pidió el reconocimiento, de acuerdo con el artículo 249, 
inciso 5^ de la ley de Procedimientos; y que no habiendo el se- 
ñor Cáceres comparecido á la citación que se le hizo, se dio por 
reconocida su firma, proceder correcto y arreglado alas disposi- 
ciones legales, pues de lo contrario el deudor tendría en sus 
manos los medios de hacer ilusorios los derechos de su acreedor. 
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Fallo del Ju^z Federal 



La Plata, Abril n de 1892. 

Vistos: Considerando: I'' Que la excepción de inhabili- 
dad del título, se funda en que el documento con que se deduce 
la acción, no ha sido reconocido personalmente por el ejecu- 
tado. 

2® Que el procedimiento que se ha seguido, está autorizado 
pbr la ley y produce los mismos efectos que si el juicio se hubie- 
ra seguido con la audiencia personal del ejecutado. 

Por esto, fallo : no haciendo lugar á la excepción de inhabili- 
dad opuesta y en su consecuencia, sentencio esta causa de tran- 
ce y remate, mancando llevar la ejecución adelante hasta ha- 
cerse efectivo pago al acreedor ejecutante con el producto del 
embargo, del capital, intereses y costas. Repóngase esta foja sin 
más trámite. 

Mariano S. de Aurrecoechea , 



Fallo de la fluprcma Carie 

Buenos Aires» Mayo 30 de 1893. 

Vistos y considerando : Primero. Que el pagaré comercial, 
en cuyo mérito se ha promovido el presente juicio, es un docu- 
mento privado. 

Segundo. Que según lo expresa el actor en su escrito de foja 
dos, el protesto por falta de pago no ha sido personalmente noti- 

T. II II 
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ficado al ejecutado, de manera que aún presentada la respectiva 
escritura, 16 que no se ha hecho, la ejecución ha debido tener 
por fundamento el reconocimiento judicial de la firma del de- 
mandado, con arreglo al artículo seiscientos setenta y cinco del 
Código de Comercio, combinado con el setecientos cuarenta y 
uno del mismo Código, y conforme también con lo dispuesto en 
el inciso quinto, artículo doscientos cuarenta y nueve de la ley 
de Procedimientos. 

Tercero, Que solicitado ese reconocimiento para preparar la 
vía ejecutiva, tampoco se ha citado en persona al ejecutado al 
objeto. i 

Cuarto. Que la citación por edictos en los casos y para los fi- 
nes que ella procede, sólo autoriza, sucediendo la incompare- 
cencia, para el nombramiento de defensor, y no para la declara- 
ción de rebeldía del citado, como en el juicio ejecutivo lo pres- 
cribe el artículo doscientos cincuenta y tres de la ley de Proce- 
dimientos. 

Quinto. Que la confesión tácita resultante del silencio opuesto 
á un acto ó interrogación, supone que quien está en el deber de 
contestar, tiene conocimiento del acto ó interrogación (artículo 
novecientos diez y nueve del Código Civil), lo que no puede dar- 
se por averiguado, cuando no ha mediado sino la citación por 
edictos. 

Sexto. Que en mérito de las precedentes consideraciones, es 
de concluir que el instrumento con que se ha deducido la acción 
es inhábil, para basar en él un procedimiento ejecutivo. 

Por estos fundamentos, se revoca la sentencia apelada de foja 
cuarenta y cuatro vuelta, declarándose no haber lugar á la eje- 
cución, con costas. Repuestos los sellos, devuélvanse. 

benjamín PAZ. — LUIS V. VÁRELA. 
— ABEL BAZAN. — OCTAVIO BUN- 
GE. — JUAN E. TORRENT. 
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rAlJSA C.¥jr4lII 



Criminal contra el Capitán Don José Ferna7idez Castro^ por 
muerte y heridas inferidas d personas que se hallaban bajo 
su custodia; sobre competencia. 



Sumario, — Los delitos de muerte j heridas inferidas por or- 
den de un oficial, al mando de tropas de línea de la Nación^ & 
presos que estaban bajo su custodia, son delitos del fuero mili- 
tar, y su juzgamiento corresponde á los Tribunales Militares. 



Caso. — Lo indica el siguiente 



DICTAMEN FISCAL 



Señor Juez del Crimen : 

El Procurador Fiscal, en el juicio por homicidio y lesiones 
corporales, seguido á Don José Fernandez Castro, contestando 
el traslado conferido á Y. S. expone: i"* Los hechos que han 
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motivado este proceso, tomados segan los más graves cargos 
que el sumario contiene, son los siguientes: Habiendo escalado 
¡amuralla de la Cárcel los presos Julio Vera y Juan B. Cárde- 
nas, con el propósito de fugarse, la noche del diecinueve de Oc- 
tubre de mil ochocientos ochenta j tres, fueron sorprendidos, 
se hizo fuego sobre ellos y se consiguió reducirlos, no sin acom- 
pañar esta operación de detalles de crueldad que por ser menos 
graves, y en obsequio á la brevedad, omito referir. A conse- 
cuencia de lus heridas referidas, el preso Juan José Cárdenas 
había quedado tendido en tierra, imposibilitado de moverse. 
Fué conducido en una tabla por cuatro soldados al primer patio 
de la Penitenciaría, y allí tendido de espaldas sobre la misma 
tabla, y mientras imploraba los auxilios de la religión y pedía 
le salvaran la vida, el Oficial de Guardia, Capitán Castro, orde- 
nó á un soldado dar al preso un balazo en la frente, hecho que 
se realizó en la forma ordenada, determinando la instantánea 
muerte de Cárdenas. 

Julio Vera, también herido, desarmado, y sin que hiciera re- 
sistencia, fué fusilado en la calle, frente á la puerta de la Cár- 
cel por orden del Oficial de Guardia. El preso Ramón Aguirre, 
que no se había fugado ni intentado hacerlo, fué sacado de la 
celda y herido gravemente con la espada por el mismo Oficial 
Castro. El Juez del Crimen ordenóla detención de Fernandez 
Castro por los delitos de homicidio y lesiones corporales, y pos- 
teriormente encontró mérito para ordenar la prisión definitiva. 

No es este caso de expedirme sobre si el sumario ha compro- 
bado ó no debidamente cada una délas inculpaciones que resul- 
tan contra el procesado; pero, de todos modos, son esos los de- 
litos porque se le procesa y para el juzgamiento de los cuales se 
ha desconocido la competencia de este Juzgado, y es por con- 
siguiente con referencia á ellos, que deberá producirse el fallo 
que decida esta cuestión. 
i° Dice el escrito que contesto, que siendo militar el señor 
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Castro, j habiendo cometido los delitos porque se le procesa, en 
desempeño de una comisión del servicio militar, corresponde su 
juzgamiento á los tribunales de guerra; qae así lo establece la 
ley de cinco de Julio de mil ochocientos veinte y tres, concor- 
dante con el artículosiete de la de competencia de los tribuuales 
federales^ y el titulo siete de las ordenanzas del ejército que es- 
pecífica los delitos de que conoce el consejo de guerra de oficia* 
les generales. Pero ninguna de las leyes invocadas ni otra algu- 
na, dice que para todos los delitos cometidos por militares sur- 
ta el fuero de gnerra; ni que sea misión del servicio militarla 
policía de las Cárceles; ni que éstas sean cuarteles ó campamen- 
tos. El título siete de las ordenanzas no autoriza tampoco en nin- 
guno desús artículos, la formación de consejo de guerra á los 
oficiales, por delitos comunes. 

3^ Abolidos por el artículo dieciseis de la Constitución Na- 
cional los fueros personales, y declarado por el artículo diez 
y ocho que nadie puede ser juzgado por comisiones especiales, 
los fueros privilegiados de guerra y eclesiástico han quedado 
subsistentes en la práctica^ por vía de eicepcion, únicament<^ 
para aquellos delitos que las leyes comunes no han previsto, pa- 
ra los qne no pueden ser cometidos sino por militares 6 ecle* 
siásticos respectivamente. Es bajo estos conceptos que deben 
interpretarse) la ley de h provincia de Buenos Aire8 del año 
veintitrés y el artículo siete dolada mil ochocientos sesenta y 
tres. A ser de otro modo, se haría primar las ordenanzas mili- 
tares sobre la Constitución, el poder militar sobre el civil, fl 
fuero personal sobre el fuero de la causa. 

Es así que la Suprema Corte de Justicia ha establecido como 
fundamento de uno de sos fallos las siguientes consideraciones: 
cQue el artículo dieciseis de la Coostitacíon Nacional, al abolir 
todo fuero persona), ha derogado los privilegios acordados por 
las ordenanzas generales del ejército á los militares que 
forman parte de él y los que posteriormente' le fueron acordadsM 
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por el artículo cuarto de la ley de cinco de Julio de mil ocho- 
cientos veintitrés^ dictada por el Estado de Buenos Aires (en- 
cargado de la dirección general de los intereses de la República) 
en cuanto á ios delitos comunes cometidos en los cuarteles, en 
campaña, ó en actos de servicio, á que ella se refiere; y que no 
hay razón de interés público para que subsistan esos privilegios 
que, además de ser repugnantes al sistema de gobierno republi- 
cano democrático, en virtud del cual todos los habitantes 
sin distinción de clase ni condiciones, son juzgados por unos 
mismos jueces y una misma ley^ la existencia de aquellos no es 
esencial para la conservación de la disciplina, causa principal de 
su creación» (tomo 5"", serie 2', página 453). 

Sostienen esta misma doctrina los doctores José María More- 
no, Juan Carlos Gómez, Manuel Quintana, Domingo Frias y 
general Emilio Mitre, en el notable trabajo que se registra en 
el tomo tercero de las obras del doctor Moreno, de la página dos- 
cientos cincuenta y siete adelante. Las ha sostenido también 
el General Sarmiento en su folleto publicado en Buenos Aires 
en mil ochocientos ochenta y cinco, á propósito de una orden ge- 
neral del señor Ministro de la Guerra. Podemos decir entonces 
con la Constitución, con la jurisprudencia, y con los maestros 
en derecho y en milicia, que el juzgamiento de los delitos co- 
munes cometidos por militares, aunen servicio, corresponde á la 
justicia ordinaria. 

4"" La ley de mil ochocientos veintitrés ha establecido expre- 
samente, como principio genera], que queda sujeto á la juris- 
dicción militar el castigo de los delitos que sólo son tales come- 
tidos por un militar, y agrega en el artículo siguiente: queda 
sujeto á la misma jurisdicción todo delito cometido por los mili- 
tares dentro de los cuarteles, en marcha, en campamiento ó en 
actos de servicio. Con arreglo á las conclusiones antes sentadas, 
no puede caber duda que los delitos que este último artículo 
puede lícitamente comprender, son únicamente aquellos come- 
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tidos con ocasión del servicio, á consecuencia de una función 
militar, y en violación de deberes impuestos por la ordenanza. 
Pero no serán delitos militares los que, aunque cometidos en los 
cuarteles ó durante una comisión del servicio, no conciernan di- 
recta 7 exclusivamente al régimen ó disciplina del ejército; ta- 
les son: la falsificación de un billete de banco, el adulterio, la 
calumnia, el homicidio y todos los demás delitos que el Código 
Penal ha previsto y penado. Aparte de estos, hay otros motivos 
no menos poderosos para que el caso de Fernandez Castro no 
pueda considerarse comprendido en el artículo citado de la ley 
de mil ochocientos veinte y tres. En primer lugar los delitos 
porque se le acusa no han sido cometidos dentro del coartel, ni 
en campamento ni en marcha. 

La Penitenciaría es una institucioneminentemente civil, don- 
de sólo impera la autoridad del Juez del Crimen, al cual deben 
obediencia presos, empleados y guardianes, sean civiles ó mili- 
tares. 

El servicio de la policía carcelaria aunque está desempeña- 
do por tropas de línea, no se rige por las ordenanzas del ejérci- 
to, sino por el Reglamento de la Cárcel y por el mandato del 
Juez. No puede entonces caber duda que no es servicio militar, 
V que, por consiguiente, todas las faltas ó delitos que en el cui- 
dado de los presos puedan cometerse, caen ineludiblemente ba- 
jo la jurisdicción de la autoridad civil á cuyas órdenes se practi- 
ca ese servicio. En segundo lugar: aun suponiendo erradamen- 
te que la cárcel fuera cuartel, uno de los homicidios porque se 
procesa á Fernandez Castro ha sido perpetrado en la calle, fren- 
te á las oficinas del Juzgado, estando la víctima y los victimarios 
fuera de la Cárcel. Y la Suprema Corte de laNacion ha adopta- 
do como su fundamento en su fallo en la causa 11, tomo sépti- 
mo, segunda serie, la opinión del Procurador General señor Pico 
que dice: «Aunque el delincuente sea militar, no habiéndose 
cometido el delito dentro del cuartel, ni en campamento, cae 
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bajo la jarisdiccion ordinaria ». En tercer lugar: ¿Cómo puede 
sostenerse que sea un acto del servicio militar^ el homicidio in- 
necesario de reos civiles, inermes y rendidos? La misión de la 
Guardia de Cárceles es cuidar de los presos, impedir que se es- 
capen, son esos los actos de su servicio. Pero si en vez de pres- 
tar estos cuidados se ocupa de matar los presos, arbitraria é in- 
justamente, ¿á quién puede ocurrírsele que estos hechos cons- 
tituyen actos del servicio militar? No, señor Juez. Si V. S. no 
ha de ser competente para investigar la manera cómo son cus- 
todiados los presos que encomienda aun oñcial, y castigarlos 
delitos que con ellos se hayan cometido; si estos crímenes per- 
petrados en la casa misma donde Y. S. ejerce sus funciones hu- 
bieran detener un Juez extraño, no acierto á explicarme pnra 
qué tenemos en Mendoza Juez del Crimen, ni cuáles son los de- 
litos comunes sometidos á su jurisJiccion. 

5"* Entiendo que los únicos delitos militares que un oficial 
puede cometer con ocasión del servicio de la Cárcel^son aquellos 
que directamente se refieran al comando déla tropa á sus órde- 
nes, á los deberes que le impone su grado, en una palabra, á sus 
procederes militares. 

Así, si al castigar una falta de sus subalternos, si al recha- 
zar una agresión llevada á su persona en razón del puesto que 
ocupa, el oficial falta ásu deber y comete delito, éste correspoQ- 
de á la justicia militar. 

Todos los casos decididos por la Suprema Corte de la Nación 
declarando la procedencia del fuero militar para delitos cometi- 
dos dentro do los Cuarteles ó de Cárceles, se refieren á delitos 
de esta naturaleza. 

6° Hay una de esas sentencias que al parecer ofrece analogía 
con el caso de Fernandez Castro, pero que si se observa atenta- 
mente, se comprende el distinto carácter del delito á juz- 
garse. 

Me refiero á la causa 62, tomo dieciseis, segunda serie. Setra- 
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ta allí de un oficial de guardia que ¡ujuriado por uu preso de- 
lante de la tropa, trató de castigar ese ultraje á su dignidad, á 
su grado y ásu puesto, y dio de palos al injuriante. La Supre- 
ma Corte ha declarado que ese delito es militar, y aunque, co- 
mo se vé) concurrían en ese caso elementos que no se encuen- 
tran en éste para determinar la competencia de los Tribunales 
de guerra, la sentencia referida no obtuvo el asentimiento de 
los distinguidos jurisconsultos Saturnino M. Laspiur y Manuel 
D. Fizarro, que firmaron nn voto en disidencia digno de su ta- 
lento y su saber. La sentencia del Juez Obligado y la vista Fis- 
cal del Dr. Ci'sta, que precedieron á aquel fallo, contienen tam- 
bién argumentos poderosos en sostenimiento de la jurisdicción 
ordinaria, argumento que la sentencia de la Corte no ha conse- 
guido destruir. 

Pues bien : aun aceptando la jurisprudencia sentada por ese 
fallo como indiscutible, no sería esta aplicable al presente caso 
de competencia. En efecto, el Oficial de Guardia señor Castro, 
no fué agredido en ninguna forma por los presos, los que ni si- 
quiera intentaban evadirse en el momento que fueron muertos, 
ni se encontraban en aptitud de hacer resistencia. Después de 
aprehendidos y reducidos á obediencia, esos presos estaban para 
el Oficial de Guardia en las^mismas condiciones que todos los de- 
más, y tanto derecho tuvo para disponer su muerte, como para 
mandar fusilar cualquier ciudadano que pasase por la calle. El 
delito habría sido el mismo, netamente ordinario^ sin ninguna 
reIacion¡con^e1 servicio militar. 

m 

7^ ¿En virtud de qué ley militar los tribunales de guerra 
procederían al juzgamiento de los delitos imputados á Fernan- 
dez Castro ? Dice el procesado que el caso está previsto en el tí- 
tulo séptimo de las Ordenanzas, referente al consejo de guer- 
ra de oficiales generales. Basta leer csejtítulo, para convencer- 
se que ninguno de los nueve artículos que contiene se refiere ni 
remotamente á esa clase de delitos. Pero aun cuando alguna 
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otra ley los hubiera previsto expresamente, ella habría queda- 
do derogada desde que, abolidos [los fueros personales, deter* 
mina]a competencia délos jueces el fuero de la causa, y sólo por 
excepción el fuero de las personas en los delitos que no pueden 
ser cometidos sino por los de su clase. 

8^ Si durante el curso de esta causa, llegaren á esclarecerse 
nuevos hechos que modifiquen la naturaleza de los delitos impu- 
tados, de modo que aparezca su carácter militar, está en las 
atribuciones y en el deber de V. S. inhibirse de entender en ella* 
Pero tal como la presenta el sumario^ el procesado es r¿o de de- 
litos comunes, sometidos por la ley ala exclusiva competencia 
de V. S., porque así lo exige la razón y el orden público. Por 
tanto, á Y. S. pido no hacer lugar á ia declinatoria enta- 
blada, 

A, Amaya. 



Senteneia «leí JiiesE «leí Crimen 



Mendoza, Enero 21 de 1893. 

Visteaste incidente sobre incompetencia de jurisdicción, pro- 
movido por el procesado José Fernandez Castro. 

Y considerando: \^ Que por el auto de foja cien el Juzgado 
decretóla prisión definitiva del procesado Fernandez Castro, por 
el delito de homicidio, cuyo auto fué confirmado por el Superior 
Tribunal á foja ciento cuatro vuelta. 

2"^ Que el homicidio es un delito común, previsto y castigado 
por el Código Penal de ia República y cuyo juzgamiento, en tal 
concepto, es de la competencia exclusiva de los Tribunales or- 
dinarios. 
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3^ Quü ni el carácter personal del delincuente, ni el lugar 
en que el delito se comete, pueden variar la naturaleza propia 
del hecho criminosoy, por consiguiente, justiñcarla sustitución 
de una jurisdicción extraña ó distinta de la que la ley, la doctri- 
na jurídica y la lógica, enseñan como la única competente para 
conocer y juzgar una determinada clase de delitos. 

4p Que los fueros personales, cuya existencia rompía la uni- 
dad del principio sentado en el considerando anterior, aparte de 
ser repugnantes al espíritu y tendencias de las instituciones de- 
mocráticas, se encuentran abolidos de una manera absoluta por 
la Constitución Nacional, que establece igualmente que todos 
los habitantes son iguales ante la ley y no pueden ser juzgados 
por comisiones especiales, ni sacados de los jueces designados 
por la ley antes del hecho de la causa (artículo dieciseis y die- 
ciocho de la Constitución Nacional). 

5" Que no existiendo fueros personales, el criterio único que 
debe servir de guía al magistrado para saber si una causa es le- 
galmente de su competencia, no puede ser otro que el fuero de 
la cansa, esto es, la naturaleza propia ó intrínseca del hecho so- 
metido á juicio. 

6° Que la excepción que consagra el artículo cuarto de la ley 
dictada por la Legislatura de Buenos Aires el cinco de Julio de 
mil ochocientos veintitrés, aun suponiéndola general para la Re- 
pública, no podría existir ni mucho menos prevalecer, frente á 
la disposición terminante de la Constitución Nacional de quean- 
tes se hace mérito, que no admite en manera alguna interpre- 
taciones que tengan por resultado dejar subsistente la prescrip- 
ción de la ley citada que contraría arbitrariamente la cláusula 
constitucional recordada. 

7^ Que siendo el fuero de la causa lo que decide la competen- 
cia, tanto la jurisdicción militar como la eclesiástica, no pueden 
comprender legítimamente otros delitos, que aquellos qu? sólo 
son tales, cometidos por un militar ó por un individuo del clero. 
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T concretando la definición del casosub-judice, son delitos pro- 
piamente milirares los que importan ó consisten en la violación 
del deber militar, por un militar. (Véase: Tejedor, Curso de De- 
recho Criminaly tomo primero, página trescientos treintay dos). 

8^ Que el título siete, tratado ocho de las ordenanzas milita- 
res que determinan los € delitos cuyo conocimiento pertenece al 
consejo de guerra de oficiales generales », sólo se refiere, en los 
nueve artículos que lo forman, á delitos propiamente militares; 
7 á estos mismos alude el artículo séptimo de la ley de jurisdic- 
ción y competencia de los tribunales nacionales, de catorce de 
Setiembre. 

9** Que la Constitución Nacionales la ley suprema, y los jue- 
ces, como las demás autoridades nacionales y provinciales, están 
obligados á conformarse á ella, no obstante cualquiera disposi- 
ción en contrario que contengan las leyes ó Constituciones pro- 
vinciales (artículo treintay uno de la Constitución Nacional y 
cincuenta y cuatro Ley de Procedimientos judiciales). 

Por estos fundamentos y concordantes del dictamen del señor 
Procurador Fiscal : no se Lace lugar á la declinatoria de juiis- 
dicción deducida por el procesado José Fernandez Castro; decla- 
rándose que este Juzgado es competente para conocer en la causa 
por homicidio que se le sigue á instancia fiscal. Hágase saber. 

Arturo Funes. 



SeiitenciB de 9» liisianria 



Mendoza, Abril 15 de 1893. 

Vista lá solicitud del defensor del procesado, Sargento mayor 
Don José Fernandez Castro, sobre incompetencia de jurisdic- 
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cion, por razón de la materia, en la participación que se le atri- 
buye én el sumario seguido á instancia del Fiscal contra los au- 
tores 7 cómplices de la muerte de los encausados Julio Vera y 
Juan B. Cárdenas á inmediaciones de la Cárcel Penitenciaría 
de esta ciudad, de donde habían logrado evadirse el diez y nue- 
ve de Octubre del año mil ochocientos ochenta y tres por la no- 
che, en circunstancias que guarnecía dicho establecimiento 
un piquete de línea á cargo del referido Castro, cuya prisión re- 
cien ha podido efectuarse, razón por la cual sostiene que el co- 
nocimiento de esta causa corresponde á los Tribunales Milita- 
res; siendo por consiguiente incompetente la justicia ordi- 
naria. 

Y considerando: 1° Que las excepciones deben por regla gene- 
ral oponerse después de entablada la demanda ó acusación, que 
es laque formalizad juicio, y se equipara á la demanda civil 
(articulo seiscientos sesenta y dos de la ley de procedimientos 
criminales de mil ochocientos setenta y dos), y como aún no se 
ha presentado acusación, sería estemporánea la interposición 
de excepciones, conforme á los artículos seiscientos sesenta y 
tres y seiscientos sesenta y cuatro de la ley citada (Tejedor, De- 
recho criminal. Leyes de forma, número doscientos treinta y 
ocho y siguientes y en especial en el numero doscientos cuaren- 
ta y uno; y Escriche, Juicio criminal, 84 y 85); pero como no se 
ha formulado observación al respecto, puede entrarse sin in- 
conveniente alguno á considerar la excepción opuesta; desde 
que por el artículo sesto de nuestra ley de enjuiciamiento los 
jueces, en ningún caso, pueden proceder de oficio en materia cri- 
minal. 

2"^ Que la jurisdicción militar conocía privativa y exclusiva- 
mente de todas las causas civiles y criminales en que eran de- 
mandados ó acusados los individuos del ejército y demás que 
gozan del fuero de guerra (Colon y Larriategui, Juzgados mi- 
litares de España y sus Indias), y para la conservación de la 
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disclplk)^ había establecidas penas especiales y jarisdiccíoa es- 
pecial para que las tiopas se contuviesen en exacta obediencia 
y disciplina militar (Tejedor, Derecho cnminal, primera parte, 
número cuatrocientos noventa y uno). 

Pero la Constitución Nacional al abolir en su artículo diez y 
seis los fueros personales, ha derogado en esa parte las orde- 
nanzas del Ejército, dejando subsistente únicamente la juris- 
dicción militar para los casos comprendidos en el título séptimo 
de dichas ordenanzas y á qué se refiere el artículo séptimo de 
la ley sobre organización y competencia de los Tribunales Fede- 
rales; artículo que, la Suprema Corte de Justicia Nacional ha 
establecido, debe limitarse en su interpretación al caso en que 
concurran dos jurisdicciones para conocer de un mismo delito, 
previsto y penado por uno y otro Código. 

3^ Que la misma Corte en causa seguida contra varios mili- 
tares y particulares por conato de sublevación y sustracción 
de presos (causa 23, serie 2", tomo 5"", página cuatrocientos 
cincuenta y tres), ha resuelto que la Constitución Nacional al 
abolir todos los fueros persjnales, ha derogado los privilegios 
acordados por las Ordenanzas del Ejército á ios militares, en 
cuanto á los delitos comunes cometidos en acto de servicio, es- 
tableciendo que no hay razón para que existan esoi privilegios, 
que además de ser repugnantes al sistema de gobierno republi- 
cano democrático, en virtud del cual todos los habitantes, sin 
distinción de clase, son juzgados por unos mismos Jueces y una 
misma ley, y la existencia de esos privilegios no es esencial 
para la conservación de la disciplina, causa principal de su crea* 
cion. 

4° Que la jurisdicción militar, como de excepción, sólo puede 
conocer de los delitos propiamente militares óde delitos que per- 
teneciendo por su naturaleza á los comunes, han sido cometidos 
por un militar desempeñando una comisión del servicio, dentro 
del cuartel, en marcha y en presencia de la tropa. 
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Para que aa delito se repute que cae bajo la jurisdicción mi- 
litar, la naturaleza de él debe considerarse militar ; es menester 
que se trate de hechos coTietidos por militares en servicio ac- 
tiva 7 que pertenezcan ó afecten directamente á la disciplina, 
orden y organización del ejército (Fallo déla Corte, tomo cuar- 
to, serie primera). 

5° Que el homicidio es un delito común (revisto y castigado 
por el Código Penal y que ha sido perpetrado por un militar en 
un establecimiento provincial, la Penitenciaria, que es un esta- 

« 

blecimiento esencialmente civil y no puede considerarse com- 
prendido en la denominación de cuartel, porque por éste no 
puede entenderse sino el local que ocupa el cuerpo á que perte- 
nece el militar. 

6° Que el hecho de prestar el procesado sus servicios en un 
establecimiento civil, lo sujeta en cuanto al servicio de cárcel 
alas leyes y disposiciones comunes, y el mism(» reglamento de 
nuestra cárcel sujeta asimismo á los que prestan el servicio de 
guardia, á H dependencia del administrador, que es un emplea- 
do civil (Serie segunda, tomo quinto, fallo 23 ya citado) y cae 
el delito bajo la jurisdicción ordinaria. 

Por estos fundamentos y concordantes de la resolución apela- 
da, se confirma esta. Devuélvanse. 

Boml^l, — Olguín. — Orrego. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Suprema Corle: 

La abolición de los fueros personales y prerrogativas de san- 
gre que prescribe el artículo 16 de la Constitución Nacional, no 
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entraña la abolición del fuero peculiar de ciertos géneros de 
causas. 

Cuando la ley de 7 de Julio de 1823, inserta en el registro na- 
cional, por emanar de autoridad encargada de las relaciones na- 
cionales, abolió todo fuero personal asi en las cansas civiles co- 
mo criminales, salvó legítimas excepciones por razón de la cau- 
sa, y entre ellas, por su artículo 4*^ declaró que « queda sujeto 
á la jurisdicción militar todo delito cometido por los militares, 
dentro de los cuarteles, en marcha, en campaiía ó en actos de 
servicio». 

La Constitución Nacional no ha derogarlo este principio de 
orden público, y la ley del Congreso de 14de Setiembre de 1863 
sobre competencia de los Tribunales Nacionales lo ha consigna- 
do expresamente en su artículo T'*, prescribiendo € que la juris- 
dicción criminal atribuida por esta ley á la justicia nacional, en 
nada altera la jurisdicción militar en los casos en que, según 
las leyes existentes, deba precederse por consejos de guerra >. 

Con sujeción á estos antecedentes legislativos observados por 
una práctica constante, el fuero militar existe legal y constitu- 
cionalmente, dentro de los términos restringidos de la ley del 
año 23. 

Toda la cuestión que surge de este proceso puede decirse, en- 
tonces, que es de hecho. Basta estudiar y apreciar la situación 
en que desempeñaba sus servicios el hoy sargento mayor Fer- 
nandez Castro para determinar la jurisdicción á que correspon- 
de el juzgamiento desús actos como subteniente en 1883. 

El proceso los diseña con claridad y desgraciadamente con 
luces siniestras. 

£1 batallen 12 de línea, perteneciente al ejército de la Na- 
ción, estaba de guardia en Mendoza. Fernandez Castro, subte- 
niente de línea, mandaba la guardia dada con soldados de ese 
batallón en la penitenciaría de aquella ciudad. 

Estando al frente de esa guardia, como jefe inmediato y res- 
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ponsable de la custodia y seguridad del establecimiento, y en 
ausencia del alcaide, según su declaración, estalla súbitamente 
en la noche del 19 de Octubre de 1883 unmuTimienlo de evasión 
de presos. Los centinelas dan la voz de alarma; los tiros se su- 
ceden; la persecución de los evadidos se activa; nuevos tiros los 
rinden, apaciguando el tumulto; dos muertos y un herido, dan 
testimonio de actos de violencia, tal vez de ensañamiento culpa- 
ble, atribuidos al jefe de la guardia que ha contenido la eva^ 
sion. 

Si existe violencia, abuso de fuerza, ensañamiento criminal 
contra los aprehendidos ¿á qué autoridad corresponde su juz- 
gamiento y castigo ? 

No trepido en afirmar que al fuero militar, según las leyes mi- 
litares. 

Porque á este fuero están sujetos los actos de los militares en 
servicio; y aún limitando esa jurisdicción álos actos ejecutados 
con ocasión del servicio, ella afecta necesariamente al encau- 
sado. 

No es lo mismo el homicidio, el robo, la violencia y todos los 
actos criminosos que un militar puede consumar en carácter 
privado, aun estando en servicio, que el homicidio^ la violencia, 
etc., que ese mismo militar puede cometer con motivo del man- 
do que desempeña en servicio activo. 

Un homicidio es a n delito común en general, pero ordenado 
por un jefe militar en servicio activo y con ocasión de desempe* 
ñarlo, puede ser también on delito del faero militar. 

Cuando el subteniente Fernandez Castro comandaba unagoar* 
día de tropa de linea para la custodia de un establecimiento pe- 
nitenciario, era responsable di la seguridad de los presos; y la 
autoridad pública le confería por el hecho, facultades especiales 
para asar de la faerza puesta i sus órdenes al efecto* 

Si osaba 6 abasaba de e^a fuerza y autoridad^milit'ir, %í en rcz 
de limitar sa oso á lo debido, iba ha^tael crím^^n, %¡empre re- 

T. II íf, 
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sultán hechos incriminados á un militar con ocasión del servi- 
cio, y por ello comprendidos en la ordenanza militar, y en la 
leydeTde Julio de 1823. 

Diversos fallos de Y. E. han consignado análoga doctrina, 
y entre ellos el recaído en la causa 92, tomo 16, serie 2*. 
. Caso menos caracterizado que el actual, sólo refería violen- 
cias ejercidas por un oficial de guardia de cárceles, contra un 
preso que desde su celda infería injurias verbales, mientras que 
en el caso ahora sub-judice ae trata de repeler una evasión de 
los presos objeto de la custodia, por medios excesivos, tal vez 
criminales, pero siempre ejercidos en el carácter de jefe de un 
comando militar. 

Por ello opino que las reclamaciones del F. E. acompañadas 
en testimonio y los fundamentes [del recurso deducido, deben 
determinar en el ánimo de Y. E. la aceptación del recurso y su 
resolución revocatoria del auto declaratorio de la competencia 
del juez ordinario. 

Sabiniano Kier. 



FmIIo de la Suprcmii Corte 



BueDos Aires, Mayo 30 de 1893. 

Yistosy considerando : Primero. Que según resulta de los au- 
tos, el hecho que motiva este proceso ha sido ejecutado en mil 
ochocientos ochenta y tres por el hoy sargento mayor José Fer- 
nandez Castro, y hallándose al comando de tropas de línea de 
la Nación. 

Segundo. Que conforme á la ley de la provincia de Buenos 
Aires de siete de Julio de mil ochocientos veintitrés^ aceptada 
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par la jaris(rad6Ddacomf>(lispG3Íeioii naoiooal, corresponde á 
la jurisdicción militar el juzgamiento de todo delito cometido 
por militares en actos de serricio. 

Tercero. Qae segan el artículo siete de la ley de jurisdicción 
y competencia de los tribunales federales, y el veintiséis del Có- 
digo de Procedimientos en lo criminal, la jurisdicción militar 
es eicluyente de toda otra, cuando se trata de delitos del fuero 
militar. 

Foresto, y de acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador General, se revoca la sentencia apelada y se de- 
clara que el conocimiento de esta causa no corresponde á los 
tribunales locales de Mendoza; y devuélvanse. 



benjamín paz.— luis V. VARE< 
LA. — ABEL BAZAN. — OCTA' 
VIO BUNGE. — JUAN E. TO- 
RRENT. 



228 fallos.de la suprema corte 



C'AIJSA CXIilV 



Criminal contra Florencio Gari y Benedicto A cosía; sobre 

violación de correspondencia 



Sumario, — Debe absolverse de culpa y cargo al procesado 
contra quien no resultan pruebas de haber cometido el delito. 



Caso, — Lo indica el 



FmIIo del «iue^^ Federal 



La Plata, Febrero SI de 1893. 

Y vistos: los seguidos por el Procurador Fiscal contra Flo- 
rencio Grari y Benedicto Acosta sobre sospechas de violación de 
correspondencia certificada, y 

Resultando: 1° Que en cuatro de Setiembre de 1891 se remi- 
tió por la Administración General de correos (véase foja 15) á 
este Juzgado, los antecedentes que obran hasta foja 14, dando 
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cuenta de la violación y sustracción de una carta certificada 
que contenía doce pesos moneda nacional, dirigida por Doña 
Javiera F. de Yidela, con fecha 15 de Julio, al señor Rafael 
Carballo, residente en el Azul. 

2° Que en Octubre 7, á petición Fiscal (véase foja 16), se or- 
denó la instrucción de la sumaria y en Ocubre 10 se da cuenta 
por el Departamento General de Policía de haber sido consti- 
tuido en prisión preventiva los sospechados Gari y Acosta. 

3"" Que en 12 de Octubre del mismo año, prestó su indaga- 
toria (véase foja 19) Florencio Gari manifestando: a) Que tiene 
conocimiento pretende donR. Carballo quelacartacertificada nú- 
mero 1490 (véase foja 2) ha sido violada en la oficina del Azul; 
b) Que en cuanto al hecho de haber sido violada la certificada 
dicha en la oficina que regentea, es falso, pues el mismo expo- 
nente entregó la pieza de sn referencia firmando Carballo en el 
libro de recibos, sin observación alguna después de habirla 
examinado; c) Que pasada una media hora volvió Carballo á 
decirle había sido entregada la carta en mal estado; d) Que le 
observó el exponente ser ello incierto, pues la había examina- 
do antes de firmar el recibo; e) Que asimismo recordaba ha- 
bía mandado con el cartero Acosta, la pieza esa misma mañana 
á casa del declarante, y no encontrándole fué devuelta á lo ofi- 
cina con la nota del caso; g) que se articula en las declaracio- 
nes prestadas á foja 4 vuelta y foja 5 y nada tenía que agre- 
gar ni quitar. 

4"" Que prestando su indagatoria (véase foja 20) el detenido B. 
Acoata dice : a) Que la carta fué entregada por el auxiliar Flo- 
rencio Gari para llevarla al destinatario y que no habiéndalo 
encontrado devolvió la pieza al mismo Gari en el mismo esta- 
do en qne la recibió, es decir, en perfecto estado; b) Que más tar- 
de, por referencias, ha sabido que la carta había sido violada, 
ignorando quién puede ser el autor, é ignora completamente 
los antecedentes del hecho; c) Que se ratificaba en las declara- 
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ciones de foja 5 y foja 6 sin tener que agregar ni quitar. 

B"" Qae investigando los antecedentes remitidos por la Direc- 
ción General^ aparece la carta de foja 8, dirigida por la remi- 
tente del dinero á uno de los Inspectores de Correos esa pieza, 
expone : a) Fué entregada la carta por su mismo esposo señor 
Videla en la oficina de Correos de Cacharí; b) Que la oficina se 
encuentra en el almacén del señor Audin, de donde fué recibida 
por un dependiente de éste; c) Que el señor Videla recomendó 
con mucha insistencia al dependiente cuidara no se estraviarala 
carta, por cuanto contenía dinero. 

6^ Que con tales antecedentes, se deduce la acusación de foja 
23 7 en ella se solicita para Gari lo imposición de la pena de 
seis meses de trabajos forzados más el pago de una multa de 
300 pesos moneda nacional^ de acuerdo con lo dispuesto por 
el articulo 52 de la ley de 14 de Setiembre de 1863, y en cnan- 
to á Benedicto Acosta, solicita su absolución. 

T'' Que á foja 29 expidiéndose el defensor de Gari, sostiene 
su inocencia, por cuanto no existen en autos elementos suficien- 
tes para demostrar una criminalidad en los actos ejercitados 
por él. 

Y considerando: 1^ Que si bien pueden existir en autos ele- 
mentos suficientes para sospee^Aar el ejercicio de un delito, no 
bastan estos á demostrar clara y precisamente su existen- 
cia. 

2^ Que, en efecto, se dice fué remitida una carta certificada 
y que esta contenía una suma de dinero, la carta existe, mas 
la comprobación de que ella contenía el dinero^ no, luego no 
hay cíwo. 

3^ Que dado el supuesto, la mencionada certificada, hubiera 
contenido la suma dicha, no se ha comprobado aún, quién fué 
el sustractor de esasuma, no se ha identificado la persona del 
delincuente y es esto lo único á que ha debido tender la prueba 
de la acusación: mas nada se ha probado. 
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4° Que se sostiene fué Garl el último empleado que intervino 
en la manipulación déla pieza certificada sin recordar sin duda 
y en llamar la atención de la acusación que hubo otro empleado 
de Correos, que antes de Acosta, quo antes de Gari manipuló 
esa pieza. 

5"* Que el empleado anterior á Gari, como ser el dependiente 
de la casa de Andrade, tuvo en sus manos la carta y fué él quien 
la recibió certificada y^ con más sabía que contenía dinero, 
véase (foja 8), ¿fué pues éste quien sustrajo esa suma? las hue- 
llas del delito han quedado allí en la pieza de foja % evidentes 
para denunciarlo. 

6^ Que tan es así, que basta examinar con detención la pieza 
de foja 2 para convencerse de ello: el sello de tinta violeta puesto 
en la oficina de Cachari, ensució sin duda alguna las manos del 
que incitado por la malicia del remitente de la carta^ no resistió 
á violarla y apoderarse del dinero que contenía y dejó sobre el 
sobre la prueba evidente de su acto: véase las manchas de tinta 
violeta que presenta el sobre escrito, compárese con la tinta 
empleada en el sello de la oficina y entonces tendremos desci- 
frado el enigma, no fué, pues, Gari quien violó la carta ni Acosta 
que escribió correctamente sobre el sobre después de cerrado. 

7^ Que dados los hechos apuntados y considerados, resulta 
debe llevarse adelante la investigación, para descubrir é iden- 
tificar la persona del delincuente, 

8® Que si razón hubo para solicitar la absolución de B. Acos- 
ta, una vez que se llegó al convencimiento de que este recibió 
ya abierta la carta; otro tanto é igual doctrina debe aplicarse 
con relación á Gari, una vez evidenciado también llegó á manos 
de este la carta en el estado que la ha entregado. 

9^ Que no habiéndose solicitado por la acusación otra prue- 
ba que la existente en autos y menos la defensa haberlaadelan- 
tado, esto no basta á convencer á Gari de delincuencia alguna, 
más bien esa prueba le es completamente favorable. 
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10^ Que el hecho de haber recibido el interesado la carta, 
sin haber hecho en el acto reclamación alguna, á pesar de haber 
examinado la caria en la oficina; justifica una vez más el he- 
cho de que la violación no se notaba exteriormente y recien fué 
notada cuando se abrió la pieza: llamó sin duda al interesado 
su atención las manchas de tinta violeta (jue presentaba y las 
raspaduras. 

Por estas consideraciones y los fundamentos de la defensa, 
fallo: absolviendo á Florencio Gari de culpa y cargo del delito 
porque se le acusa y dejándole en su buena fama y reputación; y 
en cuanto á la prosecución de la sumaria, continúese á fin de 
investigar quién fué el autor de la violación de la pieza certifi- 
cada número 1490. Vuelva al Procurador Fiscal para que solici- 
te las diligencias que fueren pertinentes al caso. Chancélese 
la fianza acordada á F. Gari. Notifíquese con el original y 
regístrese en el libro de sentencias. 

Mariano S. de Aurrecoechea. 



VISTA DEL SE^OR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Mayo I* de 1893. 

Suprema Corte : 

Las constancias de autos no suministran prueba legal ni pre- 
sunciones concordantes bastantes á responsabilizar al procesado 
por el delito de violación de correspondencia. 

£1 hecho de haber entregado en buen estado y de habérsele 
devuelto en el mismo por el cartero Acosta, la carta que ha re- 
sultado violada, no implica su criminalidad, cuando el Receptor 
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señor Carballo persona sui-juns la recibió y aceptó creyéndola 
en el mismo buen estado. Si se engañó el receptor, pudo en* 
ganarse también el que le hizo la entrega. 

Por ello y demás fundamentos concordantes de la sentencia 
recurrida de foja 37, que considero bien ajustados á las cons- 
tancias del proceso, pido á Y. E. su confirmación. 

Sabiniano Kier. 



Fallo de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Mayo 30 de 1893. 

Y Vistos: En mérito de las constancias de autos, por los fun- 
damentos aducidos por el señor Procurador General, en su vista 
de foja cuarenta y siete, y sus concordantes: se confirma la sen- 
tencia apelada corriente á foja treinta y siete y devuél- 
Tanse. 

BraJAMIÜ PAZ.— LUIS V. VARE* 
LA. — ABEL BAZAÜ. — OCTA- 
VIO BC^IGE. — iL'A?l. E. TOB« 
RE5T. 



234 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 



CAUfi^A CXI.V 



1). Gerónimo Costa contra el Banco Inglés del Rio de la Plata ; 

sobre obligación á oro sellado 



Sumario. — Las obligaciones de pagar oro sellado, no pueden 
ser chanceladas en billetes de curso legal^ sino por el valor que 
estos tengan en plaza el día del vencimiento 



Caso. — Lo indica el 



rallo del Juez Federal 



Rosario, Junio 10 de 1891. 

Y vistos: los iniciados por D. Qerónimo Costa contra el Ban- 
co Inglés del Río de la Plata de esta ciudad, por cobro de la su- 
ma de dos mil pesos fuertes oro, sus intereses y costas, por de- 
pósito hecho en dicha casa bancaria por el demandante señor 
Costa, en la moneda expresada y la que según convenio entre 
el depositante y depositario, la enunciada suma podía ser reti- 
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rada por Costa en cualquier tiempo, dando ésto al Banco un avi- 
so coa 30 días de anticipación. 

£1 depósito se efectúa en treinta de Junio de 1883, el aviso 
previo para el retiro de la suma expresada, es dado al Banco por 
el depositante Gostat en fecha 7 de Octubre de 1886, y al ir á 
recibirse de la suma debida, el Banco se niega á abonarla en la 
moneda metálica de oro, en que le es exigida, arguyendo el Ban- 
co haber habido una novación de la obligación, producida ésta 
por las.Ieyes, sobre moneda é inconversion délos billetes banca- 
rios, dictados endiversas épocas, citándose por parte del Banco, 
las de 16 de Octubre de 1885, 5 de Noviembre de 1881, 19 de 
Octubre de 1883, 9 de Enero de 1885 y decreto de 22 de Di- 
ciembre de 1883. 

La acción instaurada, lo es en calidad de ordinaria, expresan- 
do el actor no puede iniciar la ejecutiva á mérito de haberse ex- 
traviado en poder de su abogado, y al cambi ir este de domici- 
lio, la libreta correspondiente que el Banco le diera, y que en- 
tregó á dicho su abogado, para la iniciación de este litigio. 

La prueba presentada consiste en las posiciones absueltas 
respectivamente por las partes á fojas 110 y 120, en la libre- 
ta, copia de la original, presentada por el mismo Banco, cor 
rriente áfoja..., y en la boleta en blanco de foja 43. 

La diligencia de la absolución de posiciones cumplida por Cos- 
ta (hijo), en representación de su señor padre, el demandante, 
es declarada ineficaz á solicitud del demandado, ordenándose en 
consecuencia, por el auto de foja 146, se vuelva á practicar di- 
cha absolución por el actor en persona; no obstante ello, esta se- 
gunda diligencia no se efectúa, no sólo á mérito de no haber 
instado á su cumplimiento oportunamente la parte del Banco, 
ácuya solicitud fué dictada la disposición aludida, y por el con- 
trario, implícitamente se vé ha desistido la misma, se lleve ella 
acabo, con la presentación de sus escritos posteriores, que han 
puesto la causa en el estado de fallo definitivo, que hoy sin ob- 
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setTacion se proiíaacia después de haberse Humado los aiitos^ 
si que también, en razón de no creer el Juzgado, sea necesaria 
la mencionada diligencia, para el fallo en justicia de esta causa, 
existiendo, como existen en autos, los elementos necesarios pa- 
ra formar un criterio jurídico suficiente que funda en derecho 
su legal resolución. 

Y considerando: 1^ Que es evidente que el depósito del señor 
Costa, fué hecho como en la demanda se expresa, en la moneda 
especial, de pesos fuertes oro sellado, en fecha 30 de Junio de 
1883, y por la suma de dos mil fuertes. Así se constata por la 
misma libreta presentada por el Banco deudor y se desprende 
igualmente de las confesiones hechas por el Gerente de dicha 
casa bancaria, al absolver las posiciones de foja 109. 

2° Que de esas mismas posiciones^, resulta también, que el 
depositante Costa, después de haber efectuado su depósito, nun- 
ca giró en contra del Banco ni sobre aquella sumí, ni tampoco 
hizo negociación de ninguna especie con ese establecimiento 
(posición 2*). 

3^ Que asimismo se ha constatado, nunca aceptó Costa el 
traspaso de los fuertes oro á pesos nacionales, no habiéndosele 
siquiera llamado para efectuar esa transferencia ó conversión 
(Confesiones referentes á la 3*^ y 5° posición de la citada foja). 

4^ Que dados estos antecedentes constatados en autos, evi- 
dente es entonces, que la suma depositada, y que por lo tanto, 
debe ser devuelta, lo ha sido y existe en una moneda especial, 
como lo tiene resuelto la Suprema Corte, entro otros muchos ca- 
sos, en los que se registran en la serie 2% tomo 21, página 236, 
y serie 2', tomo 20, página 304; en los cuales establece, deben 
cumplirse las obligaciones contraidas á pesos fuertes ú oro se- 
llado, en la misma moneda ó en billetes de curso legal, por su 
valor corriente en plaza. 

5*^ Que no es exacto exista la novatnon que el Banco aduce y 
que convirtiera según él, esa suma de fuertes en billetes de cur- 
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SO legal, paes para que tal cosa pudiera tener lagar, era neoesa- 
ria la existencia de un acuerdo previo y mutuo de las partes, el 
mismo que, como so ha visto en el considerando 3°, no ha exis- 
tido nunca entre Costa y el Banco mencionado. 

B"" Que la dicha novación en la forma y modo en que el Banco 
la aduce, está lejos de resultar, como esta parte lo insinúa, de 
las leyes sobre inconversion, pues ningún artículo délas mismas 
asi lo establece, ni la novación se presume (artículo 812 del 
Código Civil ); y aun sentada la necesidad de la reforma de la 
contabilidad de la casa bancaria demandada^ que debía poner sus 
libros de acuerdo con la moneda nacional establecida por las 
leyes antes citadas, en ningún caso esto presuponía la conver- 
cion forzosa de una moneda mayor en una menor por valores 
iguales, con menoscabo de los derechos legítimos del acreedor, 
sino sólo y simplemente aquello signi&caba que debía efectuar- 
se la reducción de la moneda de mayor valórala legal sanciona- 
da, pero claro es que con la agregación del excedente ó superio- 
ridad que la una tenía con relación á la otra. 

l"^ Que por otra parte, no existiendo ley alguna sobre cur- 
so forsozo, ni otra disposición que condene ó restrinja las esti- 
pulaciones á moneda especial, como lo es el peso fuerte, materia 
del depósito que da origen áesta cuestión, los contratos en esta 
moneda ú otra cualquiera especial, también pueden tener lugar, 
y en tal caso, el pago de las sumas de esas eepecies determina- 
das de moneda, deben y tienen que cumplirse solventándose por 
el deudor en la forma consagrada por la jurisprudencia esta- 
blecida por. la Suprema Ci»rte, en muy repetidos fallos, dicta- 
dos por este alto Tribunal, y de acuerdo también con la. forma 
asimismo preceptuada por el artículo 2220 del Código Civil, 
que dice que: c Si el depósito fuese irregular, de dinero ó de 
otra cantidad de cosas, cuyo uso fué concedido por el depositan- 
te al depositario, queda éste obligado & pagar el todo y no por 
partes, otro tanto de la cantidad depositada, ó á entregar otro 
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tanto de la cantidad de cosas depositadas, con tal qoe sean de la 
misma especie » . 

Por tanto, y de acuerdo con la di<«paesto en el fallo de la Su- 
prema Corte, que se registra en la serie 3*, tomo 3^, página 317, 
definitivamente jazgando, fallo y declaro: que el Banco Inglés 
del Río de la Plata, se encuentra obligado á abonar y abone en 
el término de diez días al demandante D. Gerónimo Costa, la 
suma por éste cobrada, de dos mil pesos fuertes oro y sus inte- 
reses respectivos, en la misma moneda depositada de oro sellado, 
ó en su defecto, en pesos nacionales de curso legal al cambio co- 
rriente en plaza en el día del pago, con las costas del juicio. 
Notifíquese con el original y repónganselos sellos. 



G. Escalera y Zuviría. 



Fallo de %m Suprema Carie 



Buenos Aires, Mayo 30 de 1893. 

Vistos y considerando : Que, según consta de los autos, la 
cantidad cuyo pago se demanda, consistía en pesos fuertes oro 
sellado, lo que constituye una moneda especial. 

Que, conforme al artículo tercero de la ley de inconversion 
de Octubre de mil ochocientos ochenta y cinco, las obligaciones 
contraidas con designación de moneda especial, no pueden ser 
chanceladas en billetes de curso legal, sino por el valor que és- 
tos tengan en plaza el día del vencimiento. 

Por esto, por sus fundamentos concordantes y de acuerdo 
conlajurisprudencia establecida por esta Suprema Corte: secón- 
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firma can costas la sentencia apelada de foja ciento ochenta y 
tres. Bepaestos los sellos, devuélvanse. 



BENJAMÍN PAZ.— LUIS V. VARE- 
LA.— ABEL BAZAN.— OCTA- 
VIO BUNGB. — JUAN B. TOR- 
RENT. 



CAUSA CXLiVI 



ly" Adelaida Sálvalo de Antoni contra D. Juan Roisecco; so- 
bre desalojo 



Sumario,— Behe rechazarse el recurso de nulidad cuyo fun- 
damento resulta inexacto. 



Caso, — Lo ipdicael 
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Fallo del Jwea Federal 



Tucuman, Febrero 7 de 1893 . 

Y vistos: En la demanda entablada por D* Adelaida Salvato 
de Antoni, contra D. Juan Boisecco^ sobre desalojo de la casa 
que éste ocupa en la calle Ayacucho, segunda cuadra. 

Y considerando: Que entablada la demanda y comunicada á 
Boisecco por cédula, no ha comparecido á contestarla en la au- 
diencia que al efecto se le señaló. Que habiéndose señalado 
nueva audiencia con término de 24 horas para que comparezca 
á contestar dicha demanda, tampoco lo ha verificado. Que en 
consecuencia de esta conducta y mediante la correspondiente 
acusación de rebeldía de la contraparte, el Juzgado dio por 
decaido el derecho de Boisecco y llamó los autos. Que no es- 
tando así contradichos los hechos de la demanda, debe tenerse 
esta por justa sin más trámite. 

Por estos fundamentos, fallo condenando á D. Juan Boisecco 
al desalojo de la casa demandada en el término de cuarenta 
días con costas. Hágase saber con el original y repónganse 
los sellos 

Delfín Oliva. 



Falla de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Mayo 30 de 1893. 

Vistos y considerando: Que el hecho en que el recurrente 
basa la nulidad, se halla desautorizado por las constancias de 



•r*^; 
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aatos, pues que, según se vé á foja nueve, Boisecco ha sido ci- 
tado para una audiencia, á que no concurrió, bajo apercibi- 
miento de haberse por decaído el derecho de contestar la deman- 
da, apTcibimiento que tiene por antecedente dos citaciones an- 
teriores igualmente ineficaces. 

Por estos fundamentos, no ha lugar con costas al recurso 
interpuesto. Repuestos los sellos devuélvanse. 



BENJAMÍN PAZ. —LUIS V. VARE- 
LA. — ABEL BAZAN. — OCTA- 
VIO BUNGE. — JUAN E. TO- 
BRBNT. 



CAUSA CALiTII 



La Compañía del Ferrocarril Oeste de la Provincia de Buenos 
Aires, contra don Julián iV. Martínez; sobre nulidad de 
laudo . 



Sumario, — £1 perito tercero nombrado exclusivamente para 
dirimir la discordia, no tiene facultad para resolver los puntos 

T. II 16 



\ 



¿r*- 
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en que los arbitros han laudado de conformidad, y su decisión 
es nula en esta parte, quedando válida en lo relativo á los pun- 
tos sobre los cuales se produjo discordia. 



Caso.— Lo indica el 



Fallo del Jues Federal 



La Plata, Setiembre 15 de 1892. 

Y Vistos los seguidos por don Julián N. Martinez contra el 
Ferrocarril Oeste de Buenos Aires, sobre expropiación y demás 
en ellos deducido, y 

Eesultando: 1"^ Que la nulidad deducida por la Empresa del 
Ferrocarril Oeste de Buenos Aires, la bace derivar: a) se 
obligó el Ferrocarril á construir las obras especificadas en el 
plano de foja 158 para subsanar los perjuicios de la incomuni- 
cación entre las dos fracciones del terreno separadas por el ter- 
raplén; 6) que, con esto quedaba, por voluntad expresa de las 
partes (véase acta de fojas 72 y 73), la determinación de la su- 
perficie á expropiarse hecha por los dos primeros peritos; c)que, 
por voluntad de las mismas partes, consignada en el acta cita- 
da (véase foja 72) el mandato del perito tercero, quedaba limí- 
talo á tasar el terreno; d) que el perito tercero, no ha podido 
legalmente pronunciarse como lo ha hecho, sobre la indemniza- 
ción de perjuicios que asigna á las fracciones de terreno no ex- 
propiadas y que se ha pronunciado sobre puntos no comprome- 
tidos, por quedar solamente la expropiación limitada al terre- 
no ó versar sobre el espacio de tierra ocupado por la vía ; e) que, 
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los dosprimeros peritos^ sehabíao expodido fijando el valor de 
la tierra á expropiarse en tres pesos moneda nacional el metro 
cuadrado (véase foja 36) y en treinta pesos moneda nacional el 
metro cuadrado (véase foja 36 vuelta), respectivamente; f) que, 
después las partes convinieron en limitar la expropiación al 
terreno ocupado solamente por la vía (véase acta de foja 73); g) 
que nombrado elperi/o tercero^ para dirimir la discordia de los 
dos primeros, no ha podido pronunciarse sino sobre el punto 
que constituía esa discordia, es decir, sobre el precio do la tier- 
ra expropiada por convenio de las partes; dándoseel señor Mar- 
tínez por indemnizado de los perjuicios con las obras que el 
ferrocarril se obligó á construir y su derecho limitado á exigir 
del ferrocarril la construcción de las obras; h) que habiendo 
fallado el perito tercero, sobre puntos en que no ha habido dis- 
cordia, ha excedido los límites de su mandato y ha procedido sin 
jurisdicción. 

2^ Que corrido traslado á la parte de Martinez, éste lo eva- 
cuó diciendo, después de historiar este expediente: a) que, res- 
pecto del primer punto, es cierto que la parte actora, de que 
trataría de ponerse de acuerdo con él (Martínez) respecto á las 
obras quo proyectaba practicar en el terreno de cuya expropia- 
ción se trata, lo cual había de hacer, Ínterin se resolvía la cues- 
tión referente á la ribera; 6) que á nada arribaron, y prueba 
de ello es, que presentó los planos de foja 158, con posteriori- 
dad al fallo dictado por este Juzgado (véase foja 117) á propó- 
sito del punto referido; c) que en manera alguna, pudo haber 
contrato que lo vinculara, como no hubo antes, ni menos con- 
trajo obligación cierta sobre el particular y fué simplemente 
un proyecto; d) que respecto del segundo punto en que se ba- 
sa la nulidad apuntada, consiste en asegurar al Juzgado que el 
perito tercero, ha mandado pagar una superficie mayor de la 
necesaria para la colocación de la vía, lo que es inexacto ; que 
el señor D. Huergo fija un precio á la porción de tierra que pasó 
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á ser propiedad de la Empresa y que la determinaba con ente- 
ra claridad ; e) que entre las cansas de nulidad alegadas, una 
de las principales consiste en decir que el perito tercero ha ex- 
cedido el limite de sus atribuciones, mandando abonar los per- 
juicios causados por la expropiación, siendo así que se habían 
renunciado por el demandado, lo que no es cierto; f) que se 
convino es verdad, que caso de arribarse á un arreglo respecto de 
las obras que el ferrocarril proyectaba hacer, la expropiación 
quedaría limitada á la parte ocupada por la vía, pero que ja- 
más se dijo en una ú otra circunstancia no tendría el demanda- 
do derecho á exigir los perjuicios; g) que antes de ahora ha 
significado que en nada se ha separado el fallo indicado, de lo 
expresamente pactado; que lo que ahí se buscó era no obligar á 
la Empresa á comprar los sesenta y tantos mil metros cuadra- 
dos que opinaban los peritos Yaca-Guzman y Collet, debían ad- 
quirir; h) que en manera alguna renunció al derecho de exigir 
los perjuicios consiguientes á la depreciación del terreno por 
fraccionamiento, como que era una concesión otorgada por la 
ley; i) que el desistimento del caso jamás lo efectuó, ni tuvo la 
intención de hacerlo; /) que la sentencia dictada por el ter- 
cer perito, de acuerdo con la ley de la materia causa definitiva 
y no es suceptible de recurso alguno^ ni aun el de apelación y 
que, por consiguiente, no procede la nulidad por vía de acción 
(véase Ley % título 18, libro H, N. R.)- 

Y considerando: 1^ Que la nu/eeíací deducida por la Empresa 
del Ferrocarril del Oeste se hace consistir principalmente en 
que, á consecuencia de lo conveniíb en el ocla de foja sesenta y 
dos y siguientes, quedó limitada la presente cuestión al hecho 
de fijarse elprecio del terreno, pretendiéndose por ello se ha ex- 
tralimitado en sus facultades el perito tercero, al incluir en su 
fallo la indemnización de los daños y perjuicios inherentes á la 
expropiación . 

2^ Que según resulta del acta referida, en ella se dice tes- 
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tualmente: cEn este estado dijeron las partes, que haa conve- 
nido también respecto de la propuesta de las obras pendientes^ 
según el acta que precede (el acia citada expresa que la parte 
del ferrocarril ofrece abrir una comunicación de una fracción á 
otra del terreno deUeñur Martínez por medio de un puente ade- 
cuado, véase foja setenta vuelta, textual), como de mampos- 
teríi, á practicarse: que tratarían de convenirse Ínterin el 
Juzgado resuelve sobre el punto sometido á su decisión, es 
decir, sobre si debía ó no pagarse el terreno de ribera y que 
presentarían escrito al perito tercero ^ sobre lo que acordaran. Es 
también entendido por las partes, que practicadas las obras de 
comunicación éntrelas fracciones de terrenos del señor Martí- 
nez, por parte del ferrocarril, la expropiación queda limitada 
solamente al terreno ocupado por la vía » . 

3"" Que para que hubiera habido contrato^ cuya violación se 
hubiera efectuado por las partes, se hacía necesario que antes 
hubieran convenido en las obras á efectuar, circunstancia que 
no ocurrió poner; que, con posterioridad al fallo de foja ciento 
diez y siete recien se presentó el plano de foja ciMto cincuenta 
y ocho, lo que demuestra alas claras, no se cumplió la condi- 
ción preceptuada por las partes (véase acta de foja 73) de con- 
venirse respecto á las obras indicadas, Ínterin se dictara la sen- 
tencia sobre ribera. 

4** Que mal podía referirse al arribo del convenio (véase foja 
174 vuelta) al punto sobre riberas, sometido pura y exclusiva- 
mente alJuez de la causa su decisión (véase acta de foja 72 
vuelta) cuando ello se determinó fuera objeto de un fallo espe- 
cial sin apelación alguna y no dependiese del laudo arbitral del 
tercerOy á quien presentarían el escrito sobre lo que acordasen: 
sobre lo ya acor(/a(/o, como era el acatamiento de l2k sentencia 
(que más tarde se dictó en 29 de Marzo) nada había que decir 
sino el acatamiento del mandato , e\ cual debería sujetarse al 
Juez arbitril en su laudo, cuando se ocupe de la tierra ri- 
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bereña, y tanto es así, que nada se objetó al notificarse la 
sentencia de foja ciento diecisiete, pues se hubiera dicho ella 
de nulidad y no simplemente de apelación como se ínter- 
puso. 

5° Que la nulidad como recurso, sólo es procedente cuando se 
han violado las leyes del procedimiento^ circunstancia que en el 
presente caso no existe y tan es así, que ni siquiera se ha he- 
cho la más mínima observación al respecto. 

6** Que cansando ejecutoria la sentencia de foja ciento se- 
senta y seis, con arreglo á la ley de la materia, y no siendo ella 
apelable, \^nulidad por vía de acción, es totalmente improce- 
dente. 

7^ Que, como lo dice claramente el texto del acta de foja 
setenta y tres ^ la expropiación quedaba limitada á la parte ocu- 
pada por la vía, 6 sea, á la porción de terreno que el ferrocar- 
ril necesita para su línea, de manera á dejar fuera de cuestión, 
la obligación impuesta por los peritos Vaoa-Guzman yCoIlet, de 
comprar los sesenta y tantos mil metros, á que hacen referen- 
cia en su laudo. 

8"" Que la renuncia á exigir daños y perjuicios, no existe en 
autos, y si tal fué la intención de las partes, debió claramente 
expresarse. 

Por estos fundamentos, demás concordantes de la defensa 
(véase foja 180) y consideraciones apuntadas, fallo: no hacien- 
do lugar á la acción de nulidad deducida contra el laudo peri- 
cial pronunciado por el perito tercero en la pieza de foja ciento 
sesenta y seis y siguientes y todo con especial condenación en 
costas. Notifíquese con el original, regístrese en el libro de 
sentencias y repónganse las fojas. 

Mariano S. de Aurrecoechea. 
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Fallo de la SupreniA Corte 

Buenos Aires, Mayo 30 de 1893. 

Vistos, resalta: Que para la expropiación del terreno ocupa- 
do por la vía del Ferrocarril del Oeste, en la propiedad de don 
Julián N. Martínez, fueron nombrados peritos tasadores, el 
doctor don Santiago Yaca-Gazman y don Jorge Collet, expre- 
sándose en el acta de su nombramiento de foja veintiuna, que 
debían sujetarse en un todo á las prescripciones de la ley pro- 
vincial de expropiación de mil ochocientos ochenta y uno. 

Que antes de expedirse dichos peritos en su cometido y á so- 
licitud de los mismos, fué nombrado por el Juzgado, perito ter- 
cero para el caso de discordia, el doctor Nicolás Matienzo, y 
más tarde^ por renuncia de éste, don Dalmiro Huergo (véase 
fojas veinticuatro y cincuenta y cuatro). 

Que los peritos Yaca-Guzman y Collet, pronunciaron el lau- 
do de foja treinta y cuatro, resolviendo dos cuestiones, la pri- 
mera relativa á la extensión de terreno que debía expropiar la 
Empresa del ferrocarril, y la segunda referente al precio que és- 
ta dehía abonar por metro cuadrado de aquel. 

Que la primera de estas cuestiones fué resuelta de común 
acuerdo, estableciendo que la empresa debía expropiar mayor 
área que la ocupada por la línea, y la segunda en disidencia, 
fijando el perito Yaca-Guzmau al metro cuadrado de la área de 
terreno el precio de íreinta pesos moneda nacional, y el perito 
Collet el de tres pesos de la misma moneda. 

Que sometida^con este motivo la cuestión al perito tercero, é 
invitadas por éste las partes (página sesenta y ocho y media) á 
manifestar si tenían alguna objeción que hacer á lo obrado hasta 
entonces, una y otra ratificaron todo lo actuado, dando por vá- 
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lido, con excepción por parte de la Empresa^ de lo referente á 
las facultades de los peritos para disponer que se expropie ma- 
yor extensión de tierra que la que había autorizado la le^ como 
necesaria para la obra pública de que se trata, á cuyo respecto 
observó la misma parte que los peritos carecían de tales facul- 
tades y debían limitar sus funciones á la estimación del bien 
raíz á expropiar y de los perjuicios que se infieran. 

Que des^iues de esta manifestación y antes de pronunciar su 
laudo el perito tercero, bizcaste constar (foja setenta) que la 
parte del ferrocarril ofrecía abrir por medio de un puente ade- 
cuado una comunicación entre las dos fracciones en que queda- 
ba dividido el terreno de Martinez, á consecuencia del alto ter- 
raplén de la vía que lo atravesaba, con cuyo motivo refiriéndose 
las partes á esa propuesta, en el acta de foja setenta y dos, dije- 
ron : que tratarían de convenirse á su respecto, Ínterin el Juz- 
gado resolvía el punto sometido á su decisión sobre si debía ó 
no pagarse el terreno de ribera, y que presentarían escrito al 
perito tercero sobre lo que acordaran, agregando lo siguiente: 

c Es también entendido por las partes que, practicadas las 
obras de comunicación entre las fracciones del terreno del señor 
Martinez, por parte del ferrocarril, la expropiación queda limi- 
tada solamente al terrono, ó versar sobre el precio del terreno 
ocupado por la vía.» 

Que resuelta por el Juez federal la cuestión relativa al pago del 
terreno de la ribera y habiéndose agregado á los autos por dis- 
posición del perito tercero, tanto la declaración hecha por Mar- 
tinez, en cumplimiento del proveído de foja ciento cincuenta y 
seis, de no haber podido arribar á nada práctico con la empresa 
del ferrocarril sobre las obras de comunicación que se proyecta- 
ban, como el plano que presentó dicha Empresa, en concepto de 
ser el del pasaje que según ella se había obligado á hacer, el peri- 
to tercero procedió á dictar el laudo de foja ciento sesenta y seis. 

Que por ese laudo, el perito Huergo ha dividido, á los efectos 
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del juicio, todo el terreno de Martínez, en cinco partes, fijando 
ú cadaund de ellas una extensión dada, y resolviendo que la Em- 
presa del ferrocarril debo abonar el precio déla primera de esas 
partes, que es la que ocupa la vía férrea, y debe expropiarse á 
razón de catorce pesos moneda nacional por metro cuadrado-, y 
que pague también como indemnización de perjuicios por el de- 
mérito qne el fraccionamiento déla propiedad causa á las otras 
partes de la misma, la suma correspondiente al tanto por ciento 
del precio de catorce pe»os moneda nacional por metro cuadrado 
que respectivamente fija á cada una de las cuatro partes restan- 
tes del terreno. 

Que contra esta resolución, la empresa del ferrocarril ha de- 
ducido la demanda de nulidad de que instruye su escrito de foja 
ciento setenta y dos, demanda á que no ha hecho lugar, con es- 
pecial condenación en costas, la sentenciado foja ciento noventa 
y nna^ por cuya razón la empresa ha entablado contra ella recur- 
so de apelación, viniendo con tal motivo los autos á la resolución 
de esta Suprema Corte; y 

Considerando : Que la nulidad alegada por la empresa expro- 
piante contra el laudo del perito tercero, se hace consistir en que 
éste ha excedido los límites de su mandato, procediendo sin 
jurisdicción á laudar sobre un punto que no estaba sometido á su 
decisión, cual es la indemnización de perjuicios que fija á favor 
de Martínez por el deterioro causado á las fracciones del terreno 
de éste, no comprendidas en la expropiación. 

Que siendo incontestable el hecho de haberse pronunciado el 
perito tercero, en su laudo sobre este punto, toda la cuestión 
acerca de la procedencia ó improcedencia déla demanda déla 
empresa^ queda reducida á examinar y resolver si el perito ter- 
cero se hallaba legalmeute facultado para fijar en el caso sub- 
judicexineL indemnización por el demérito resultante al resto de 
la propiedad de Martínez por la expropiación de la parte de la 
misma ocupada por el ferrocarril. 
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Qae la empresa demandante ha sostenido la solución negativa 
de esta cuestión, fundándose para justiñcarlo, primero: en que 
por voluntad de las partes, consignada en el acta de fojas setenta 
y dos á setenta y tres, el mandato del perito tercero quedólimi- 
tado á tasar el terreno ucupado por la TÍa férrea; y segundo, en 
que nombrado el tercero para dirimir la discordia de los dos 
primeros peritos, no ba podido pronunciarse sino sobre el punto 
que constituía esa discordia, es decir, el precio déla tierra que 
debía expropiarse. 

Que en cuanto al primero de estos fundamentos, corresponde 
observar, que no es exacto como lo ha aseverado el representante 
de la empresa, que del acta de foja setenta y dos resulte haber- 
se estipulado que aquella quedaba obligada á practicar obras de 
comunicación entre las fracciones del terreno de Martínez, si- 
tuado á uno y otro lado de la vía, pues todo lo que ha habida 
al respecto es un ofrecimiento de parte de la empresa para hacer 
dichas obra», y un convenio entre las partes de tratar de con-- 
venirse (testual) sobre esa propuesta, Ínterin el Juzgado resol* 
vía la cuestión que le fué sometida sobre el pago del terreno de 
ribera, habiéndose agregado que practicadas esas obras la expro- 
piación quedaría limitada solamente al terreno, ó versar sobre 
el precio del terreno ocupado por la vía. 

Que, en consecuencia, n^tda hay en los términos del act^ dala 
referencia, que autorice á dar por establecido que fuera volun- 
tad de las partes que el mandato del perito tercero quedase li- 
mitado á la tasación del terreno ocupado por la vía, desde que 
esta limitación se subordinó al cumplimiento de extremos que 
no se realizaron, como ser el acuerdo que tratarían de hacer 
las partes sobre la propuesta de obras de comunicación y la eje- 
cución de la misma. 

Que si bien por lo expuesto no puede aceptarse como bastante 
el primero de los fundamentos alegados por la empresa para 
justificar la solución negativa de la cuestión que se examina, no 
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sucede^ sin embargo, lo mismo con el segundo de los fundamen- 
tos ya mencionados, 6 sea, el que se refiere á la tesis sostenida 
por la empresa, de que nombrado el tercero para dirimir la dis- 
cordia de los dos primeros peritos, no ha podido pronanciarse 
sino sobre el punto que constituía esa discordia. 

Que la verdad de esta tesis se evidencia con el mérito de los 
antecedentes ;a relacionados del caso, y con la naturaleza déla 
misión que le está claramente encomendada por la ley al peri- 
to tercero. 

Que para demostrarlo, basta recordar que por el acta de foja 
veintiuna vuelta, en que se hizo el nombramiento de los peritos 
Vaca-G'uzman y Colleí, ssc estipuló por las partes que ellos de- 
berían sujetarse en un todo á las prescripciones de la ley pro- 
vincial de expropiación de mil ochocientos ochenta y uno, lo que 
vale decir, que no podían ejercer otras facultades que las estable- 
cidas por dicha ley para el cumplimiento de su cargo, faculta- 
des que se limitan, según se desprende de las disposiciones de 
la misma, á hacerla avaluación del terreno destinado ya á ser- 
vir á la obra para la cual se decretó la expropiación, y la fija- 
ción de la indemnización que haya de abonar al expropiado por 
los perjuicios que ella le ocasiona. 

Que no habiéndose pronunciado en desacuerdo dichos peri- 
tos sobre este último punto, como lo demuestriin los propios tér- 
minos de su laudo, desde que consta que, con derecho ó sin él, 
sobre lo que, dado el recurso traído, no está llamada esta Su- 
prema Corte á pronunciarse, se limitaron á resolver sobre la 
extensión del terreno que debía expropiar la Empresa, y sobre 
el precio que ésta debía abonar por metro cuadrado; es claro 
que no ha habido entre ellos discordia sobre dicho punto, y en 
consecuencia que el perito tercero don Dalmiro Uuergo, nom- 
brado exclusivamente para dirimir la discordiaqne se produjese 
entre aquellos, no ha podido ni debido considerarse facultado á 
fijar por si solo una indemnización cualquiera á favor de Marti- 
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nez, como ha sucedido, porque esto importaba desnaturalizar 
maniñestamente la misión de dirimir la discordia que se le ha- 
bía confiado, no constando por lo demás en parte alguna de los 
autos, que los interesados le hubiesen acordado el carácter de 
arbitro único para resolver la cuestión sobre el monto de la in- 
demnización que correspondiere abonar al expropiado. 

Que^ finalmente, la nulidad alegada por la Empresa no afec- 
ta todo el veredicto del tercero, puesto que se refiere solamente á 
la parte en que resuelve se pague una indemnización á favor de 
Martínez, no puede por lo mismo extenderse aquella más allá 
del capital sobre que versa, debiendo en esta virtud^ quedar 
firme y valedero dicho veredicto en lo referente al precio fijado, 
en discordia, al terreno de Martínez ocupado por la vía férrea, 
punto sobre el cual el fallo del perito tercero hace cosa juzgada, 
sea cual fuere la justicia ó injusticia que él envuelva, como lo 
ha declarado esta Suprema Corte en la causa de expropiación 
seguida por la misma Empresa con don Gervasio Paez. 

Por estos fundamentos y de acuerdo con lo dispuesto por las 
leyes séptima, título vigésimo segundo, partida tercera y cuarta, 
título vigésimo primero, libro cuarto, Recopilación Castellana: 
se revoca la sentencia apelada en cnanto rechaza absolutamen- 
te la nulidad deducida por la Empresa recurrente y la condena 
en costas, declarándose nulo y sin efecto alguno el veredi^^to 
del tercero en discordia, donDalmiroHuergo, de foja... encuan- 
so se pronuncia condenando á la Empresa del Ferrocarril Oeste 
el pago de la cantidad que expresa por vía de indemnización de 
daños y perjuicios. Notifíquese con el original; repuestos los 
sellos, devuélvanse. 

benjamín PAZ. — LUIS V. VÁRELA. 
— ABEL BAZAN. — OCTAVIO 
BUNGE. — JUAN E. TORRENT. 
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CAUSA CXIil III 



Criminal contra I). LuisJ. Pintos; sobre pruebas 



Sumario. — La prueba de testigos en las causas criminales, 
debe ser ofrecida dentro de los primeros diez días del término 
probatorio. 



Caso.— Lo indica el 



Fallo del Jíuez Federal 



Santiago, Febrero 22 de 1893. 

Autos 7 vistos : de acuerdo' con las consideraciones legales 
aducidas por el Procurador Fiscal en su precedente vista, y en 
mérito de lo certificado por el actuario, sobre el término de 
prueba, siendo exacto que no existe derecho algano irrevoca- 
blemente adquirido contra una ley de orden público, no se hace 
lugar ala revocatoria solicitada del auto de foja. . ., y se conce- 
de en relación, la apelación interpuesta para ante la Suprema 
Corte de Justicia, adonde se remitirán los autos originales en la 
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forma de la ley, fijánrlose el térmiao de cinco días para la me- 
jora del recurso. 

Y resaltando del examen de este incidente, que el actuario ha 
notificado el auto de foja..., con notable retardo, se le apercibe 
seriamente por ello. 

P. Olaechea y Alcor ía. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Marzo 13 de 1893. 
Suprema Corle : 

El certificado del actuario, corriente á foja 106, confirma lo ex- 
puesto por el Procurador Fiscal á foja 104; esto es^ que el tér- 
mino de prueba en esta causa, quedó suspendido por enferme- 
dad del Juez, desde el li de Agosto hasta el iO de Octubre del 
corriente año. 

Y como ese término, según el auto de foja 43 vuelta, notificado 
á foja64; empezó á correr en 3) de Julio, y de nuevo después de 
la suspensión, el 10 de Octubre, el 18 del mismo mes, en que 
según el cargo de foja 66 vuelta, se pidió el examen de testigos, 
estaba ya vencido el que prescribe como necesario, á efecto de 
presentar la nómina, el artículo 383 del Código de Procedi- 
mientos en lo Criminal. 

Pienso, como lo expresa el Juez a quOy que tratándose de le- 
yes de orden público, el error ó negligencia en el cómputo de 
términos fatales, no puede prevalecer contra las prescripciones 
expresas de la ley, y para ello, reproduciendo los fundamentos 
de la vista del Procurador Fiscal de foja 104, pido á Y. E. la 
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conñrmacion de los dos autos recurridos, corrientes á fojas 106 
Tuelta y no. 

Sabiniano Kier. 



VmUm de la Saprema C«rte 



Buenos Aires, Junio 3 de 1893. 

Y vistos : De conformidad con lo expuesto y pedido por el se- 
ñor Procurador General y por los fundamentos de foja ciento 
seis vuelta: se conñrman los autos apelados de fojas noventa y 
cinco vuelta y ciento diez. Devuélvanse. 

benjamín paz.— ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BtJNGE. — JUAN 
E. TORRENT. 
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CAUSA CJÍEilX 



ÍM comparda de Ferrocarriles Pobladores contra /?■ Ramona 
He ribera de Aguirre; sobre expropiación 



Sumario. — La indemnización, en las expropiaciones, debe fi- 
jarse según el mérito de los autos y lo resuelto en casos aná- 
logos. 



Caso. — Lo indica el 



Fall» del Juez Federal 



La Plata, Julio 28 de 1892. 

Y vistos estos autos seguidos por la Compañía Nacional de 
Ferrocarriles Pobladores contra D* Ramona H. de Aguirre so- 
bre expropiación. 

Resulta: I"" Que á foja 5 la Compañía de Ferrocarriles Po- 
bladores demanda la expropiación de 1222 metros 30 centíme- 
tros cuadradosde terreno. 

2^ Que convocadas las partes al comparendo verbal que de- 
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termina el artículo 6*' de la Ley Nacional , el acto tuvo lugar 
como consta á foja 36, en el que no habiendo convenido las par- 
tes en el precio é indemnizaciones, propusieron peritos que es- 
tablecieran su monto, los cuales aceptaron el cargo como consta 
á foja 37. 

3® Que los nombrados se expidieron, como resulta á foja 38 
el de la Compañía y el de la parte demandada á foja 44. El 
primero estima en 30 centavos el metro cuadrado de terreno y 
por toda indemnización el 10 por ciento sobre el valor total de 
la expropiación. El segundo, á su vez, aprecia en 3 pesos el 
metro cuadrado y un 30 por ciento más por toda indemni- 
zación. 

4^ Que para 'mejor proveer, el Juzgado mandó practicar una 
inspección ocular por el Secretario, por no berle posible al in- 
franscripto abandonar el Tribunal con ese objeto, cuya comisión 
desempeñó dicho funcionario, como resulta áfoja 47, quedando 
estos autos listos para sentencia. 

Y considerando: í^ Que, en cuanto al valor del terreno, este 
Tribunal ha fijado precio en diferentes casos análogos al que se 
trata en el presente, y uno de ellos es el que la misma Compañía 
expropiante siguió con D. Antonio Olaguer Feliú en que se de- 
terminó el precio de 80 centavos y que fué confirmado por la 
Suprema Corte de Justicia Nacional, por terreno inmediato al 
deslinde de la Capital Federal con la provincia de Buenos-Ai- 
res, alto, de excelentes condiciones para la agricultura y toda 
clase de plantaciones. 

^ Que, como consta de autos, el terreno que se expropia en 
la presente causa, está bajo de la barranca y en condiciones 
muy inferiores al de Olaguer Feliú; sin que concurra ninguna 
circunstancia que los equipare ó bonifique el de la señora de 
Aguirre. 

3® Que, por lo tanto, y habiendo una base cierta, como pun- 
to de partida, para establecer el precio del terreno, como lo es 

T. II 17 
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la sentencia de la Suprema Corte, ya referida* y teniendo en 
consideración, además, las condiciones geológicas en ambos 
casos y sn situación, el Juzgado estima equitativo el precio de 
50 centavos el metro cuadrado de terreno á expropiarse en esta 
causa. 

4° Que^ en cuanto á los perjuicios, que por parte del perito 
déla Empresa seliace consistir únicamente en la condición for- 
zosa de la venta y que no los establece el de la demandada, al 
determinar el 30 por ciento de indemnización debe tenerse pre- 
sente el acta de inspección ocular practicada por el Secretario, 
de la que no se deriva otro perjuicio que el del simple cruce de 
la vía por el terreno, por esto el Juzgado resuelve confirmar el 
precio de 10 por ciento como lo establece el perito de la demanda. 

Por estás-consideraciones, fallo: fijando en definitiva, como 
precio del terreno á expropiar en la presente causa el de 50 cen- 
tavos el metro cuadrado y el iO por ciento sobre el total, por 
toda indemnización, todo lo que deberá pagarla Compaiiía Na- 
cional de Ferrocarriles Pobladores, dentro de diez días de eje- 
cutoriada la presente, con sus intereses á estilo de Banco, desde 
la ocupación provisoria sobre el valor líquido entre lo deposita- 
do y lo que resulte según liquidación, con más las costas del 
juicio, reducidos al honorario de los peritos y gastos de actua- 
ción. Notifíquese con el original, regístrese y repóngase las fojas. 

Mariano S. de Aurrecoechea. 



WmUm de la Suprema Carie 

Buenos Aires, Judío 3 de 1893. 

Vistos: Atento el mérito de autos y de acuerdo con los ante* 
cedentes establecidos por esta Suprema Corte, en casos análo- 
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gos: se fija en un peso moneda nacional comprendida toda 
indemnización,' el yalor de cada metro cuadrado del terreno á 
expropiarse en esta cansa, quedando en estos términos modifica- 
da la sentencia apelada de foja cuarenta y ocho, la cual se con- 
firma en lo demás que contiene. Bepuestos los sellos de?uél- 

yanse . 

benjamín PAZ.— ABELBAZAN. 
— OCTAVIO BUNGE. — JUAN 
E. TOBRENT. 



CAUSA C^l4 



La Compañía de Ferrocarriles Pobladores contra D. Torcuaio 

de Alvear; sobre esepropiacion 



Sumario.— La indemnización, en las expropiaciones, debe fi- 
jarse según el mérito de los autos y lo resuelto en casos aná- 
logos. 



Co^o.— Lo indica el 
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Fall» del Juez Federal 



La Plata, Mayo P de 1891. 

Vistos: los presentes autos, resalta: Qne la Compañía Na- 
cional de Ferrocarriles Pobladores se presenta al Juzgado de- 
mandando á D. Torcuato de Alvear por la expropiación de 7622 
metros cuadrados de terreno de un fundo qne éste posee en el 
partido de San Isidro, en virtud de la autorización concedida 

á dicha Compañía por ley de 10 de Octubre de 4887. Ofrece la 
suma de 4573 pesos 20 centavos moneda nacional, como precio 
del área indicada é indemnización de perjuicios y pide la inme- 
diata posefc^ion de! terreno, la que le fué acordada, en virtud de 
haberse consignado el precio ofrecido, convocándose á las par- 
tes ajuicio verbal, á los efectos del artículo 6^ de la Ley de ex- 
propiación . 

Antes de realizarse ese juicio, el doctor Sosa, representante 
de la Compañía demandante, modifica la demanda respecto de 
la superficie á expropiar, reduciéndola á 6424 metros cuadra- 
dos. 

Que en el comparendo verbal (fojas 17 vuelta y i8) el repre- 
sentante del demandado rechaza el precio ofrecido por la expro- 
piación, estimando el terreno á razón de 16 nacionales el metro 
cuadrado, por lo que se procedió al nombramiento de peritos, 
de conformidad á loque dispone la ley citada, haciéndose por 
parte de la Empresa, en la persona de D. Serapio Villegas, ; 
por el propietario en el doctor don Luis Beláustegui, á foja 27; 
éste presenta su informe avaluando el terreno á razón de 10 
pesos el metro ó sea un total de 64.240 pesos por la superficie 
expropiada. El perito Villegas se expide á foja 33, estimándolo 
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á razoD de 60 ceotavos por metro caadrado, y daado por con 
peosada la depreciacioa por fraccionamieato, cou el mayor vi 
lor qae adquiere el resto por el establecimiento de la esti 
cioii . 

Qae á pedido de ambas partes, por tener qae observar 1< 
dictámenes de los peritos, se les convocó nuevamente & jnic 
verbal , el cual tnvo lagar y de cayo resaltado instraye el acta ( 
foja 7. 

Que por auto de foja 55 y con calidad de para mejor provee 
eljuzgadodecretó ana vista ocular del terreno, la qoe Terifi< 
acompañado de los interesados, quienes fueron nuevamen 
oídos, y cuyas exposícioaes constan en el acta de foja 66. 

Y considerando: 1° Que dadas las opiniones, tan en extren 
opuestas, de los peritos, respecto del valor del fundo del señi 
Alvear, y á falta de otrus elementos de juicio, se constitayó 
Juzgado sobre el mismo terreno para verificar su calidad y li 
condiciones en que lo deja el cruzamiento de la vía férrea, hi 
hiendo podido observar qne el área qu6 eipropia la Compañ 
está situada bajo la barranca, qae no hay en toda la extensic 
del terreno, desde el pié de la barranca hasta la ribera, ningui 
clase de cultivo, plantaciones ni edificación, y que las grandi 
mareas llegan allí, como se puede notar por los vestigios qi 
han dejado las aguas. 

2° Que de estos antecedentes puede deducirse qae el porveai 
de esos terrenos es muy remoto, pues su situación actaal li 
hace inadecuados á todo núcleo de población, mientras que, pe 
SQ calidad y dimensiones son poco aptos para el cultivo con 
lo demuestra el hecho mismo de estar incultos. 

3° Que, aún suponiendo que fuera apto para el cultivo, és 
DO podría nunca llegar á constituir la renta del valor ó prec 
que se le asigna por el perito doctor Beláustegai, que es lo qi 
debe tenerse en cuenta para asignar valor á la propieds 
TaÍ2. 
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4^ Que, en cuánto al valor venal del terreno, no es posible 
determinarlo, por falta de ventas análogas; pues es público y 
notorio que, en terrenos situados bajo la barranca de San 
Isidro, semejante al de que se trata, las transacciones han 
sido tan escasas y raras, que no podrían servir de biise para 
establecerlo . 

5^ Que en estas condiciones no queda al Juzgado, sino asig- 
nar equitativamente precio al terreno expropiado; y por las 
razones consignadas considera justo fijarlo á razón de un peso 
moneda nacional, precio señalado al de Yallejos, de iguales con- 
diciones al del señor Alvear, en el juicio sobre eipropiacion 
seguido por la misma Compañía demandante, y cuya sentencia 
ha quedado consentida por las partes. 

6^ Que, en cuanto á los perjuicios, sólo puede considerarse 
como tales el fraccionamiento del terreno, que divide ó separa 
el fondo que da á la ribera, del resto del terreno ; pues el esta- 
blecimiento de la estación contigua á él, lejos de ocasionar 
perjuicios, no puede sino beneficiar al propietario por el au- 
mento que necesariamente tomará el resto del terreno y las 
ventajas de tener alas puertas de su casa la misma estación. 
El Juzgado estima, pues, que el perjuicio arriba mencionado 
debe ser indemnizado con un 30 por ciento sobre el valor total 
de la expropiación. 

Por estas consideraciones, fallo: fijando en un peso moneda 
nacional el metro cuadrado del terreno que se expropia al señor 
Alvear y 30 por ciento sobre el valor total de la expropiación 
por indemnización de perjuicios, con los intereses desde la de- 
manda y las costas del juicio. Repónganse los sellos y notifí- 
quese con el original. 

Mariano S. de Aurrecoechea. 



í 
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Fallo de Ia Suprema Corte 



Buenos Aires, Junio 3 de 1893. 

Vistos: Con el mérito que arrojan los autos y de acuerdo con 
los antecedentes establecidos por esta Suprema Corte, en casos 
análogos: se fija en un peso moneda nacional comprendida toda 
indemnización y el valor de cada metro cuadrado del terreno á 
expropiarse en esta causa, debiendo computarse los intereses so- 
bre la diferencia entre el precio consignado á foja primera y el 
que resulte adeudarse, quedando modificada en estos términos 
la sentencia apelada de foja setenta y una vuelta, la cual se 
confirma en cuanto á las costas. Repuestos los sellos, devuél- 
vanse. 

BENJAMÍN PAZ . — ABEL B AZAN . 
— OCTAVIO BIINGE. — JUAN 
E. TORBENT. 
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CAUSA Clil 



La Compañía de Ferrocarriles Pobladores contra D. Felipe A 

Amadeo ; sobre expropiación 



Sumario. — La indemnización, en las expropiaciones, debe fi- 
jarse según el mérito de los antos y lo resuelto en casos aná- 
logos. 



Caso. — Lo indica el 



Fallo del Juez Federal 



La Plata, Junio 4 de 1892. 

Vistos : estos autos seguidos por la Compañía Nacional de 
Ferrocarriles Pobladores contra D. Felipe A. Amadeo, sobre ex- 
propiación . 

T considerando : 1^ Que no habiendo podido ponerse de acuer- 
do las partes respecto del precio del terreno expropiado, nom- 
braron los peritos, como lo prescribe el artículo G"* de la ley de 
expropiación, designándose por la Empresa expropiante á Don 



1 
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Domingo Larralde y por oí señor Amadeo, al Doctor Pedro T: 
Agote. 

2^ Qae á foja 35 corre el informe del perito Larralde y á fo- 
ja 39 el del Dr. Agote, en qae cada uno aprecia de un punto de 
vista bien distinto el valor de la tierra que es materia de este 
juicio, avaluándola el primero á razón de 2 pesos y 25 centavos 
moneda nacional el metro cuadrado y en 15 pesos el segundo, 
lo que colocaba al Juzgado 'en la imposibilidad de encontrar el 
término razonable de aplicación. 

3^ Que^ en vista de esta notable divergencia de opiniones, 
se hacía indispensable una inspección ó examen del terreno, pa- | 

ra conocer sus condiciones de posición, producción ú objeto á 
que está destinado, y al efecto comisionó al Secretario, para 
que verifícase esa diligencia, de la que instruye el informe de 
foja 45. 

4^ Que de ese informe, que no ha sido observado por las par- 
tes, resulta que el terreno del señor Amadeo, no produce actual- 
mente renta alguna, pues se halla totalmente baldío, y qne^ 
dada su proximidad al río Lujan, no puede emplearse sino en la 
construcción de casas de recreo, como la mayor parte de los te- 
rrenos en esa situación. 

5^ Que este destino es sólo accidental, y ha tenido una época 
que ha desaparecido con la crisis del valor de la propiedad, 
comprobando que ésta sólo puede valorarse por la renta qae es 
susceptible de producir y no por sus oscilaciones accidentales de 
valor . 

6*" Que bajo este punto de vista, el Juzgado debe tener en 
cuenta, para la estimación del terreno en cuestión, los precios 
fijados á terrenos de ribera, análogos ó semejantes á aquel, ó 
sea un término medio de 2 pesos 80 centavos moneda naciontil, 
precio que estima equitativo para fijarlo en el presente caso. 

7^ Que, en cuanto á indemnización, sólo procede, según la 
jurisprudencia establecida por la Suprema Corte, en los casos 
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de Luis Gánale y Victoria Agnirre con la misma Empresa ex- 
propiante, cuando se produce fraccionamiento, lo que no ocurre 
en el presente caso, puesto que se expropia la totalidad del te- 
rreno. 

Forestas consideraciones, fallo: que la Empresa de Ferroca- 
rriles Pobladores, pague á D. Felipe A. Amadeo el terreno que 
le expropia^ á razón de 2 pesos y 80 centavos el metro cuadrado, 
con los intereses de Banco desde la toma de posesión, siendo las 
costas del juicio á cargo de la misma, de conformidad al artícu- 
lo 18 de la ley de expropiación. Repónganse los sellos y notifi- 
que con el original. 

Mariano S. de Aurrecoechea. 



FaIIo de la Suprema Oarle 



Buenos Aires, Junio 3 de 1893. 

Vistos: Con el mérito de autos, y de acuerdo con los antece- 
dentes establecidos por esta Suprema Corte en casos análogos : 
se fija en cuatro pesos el valor de cada metro cuadrado del te- 
rreno á expropiarse en esta causa; quedando en estos términos 
modificada la sentencia apelada de foja cuarenta y seis, la cual 
se confirma en lo demás que contiene. Repuestos los sellos, de- 
vuélvanse 

BENJAMÍN PAZ.— ABEL BAZAN. 
—OCTAVIO BUNGE.— JUAfi E. 
TORRENT. 
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CAUSA CJLIl 



Don Juan Domínguez contra D. Juan de Dios Rawson, por res- 
cisión de contrato ; sobre recusación 



Sumario. -^ La enemistad entre la parte y el Juez^ es causa 
legal de recusación. 



Cq;so. — D. Mateo Barone, por el actor, acompañando an bo- 
leto de compra-Tenta otorgado por el Sr. Rawson, demandó á 
éste por rescisión de aquel contrato y daños y perjuicios. 

El demandado fué declarado en rebeldía y así se siguió el 
juicio, hasta que D. Rómulo Sarmiento, con poder de aquél, se 
presentó al Juzgado exponiendo: Que cumpliendo instrucciones 
recibidas de su mandante, recusa al Juez, fundado en el artículo 
43, inciso 5**, de la ley de procedimientos, pues teniendo aquel 
enemistad personal con D. Manuel Rawson, hijo del demanda- 
do, la tiene también con éste que aplaudió la conducta del 
hijo; 

Que esa enemistad proviene de que D. Manuel Rawson orde- 
nó se levantara un sumario que fué remitido al Ministerio del 
Interior, en cuya virtud pende ante el Congreso la petición del 
juicio político, — y por la prisión que aquel ordenó del Juez, — 
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hecho público y notorio qae es bastante para fundar la excu- 
sación de entender en los juicios de su enemigo y ascendientes 
de éste. 



Fallo del «iues Iletrado 



Viedma, Setiembre 37 de 1892 

Tratándose en el presente de un asunto del fuero común, son 
inaplicables las disposiciones de la ley sobre procedimientos del 
fuero federal, que el recurrente cita en su apoyo; empero como 
se recusa al suscrito alegando la causa de enemistad de D. Juan 
de Dios Rawson, de que antes no se tenía evidencia por el in- 
franscrito, correspondiendo su conocimiento al Superior^ así co- 
mo el resolver si la recusación está ó no bien deducida, en con- 
formidad al artículo 371 del Código de Procedimientos, eléven- 
se los autos ante la Excma. Corte Superior de Justicia Nacio- 
nal, con noticia de partes. 

A. Arce 
Ante mi: 

Silvano Olarola 



Fallo de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Junio 6 de 1893. 

Vistos y considerando: Que según resulta del auto de foja 
veinte y nueve vuelta y de otras constancias del expediente, 
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existe entre el Jaez y la parte, la causal de recasacioa estable< 
da en el inciso once del artículo trescientos sesenta y ocbo c 
Código da Procedinuentos de los Tribunales de la Capital. 

Por esto se declara habei lugar á la recneacion dednoida \ 
la parte de Bawson, y dernélranse los autos para qne sean i 
mitídos al Juez qne corresponda; y repónganse los sellos. 



benjamín paz.— luis V. VAREI 
— ABEL BAZAN. — OCTAVIO Bt 
GE. — JUAN E. TORRENT. 



CAUSA C'lilll 



Uoger y Gallet contra 1). Stmon Pelletier, por falsificación 
marca de fábrica; sobre excepción de arraigo 



Sumario.— En los juicios criminales sobre fiílsificacion 
marca de fábrica, no procede la excepción de arraigodel juic 



Cato. — Lo indica el 
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Fallo del «iuez Fecieml 



Buenos' Aires, Marzo 6 de 1893. 

Y vistos: para resolver sobre la excepción de arraigo del jai- 
cio iuterpaesta por el demandado, invocando el hecho de que el 
demandante es extranjero no domiciliado en la República. 

Y considerando: 1^ Que los presentes autos versan sobre in- 
fracción á la ley de marcas de fábrica y de comercio y que se ha 
entablado por el demandante la acción criminal á que esa ley 
se refiere, para obtener la aplicación de las penas establecidas 
en el artículo 28 de la misma. 

2® Que tratándose, en consecuencia, de una causa criminal, 
no tiene aplicación el artículo 74 de la ley de Procedimientos de 
14 de Setiembre de 1863. 

3"* Que el Código de Procedimientos en materia penal, no 
menciona tal excepción en ninguna de sus disposiciones. 

4^ Qae no es posible, dada la naturaleza del juicio, hacer una 
aplicación extensiva por analogía, á hs disposiciones de la ley 
de Procedimientos Civiles. 

Por estos fundamentos y de acuerdo con las resoluciones de 
la Suprema Corte que se registran en la página 181, tomo 2"*, 
serie 3* de los Fallos y en la causa seguida por el Dr. D. Salva- 
dor Andreu y Grau contra D. E. Yon Duguez, sobre falsifica- 
ción de una marca de fábrica, de fecha 20 de Octubre de 1889, 
fallo: no haciendo lugar ala excepción interpuesta por parte de 
D. S. Pelletier, con costas, y contéstese derechamente la deman- 
da. Bepóngaselafoja. 

J. F. Lalanne. 
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Fallo de Im 



Buenos Airee, Junio 10 de 1893. 



Vistos : Foi sns f ondumentos, se conñrma coa costas el ani 
apelado de foja cnarenta 7 gídco. Repaestos los sellos, deraél 



BENJAHIN PAZ. — lOIS V. \, 
RELA. — ABEL BAZAH. — 0< 
TATlOBUnCE. — JUAIi E. TOB 
REHT. 



( 1 ) Igual resolocioD se dictd en losaiitos seguidos conlra D. Simón P( 
lletier por D. Víctor Plot, Pablo Plot y Compañía, D. Antonio Raymond 
A. ChoDetr Compañía, sobre falsiflcacioD de marca de fábrica. 
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CAUSA CJLIY 



I), Manuel Lainez, director de <aEl Diarios, por recurso de ha- 

beas Corpus ; sobre competencia. 



Sumario, --El recurso de habeos corpus autorizado por la ley 
de 14 de Setiembre de 1863 sobre competencia de los Tribuna- 
les Nacionales^ no pertenece al conocimiento originario de la 
Suprema Corte. 



Caso. — D. Manuel Lainez, director de «íil Diario», arresta- 
do en su domicilio por orden de la Cámara de Diputados de la 
Nación, interpuso recurso de habeas corpus ante la Suprema 
Corte de Justicia Nacional. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Judío 10 de 1893. 
Suprema Corte: 

La división de los Poderes en la Constitución^ entraña la di- 
visión y separación de atribuciones. ¿Cuál es el objeto del Poder 
Judicial en este orden constitucional de poderes equilibradores, 
que constituye en su conjunto la soberanía nacional? Losartí- 
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culos 100 7 101 de la Constitución lo declaran: en formular, 
concretar, conocer y decidir de todas las causas que Tersen so- 
bre puntos regidos por la Constitución y por las leyes de la 
Nación, según las reglas y excepciones que prescriba el Con- 
greso. Para hacer efectivo este régimen, la ley de 16 de Octubre 
de 1862 organizó la Justicia Federal, prescribiéndole proceder 
siempre aplicando la Constituciou y las leyes nacionales, á la 
decisión de las causas en que se versen intereses, actos 6 dere- 
chos de Ministros ó Agentes Públicos, de simples individuos de 
Provincias ó de la Nación. 

Hasta entóneosla Constitución y la ley orgánica del Poder Ju- 
dicial sólo habían diseñado las grandes divisiones jurisdiccio- 
nales del Poder Federal. La ley sobre jurisdicción y compe- 
tencia délos Tribunales Nacionales de 14 de Setiembre de 1863, 
viene por orden cronológico á determinar los casos de jurisdic- 
ción, repitiendo no sólo lo que la conjstitucio?! había declarado 
en el conjunto de sus atribuciones, sino todos los otros explíci- 
tos ó implícitos en la jurisprudencia y la doctrina, como conse- 
cuencia de la efectividad de los derechos y garantías individua- 
os. Por ello el artículo 20 de la ley, preocupándose del caso 
más relacionado con esas garantías, la libertad índÍTÍdual, pres- 
cribe que cuando un individuo se halla detenido ó preso poruña 
autoridad nacional... la Corte Suprema ó los Jueces de Sec- 
ción podrán investigar sobre el origen de la prisión. 

En virtud de ese mandato, V. E. ha conocido en diversas cau- 
sas de habeos corpus, sin que su competencia haya sido contes- 
tada. Tratándose de una ley de fondo, especial sobre jurisdic- 
ción y competencia de los Tribunales nacionales, como su título 
lo expresa, no puede suponerse que el Código de Procedimientos, 
destinado á regir la forma de las actuaciones, quisiera derogar- 
la. Ese Código reconoce la procedencia del recurso de habeas 
Corpus en los mismos casos determinados en la ley citada, y es- 
tablece por su artículo 618 que el conocimiento corresponde á 

T. ¡[ 18 
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los Jaeces Federales del crimen de la Capital, ó de los terri- 
torios nacionales . 

Pero esta regla, aunque general, no podía ser absoluta sin vio- 
lar las prescripciones vigentes sobre jerarquía en el orden ju- 
dicial. Por ello establece tres excepciones relativas á la prisión 
ordenada por un superior en el óiden judicial 6 por el Juez de 
igual jurisdicción, 6 emanada de alguna de l&s Cámaras del 
Congreso. Estas excepciones ¿suponen la improcedencia de to- 
da acción al respecto 6 sólo la improcedencia de la jurisdicción 
de los Jueces de primera instancia para conocer en el caso? Me 
inclino á lo último. No puede existir un derecho garantido en 
la Constitución, sin los medios de hacerlo efectivo ante la auto- 
ridad; si el derecho á la libertad individual fué consagrado en 
ella, en los términos del artículo 18, la ley no ha podido negar 
los medios de defenderlo. Y si por justas consideraciones de 
orden gerárqnico ha reconocido que el Juez inferior en grado 
no puede resolver las causas del superior, esto no excluye la 
autoridad del Tribunal á quien incumbe la competencia para 
conocer en apelación, ó conocer originariamente. Opino por ello, 
que en el caso actual, tratándose de una orden emanada de la 
Cámara de Diputados, expresamente excluida de la jurisdicción 
de los Juzgados de primera instancia por el artículo 618 del 
Código de Procedimientos, el conocimiento es de atribución de 
Y. E. según el artículo 20 de la ley sobre competencia de los 
Tribunales nacionales. En consecuencia, si V. E. asilo declara, 
podría dar curso á la solicitud de habeos corpus presentada 
por el Sr. Lainez disponiendo: 1^ Que se cumpla lo dispuesto en 
los incisos 4^ y 5^ del Código de Procedimientos; 2^ Se requiera 
de la Cámara de Diputados el informe que, en todo caso debe 
solicitarse inmediatamente del funcionario autor de la orden 
de detención, según el artículo 519 del mismo Código. 

Sabiniano Kier. 
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Fallo de 1a Suprema Corte 



Buenos Air^s, Judío 10 de 1893. 

Vistos en el acuerdo 7 considerando: Qae el presente caso no 
se halla comprendido en los que conforme al artículo ciento uno 
déla Constitución, fundan la jurisdicción originaria de esta Su- 
prema Corte. 

Por esto, y de conformidad con las consideraciones expuestas 
en la sentencia recaída en caso análogo, que se registra en el tomo 
treinta 7 dos (1) página ciento veinte 7 cinco de los fallos, no 
obstante lo expuesto 7 pedido por el señor Procurador General: 
se declara que esta Corte carece de jurisdicción originaria para 
el conocimiento del recurso deducido. Notifíquese original, ha- 
bilitándose las horas necesarias 7 previa reposición de sellos ar- 
chíTese. 

benjamín paz.— AB£L bazan.— 
OCTAVIO BUNGE.— JUAN E. TO- 
RRENT. 



(1) Tomo 2-, «érie 2-. 
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CAUSA C1.Y 



Contra Marti y Anchor ena; sobre comiso 



Sumario. — La diferencia de especie entre el manifiesto de 
despacho 7 el general, no puede con» ¡dorarse como nn error evi- 
dente, y da lugar á la pena decomiso. 



Caso. — Lo indica el siguiente 



PARTE 



Baenos Aires, Diciembre 17 de 1893. 

Señor Jefe de la Oficina de Registro, Don Pedro L. Medina : 

Tengo el agrado de comunicar á usted, que de la verifícacion 
practicada en los 6 fardos marca F. V . G. números 228 á 233, 
venidos por el vapor € Tera >, paquete número 2339, en vez de 
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cartón ordinario que pedía la oasa, resultó contener los 6 far- 
dos, 2016 kilos brin hilo de entretela. Al dar cuenta á usted de 
la diferencia de contenido de la mercadería, remito adjunto á la 
prenente, una muestra que fué extraída en presencia de los 
guardas y consentimiento del interesado. 

Este caso se encuentra previsto j penado por los artículos 
1025 y 1026 de las Ordenanzas de Aduana. 

Dios guarde á usted. 

iV. Per eirá. 



DECLARACIÓN 



Buenos Aires, Diciembre 22 de 1892. 

En esta fecha comparecieron á esta Oficina los señores Marti j 
Anchorena, domiciliados en la calle Artes, número 179, é im- 
puestos del parte de foja 1, expusieron : 

Que por un error inyoluntario, al copiar la factura original, 
se manifestó cartón en vez de brin, que es lo que expresa el co- 
nocimiento que se adjuntó. 

Que una de las pruebas de que no ha habido mala fe en esta 
equivocación, es la presentación del conocimiento y la guía res- 
pectivas que demuestran claramente el error en que se ha incu- 
rrido, por lo que hacen presente al señor Administrador, que en 
su concepto no es aplicable la pena que establecen los artículos 
1025 y 1026, con)0 se indica en el parte, sino que en este caso 
correspondería lo dispuesto por el artículo 1057 de las Orde- 
nanzas. 

No teniendo más que agregar, se ratificaron en lo expuesto y 
firmaron. 

Marii y Anchorena. 
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RESOLUCIÓN DE LA ADUANA 



Buenos Aires, Diciembre 23 de 189S. 

Visto lo actuado y atenta la conformidad manifestada en la 
declaración que antecede, de lo que resulta, que se ha manifesta- 
do 2016 kilos cartón ordinario, resultando de la veriñcacion 
practicada ser brin hilo de entretela, 6 sea diferencia de especie, 
declaro caido en comiso, con arreglo á lo que disponen los artí- 
culos 930 y i 054 de las Ordenanzas de Aduana, los 2016 kilos 
brin de hilo de que se trata, debiendo manifestar el interesado^ 
en el acto de la notificación, si está conforme en abonar el im- 
porte del comiso 6 hace abandono de la mercadería. Hágase sa- 
ber. A sus efectos, pase á Contaduría y repónganse los sellos. 

S. Baibiene. 



VISTA FISCAL 



Buenos Aires, Febrero 10 de 1893. 
Señor Juez : 

Las penas han sido establecidas para castigar delitos y no 
errores. Pero como no es posible establecer donde acaba el error 
y principia la mala f é de la acción delictuosa, las Ordenanzas de 
Aduanaban consignado como regla general, que sólo hay error 
á los efectos de la exoneración de pena, cuando éste es eviden- 
te, esto es, cuando salta á primera vista, cuando no puede pasar 
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desapercibido. ¿Se encuentra este caso comprendido en la re- 
gla ? Sin dada alguna á juicio del que suscribe. Pues si el mani- 
fiesto general del buque y el mismo conocimiento acompañado 
hacen mención de tejidos de hilo, la Aduana tenía necesaria- 
mente que apercibirse del error del manifiesto de despacho, 
puesto que para ponerle c conforme» y autorizar despacho, era 
necesario hacer la confrontación de documentos, establecida por 
el artículo i 16. Soy, pues, de opinión que Y. S. debe rerocar 
la resolución administrativa y declararla exención de pena, de 
acuerdo con el articule i057 de las Ordenanzas. 



J. M. Bustillo. 



Falle del ^ucb Fedeml 



Buenos Aires, Marzo 9 de 1893. 

Vistos y considerando : Que el deber que el artículo i 16 de 
los Ordenanzas de Aduana impone á la Oficina de Begistro, de 
cotejar los manifiestos de despacho que se le presenten con el 
manifiesto general correspondiente, no puede entenderse de tal 
manera que se deba considerar toda manifestación inexacta , 
como un error evidente, imposible de pasar desapercibido, pues 
si debiera aceptarse tal interpretación, el fraude se haría de una 
extremada sencillez y los falsos manifestantes irían á negocio 
cierto, descansando en la seguridad de ganar si no se descubría 
la falsedad y de no perder jamás en caso de ser descubierto. 

Por esto y sus fundamentos, se confirma la resolución del Ad- 
ministrador de Bentas, de foja 3, con declaración de que el valor 



^ 
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del comiso» préyio pago délos derechos respectivos, correspon- 
de al autor del parte de foja 1 . Bepóngase el papel. 

/. V. Lalanne. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Mayo 19 de 1893. 

Suprema Corte : 

Los señores Marti y Anchoreaa han afirmado sin contradic- 
ción por parte de la Aduana, que conjuntameute con el pedido 
de despacho de seis fardos cartón, presentaron el conocimiento, 
de referencia de ese despacho que expresa á foja 9, € six bales li- 
nón, kilos 2008 > . 

No resulta admisible la idea de que el error del pedido de des- 
pacho, deba necesariamente confundirse con el conato de frau- 
de. Es de aquellos errores que no exigen pericia ó sagacidad pa- 
ra encontrarse, bastaba leer al efecto, como era indispensable, 
el documento presentado. Haciéndolo, los seis fardos de cartón, 
en el mismo acto y ante el documento mismo de referencia, con 
letras claras y en lugar preeminente, resultaban csix bales li- 
nen>. Estas consideraciones alejan la idea de un conato de frau- 
de. Pero las Ordenanzas de Aduana deben preveer, no sólo todo 
fraude, sino también todo error, que pueda ser causa de perjui- 
cios á la renta fiscal. 

Por ello, los artículos 980 y 981, sólo exoneran del comiso, 
y aún en ese caso, no de la pena de dobles derechos, á los intere- 
sados que adviertan el error antes de haberse encontrado por la 
Aduana, yantes de que haya tenido lugar algún principio de 
verificación. 
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Una excepción especialísíma á esta regla es la que ioTot 
los interesados á su faTor, fundándose en el aitfculo 1057 de 
Ordenanzas. 

Feto para qae ese caso de excepción les comprenda, es ne< 
sario segaa los términos del mismo articulo ínTocado, qoe 
Administradores de la Aduana reconozcan la existencia del ev 
eridente, é imposible de pasar desapercibido. Y tratándose e 
tónces de actos; apreciaciones, puede decirse periciales, esa I 
cuitad eiclnslTamente de la Administración, no es extensiva 
los tribunales de derecho. 

y. £, lo ha declarado asi, entre otras cansas en la que se 
gistra en la serie 2*, tomo 18, página 314 de sus Fallos, 
ella confirmó por sus fandamentos, la sentencia del Juez aq^ 
que declaraba < que la apreciación de si ha habido error e 
dente, impusible de pasar desapercibido al tiempo de! desj 
cho, corresponde exclusivamente d los Administradores 
Aduana, como una facultad de la que pueden usar, ya a 
nnando la penalidad, artículo 1056, 6 ya suprimiéndola comp 
tamente, según el artículo 1057. 

Habiendo la Aduana usado de esa facultad en el caso, en 
sentido negativo, solicito de V. E. la confirmación del auto ' 
corrido á foja 25. 

Sabiniatio Kier. 



W»Um de ■• Suprema C^rie 



Buenos Aires, Judío 13 de 1 



Vistos: Por SUS fnndamentos y de conformidad con lo expu 
to y pedido por el señor Procurador General, en su vista de 
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ja cuarenta y cinco, se confirma con costas el auto apelado de 
foja veinte y cinco; y repuestos los sellos, devuélvanse. 



benjamín paz.— luis V. VÁ- 
RELA.— ABEL BAZAN.— OC- 
TAVIO BUNGE. 



ACUERDO 



Sobre pase de la Bula de institución del Obispo de Salta 



Sumario. — Procede el acuerdo sobre pase á la bula de institu- 
ción de un obispo elegido y presentado en forma por el Gobierno 

de la Bepública. 



CARTA DE SI] SANTIDAD LEÓN XIII 



Ál querido hijo. Ilustre y Honorable Varón, Luis Saenz Peña, 
Presidente de la República Argentina, León XUI, Papa. 

Querido Hijo, Ilustre y Honorable Varón, Salud y Bendición 
Apostólica; 
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Como el Honorable Varón Carlos Fellegrini, ta antecesor en 
el cargo qne desempeñas de Presidente de la Bepública Argén» 
tina, nos recomendase por su carta qne nos fué entregada el 
día 23 del mes de Agosto, al Querido Hijo Presbítero Pablo Pa» 
dilla como digno de ser promovido ala Silla Episcopal de Si^ta, 
hemos juzgado, después de juzgarlo con madurez, que se debía 
acceder á la opinión y deseo de él. 

Por lo tanto significamos á tu Grandeza que hemos resuelto 
conferir la precitada dignidad al mencionado sacerdote^ la qne 
al propio tiempo confiamos sea grato y bien recibido por Tí. 

En prenda, mientras tanto, de nuestro paternal cariño, te da* 
mos muy afectuosamente en el Señor, Nuestra Bendición apos- 
tólica á Tí, Querido Hijo, Ilustre y Honorable Varón, así como 
á todos los ciudadanos de la República que presides. 

Dado en Roma, en San Pedro, el día 22 de Octubre de 
MDCCCXCII, i 5 de nuetro Pontificado. 

León XIII, Papa. 



YISTA DBL SEÑOR PROCCRADOR GENERAL 



Bueuon Airan, Junio I án ]^^ 
Exmo. Señor: 



í/ 



La Bula Pontificia que trasld/ia i ti. H. el Ilostrísimo ()hu¡K. 
de Pentaeomia á la Iglesia Episcopal deBalta, r^Í9te en so for- 
ma todos los caracteres de aotenticídad, y en «^os áhpf/4Íüon^% 
no afecta los derechos del Patronato NaciooaL 

Las reserras que la Bala de so Santidad eoosigoa para la pro- 
Tision de todas la§ Iglesia.^» sin qoe oadie baya podido y fifyt^ 
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intervenir en ello, no desconocen el ejercicio del Patronato, qae 
especialmente consiste en la presentación del Obispo consti- 
tuido. 

En la citada Bula no se refiéreos verdad, que la constancia 
de la vacante baya llegado á conocimiento de S. S. por comuni- 
cación del Patrono de la Iglesia Nacional, pero esa omisión ha si- 
do salvada en la carta auténtica de sq Santidad León XIII, al Pre- 
sidente de la Bepública Argentina, en la que mencioaando la 
recomendación hecha por su antecesor, del Presbítero doctor 
Padilla, como digno de ser promovido á la Silla Episcopal de 
Salta,su Santidad declara que juzgando, después de coosiderarlo 
con madurez, que se debía acceder á la opinión y deseo de 1 1 . 

Nada se opone á mi juicio á que Y. E. previo el acuerdo de 
la Suprema Corle, que prescribe el inciso 9 del artículo 86 de la 
Constitución Nacional, conceda el pase á la Bula de instilación 
del señor doctor Padilla para el Obispado de Salta, debiendo, en 
. caso afirmativo, el Ilnstrísimo Obispo instituido, prestar ju "la- 
mento ante S. E. el señor Ministro del Culto, con sujeción á 
la fórmula acordada para casos anteriores. 

Sabiniano Kier, 



ViSTA DEL SEfiiOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Junio 13 de 1893. 
Suprema Corte : 

En dictamen de foja 8 expuse al Poder Ejecutivo las funda- 
mentos de mi opinión, sobre el pase de la Bula Pontificia que 
instituye á S. S. el Ilustrísimo Obispo de Pentacomia, para la 
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Diócesis de Salta. Reprodaciendo ese dictamen ante Y. E. con- 
clajo que niDgan obstácalo legal se opone á qne Y. E. presle so 
SaperioT acaerdo, al objeto expresado. 

Sabiniano Kier. 



wúm de la Suprenia Certe 



Baeaos Aires, Janio 15 de 1893. 

Yistos: La Suprema Corte de Justicia presta su acuerdo para 
que el Poder Ejecutivo de la República» conceda el pase, de con- 
ftirmidad con lo dictaminado por el señor Procurador General 
en su vista de foja diez, ala Bola expedida por su Santidad ins- 
litnyeado Obispo de la Diócesis de Salta, al Obispo Titular de 
Pentacomía, doctor don Pablo Padilla, elegido por el Gobierno de 
la República y presentado en forma al Sumo Pontífice, con arre- 
glo á la Constitución Nacional. 

DevnélTase en consecuencia, al Poder Ejecutivo este expe- 
diente con el correspondiente oficio. 



BEIUAMIN PAZ.— LU18 V. VÁRELA. 
~ ABEL BAZAH. — OCTAVIO 
BDKGE. 
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CAUSA CI^YI 



El Dr. D. Leopoldo del Campo en recurso contra una sentencia 
de la Cámara de Apelaciones en lo criminal de la Ca- 
pital. 

Sumario. — 1° No procede el recurso ante la Suprema Corte, 
contraía sentencia de los Tribunales Superiores locales, en los 
casos de interpretación y aplicación de las disposiciones del Có- 
digo Penal. 

^ El artículo 45 de la Constitución Nacional no se refiere á 
los Jueces locales de la Capital. 



Caso, — Lo explica el siguiente 



RECURSO 



Suprema Corte de Justicia Nacional : 

Leopoldo del Campo, constituyendo domicilio legal en la calle 
Bivadavia número 679, ante Y. E., como mejor proceda, compa- 
rezco y expongo : 
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Qae ante los Tribunales ordinarios en lo criminal de esta 
pital sigo juicio por calumnia con el Juez de lo CítíI D. Asgel 
S. Pizarro, imputándome éste haberle calumniado en eserüo 
que firmé en ejercicio de mi profesión, como abogado del pro- 
curador Sr. Bíverés» apoderado del Sr. López Gomara^ en el plei- 
to que éste sosturo con la sucesión de Saubidet. 

Producida la querella y llamado i comparendo rerbal, expr^ 
sé que asumía las responsabiliiades legales que como l^^trado 
me impusiera la ley« 

Al contestar la querella be sostenido como argumento pris- 
cipal de mi defensa, que como abogado firmante de ns eMrit'> 
judicial, no so; responsable soüiaria ni maneomnnad nmA** 
con el dueño del pleito de las impota>d'ynef de heeho que «1 et' 
crito pueda contener, fondindosM en que no existe ley algum 
anterior ni posierí<v al beeb'^ ik^\:^o quem/i^ ímpvrjga tal rn^ 
ponsabilidad, sea fru el orden p*rnaJ, $ea eo el (ni*:n círí]; j qu^r 
en eonsecoencia, touíwwmi al j^^AfU» Ahí nrih^Af ÍH d4; la 
Constitadon Xaeíonal, i>'^ h^jj pa^IV «r de aeots^>yn« ni ie pena 
por razón del he^Lo n^eiieáí^i.^^^ 

La aenienda ¿e prijK^» ju^ímí^kí^^ ^.u avvrlar ia ^u^tivb ja^ 

kn en fn sMcarí bnM> \Jh^Wj j uu íí^t'^^r \*j aJ^nta qi»4r 
al aVoz^ci; la eivxi^ls^ia r^t;#^Mi.v..^iia4« i^.itsí nii^ 
tente el i^J X-j ¿e^amt,:a y tv ^Myv'.éV >,'Í4^4 i mis y/r ;> •;uft; 
dednje ^:»^ra el-a >jt r^s'^vrMit fe tf^'^:?9it j luv./^it'J, iv» <jm*^ 
■e fnonn noErc^cw. 

í«- k«áeL¿', ut ^«tut.v jt>''v;4^í.v fej t^Vv y t* ja ;:u-' 
de mi parv: « íí^.^ inr. Lt;3ifit. ííJí? i^. vi'* Mn vsn**;^ í.e ^r^ *.r ^ 



* j- 
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los abogados una responsabilidad penal conjunta con sus clien- 
tes, por las imputaciones contenidas en los escritos que aquellos 
firman profesionalmente, se confirma la de primera instancia en 
todas sus partes. 

Pendiente esta causa en segunda instancia y producido el 
juicio político contra mí propio acusador, por los mismos hechos 
que eran materia de aquel proceso ; juicio político en el cual la 
Honorable Cámara de Diputados, haciendo suyas por encontrar 
probadas las imputaciones de Riveras, produjo la acusación en 
forma del Juez ante el Honorable Senado y solicitó se le sus- 
pendiera en sus funciones — pendientes ambt>s juicios, digo, 
promoví una articulación ante la Cámara de lo Criminal, pi- 
diendo se declarase que el fallo definitivo en el juicio político 
era prejudicial al definitivo de los tribunales ordinarios sobre 
esta causa, demostrando que ese pronunciamiento estaba im- 
puesto por el artículo 45 de la Constitución Nacional, porque 
dada la posible contradicción entre ambos fallos, la razón jurí- 
dica debería siempre optar por el fallo del Tribunal del derecho 
constitucional sobre el fallo del Tribunal del derecho común, y 
solicité un pronunciamiento previo á la sentencia sobre este 

punto. 

Pasado más de un mes sin proverse á esta petición, la reiteré, 
expresando que ella importaba para mi defensa la invocación de 
una garantía constitucional, agregando en caso de ser resuelta 
negativamente, que me proponía apelar para ante Y. £. como el 
más alto Tribunal encargado de hacer una verdad de los pre- 
ceptos que importan garantías personales para los habitantes 
de la República. 

No obstante esto, la Cámara de lo Criminal ha resuelto la 
articulación al mismo tiempo que ha dictado sentencia definitiva 
en el proceso. 

De ambas resoluciones he deducido los recursos de apelación 
y nulidad para ante Y. E. invocando al efecto las disposiciones 
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del artículo 14, inciso 3"^, de la ley de 14 de Setiembre de 1863 
y del artículo 90 de la ley de organización de los tribunales. 

Denegados aquellos por mayoría de votos del tribunal, vengo 
á reproducirlos ante Y. E., pidiendo que se sirva declarar ha- 
ber lugar á ellos y mandar que el Tribunal apelado envíe los 
autos de la causa á Y. E. suspendiendo entre tanto todo proce- 
dimiento. 

Dígnese Y. E. tenerme por presentado y resolver de confor- 
midad. — Será justicia. 

Leopoldo del Campo. 



VISTA DEL SEÑOR PROGDRADOR GENERAL 



Buenos Aires, JJunio 15 de 1893. 
Suprema Corte : 

El recurso instaurado expresa que al contestar la que- 
rella, sostuvo el recurrente: que, como abogado, no es res- 
ponsable con el dueño del pleito de las imputaciones de hecho^ 
que descrito pueda contener; que no existe ley que le imponga 
tal responsabilidad, y que en consecuencia, conforme al precep- 
to del artículo 18 de la Constitución Nacional, no es pasible, ni 
de acusación ni de pena. 

Agrega que en la segunda instancia ha estudiado y cuidado- 
samente desenvuelto la misma defensa, y que en una y otra 
instancia la causa ha sido resuelta, sin tomar en cuenta la ga- 
rantía invocada, como su principal defensa. 

Expresa también, que ha sostenido que producido el juicio 
político contra su acusador por acusación de la Cámara ante el 
Senado, ha sostenido que el fallo definitivo en el juicio politice 

T. II 19 
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era prejudicial al definitivo de los Tribunales ordinarios, y que 
ese pronunciamiento era impuesto por el artículo 45 de la Cons- 
titución Nacional. 

Que de las decisiones contrarias á estas garantías, ba inter- 
puesto el recurso para ante Y. E. que expresamente autorizan el 
artículo 14 inciso 3^ de la ley sobre jurisdicción y competencia 
de la Justicia Nacional y artículo 90 de la ley de organización 
de los Tribunales. 

Estos bechos son contestados en parte, en el informe de la 
Excma. Camarade Apelaciones, y en parte reconocidos implíci- 
tamente al consignar, que en el acuerdo que precedió á la sen- 
tencia, planteó y votó entre otras, las cuestiones relativas á la 
nulidad y á la excepción de irresponsabilidad alegada. 

No puede desconocerse la importancia de las dos excepciones 
y defensas fundadas en los artículos 18 y 45 de la Constitución 
Nacional. Y como la sentencia de la Excma. Cámara, ba deci- 
dido contra la inteligencia que, sostiene el recurrente^ ba debi- 
do atribuirse á las cláusulas constitucionales citadas; y en la 
duda, debe estarse á lo más favorable al procesado, según pre- 
cepto del artículo 13 del Código de Procedimientos. Opino de 
conformidad con lo resuelto en minoría por el Yocal de la 
Excma. Cámara a 9U0, Dr. Esteves, que el recurso procede, 
con sujeción á lo dispuesto en el artículo 14, inciso 3^, de la ley 
de 1863 sobre competencia de la Justicia Nacional y demás 
textos citados. 

Tratándose de un recurso fundado en equívoca apreciación 
por parte de la Cámara, de los artículos 18 y 45 de la Constitu- 
ción nacional, invocándose la expresión de su texto, como una 
de las garantías fundamentales de la impasibilidad penal del 
procesado en el caso, á Y. E., — á quien incumbe la aplicación 
de la Constitución como ley suprema de la nación, según el ar- 
tículo 21 — corresponde apreciar y resolver los puntos constitu- 
cionales que forman la materia de este recurso. 
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Pido á V. E. se sirva solicitar de la Exctna. Cámara a quo, 
la remisión de antos, quedando entre tanto, suspendida la eje- 
cacion de la sentencia recnrrida, y confirnando sus constancias, 
las del recurso y testimonio presentados^ declarar concedido el 
recurso de iaconatitacionalidad^ para ante Y. E. 

• Sabiniano Kier. 



Palle de la Suprema Certe 



BoeDOs Aires, Junio 15 de 1893. 

Vistos en el acuerdo: El recurso directo traído ante esta Su- 
prema Corte por el Doctor Leopoldo del Campo, se funda en que 
pretende, qíie se ha resuelto por la Cámara de Apelaciones en 
lo Criminal de la Capital en contra de ciertos derechos, que, 
sostiene el recurrente, le acuerdan los artículos 18 y 45 de la 
Constitución Nacional . 

Estudiados los antecedentes remitidos con su informe por la 
mencionada Cámara de. Apelaciones, resulta que, efectivamente 
el Doctor del Campo ha sostenido que, con arreglo al artículo 
diez y ocho de la Constitución, no puede ser penado sino en 
virtud de ley anterior al hecho que motiva ese proceso ; pero la 
sentencia que lo condena no da distinta inteligenciaá esa cláu- 
sula constitucional, limitándose á interpretar y aplicar el Có- 
digo Penal, segon su propio criterio; que en ningún caso puede 
someterse al juicio de esta Suprema Corte, según expresamente 
lo establece el artículo quince de la ley de catorce de Setiembre 
de mil ochocientos sesenta y tres sobre jurisdicción y compe- 
tencia de los Tribunales federales, de acuerdo con los artículos 
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sesenta j siete, inciso once, y cien de la Constitución Na- 
cional. 

En cnanto al artículo cuarenta y cinco de la misma, cuya in- 
teligencia ba sido discutida en los autos, y sobre cuyo alcance 
en el caso, se ba pronunciado la Cámara de Apelaciones en el 
fallo recurrido, de la propia exposición del recurrente y de los 
antecedentes acompañados, resulta qae él no tiene aplicación 
alguna en el presente caso. El juicio político á que el recu- 
rrente se refiere^ es deducido contra un juez de primera instan- 
cia del territorio de la Capital, que no está incluido entre los 
magistrados á quienes alude el artículo cuarenta y cinco de la 
Constitución nacional^ por cuanto ese juicio político tiene su 
origen en la disposición del artículo ciento cinco de la ley or- 
gánica de los Tribunales de la Capital de la República, y no en 
el mencionado artículo cuarenta y cinco, que sólo se refiere á 
los funcionarios del fuero federal (Fallos de la Suprema Corte, 
tomo treinta (i), página ciento doce). 

Por estos fundamentos y no obstante lo expuesto por el señor 
Procurador General, se declara no haber lugar al recurso traí- 
do; y repuestos los sellos, archívese. 



BENJAMÍN PAZ.— LUIS V.- VARE- 
LA.— ABEL BAZAN. — OCTAVIO 
BUNGE. 



1) Tomo 21, serie 2-. 
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CAVSA Cli^ll 



D^ Julia Figueroa, en denuncia por violación de corresponden- 
cia y falsificación de firma; sobre pruebas 



Sumario. — l^' La praeba de testigos ofrecida por el denan- 
ciante debe ser admitida, cnando tiene por objeto la eomproba- 
clon del delito y la averignacion de la persona del delincaente . 

2^ El aato qae la rechaza es apelable. 



Caso, — ^Lo indica el 



Falle de^ Jíues Federal 



TucomaD, Setiembre 3 de 1892. 

Autos y Tistes: No constando aún la perpetración del delito, 
ó sea sn existencia real y positiva, las declaraciones de testigos 
que se solicitan á foja 47 carecen de base, por cnanto suponien- 
do la ejecución del hecho criminoso, se trata por ellas de com- 
probar la persona del delincuente 6 autor de ese supuesto hecho; 



I 



^ 
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y siendo principio de derecho, en materia criminal, qne mien- 
tras no conste que ha habido un delito no se pued^ proceder con- 
tra persona alguna, se declara no haber lugar á dichas decla- 
raciones. Hágase saber y repónganse los sellos. 



Delfin Oliva. 



RECURSO 



Excma. Corte Nacional: 

Julia Figueroa, profesora nacional, soltera, mayor de edad, 
vecina de la ciudad de Tucuman, con domicilio en la misma 
ciudad, calle Córdoba, cuarta cuadra, ante Y.E., con el debido 
respeto me presento y digo: 

Qne hace algún tiempo, con venia del Excmo. señor Ministro 
de Justicia, Culto é Instrucción Pública de la Nación, entablé una 
querella criminal ante el Juez Federal de esta Sección pidiendo 
se levantase el sumario correspondiente para descubrir al autor 
ó autores del delito de violación de mi correspondencia particu- 
lar y falsificación de mi firma, cometido dentro del recinto de la 
«Escuela Normal Nacional de maestras» de esta ciudad, siguién- 
dose á esta una larga serie de diligencias infructuosas que más 
bien parece haberse esquivado á los culpables del delito que yo 
acusaba, ofuscando con una larga tramitación deformas, el pun- 
to esencial de mi cuestión, cual era y es el de reparar los perjui- 
cios que se me han originado á consecuencia del hecho criminal 
que ha motivado mi querella y salvar los principios y la mo- 
ral comprometidos, de un establecimiento de educación, entre- 
gando ala mano siempre severa é inexorable de la justicia á los 
culpables de un delito regido y previsto por nuestras leyes, y 
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que bajo ninguna forma ni'pretesto debiera quedar impnne por 
la reincidencia en cometerlo, pues que consta de otro juicio 
que se tramita en el mismo Juzgado, por denuncia becha por 
doña Estaurofila Medina de Zelaya, en representación de su 
hija la señorita Maestra Normal, doña Virginia Yillagra, á quien 
se le ba violado la correspondencia y falsificado la firma, den- 
tro del recinto de la misma «Escuela Normal». 

Se baíi cometido diferentes irregularidades en la formación 
del expediente, alejándose siempre de la cuestión y obstaculi- 
zándose en todo y por todos los medios, para que yo dejase pro- 
bado todo cnanto de una manera concisa he asegurando en mis 
escritos, sin faltar en lo más mínimo á las formas substanciales 
y reglamentarias del derecho. 

Ofrecida la prueba de testigos, el señor Juez se ha negado á 
recibirla sin fundarse para ello en ley ni procedimiento jurídico 
de ninguna clase, dando por terminado un juicio y sin esclarecer 
la verdad de la acusación por mí entablada . Este procedimien- 
to, que bajo cualquiera faz que se le mire, adolece de nulidad 
en cuanto me cierra de una manera absoluta las puertas de la 
justicia, á donde es mi deber acudir en demanda de los derechos 
que me asisten para pedir el castigo de los delincuentes, que pa- 
ra hacer uso indebido de mi correspondencia y perjudicarme 
la han violado y falsificado mi firma, con menoscabo de mi crédito 
é intereses particulares y el de un establecimiento de Educación, 
en cuyo sagrado recinto se han cometido los hechos punibles 
que he denunciado y estos por personas de la Dirección del 
mismo. 

Pero si ya estos hechos han tenido la reparación moral que la 
mano austera de la justicia debiera imprimir 6 si el Juez de Sec- 
ción á quien aludo, no encontró justa mi acusación ni pertinente 
á derecho el examen demis testigos, justóos, Excmo. Señor, que 
al pedit yo apelación dentro del término de la ley, éste se me 
conceda; pero es el caso que elseñor Juez me niegael recurso, ex- 
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presando que mo he excedido al término, citando en auxilio, para 
negármelo, el artículo 208del Código de Procedimientos Nacio- 
nales en lo Criminal que en nada, absolutamente ennada, se re- 
laciona á lo que el señor Juez trata de referirse en su decreto, 
pues no existe en este incidente ni la más remota analogía con 
el artículo citado, como Y. E. á su tiempo se impondrá. 

Yo me he presentado pidiendo apelación dentro de los cinco 
días que establece el artículo 250 del Código citado y el señor 
Juez, después de un informe insubstancial del Secretario, ordena- 
do en auto anterior, me niega el recurso de apelación interpuesto 
por cuya razón y las demás que anteceden, ante Y. E. vengo á 
interponer el recurso de queja por denegación de justicia contra 
el mencionado Juez de Sección de Tucumau. 

Y por tanto, pido á Y. E. que declarando mal denegado el re- 
curso de apelación interpuesto, se ordene al Inferior remita los 
autos, por ser así de justicia, etc. 

Julia Figueroa . 



Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Junio 17 de 1893. 

Yistos y considerando: que las diligencias solicitadas por el 
apelante tienen por objeto la comprobación del delito y la averi- 
guación de la persona del delincuente: se revoca el auto apelado 
corriente á foja cuarenta y una vuelta. Repuestos los sellos, 
devuélvanse. 

benjamín paz.— luis V. VÁRELA. 
— ABEL BAZAN. — OCTAVIO 
BUNGE. — JUAN £. TOHRENT. 
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CAVSA CliTIII 



D. José L. Steiner contra el Ferrocarril Oeste Santafesino ; 

sobre prueba de testigos 



Sumario, — La prueba de testigos solicitada y urgida opor- 
tunamente^ debe ser recibida, aún después del término proba- 
torio. 



Caso. — Lo indica el 



Fallo del Jíuex Federal 



Rosario, Marzo 2 de 1891. 

Y vistos: el incidente producido por la parte de Steiner, á 
foja 238, y contestado por el Ferrocarril á foja 249, referente á 
la solicitud de foja 228, pidiendo se cite nuevamente al testigo 
Thedy y se libren los oficios del caso para que sean tomadas las 
declaraciones de otros testigos, presentados á fojas 61 y 63, de 
cuyo auto, haciendo lugar á esa solicitud se pide revocatoria ó 
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apelación subsidiaria, por la parte de Steiner. Con lo alegado 
por ambos en sus escritos respectivos. 

T considerando: 1^ Qne la Suprema Corte en el fallo que se 
registra en la serie 2'', tomo S"", página 417, tiene establecido 
que las diligencias probatorias pedidas en tiempo, que el Juez 
puede practicar después de vencido^ son aquellas cuya recepción 
no depende de la solicitud de las partes, sino de la naturaleza 
de las mismas ó de las ocupaciones de Juzgado. 

2^ Que el caso sub-judice se encuadra precisamente en la ju- 
risprudencia citada, encontrándose ella amoldada á ésta en tér- 
minos literales, puesto que las diligencias probatorias que aho- 
ra se solicitan, fueron pedidas en tiempo, como se comprueba 
por los escritos corrientes á fojas 61 y 65^ habiéndose repetido 
esa solicitud á foja 174 y renovada la misma á foja 228, depen- 
diendo la producción de dicha prueba de la expedición de los 
oficios del caso, siendo ellos, no del resorte déla parte, sino del 
Juzgado. 

3° Que, además, la misma Suprema Corte, en la causa que 
se registra en la serie 2", tomo 14, página 633, tiene declarado 
qne no alegándose que la petición de prueba se haya hecho fue- 
ra de término, como en el caso actual sucede, el más 6 menos 
tiempo transcurrido sin que el Juez la haya proveído, no impor- 
ta abandono ú omisión del peticionante y el Juez debe proveerla; 
tal, también, como en el caso actual ha sucedido, debido á los 
múltiples incidentes producidos en esta voluminosa causa, que 
han suspendido tantas veces el término probatorio y alas recar- 
gadas ocupaciones que pesan sobre la Secretaría. 

4° Que dado lo anterior, la prueba solicitada es de aquellas 
á las que se refiere la jurisprudencia invocada, debiéndose, en 
consecuencia, hacerse lugar á su producción. 

Por tanto, se sostiene la providencia recurrida de fecha ocho 
de Julio del año pasado, corriente á foja doscientas veinte y 
ocho y se concede el recurso de apelación deducido subsidiaria- 
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mente, debiéndose elevar los autos á la Suprema Corte con el 
emplazamiento de ley á las partes. Notifíquese con el original y 
repóngase. 

G. Escalera y Zuvirla. 



Fallo de ím Suprema Corte 



Buenos Aires, Junio 17 de 1893. 

Vistos: Considerando: Que las declaraciones de testigos á 
que se reñere este incidente, no se han prestado, sin que para 
ello haya sido causa, falta alguna imputable á la parte que ofre- 
ció la prueba dentro del término é instó con reiteración para 
que ella se produjera, promoviendo con la debida diligencia las 
gestiones necesarias áese fin. 

Por esto, y los fundamentos concordantes del auto de foja 
doscientos sesenta y ocho, se confirma con costas el auto apelado 
de foja doscientos veinte y ocho. Repuestos los sellos, devuél- 
vanse. 

BENJAMÍN PAZ.—- LUIS V. VÁ- 
RELA. — OCTAVIO BUNGK. 
— JUAN E. TORRENT. 
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CAUSA ClilX 



Los herederos de Ü. Nicolás Guerra contra la provincia de 
Entre-Ríos; sobre reivindicación de tierras 



Sumario. — Para que proceda la acción de reivindicación, 
fundada en la adquisición del dominio á título de compra, es 
necesario justificar la existencia de ésta y la subsiguiente po- 



sesión. 



Caso. — Lo indica el 



Falle de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Junio 17 de 1893. 

Vistos y considerando: Primero. Que los sucesores de D. Ni- 
colás Guerra demandan á la provincia de Entre-Ríos, para que 
sea ésta condenada á la entrega de tierras, 6 de su valor. 

Segundo. Que la acción tiene por antecedente el resultado 
negativo alcanzado por el demandado en el procedimiento admi- 
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BÍstratÍYo que ha seguido ante el Gobierno de esta provincia, 
gestionando el reconocimiento de los derechos que hace valeren 
este juicio. 

Tercero. Que el actor basa su demanda en el derecho de pro- 
piedad, que afirma adquirió su causante, D. Nicolás de Guerra, 
como sucesor singular de D. Francisco González, según la es- 
critura de foja once, sobre un terreno situado en la provincia de 
Entre-Bíos, teniendo por limites : al Oeste el arroyo Gualeguay, 
por el Norte Moreira Chico, por el Sud Moreira Grande, y por 
el Este la cuchilla que divide las aguas que entran al Uruguay 
y siguen el rumbo del Norte, y en el hecho de haberse dispuesto 
de él por el Gobierno do la provincia. 

Cuarto. Que por consiguiente, hay ante todo que averiguar, 
si existe realmente á favor del demandante el dominio deriva- 
do que invoca, y apreciar áese fin el mérito de los documentos 
que ha presentado en comprobación. 

Quinto. Que esos documentos corrientes de foja primera á 
foja seis, demuestran que Doña Isabel Mármol, en representa- 
ción de su marido D. Francisco González, denunció en mil ocho- 
cientos uno, por de propiedad pública, el terreno que motiva es- 
te litigio, recayendo en la solicitud el pertinente decreto que 
ordenaba se procediese por el Juez más inmediato al terreno 
denunciado, á practicar la diligencia de reconocimiento, averi- 
guacion de su calidad de realengo, mensura y avalúo^ según se 
ve de foja primera á tres, demostrando igualmente que la ges- 
tión quedó paralizada en ese estado, sin que conste que se haya 
dado siquiera cumplimiento á ese decreto. 

Sexto. Que no obstante, la parte de González pretendió, sin 
éxito, en diez de Febrero de mil ochocientos veinte y cinco, no 
que se llevara adelante el juicio de denuncia, sino que se reco- 
nociese á su favor, un derecho adquirido sobre el inmueble de- 
nunciado, é insistió en la misma pretensión en veinte y tres de 
Agosto del citado año (foja nueve), consiguiendo que, en esta 
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vez, la solicitud fuese favorablemeate atendida, como resulta 
del decreto marginal que en ella se registra. 

Séptimo. Que los términos del decreto mencionado, revelan 
de un modo evidente que el Gobierno no tenía la intención de 
otorgar, ni otorgaba una concesión, en aplicación de las leyes de 
la provincia, pues que obraba sobre la base de derechos pre- 
existentes y no de derechos á adquirirse. 

Octavo. Que con ese antecedente, queda fuera de toda duda, 
que la acción intentada no puede basarse en concesiones de tie- 
rras sometidas á las condiciones establecidas por la ley de la 
materia, sino que ha de tener por fundamento el titulo que D. 
Francisco Ganzalez invocaba en su solicitud de mil ochocientos 
veinte y cinco, y que reconocido en su eficacia primero, ha sido 
después desconocido administrativamente. 

Noveno. Que apreciando los instrumentos en que González 
fundaba su derecho, no puede, en manera alguna, dudarse que 
no tiene valor para fundar otra cosa que la posesión, pues que, 
como ya se ha sentado, el juicio de denuncia quedó paralizado, 
en sus primeros trámites, y mal puede decirse que se adquirie- 
ra el terreno denunciado, ni por título que no se pidió ni otorgó , 
ni por título de compra sin que haya mediado el acuerdo de vo- 
luntades necesario sobre cosa y precio (Ley primera, título 
quinto, Partida quinta; y artículo mil trescientos veinte y tres 
del Código Civil), loque no ha sucedido, siendo de notar, que no 
se ha probado, ni siquiera afirmado, que el citado González hu- 
biere hecho pagos en calidad de comprador. 

Décimo. Que no habiendo González adquirido derecho alguno 
de propiedad sobre los terrenos denunciados, y no pudiendo 
transmitirse al sucesor un dominio que no se tiene, con arreglo 
á lo dispuesto en la ley cuarenta y seis, título veinte y ocho, 
partida tercera, concordante con el artículo dos mil seiscientos 
uno del Código Civil, el demandante carece de la acción inten- 
tada sobre la base de los documentos de foja primera á foja diez. 
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Undécimo. Que el Gobierno de la provincia de Entre-Ríos, 
ha podido y debido desconocer un pretendido derecho, que no 
fué reconocido en el decreto de mil ochocientos veinte y cinco 
( foja nueve ), sino porerror manifiesto, y ha debido desconocer- 
lo con tanta más razon^ cuanto que el actor que no ocupa el te- 
rreno, desde hace más de cincuenta años, según su propia con- 
fesión, ha dejado transcurrir ese mismo lapso de tiempo, sin 
practicar las gestiones conducentes á regularizar su posición, 
dejando hasta la fecha y desde el año mil ochocientos uno; pa- 
ralizado el juicio que inició sobre denuncia. 

Duodécimo. Que habiéndose limitado la provincia á oponer 
en su defensa la insubsistencia del decreto marginal de foja 
nueve, no son de aplicación las disposiciones relativas á la 
prescripción de acciones^ desde qfxe aquella no ha intentado ac- 
ción alguna. 

Por estos fundamentos, se absuelve á la provincia de Entre- 
Bíos de la demanda interpuesta, y archívese previa reposición 
de sellos. 

benjamín paz. — LUIS V. VA- 
KELA.— ABEL BAZAN. — OC- 
TAVIO BUNGE.— JUANE. TO- 
BRENT. 



I 
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CAUSA CliX 



Contienda de competencia entre los J ueces de 4^ Instancia déla 
Capital y del Departamento del Centro de la provincia de 
Buenos AireSy en Iq, causa de don Antonio Vicente contra don 
Nicolás Méndez; sobre escrituración de un campo sitoenMer- 
cedes. 



Sumario. — La Saprema Corte no tiene jurisdicción para di- 
rimir las contiendas de competencia entre Jueces locales^ sobre 
juicios particulares. 



Caso. — Lo indícala 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Mayo 15 de 1893. 

Suprema Corte: 

Después de algunas divergencias de apreciación por parte de 
los señores Jueces en competencia, fueron elevados los autos & 
V. E. para la decisión de la promovida en esta causa. 
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Sostiene el señor Juez de la provincia de Buenos Aires la su- 
ya, fundando, según su auto de foja 25, expediente agregado, en 
que siendo de aplicarse la regla general del artículo 4i0 del 
Código de Procedimientos, le incumbe el conocimiento de un 
contrato, en que se demanda á un vecino del Departamento do 
Mercedes, asiento de so Juzgado. 

El señor Juez de lo Civil de la Capital Federal, ha sostenido 
la suya por el auto de foja 78, expediente corriente, declarando 
que no procede la inhibitoria, de conformidad con lo dispuesto 
en el articulo 411 del Código de Procedimientos. 

Aún aceptando la distinción extensamente ilustrada pu am- 
bas resoluciones, entre jurisdicción y competencia, entre laque 
es de jurisdicción y la que solamente toca atribuciones peculia- 
res, siempre resulta á mi juicio, aplicable en el caso, el artículo 
4i0del Código de Procedimientos. 

Ese artículo establece una regla general de derecho, mientras 
que el siguiente 411, determina una excepción respecto de los 
Jueces que ejerzan una misma clase de jurisdicción. 

Tratándose de una disidencia entre un Juez déla Capital Fe- 
deral y uno de la provincia, ambos independientes, con autori- 
dad emanada de diversos Gobiernos y ejercida en diverso terri- 
torio, no puede legalmente pretenderse que les sea aplicable el 
artículo 41 1 , por referirse á una misma clase de jurisdicción. 
Esa misma clase de jurisdicción sólo puede extenderse á los efec- 
tos de la ley, dentro de k jurisdicción de la provincia, entre 
Jueces del mismo territorio judicial, sujetos al mismo régimen 
y á la soberanía del Estado. Fuera de ese caso de excepción, se 
encuentra la controversia entre dos Jueces, uno de la Nación, 
otro de la provincia, cuya independencia de jurisdicción, de 
atribuciones, de responsabilidades, de superior gerarquía, es 
notoria. Por ello creo aplicable al caso el artículo411 del Có- 
digo de Procedimientos, ^que prescribe procede lo mismo la inhi- 
bitoria que la declinatoria. Examinando los antecedentes que 

T. II 20 
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motivan la disidencia, pienso que la competencia corresponda 
al Juez de la provincia de Buenos Aires. 

Aun cuando, según el boleto de foja i y aviso de foja 6, la 
venta se ha verificado en esta Capital, el bien raíz vendido es- 
tá ubicado en la provincia de Buenos Aires y el comprador, 
contra quien se ejercita una acción personal, sobre cumplimiento 
del contrato, reside en Giles, de aquella provincia, segundéela- 
raciones que no han sido negadas. 

No sólo el domicilio del deudor, sino la naturaleza misma del 
contrato de venta de un bien raíz, cuya escrituración y requisi- 
tos previos legales, deben cumplirse en la provincia en que es- 
tá ubicado, determinan la competencia del Juez de esa provin- 
cia, con sujeción á lo dispuesto en los artículos 12i2 y 1213 del 
Código Civil, y á la jurisprudencia establecida por V. E,, entre 
otras, en la causa publicada en la página 214, tomo 17, serie 2' 
de sus Fallos. Pido á V. E. se sirva así declararlo. 

Sabiniano Kier, 



Fallo de la S^tiprema Corte 



Buenos Aires, Junio 17 de 1893. 

Vistos: No estando el presente caso comprendido en las dis- 
posiciones de la ley de tres de Setiembre de mil ochocientos se- 
tenta y ocho, por no tratarse de un juicij de concurso ni de su- 
cesión, únicos á que se refieren los artículos segundo y tercero de 
dicha ley, y no siendo tampoco de explicación la disposición del 
artículo cuatrocientos diez y nueve del Código de Procedimien- 
tos déla Capital, que no se refiere á la Suprema Corte de Jus- 
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ticia Nacional, qae no puede por otra parte reputarse vigente, 
atenta la disposición de los artículos ciento uno y trescientos 
diez y ocho de la ley Orgánica de los Tribunales de la misma 
Capital, se declara que esta Suprema Corte carece de jurisdic- 
ción para la decisión de la presente coatienda de competencia, 
y en su consecuencia, devuélvanse respectivamente los autos 
remitidos álos Juzgados de su procedencia á los efectos que hn- 
biere lugar, y repóngase el papel. 

BENJAMÍN PAZ.— LülS V. VÁ- 
RELA. — ABEL BAZAN.— OC- 
TAVIO BCNGE. — JUAN E. 
TORRENT. 



CAUSEA CliXI 



El General D. Luis M, Campos contra el Banco Hipotecario 
Nacional; sobre cumplimiento de un contrato de compra 



Sumario. — La venta hecha con la reserva á favor del Banco 
Hipotecario, -de aprobarla ó anularla, no se entiende perfeccio- 
nada, mientras el Kanco no la apruebe. 
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Caso.— Lo indica el 



fallo del Juez Federal 



Buenos Aires, Junio 15 de 1892. 

Vistos para sentencia los presentes autos promovidos por el 
General D. Luis M. Campos contra el Banco Hipotecario Na- 
cional, para que se le condene á cumplir el contrato de compra- 
venta de la Colonia Socamora y otorgue la correspondiente es- 
critura, poniéndole en posesión del bien vendido, conforme al 
boleto presentado á foju 2. Besulta de los antecedentes feha- 
cientes, presentados por ambas partes: 

i^ Que el Banco Hipotecario Nacional, poi intermedio de la 
agencia establecida en la Concepción del TJruguaj, sacó á remate 
la Colonia antes mencionada, compuesta de 64 concesiones de 
47 hectáreas, 52 áreas cada una, de propiedad del doctor Carme- 
lo F. Crespo, en virtud de no haber cumplido éste á su debido 
tiempo, las condiciones del préstamo hipotecario de 50.000 pe- 
sos acordado sobre dicha Colonia, en cuanto á los servicios de 
amortización é intereses. 

2° Que efectuada la licitación, previos los avisos de estilo, por 
el martiliero Francisco Famplíego, con asistencia de un escriba- 
no público especialmente designado á ese efecto por la Agencia 
del Banco, bajo la base de 53.361 pesos con 67 centavos, que la 
propiedad adeudaba al establecimiento por capital é intereses 
del préstamo antes mencionado y gastos calculados, según la li- 
quidación corriente á foja 6, fué adjudicada áD. Manuel D. Na- 
veira, único licitador que «e presentó, por la suma de 53.364 pe- 
sos moneda nacional, labrándose el actacorrespondiente, en que 
se hace constar que el comprador entregó al rematador el 5 por 
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ciento del precio de venta 7 quedaba obligado á todas las con- 
diciones impuestas por el Banco^ y el boleto de compra-ven^ta 
que en copia auténtica corre á foja 22, en el cual constan igual- 
mente todas las condiciones de la negociación, entre las que fi- 
gura la de que el Directorio del Banco se reserva el derecho de 
aprobar ó anular el remate, estando suscritos ambos documen- 
tos por el Agente de la Sucursal del Banco, por el comprador y 
el Escribano autorizante del acto. 

3"" Que usando de este derecho el Directorio del Banco, en se- 
sión de fecha 20 de Julio de 1891, teniendo en cuenta una pro- 
testa producida en el acto del remate, la que á su juicio influyó 
para que el precio obtenido fuera tan bajo, resolvió anular di- 
cha venta, lo que ha motivado la presente demanda, deducida 
por el General Campos en virtud de la declaratoria hecha por 
Naveira, en la escritura corriente á foja 3, de haber efectuado 
la compra como mandatario de dicho General. 

Y considerando: 1"^ Que según los artículos 1197 y 1198 del 
Código Civil, las convenciones hechas en los contratos forman 
para las partes una regla á la cual deben someterse como á la 
ley misma y las obligan no sólo á lo que esté formalmente ex- 
presado en ellas, sino á todas las consecuencias que puedan 
considerarse que hubiesen sido virtualmente comprendidas en 
ellas. 

2^ Que por consiguiente, habiendo suscrito Naveira el boleto 
de compra-venta^ reconociendo en el Directorio del Banco el de- 
recho de aprobar ó desaprobar la venta, cuando fuere sometida 
á su consideración, lo que importa una verdadera condición sus- 
pensiva para el perfeccionamiento del acto, ni puede alegar la 
falta de expresión de condiciones en el acto de la licitación, ni 
sustraerse á las consecuencias que resultan del cumplimiento 
de la condición en el sentido en que se ha producido. 

2>^ Que la circunstancia alegada de haber firmado Naveira el 
boleto en un formulario impreso, sin leerlo, creyendo que era 
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un simple contradocumento del boleto de venta qoe le había 
entregado el rematador^ sin ocarrirsele que en esas fórmulas ge- 
nerales impresas, hubiesen cláusulas extraordinarias y no pac- 
tadas, es de ningún valor para impugnar su firma que es el sig- 
no material del consentimiento y el contenido del boleto á cuyo- 
pié se encuentra, porque toda persona mayor de edad y en ejer- 
cicio de su capacidad civil, debe saber lo que firma cuando con- 
trata ó acepta obligaciones, sopeña de soportar las consecuen- 
cias inmediatas y mediatas, conforme á los artículos 903 y 904 
del Código Civil, cuando por otra parte no se alega ninguna de 
aquellas circunstancias que hacen reputar como practicado sin 
intención, el acto (artículo 922 del Código citado). 

4® Que tampoco ha podido ni debido creer Naveira, que el 
boleto que firmaba era un simple contradocumento del que le 
había entregado el rematador, porque como su testimonio lo in- 
dica no es sino un recibo de los 2668 pesos y centavos entrega- 
dos en el acto, en el qiie por víade explicación se hace mención de 
la operación realizada, y además porque bajo el punto de vista 
legal, ese documento no tiene valor alguno para obligar á las 
partes como expresión del contrato bilateral celebrado, pues está 
hecho en un solo ejemplar y no lleva las firmas de las personas 
encargadas de presenciar y legalizar el acto (artículo 1021 del 
Código Civil). 

5^ Que el Banco Hipotecario al ordenar la venta de los in- 
muebles que le están afectados sin intervención de ninguna au- 
toridad judicial, inviste un doble carácter de acreedor y man- 
datario de sus deudores, y en tal concepto tiene el riguroso deber 
de vigilar tanto sus intereses cómelos de aquellos, impidiendo 
que sean sacrificados al amparo del formulismo legal, cuando 
median, comeen el presente caso, circunstancias que á su'juicio 
han influido en el precio de venta, lo que justifica la cláusula 
inserta en el boleto de venta y la actitud asumida por el Directo- 
rio, y que el comprador ha debido considerar aún sin estar expre- 
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sámente consignada^ como virtualmente comprendida en el acto, 
por ser esa la práctica del establecimiento, comprobada por el 
mero hecho de estar dicha cláusula impresa en los boletos. 

Por estos fundamentos, fallo: absolviendo al Banco Hipote- 
cario Nacional de la demanda de foja 11 , imponiendo á su res- 
pecto silencio al actor. Notifíquese con el original y repón- 
ganse las fojas. 

Virgilio M. Tedin. 



Fallo de Im Suprema Corle 



Buenos Aires, Junio 17 de 1893. 

Vistos y considerando: Primero, Que los instrumentos de foja 
veintidós y veintitrés se refieren al mismo hecho jurídico, como lo 
demuestran de una manera indudable su fecha y contenido, sir- 
viendo el primero para determinar con precisión las condiciones 
ó cláusulas impuestas por el Banco, que se mencionan tan sólo 
de un modo general en el segundo. 

Segundo. Que los mencionados instrumentos, destinados, por su 
mérito en conjunto, á establecer con claridad los derechos y de- 
beres relativos del postor y del Banco, se hallan debidamente 
autenticados, correspondiendo, en consecuencia, la aplicación de 
las reglas concernientes á los instrumentos públicos para gra- 
duar su valor probatorio. 

Tercero. Que conforme el artículo nuevecientos noventa y cua- 
tro del Código Civil, concordante con los artículos mil veintiséis 
y mil veintiocho del mismo, salvo el caso de falsedad (artículo 
nuevecientos noventa y tres) que ni siquiera se ha invocado en 



312 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

este asanto, Ioh instrumentos públicos hacen plena fé de las co7i- 
venciones en ellas contenidas . 

Cuarto. Qaeenconsecaenciay consignándose en el citado docu- 
mento de foja veintidós^ que el directorio del Banco se reserva 
el derecho de aprobará anular el remate^ no puede sino darse 
por averiguado que tal conven ció u tuvo lugar. 

Quinto. Que en la hipótesis de que las condicíonesmencionadas 
en el acto de remate no fuesen alusivas á las cláusulas que re* 
gistra el instrumento de foja veintidós, y que éste debiera repu- 
tarse como un contradocumento llamado á modificar el conte- 
nido de aquella, su valor legal para reglar los derechos de 
los interesados sería igualmente incontestable (artículo nueve- 
cientos noventa y seis del Código Civil). 

Seúcto .Que aceptada por el postor la reserva para el Directorio 
del Banco, de aprobar ó anular el remate, éste quedaba reducido 
á una operación adreferendum; ó lo que es lo mismo, la posta- 
ra admitida por el rematador en el acto, no significa el acuerdo 
de voluntades necesario para la formación de un contrato^ sino 
una oferta que, para producir el vínculo de derecho, requería 
la correspondiente aceptación (artículos mil ciento cuarenta y 
cuatro y mil ciento cuarenta y siete del Código Civil). 

5^/)¿imo.Quenoimportandolas estipulaciones contenidasen el 
instrumento de foja veintidós, la celebración de una nueva con- 
vención, destinada á transformar en otra, una obligación ante- 
rior, según se deja expuesto, las disposiciones legales referentes 
á la novación carecen de aplicación al caso. 

Por estos fundamentos y los concordantes déla sentencia ape- 
lada corriente á foja treinta y cuatro, se confirma esta con costas. 
Notifíquese con el original y repuestos los sellos devuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ.— LUIS V. VÁRELA. 
— ABEL BAZAN. — OCTAVIO RON- 
CE. — JUAN E. TORRENT. 
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CAUSA CXXII 



Doña Fermina Nüñez de Salinas contra D . AyustinCarosella^ 
sobre desalojo, embargo preventivo y costas 



Sumario. — V En las causas cuyo objeto litigioso es de poca 
importancia, la apelación debe concederse en relación. 

i"* Es legal el embargo preventivo acordado por deudas de al- 
quiler. 

3^ No procede la condenación encestas, cuando no hay méri- 
to para ello. 



Caso. — D. Zoilo Tello, por la señora de Salinas, se presentó 
al Juzgado, exponiendo : 

Que su mandante arrienda i Carosella una casa ubicada en 
Villa Mercedes, mediante un contrato verbal y sin plazo deter- 
minado, por 45 pesos moneda nacional de alquiler mensual; 

Que usando del derecho que le acuerdan los artículos 1509, 
1604 y 1610 del Código Civil, entabla demanda por desalojo y 
pide que oportunamente se le condene & desalojar la casa, en el 
término de ley. 

Fundado en el artículo 3883 del citado Código, pidió que s<> 



314 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

trabara embargo sobre los objetos del locatario, existentes en la 
casa, y de acuerdo con el 1592 del mismo, solicitó qae los sub- 
arrendatarios de Carosella^ retengan en su poder el precio de los 
alquileres basta cubrir la cantidad de 450 pesos que le adeuda 
aquel, proveniente de arrendamiento, por cuya súmalo deman- 
da también. 

Acreditado eí fuero federal por la diversa nacionalidad de las 
partes, el Juzgado convocó á éstas á juicio verbal, de acuerdo 
con el artículo 333 de la ley de Procedimientos. 

Celebrada la audiencia, el demandado manifestó que no te- 
nía inconveniente en desalojar la casa de la actora; pero que el 
término para hacerlo debía ser el de 90 días, por existir en aque- 
lla un establecimiento comercial, teniendo, además, los sub- 
arrendatarios, algunob negocios en la misma casa. 

Que respecto de los alquileres, no es exacto que adeude la 
cantidad expresada por la demandante, y que ese cobro no pue- 
de hacerse en el presente juicio, sino en otro, y pide que así se 
declare. 

Respecto de los embargos y retención de alquileres, dijo: Que 
no son procedentes, por cuyo motivo pide su levantamiento. 

La parte actora, en la misma audiencia, dijo : Que el deman- 
dado no tiene establecimiento comercial alguno, pereque es 
cierto que existen negocios de propiedad de los sub-arrenda- 
tarios ; 

Que no tiene inconveniente que el cobro de alquileres se si- 
ga por cuerda separada. 

ElJuez en la audiencia mandó que la actora manifestase, si 
la acción de desalojo comprendía á la totalidad de la casa arren- 
dada, y aquella expuso que la demanda versa sobre toda la ca- 
sa, sin perjuicio de que los sub-arrendatarios que tieuen nego- 
cios puedan continuar, siempre que sus convenios con Carosella 
no sean perjudiciales. 

En audiencia colebrada en 18 de Febrero de 1892, en que las 



DE JUSTICIA NACIONAL 315 

partes convinieron suspender para otra el juicio verbal á fin de 
contestar la demanda, el apoderado de la actora pidió que se de- 
cretara los puntos de su escrito de demanda relativos á embar- 
go 7 retención de alquileres de los sub-arrendatarios, á lo qu^ 
accedió el Juzgado, atendiendo á los fundamentos expresados 
en aquel y á las constancias del expediente. 



Fallo del Juez Federal 



San Luis, Marzo 21 de 1892. 

Autos y vistos: Considerando: Que tres son los puntos á re- 
solverse: 1^ el desalojo de la casa de la señora N. de Salinas, 
alquilada por D. Agustín Carosella; ^° pago de ios alquileres 
devengados; y 3^ el embargo preventivo ó retención de los me- 
ses adeudados por los sub-locatarios. ' 

En cuanto al primero, hay conformidad departes, desdeque 
el demandado manifiesta (foja 30 vuelta), que jamás ha pues- 
to inconveniente en desocupar la casa en cuestión, pero que debe 
hacerlo no en el plazo de cuarenta días que indica el demandan- 
te, sino en el de 90 que señala la ley, por tratarse de estable- 
cimientos ó casas comerciales. Según propia confesión del de- 
mandante, estas existen si bien pertenecientes, dice, á los sub- 
locatarios; mas como la demanda versa sobre la totalidad de la 
casa alquilada á Carosella, esto es, no sólo respecto de las ha- 
bitaciones que éste se ha reservado y en que vive, sino también 
de las demás piezas ó dependencias de las mismas sub-arrenda- 
das por él y en las que hay hoy giro mercantil, la decisión judi- 
cial debe recaer sobre las unas y las otras. Por el artículo 1610, 
inciso 3^, del Código Civil, se dispone que si la locación no fuese 
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á término fíjo^ como ocarre en el presente caso, se concede al 
locatario el plazo de tres meses para la devolacion ó desalojo de 
la finca arrendada, si en ésta existiese un establecimiento co- 
mercial ó industrial, contados desde el día en que se le intime 
el desalojo ó la cesación del arrendamiento. 

Respecto del segando, existe también acuerdo délos interesa- 
dos, en que la gestión por cobro de los alquileres quj adeuda el 
locatario, se siga por cuerda separada. 

T en cuanto al auto de embargo provisorio, finalmente, cuya 
reposición se solicita por medio del escrito de foja 37, al dictar- 
lo se tuvo presente lOt manifestación del locatario, consignada á 
foja 24 vuelta, df ade.idar los alquileres desde el mes de Enero 
de 1891 y la disposición de los artículos 1592, 1596, 1601, inci- 
so 2**, y 3883 del Código Civil, que establecen privilegio espe- 
cial á favor del locador y derecho de retención contra el locata- 
rio y sub-locatario por los arrendamientos que se le estuviesen 
debiendo, y las consideraciones aducidas por el demandado, son 
insuficientes para desvirtuarlo ó enervarlo. 

Por estas razones y las concordantes délos escritos de foja 3 
y 41 , se resuelve : 

1"^ Que D. Agustín Carosella desaloje y deje enteramente li- 
bre yespeditala casa de que se tra^a, perteneciente á Doña 
Fermina N. de Salinas, en el término de tres meses á contar 
de esta fecha^ sin especial condenación en costas; 

2" Que el cobro de los alquileres vencidos y á cargo de Ca- 
rosella, se haga en ramo separado, como lo piden ambos liti- 
gantes; 

3^ Que no se hace lugar con costas á la revocatoria solicitada, 
manteniéndose el embargo decretado. Hágase saber y repóngan- 
selos sellos. 

P. E.Miguez. 
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Fallo de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Junio SO de 1893. 

Vistos: Considerando: que tanto por la naturaleza déla 
cuestión qae se ventila, como por la poca impoitancia del obje- 
to litigioso, la apelación ha debido concederse sólo en relación, 
con arreglo á lo dispuesto por el arlíciilo doscientos veinte y 
cinco de la ley de Procedimientos, se declara bien concedido el 
recurso en la forma en que ha sido otorgado. 

Y considerando, en cuanto á los recursos interpuestos : que 
las constancias de autos revelan no haber mérito para la conde- 
nación en costas á cargo del actor que pretende el recurrente. 

Que ti embargo preventivo se halla basado en prescripciones 
legales, que al Juez a quo invoca, y que son de aplicación al 
caso. 

Por esto y sus fundamentos concordantes, se confirma con 
costas en la parte apelada, la sentencia de foja cuarenta y cinco 
vuelta, no haciéndose lugar á la nulidad deducida contra el ci» 
tado embargo preventivo. Repuestos los sellos, devuélvanse. 



benjamín paz.— ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BUNGE. — JUAN 
E. TORREN!. 
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CAUíiA C1.XI1I 



/>. José J. Baca contra los señores Juan Alvarez y Manuel 
Albornoz, sobre cobro ejecutivo de pesos. 



Sumario, — Debe ser desechado el recurso fondado en la fal- 
ta de notificación de la citación de remate, cuando consta de 
los autos que ésta ha sido hecha en la forma legal. 



Caso. — El Sr. Baca, con fecha 6 de Junio de 1892, se pre- 
sentó al Juzgado exponiendo: Que como propietario de la casa 
calle Bolívar número 553, la arrienda á los Sres. Alvarez y 
Albornoz» por el precio de 400 pesos mensuales, sin contrato 
escrito; 

Que los locatarios le adeudan 800 S correspondientes á dos 
meses de alquiler hasta el 31 de Mayo, y que no habiendo con- 
seguido su pago, viene á entablar demanda ejecutiva, usando 
del derecho que le acuerda el artículo 1573 del Código Civil. 
Terminó pidiendo que con arreglo al artículo 252 de la ley de 
procedimientos^ se dicte auto de solvendo contra los deman- 
dados. 

Acreditado el fuero federal por ser argentino el actor y espa- 
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ñoles los demandados, el Juzgado intimó el pago de la cantidad 
reclamada, si no negare ser inquilíno ó exhibiera el último re- 
cibo, bajo apercibimiento. 

Notificados los demandados del auto de solvendo y vencido el 
término de éste, el actor solicitó mandamiento de ejecución y 
embargo, debiendo incluirse 400 pesos más por el alquiler ven- 
cido del mes de Junio. 

£1 juez proveyó de conformidad, y trabado el embargo (foja 
7), se citó de remate á los deudores haciéndoseles la notificación 
por medio de cédula (foja 9). 



Fallo tirl Jurz Federal 



Buenos Aires, Agosto 10 de 1892. 

Autos y vistos: No habiendo los deudores opuesto excepción 
dentro del término de la ley, mando se lleve la ejecución ade- 
lante hasta hacerse pago al acreedor del capital, intereses y 
costas del juicio. 

Virgilio M. Tedin , 



Notificados de esta sentencia, los deudores se presentaron 
al Juzgado exponiendo : Que con sorpresa se habían impuesto 
de aquella, y que no habiéndoseles notificado legalmente el auto 
de citación de remate, deducían contra ella el recurso de re- 
posición, y en caso negativo el de apelación, entablando desde 
ya éste y el de nulidad. 
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Auto del Juez Fedeml 



Baenos Aires, Agosto 23 de 1893. 

« 

Habiéndose hecho la notificación de la citación de remate en 
la forma qne prescribe el artículo 63 de la ley nacional de pro- 
cedimientos, según se comprueba por la diligencia corriente á 
foja 9 vuelta, no ha logar á la reposición pedida y se concede 
en relación la apelación deducida respecto á la sentencia de re- 
mate, elevándose los autos á la Corte Suprema en la forma de 
estilo. 

Virgilio M. Tedin. 



Fallo de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Junio 20 de 1893. 

Vistos: Por sus fundamentos se confirma con costas el 
auto apelado de foja diezvuelta. Bepuestos los sellos, devuél- 
vanse. 

benjamín paz. — ABELBAZAN. 
— OCTAVIO BGNGE.— JUAN 
E. TORRENT. 
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CAUSA CI.XIY 



Los arbitros en el juicio sobre choque de la Torpedera <i Rosales» 
y del vapor <aSpencer», por honorarios; sobre competencia 



Sumario. — Corresponde al Jaez de Sección entender en la 
regulación de honorarios debidos á los arbitros en un juicio so- 
bre choque de buques. 



Caso. — Concluido el arbitraje sobre choque de la Torpedera 
cRosales» y del vapor cSpencer», el arbitro del Gobierno, Co- 
modoro D. Bafael Blanco, el arbitro tercero doctor don Andrés 
Ugarri2a, y el Secretario doctor don Daniel S. Tedin presenta- 
ron su cuenta de honorarios. 

El representante de los agentes del vapor cSpencer», alegan- 
do que la resolución arbitral había sido reclamada adminis- 
trativamente ante el Ministerio de la Guerra^ sostuvo que el 
Juez de Sección era incompetente para entender en la regu- 
lación solicitada. 

El Comodoro Blanco y los doctores Ugarriza y Tedin evacuan- 
do el traslado conferido, dijeron: que no siendo partes en el 
juicio fenecido por el laudo arbitral^ no deben entender ni sa- 
ber si se ha iniciado recurso alguno contra dicho laudo. Que la 
T. II n 
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acción deducida por ellos se refiere á la liquidación y pago de 
sus honorarios, para lo que es competente el Juzgado, por tra- 
tarse de honorarios devengados en asunto de la exclusiva com- 
petencia de la Justicia Nacional (artículo 2^, inciso 8% de la ley 
sobre jurisdicción y competencia), habiendo el tribunal arbitral 
constituídose por ministerio de la ley (artículo 1269 del Código 
de Comercio) y por sumisión voluntaria al juicio, de parte del 
Gobierno. 

Que en esta virtud y estando señalado por la ley de 26 de 
Agosto de 1863 el procedimiento á seguirse en casos 'como el 
actual, la excepción opuesta es incompatible con la naturaleza 
sumariado la acción. 



Fallo del Juez Federal 

Buenos Aires, Febrero 9 de 1893. 

De acuerdo con las consideraciones aducidas en el preceden- 
te escrito, que el Juzgado encuentra ajustadas, é importando la 
manifestación hecha por el Ministro de la G^uerra, una discon- 
formidad cenias cuentas de honorarios presentadas, regúlense 
por el doctor Eugenio F. Abella, cuya aceptación se comete. 

Lalanne. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Mayo I* de 1893. 
Suprema Corte : 

El sometimiento á la jurisdicción nacional de las cuestiones 
que se originen por choque y averías de buques, está prescrito 
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expresamente on el inciso 8^ del artículo 2 de la ley sobre com- 
petencia de los Tribunales Nacionales, y el arbitraje lo está 
también para avaluar todos los daños cansados por choques ó 
abordajes, segan el artículo 1269 del Código de Comercio, que es 
ley de la Nación. 

Resuelto el punto por los arbitros nombrados por las partes 
y á cuyas decisiones se sometió el mismo Gobierno Nacional, la 
decisión sobre los honorarios devengados corresponde al mismo 
Juez á quien incumbía la jurisdicción sobre lo priucipal. 

Las costas son partes complomentariasdel juicio en que se han 
causado y por ello V. E. tiene resuelto en la causa publicada en 
en el tomo 4% serie I'*, página 33 de sus fallos, que toda cues* 
tion sobre honorarios y costas debe conocerse por el Juez que 
ha intervenido en los autos principales. A ello no se oponen los 
reclamos que administrativamente, se dice, haberse deducido. 

En cuanto al Poder Ejecutivo que ha consentido en ser de- 
mandado en lo principal y en el sometimiento al juicio arbitral, 
no desconoce la jurisdicción que haya de regular el valor de los 
honorarios. 

£1 señor Ministro de la Guerra me ha manifestado que ao 
hace cuestión al respecto, pues no pudiendo los arbitros regu- 
larse á si mismos, ni el Gobierno las costas que directamente 
afectan al Fisco, cree justo, aceptar las regulaciones que se prac- 
tiquen en la forma legal ordinaria. 

Por elloá V. E. pido, la confirmación del auto recurrido de 
foja 135. 

Sabiniano Kier. 
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Fallo de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Junio 22 de 1893. 

Vistos 7 considerando: Primero. Qae lascuestionesque se ori- 
ginen por choques de baques sonde Jurisdicción Federal por ra* 
zon de la materia, según lo establece el inciso octavo, artículo 
segando de la ley sobre jurisdicción y competencia. 

Segundo. Que Tersando este incidente sobre honorarios deven- 
gados en una causa de aquella naturaleza, no es sino una emergen- 
cia del juicio principal y sometido por tanto á la misma juris- 
dicción. 

Foresto y de conformidad con lo expuesto y pedido por el se- 
ñor Procurador General, se confirma con costas el auto apelado 
de foja ciento treinta y cinco. Repuestos los sellos devuél- 
vanse. 

BENJAMÍN PAZ.— LülS V. VÁRELA. 

ABEL BAZAN. — OCTAVIO BÜNGE. — 
JUANE. TORREMT. 
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CAUSA C.XYX 



Contra Ottone hermanos, sobre falsa manifestación en la 
calidad de las mercaderías y dobles derechos 



Sumario. — La clasificación de las mercaderías que se despa- 
chan en la Aduana, corresponde á la Administración, y la ma- 
nifestación de una calidad inferior á la clasificada^ autoriza la 
pe na de dobles derechos sobre la diferencia. 



Caso. — Lo indica la 



RESOLUCIÓN DE LA ADUANA 



Rosado. Febrero 22 de 1892. 

Vistos: Resulta: Que por el vapor cSanta-Eé», entrado á 
este puerto el 1*" del presente mes, bajo registro número 165, 
procedente de Genova, los señores Ottone Hermanos, presenta- 
ron un permiso de despacho número 982, por 100 cajones mar- 
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ca 6. O. números 18751 á 19150, declarando aceite imparo, 
mezcla de algodón y animal en latas. 

Que los introductores de dicha mercancía, no obstante de ha- 
ber transcurrido los 8 días señalados por las Ordenanzas de 
Aduana para presentar por los 850 cajones de la partida, el des- 
pacho á plazo ó copia de factura á depósito, para evitar la mal- 
ta del 2 por ciento, se han resignado á pagarla, efectuando la 
introducción por pequeñas fracciones. 

Que este proceder demuestra la intención demantener en re- 
serva la calidad del aceite y sólo declararla, á medida que iban 
haciendo dicho despacho precancional, circunstancia miiy agra- 
vante en el presente caso. 

Que según el informe pericial de la Oficina Química Munici- 
pal de esta ciudad, de fojas 5y 6, é informes privados recogi- 
dos por esta Administración, el aceite pedido á despacho, por 
los señores Ottone Hermanos, es puramente vegetal, adecuado 
á la alimentación, tanto más, si se mezcla con aceite de olivo. 

Queloexpuesto por dichos señores, en su descarga, en la decla- 
ración de fojas 6 y 7, tratándose de la competencia científica 
de aquella oficina, esta administración no lo acepta, por cuanto 
le consta la preparación y aptitud de su personal. 

Que respecto del análisis, firmado por el Doctor Pedro Arata, 
de la Oficina Química de Buenos Aires, agregado por los intere- 
sados á estas diligencias, no debe tenerse en cuenta en este ca- 
so, por las siguientes razones: 1*^ porque ese análisis no tiene 
carácter oficial, es decir, no se practicó por resolución de esta 
administración; 2" porque dicho certificado, se refiere á ana 
muestra de aceite presentada por los señores Ottone Hnos, sin 
expresar cuáles eran las condiciones de su envase, la marca, ni 
la procedencia, ni demás circunstancias de autenticidad com- 
probantes de que la operación científica se verificó en la misma 
mercancía de que tratan estas actuaciones. 

Por estos fundamentos y en virtud de los artículos 136 y 137 



I 
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de las Ordenanzas de Aduana, declaro: que el aceite de los 100 
cajones marca G. O. números 18751 á 19150, permiso 982, es 
aceite vegetal, que puede usarse en la alimentación, comprendi- 
do en la partida de tarifa número 113. 

Y finalmente, resultando délo expuesto y constancias de es- 
te expediente, haberse hecho una falsa declaración de calidad, 
que ha podido defraudar la renta fiscal, á no ser los anteceden- 
tes que esta administración tenía al respecto y el procedimiento 
seguido, condeno á la mercancía de que se trata, al pago de do- 
bles derechos sobre la diferencia, con arreglo al artículo 930 do 
las Ordenanzas de Aduana, y por exceder de la tolerancia esta- 
blecida por el artículo 128 de las mismas. Notifíquese y repón- 
ganse los sellos por los señores Ottone Hermanos. 

José A. Broches. 



Fallo del Juez Federal 



Rosario, Oclabrc 14 de 1892. 

Vistos y considerando: 1"" Que las cuestiones sobre calidad 
délas mercaderías que se despachan en las Aduanas, tanto por 
las Ordenanzas (artículos 136 y 137), como por la jurispruden- 
cia de los tribunales federales (Fallos de la Suprema Corte, to- 
mo 2'', 2^* serie, página 326), deben ser resueltas administrati- 
Tamente, sin apelación y sin necesidad de oir á las partes. 

2^ Que á foja 9 se encuentra pronunciado el fallo administra* 
tivo correspondiente, clasificando el aceite de la referencia, 
ccomo vegetal que puede usarse en la alimentación^ comprendi- 
do en la partida de tarifa número 103». 



: 

I 



328 FALLOS DE LA SDPBEMA CORTE 

3^ Qae esta resolución es tanto más justa y estable, cuanto 
que ella se encuentra robustecida por los informes periciales de 
fojas 5 7 46, en los cuales los químicos Doctores Gómez j Ara- 
ta, manifiestan c el hecho posible de que este aceite, se mezcle 
álos destinados á la alimentación > . 

4° Que siendo así, válida y estable la sentencia de foja 9, lo es 
por consiguiente, la penalidad impuesta en la misma, del pago 
de dobles derechos, puesto que así lo preceptúan la jurispruden- 
cia y las Ordenanzas de Aduana, aquella en la causa que se re- 
gistra á foja 219, tomo 8^ S'' serie de los Fallos de la Suprema 
Corte, y ésta, en la 2* parte del artículo 930. ' 

Por estos fundamentos y los concordantes del fallo de foja 9, 
se confirma éste, con costas. Notifíquese y repuestos los sellos, 
deTuélvanse. 

íf. Escalera y Zuvirla . 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Marzo 15 de 1893. 
Suprema Corte: 

El recurso instaurado, no desconoce la legalidad de la senten- 
cia recurrida y la jurisprudencia, que ha consagrado en diver- 
sos fallosdeV.E., la rigurosa aplicación al casodel artículo 137de 
las Ordenanzas de Aduana. 

Pero se ha invocado la inconstitucionalidad de esa ley de 
Aduana, que atribuye al Poder Ejecutivo funciones constitucio- 
nalmente peculiares del Poder Judicial y se ha agregado que Y. 
E. á este respecto, ha hecho una declaración esplícita en la cau- 
sa registrada en la serie 1', tomo l^ página 69 de sus fallos. 
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Examinando aquel caso juzgado, resulta bien diferente del 
actual. 

No existía entonces, la ley vigente para la Aduana, j acababa 
de ser establecida la Justicia Federal. El Poder EjecutiTO, sin 
ley que lo autorizase, avocó el conocimiento da una causa y la 
falló, asumiendo atribuciones que la ley confería alPoder Judi- 
cial. V. E. con sujeción estricta á sus prescripciones, declaró^ 
no laincoustitucionalidad, que no procedía, sino la nulidad de la 
resolución del Poder Ejecutivo, por falta de jurisdicción para 
dictarla. 

El caso sub-judice, difiere esencialmente. 

No es el Poder Ejecutivo, es el mismo Juez Federal, quien 
falla, confirmando por sentencia corriente á foja 53, la resolu- 
ción administrativa déla Dirección de Aduana. 

Y si bien es cierto que el Juez tenía por base de su sentencia, 
el hecho establecido por los vistas de Aduana, esto es, la cali- 
dad especificada para la imposición de la tarifa, tal circunstan- 
cia está expresamente prevista y ordenada por los artículos 136 
y 137 de las Ordenanzas, que es ley especial para eirégimende 
las aduanas nacionales . 

¿Ese régimen, atenta contra las garantías constitucionales 
de los artículos 18, 95 y 100 de la Constitución, en que se apoya 
el recurso? 

Veamos lo que prescriben esos artículos. 

£1 18, garante el derecho á todo habitante de la Nación Ar- 
gentina, de no ser sacado de los Jueces designados por la ley, 
antes del hecho de la causa, no ser penado sin juicio previo, 
fundado en ley anterior al hecho del proceso. El 95, que en nin- 
gún caso puede el Presidente de la República ejercer funciones 
judiciales, arrogarse el conocimiento de causas pendientes ó 
restablecerlas fenecidas; y el 100, que es atribución del Poder 
Judicial, conocer y decidir las causas regidas por la Constitución 
y leyes nacionales. 
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He creído conveniente transcribir esas garantías constitucio- 
nales, para deducir más claramente de sus términos, su inapli- 
cabilidad al caso en cuestión. 

En efecto, existe una ley de Aduana anterior al hecho de la 
causa, y ese hecho es juzgado y penado en eHa con sujeción á 

lo prescrito en aquella ley. 

< 

El Presidente de la Nación no ha conocido en esta causa, es 
una rama administrativa, caracterizada en el derecho público 
administrativo, laque establece por medio de un acto pericial, 
un hecho pasado en sus propias oficinas. 

Efectivamente, los vistas de Aduana, no tienen otro carácter, 
que el de peritos, para la calificación y estimación délas merca- 
derías sujetas á despacho. Los artículos l^% 123, 124, 128 y 
137 de las Ordenanzas así lo establecen declarando cque los 
vistas no tendrán restricción alguna al respecto; que no podrán 
delegar sus funciones periciales; que en las receptorías donde no 
puedan ejercer esta función por ser administradores, la duda se 
resolverá por peritos nombrados y asociados á ellos». 

Resalta evidente que la función délos vistas, no es judicial, 
sino pericial, que su ejercicio no ataca al Poder Judicial, que 
al determinar la calidad de una mercadería, reconocen un he- 
cho, como el adníinistrador de Contribuciones, como el de Cor- 
reos, como el de impuestos internos, sin que por ello importe 
arrebatar al Poder Judicial el conocimiento y resolncion, en lo 
que es esencialmente contencioso. 

De otro modo: ¿ cómo podrían hacerce efectivas las leyes de 
impnestosen sus múltiples ramificaciones? Si cada clasificación, 
cada avaluación, cada imposición, debiera someterse al juicio 
contencioso y los Jueces fedéralos examinar y fallar el hecho 
de la calificación ó avaluación, el impuesto desaparecería, y con 
ella administración de justicia, absorbida por millares de plei- 
tos renovados cada día. 

El artículo 100 déla Constitución que ha creado la jurisdic- 
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cion federal, no ha podido oponerse, ni se ha opuesto al estable- 
cimiento de instituciones de carácter administrativo que ema- 
nan de su propio régimeu, y se gobiernan por leyes especiales. 

For ello la constitución misma, en su articulo 67, reconoce 
al Congreso en primer término, la facultad de legislar sobre 
aduanas, etc. 

Leyes especiales de carácter administrativo ó contencioso-ad- 
ministrativo, que crean medios especiales de pruebas para casos 
excepcionales, como las crea, en los mismos Códigos Civil y Cri- 
minal para los ordinarios, no alteran el principio de separación 
y ponderación délos Poderes Públicos, no atacan las atribucio- 
nes del Poder Judicial que sólo se ejercen según la misma 
Constitución, con sujeción á las prescripciones de la ley, ó pro- 
cedimiento del caso. 

No encuentro por ello, que la ley de aduana que creó los vis- 
tas, les autorizó para hacer los aforos y calificación de merca- 
íierías, y dispuso que esa calificación fuese inapelable y obli- 
gatoria, tanto para la Aduana como para el comerciante, sea 
violatoria de las garantías consagradas en los artículos 95 y 
100 de la Constitución Nacional. 

Por ello, y conforme con la doctrina y jurisprudencia recono- 
cida por el mismo recurrente, y en que se funda la sentencia 
apelada, pido á Y. E. su confirmación. 

Sabmiano Kier. 



Fiillo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Junio 22 de 1893. 

Vistos y considerando: Primero. Que corresponde al Poder 
Ejecutivo la recaudación de las rentas de la Nación, según tes- 
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tualmente lo establece el inciso trece del articulo ochenta y seis 
déla Constitución. 

Segundo, Que las Ordenanzas de aduana, dictadas por el 
Congreso en ejercicio de la facultad que, en especial sobre la 
materia, le confiere el inciso primero del artículo sesenta j siete 
de la Constitución, y que le está conferida de un modo general 
en el incido veintiocho del mismo artículo, tiene por objeto fun- 
damental, dar, para la percepción del impuesto alas que han de 
ajustarse los procedimientos de la Adminitracion, reglas que 
no excluyen, en su caso, la debida intervención del Poder Judi- 
cial, como lo disponen las citadas Ordenanzas. 

Tercero. Que por consiguiente, la jurisdicción y procedi- 
mientos administrativos establecidos por la ley de Aduana en 
los artículos de referencia, no sólo, no pugnan con la Consti- 
tución, sino que están, al contrario, dentro de su letra y de su 
espíritu. 

Cuarto. Que la introducción de mercaderías, está sometida 
á las formalidades prescritas por las Ordenanzas de Aduana, y 
que la diligencia encomendada á los vistas, por los artículos 
ciento veinticuatro y siguientes, sólo tiene el carácter de una 
pericia ó medida de prueba, que ha de servir de base al fallo 
administrativo. 

Quinto. Que la resolución recurrida, está fundada en dispo- 
siciones legales anteriores. 

Por estos fundamentos y de conformidad con lo expuesto y 
pedido por el señor Procurador General: se confirma, con costas, 
la sentencia apelada, corriente á foja cincuenta y tres : notifí- 
quese original y repuestos los sellos devuélvanse. 



benjamín paz. — ABEL BAZAN . 
—OCTAVIO BUMGE. — JÜAW E. 
TORRENT. 
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CXi.^TI 



Cunlienda de competencia entre el Juez de i" instancia de la 
Capital y el de La Plata , en la sucesión de D. Rodolfo Mi- 
chemberg. 



Sumario, — 1^ El juez de la sucesión es el del lugar en que 
el difunto tuvo su último domicilio. 

2** El asiento principal de los negocios y la residencia habi- 
tual en un lugar, determinan el domicilio real. 

3^ El fallecimiento en otro lugar, no implica la residencia ha- 
bitual en éste que pueda justificar el cambio de domicilio. 

4*" En caso de residencia liabitual alternativa, la competencia 
se decide por el lugar del asiento principal de los negocios. 



Caso. — Con fecha 3 de Marzo del año 1891, en los autos 
testamentarios de D. Rodolfo Michemberg, fallecido en esta 
ciudad el 9 de Mayo de 1890, que tramitaban en esta Capital, 
ante el Juzgado del Dr. Garay, se presentó el Dr. D. Francis- 
co Díaz Ibarguren, tutor dativo de los menores Julio, Martin y 
Aurelia Michemberg, hijos naturales del causante y de D'' Ce- 
cilia Pestaña, denunciando el hecho, que había llegado ásuco- 
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noeimieuto á¿ que en la ciudad de La Plata, ante el Juzgado á 
cargo del Dr. Arturo H. Gamboa, se tramitaba un expediente 
solicitando la tutela para el menor Pedro Michemberg, hijo na- 
tural de D. Rodolfo Michemberg, padre también de sus pupilos 
y de D' Gorgonia Tránsito de Pestaña. 

Como en dicho expediente se solicitaba, además, el nombra- 
miento de un administrador de los bienes del causante, inven- 
tario de los mismos y otras medidas propias del juicio testa- 
mentarlo, desconociéndose que habían sido practicadas ya en 
este juicio, invadiendo así la competencia del Juzgado que 
conocía en esta sucesión, por haber muerto el causante en 
esta Capital, y tener aquí también e) asiento principal de sus 
negocios, venía á pedir al juez Dr. Garay, librara oficio con 
los testimonios del caso, al juez de 1'^ instancia de la ciu- 
dad de La Plata, Dr. Arturo H. Gamboa, para que éste se 
inhibiera del conocimiento de la testamentaría deD. Rodol- 
fo Michemberg y remitiera los autos á este Juzgado, con 
emplazamiento de las partes. 



AUTO DEL JUEZ DE I*" INSTANCIA DE LA <.APiTAL 



Buenos Aires, Abril 4 de 1891. 

Autos y vistos: De conformidad con lo pedido en el escrito 
de foja 49, y lo expuesto en las vistas que preceden, líbrese 
exhorto al señor Juez de la provincia de Buenos Aires Dr. Gam- 
boa, pidiéndole se sirva inhibirse de conocer en los autos tes- 
tamentarios de D. Rodolfo Michemberg, por encontrarse estos 
radicados ante este Juzgado y por corresponderá su conocí- 
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miento alinfranscrito. Remítase testimonio de las piezas nece- 
sarias 7 del presente. Repónganse las fojas. 

Ángel Garay, 
Ante mí: 

Felipe Arana. 



AUTO DEL JUEZ DE 1' INSTANCIA DE LA PLATA 



La Plata, Noviembre 9 de 1891. 

Vistos y considerando : 1® Que según el instrumento público 
de foja 6, don Rodolfo Micbemberg falleció en la ciudad de 
Buenos Aires, el 9 de Marzo de 1890 y de los informes expe- 
didos por el Ministerio de Gobierno á foja 37 y foja 38, resulta 
que Micbemberg era inspector de milicias de laJProvincia^ cuyo 
cargo ejerció basta su fallecimiento; 

2^ Que este becho, demuestra que Micbemberg tenía su do- 
micilio legal en la Provincia, desde que como se ha dicbo, era 
Inspector de miliciaH de la misma, y se encuentra por lo tanto 
comprendido en la prescripción contenida en el inciso 1° del 
•artículo 90 del Código Civil ; 

3*^ Que por otra parte, el domicilio real de una persona es 
donde tiene establecido el asiento principal de su residencia y 
de sus negocios, artículo 89 citado, y como consta de autos 
que Micbemberg tenía su residencia en la Provincia, por la ra- 
zón antes expuesta y por tener en ella su establecimiento de 
campo y todos sus bienes, es fuera de duda, que también tenía 
su domicilio real, de acuerdo con los artículos 92 y 93; 



1 
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4^" Que independientemente de lo expuesto, existe otra con- 
sideración, que demuestra por sí sola, que Michemberg tenía 
su domicilio real en la provincia. En efecto, el artículo 46 de 
la Constitución de la provincia previene que todo funcionario 
ó empleado de la provincia, deberá tener su domicilio real en la 
provincia, y como Michemberg se encuentra comprendido en 
dicha disposición, se explica sin esfuerzo la jurisdicción de este 
Juzgado, pues el domicilio de Michemberg en la Capital de 
la República era sólo accidental, desde que el empleo fué con- 
servado hasta su muerte. 

Por estos fundamentos, consideraciones legales del escrito 
de foja 27 y de acuerdo con lo expuesto por los Ministerios pú- 
blicos á foja 35, el Juzgado resuelve mantener su competencia, 
y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 419 de Código de 
Procedimientos, líbrese el oficio de estilo al Sr . Juez Dr. Garay 
álos efectos consiguientes. Repónganse las fojas. 

A . H, Gamboa . 
Ante mí : 

Pedro HemateL 



VISTA DEL SE^OR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Agosto 18 de 189:2. 
Suprema Corte: 

Tratándose de una competencia suscitada entre un Juez de 
provincia y uno de la Capital Federal y por personas residentes 
en una y otra jurisdicción, la de V. E. para decidirla, resulta 
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procedente, como se ha reconocido nniformémente por los inte- 
resados. 

Difícil es en el estado actual de las gestiones^ apreciar de 
una manera incontestable los hechos invocados en defensa de 
una y otra jurisdicción. Porque, si de una parte tienen gran 
presunción de verdad los hechos expresados, en el escrito del 
tutor de los menores Michemberg^ de foja 92, que ha dado los 
fundamentos á la jurisdicción del juez de la Capital, declarada á 
foja 52 vuelta, y sostenida á foja 109 ; por otra, son conducen- 
tes á establecer la del Juez de la provincia de Buenos Aires, los 
expuestos en el auto de éste, corriente á foja 84. 

Michemberg ha muerto en esta Capital ; pero en una casa 
que no resulta fuese su domicilio propio, sino el de su hermana 
casada con D. Alberto Guter, según las diligencias de foja 4 
vuelta, 5 vuelta y 9. 

Se agrega, que aquí ejercía las operaciones de su giro co- 
mercial, que tenía un escritorio en sociedad, que existen tarje- 
tas que lo designan, que era miembro de un sindicato para la 
compra-venta de chacras en Guaminí, etc. Pero, ninguno de 
estos hechos resulta justificado, reposando sólo en las afirma- * 
ciones del tutor dativo. 

Por la jurisdicción de la Provincia, abonan los siguientes 
hechos : 

Que el causante Michemberg tenía todos sus bienes, inclusi- 
ve el establecimiento principal de estancia, en la provincia de 
Buenos Airss, como resulta de la manifestación de bienes é 
inventarios y tasación, corrientes á foja 3 vuelta y 10 de los au- 
tos corrientes; 

Que allí reconoció é hizo bautizar su hijo natura!, Pedro Fe- 
lipe, según la partida de foja 33; 

Que en la ciudad de La Plata tenía casa en propiedad^ amue- 
blada para su uso, y crédito en los Bancos Provincial é Hipote- 
cario, según constancias de fojas 45 y 49; 

T. II 22 
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Finalmente, que de la Provincia tenía el nombramiento de 
Inspector General de Milicias, qne ejerció hasta sn muerce, se- 
gnn informes del ministro del ramo de foja 37 á 39 de los autos 
agregados, y que el ejercicio de ese cargo, impone el domicilio 
en la Provincia, segnn el artículo 46 de su Constitución. 

Contra estos hechos se ha objetado que Michemberg por ra- 
zón de su enfermedad, no se había aún trasladado á La Plata, 
7 que si tuvo el deber y la voluntad de hacerlo, faltóle la 
oportunidad. 

Repito al respecto que tales objeciones no se han comproba- 
do, como no se han comprobado los hechos fundamentales de 
la oposición á la jurisdicción provincial que invocaba el esqrito 
de foja 92, mientras que siendo innegable el ejercicio del car- 
go de Inspector de milicias, que obligaba constitucionalmente 
la residencia en la provincia, y la existencia de todos los bienes, 
incluso casa amueblada en ella, ese domicilio se impone con 
sujeción á lo prescrito en los artículos 89 y 90, incisos 1** y 
2^», 92 y 93 del Código civil. Corresponde á mi juicio que V. E . 
se sirva así declararlo. 

Sabiniano Kier. 



Fallo de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Junio 2i de 1893. 

Vistos y considerando : Primero. Que conforme al artículo 
tres mil doscientos ochenta y cuatro del Código Civil, la juris- 
dicción de la sucesión corresponde á los jueces del lugar del 
último domicilio del difunto. 
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Segundo. Qae, con independencia de la circunstancia de ha- 
ber desempeñado el cargo de Inspector de milicias de la pro- 
Tinoia de Buenos Aires, los autos demuestran que el causante 
Don Rodolfo Michemberg, tenía el asiento^principal de sus ne- 
gocios en dicha provincia, según se comprueba por el inventario 
de bienes, teniendo igualmente residencia en ella, lo que deter- 
mina su domicilio real, como lo establece el artículo ochenta 
y nueve del Código citado. 

Tercero. Que el hecho^de haber fallecido Don Rodolfo Mlchem- 
berg en esta Capital, no implica haber tenido en ella la resi- 
dencia habitual, que puede fundar un cambio de domicilio, con 
arreglo al artículo noventa y dos del citado Código, y que, aun 
admitiendo que Michemberg haya residido alternativamente en 
esta Capital y en la provincia de Buenos Aires, el asiento de 
su principal establecimiento decidiría, en el caso, la cuestión 
de domicilio, con sujeción á lo dispuesto por el artículo noventa 
y tres. 

Por esto, y de conformidad con lo pedido por el señor Procu- 
rador General : se declara que el conocimiento Je este- juicio 
no corresponde á los jueces de la Capital. Avísese por oficio 
al Juez de primera instancia de ésta, y remítanse los autos, 
previa reposición de sellos, al de primera instancia de la pro- 
vincia deBnenoi Aires, á los efectos que haya lugar. 



benjamín paz.— ABEL BAZAN.— 
OCTAVIO BUNGE. — JUAN E. 
TORRENT. 
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I 



CAUSA CXXVll 



D. Eugenio Minvielle, acusado por de/raudacion al Banco 
Nacional; sobre separación de autos 



Sumario, — £1 proceso instaurado sobre defraudación contra 
un Gerente de Banco y otros como cómplices, tiene que continuar 
contra todos én conjunto, y no seguir separadamente contra ca- 
da uno de estos. 



Caso. — Lo indica el 



Fallo deUuea Fetieral 



Corrientes, Abril 18 de 1893. 

Vistos: este incidente promovido por el procesado Eugenio 
Minvielle, sobre separación del proceso que se le sigue conjun- 
tamente con Teodoro Brasch, Esteban Chaine^ BenitoL. Rama- 
yon, Manuel A. Ferré y otros, sobre defraudación al Banco Na- 
cional, para ser tramitado y juzgado separ "idamente; y conside- 
rando: Que el proceso por defraudación, iniciado por el repre- 



/ 
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sentante del Banco Nacional contra el Gerente de la Sucursal 
de esta ciudad, comprende no sólo á Eugenio Minvielle, sino 
á los precitados como coactores ó cómplices en el delito. 

Que la querella se aceptó en esa forma y los procedimientos 
se siguieron conjuntamente hasta el estado de plenario, en que 
hoj se encuentra el proceso, considerándose un solo juicio, desde 
que el ofendido es ano mismo, así como el delito porqne se les 
acusa, 7 por consiguiente la pena debe ser igual para todos en el 
caso que fueran condenados. Que entonces y ahora, con mayor 
razón, que el procedimiento se ha hecho indivisible por el estado 
adelantado en que se encuentra el juicioy por la trabazun que 
necesariamente debía producirse entre los elementos constituti* 
TOS del delito atribuido á Minvielle, deudor del Banco, en con- 
nivencia, según se afirma, con el Gerente del mismo, Teodoro 
Brasch, la acumulación es indispensable para apreciar bien los 
elementos de cada delito y evitar el peligro de sentencias contra- 
dictorias. Que, por otra parte^ con la división del proceso se rom- 
pería la unidad y conexión que deben mediar con respecto á la 
acción, á los trámites y al fallo definitivo, dividiéndose en la con- 
tinencia de la causa. Que esta misma razón ha decidido segu- 
ramenteála Suprema Corte, áordenar la acumulación del proceso 
Ferré al de Brasch y otros, de oficio, y á pesar de la excusación 
del proveyente, aceptado por las partes, para ser juzgado por el 
el mismo Juez que debe juzgar á los demás co-acusados, en ob- 
sequio, también, ala continencia de la causa. 

Por estas consideraoiones, no se hace lugar á la separación 
que solicita E. Menvielle, del proceso que le sigue conjuntamen- 
te con Teodoro Brasch y otros; con costas. 

Luj amblo. 
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VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Baenos Aires, Marzo 18 de 1893. 
Suprema Corte : 

La acusación procede por diversos actos de defraudación al 
Banco Nacional. 

Tratándose de un establecimiento público, que abraza tan 
gran número de negocios^ con tantas y diversas personas, los ac- 
tos de defraudación pueden asumir grandes proporciones y dar 
margen á múltiples procesos. 

Si no se trata de un solo hecho cometido por diversas per- 
sonas, ó delitos conexos, ó ligados necesariamente entre sí, la 
circunstancia de verificarse todos los de defraudación contrauna 
misma entidad, no autoriza por sí la acumulación de todos los 
cargos en un solo proceso. 

Cada uno de los encausados es acusado de un hecho diverso, 
en tiempo, en circunstancia y en persona; cada uno tiene su 
responsabilidad limitada al hecho porque se le acusa. Y si la 
única cosa que les es común, la persona jurídica del defrau- 
dado, pudiera decidir la acumulación de todos los procesos, ven- 
dría á producirse un fenómeno extraño: no podrían deducirse ac- 
ciones parciales, sino conjuntamente, por los atentados de que 
puede ser víctima un Banco. 

Si el procesado Minvielle es autor de hechos personales, sobre 
coya responsabilidad le resultan cargos especiales, si esos he- 
chos personales no ligan directa ni in lirectamente con los de 
otros acusados, si sus excepciones, sus medios probatorios, su 
responsabilidad legal, son personales, sin conexión con los de 
otros acusados; encuentro justo su pedido de tramitación por 
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caerda separada, del proceso. El sumario que ha povlido 
abrazar á todos los procesados, en el supuesto de encontrar 
delitos conexos ó perpetrados en comnnidad, no pnede impedir la 
separación, cuando de sus constancias resulta lo contrario. 

Y el hecho de haberse envuelto los diversos procesados en un 
mismo sumario, no puede perjudicar el derecho de los procesados 
por delitos diversos y sin conexión, cuando el sumario ha debido 
serles reservado y recien ahora conocido, y los testimonios que 
el Juez considere necesarios, pueden agregarse sin obstáculo al 
expediente separado. 

Por ello opino que V. E. debería revocar respecto del pro- 
cesado Minvielle, el auto recurrido de foja 7. 

Sabiniano Kier. 



Fallo de ím Suprema Carte 



Buenos Aires, Junio 22 de 1893. 

Vistos y considerando: Primero. Que los diversos hechos im- 
putados á Teodoro Brasch deben ser juzgados en un solo proceso 
y sentenciados simultáneamente, ya sea que ellos caigan bajo la 
disposición del artículo ochenta y cinco ó ya del ochenta y seis 
del Código Penal, desde que, por otra parte, todos son de com- 
petencia de la misma jurisdicción. 

Segundo. Que sin afectar á la continencia de la causa, con re- 
lación á Brasch, no es posible formar tantos procesos cuantas 
sean las personas á quienes se imputa participación en esos he- 
chos, porque esto importaría someter á Brasch á diversos juicios 
seguidos con independencia el uno del otro, lo que no sería co- 
rrecto, según queda demostrado. 
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Tercei'O. Que teniendo presente estas consideraciones, la Su- 
prema Corte dispaso que el juicio seguido contra Manuel A. 
Ferré, fuese acumulado al que se instruía contra el mencionado 
Brasch. 

Por estos fundamentos y concordantes del auto apelado co- 
rriente á foja siete, se confirma éste, con costas; y repuestos los 
sellos, devuélvanse. 



benjamín paz. — ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BüNGE.— JUAN 
E. TORRENT. 



CAUSA CXX¥III 



D. José Fernandez en recurso de hecho contra providencias del 

Juez Letrado de Viedma 



Sumario, — No procede el recurso de hecho contra los autos 
que no han sido recurridos^ y de los cuales no se ha resuelto 
aún el recurso pendiente. 
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Caso. — Lo indica la 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Junio 19 de 1893. 

Suprema Corte: 

Dos autos del Juzgado Territorial de Viedma, motivan la 
queja del Procurador Fernandez, el uno por contener un aper- 
cibimiento, y el último una corrección disciplinaria de cuatro 
días de arresto. 

Los recursos deducidos contraed primero de esos autos, no 
han sido resueltos. Pendiente su resolución del Juez apelado, no 
puede dar origen al recurso de hecho traido ante V. E. 

El segundo, relativo al arresto disciplinario, no fué recurrido, 
según exposición del informe á foja 16, y por ello tampoco 
puede traerse ahora ante Y. E. 

Por ello, opino que es improcedente la consideración del re- 
curso de hecho instaurado á foja 2. 

Sabiniano Kier. 



Fallo de la Suprema Carte 



Buenos Aires, Junio 27 de 1893. 

Vistos en el acuerdo: Por lo que resulta del informe de foja 
doce vuelta, y de conformidad con lo expuesto y pedido por el se- 
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ñor Procurador General, se declara no haber lugar á los recur- 
sos deducidos. Remítanse al Juez Inferior para su agregación 
á los autos respectivos, y repóngase el papel. 



RENiAHIN PAZ. — AREL RAZAN. 
— OCTAVIO RUnOE. — JUAN 
E. TORRENT. 



CAUSA CXXIX 



Contra Bal tazar Moreno y Compañiu, sobre comiso 



Sumario. — V Cae en comiso el exceso entre las mercaderías 
encontradas y las manifestadas. 

. 2® Corresponde ala Aduana apreciar si el error cometido en 
la manifestación, es de aquellos que no han podido pasar desa- 
percibidos. 



Caso.— Lo indica el siguiente 
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PARTE 



Buenos Aires, Marzo 13 de 1891. 
Señor Jefe de Vistas : 

Comunico á usted que los señores Baltazar Moreno j Compa- 
ñía, han presentado el manifiesto 6467 del vapor c Heraclides » 
procedente de Liverpool, entrado al puerto el 28 de Febrero pró- 
ximo pasado, paqaete 467, y pidieron á despacho lo siguiente: 

Marca % números 2004 á 7, cuatro cajones con 1294 kilos 
bramante á 0.800 moneda nacional kilo^ al 15 por ciento, parti- 
da 3012. 

AI notificar el despacho en el día de ayer á la 1 p. m. en los 
depósitos de la Dársena Sur, resultó un exceso de 250 kilos. Por 
lo que detuve el despacho con arreglo á los artículos 128 y 960 
de las Ordenanzas de Aduana. 

Dios guarde á usted 

B. Frías, 



RESOLUCIÓN DE LA ADUANA 



Buenos Aires, Abril 9 de 1891. 

Visto lo actuado y atento lo expuesto en el informe que ante- 
cede, con arreglo á lo dispuesto por los artículos 930 y 1054 de 
las Ordenanzas de Aduana, declaro caido en comiso el exceso de 
que se trata. Hágase saber á sos efectos, pase á Contaduría y 
repónganselos sellos. 

S. Baibiene. 
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Fallo del Juez Federal 



Buenos Aires, Setiembre 38 de 1891. 

Y vistos: estos autos traídos en apelación de una resolución 
del Administrador de la Aduana. 

Y considerando : Que el mismo apelante reconoce la exis- 
tencia del exceso, cuyo descubrimiento ha originado la condena 
del Administrador, limitándose en su defensa á manifestar que 
se trata de un error imposible de pasar desapercibido. 

Que según el tenor del artículo 1057 de las Ordenanzas, co- 
rresponde á los Administradores apreciar las circunstancias 
atenuantes ó excusantes en estos casos, lo que importa que su 
decisión á este respecto, no da lugar á apelación según lo ha re- 
suelto en varias ocasiones la Suprema Corte. 

Que esta disposición es, por otra parte, perfectamente funda- 
da, pues la Aduana se encuentra en aptitud de poder apreciar si 
el error cometido es imposible de no poder pasar desapercibido, 
no resultando por otra parte, de lo expuesto por el apelante, 
que realmente fuera imposible de no ser notado. 

Forestes fundamentos 7 de acuerdo con lo solicitado por el 
señor Procurador Fiscal, se confirma la sentencia apelada y en 
consecuencia, devuélvase este expediente á la Aduana, para su 
cumplimiento. Notifíquese con el original. 

Andrés Ugarriza. 



DE JUSTICIA NACIONAL 349 



VISTA DEL SEÍ90R PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Judío 13 de 1893. 

Suprema Corte: 

Los fundamentos déla sentencia apelada corriente á foja 17 
yla jarispradencia fijada por Y. E. al respecto j consignada 
en diversos fallos, autorizan la confirmación qae solicito de 
V.E. 

Sabintano Kier. 



WmUo de la Suprema Carie 



Buenos Aires, Junio il de 1893. 

Vistos: Por sns fundamentos j de conformidad con lo ex- 
puesto y pedido por el señor Procurador General, se confirma 
con costas el auto apelado de foja diez y siete. Repuestos los 
sellos, deTuéWanse. 

BENJAMÍN PAZ.— ABEL BaZAN. 
— OCTAVIO BUNGE.— JUAN E. 
TORRENT. 



y^ 
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r AIJSIA CliXX: 



Criminal contra Carlos Qmrno, por defraudación y estafa; 

sobre excarcelación provisoria 



5umano.~£n los delitos cuya pena es mayor de dos años de 
prisión, no procede la excarcelación bajo fianza. 



Caso. — Lo indica la siguiente 



PETICIÓN 



Buenos Aires, Abril 14 de 1893. 
Sefwr Juez de Sección: 

El defensor de Carlos Quirno, en la querella promovida por el 
Banco Nacional, como mejor proceda, digo : 

Que ha venido á conocimiento de Y. S. por declaratoria de 
incompetencia esta causa y corresponde desde luego se digne 
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V. S. ordenar sin más trámite, la libertad inmediata de mi de- 
fendido. 

Su detención actual emana de un Jaez que ha sido declarado 
incompetente y sólo podría subsistir mediante auto expreso de 
Y. S. y este mismo en virtud de nueva acusación del Banco 6 ra- 
tificación de la primitiva. 

Si estas consideraciones tan ajustadas á preceptos de fondo 
y de forma, no decidieran el recto é ilustrado criterio de Y. S., 
ha de servirse, que para ello peticiono subsidiariamente, permi- 
tir la excarcelación bajo fianza y con audiencia del Banco, del 
señor Quirno, sea bajo mi garantía personal ó sea en otra forma. 

Escuso repetir fundamentos antes consignados para demos- 
trar cómo mi defendido en su carácter de empleado del Banco, 
sólo es pasible, en la peor de las hipótesis, de una malversación 
de caudal público y cómo la libertad bajo fianza es de derecho 
estricto en tal situación. 

Dígnese Y. S. considerar y resolverlas peticiones menciona- 
das alternativamence y admitir el domicilio que para los obje- 
tos legales constituyo en la calle de Bolívar número 11, estudio 
del señor doctor Torres. 

Será justicia, etc. 

E. S. Quintana. 



VISTA FISCAL 



Buenos Aires, Mayo de 1893. 
Señor Juez: 

El señor Quirno ha reconocido ante S. S. que ha perdido al 
juego, sumas pertenecientes al Banco Nacional de que era em- 
pleado^ soy, pues de opinión y pido á S. S.: 



/ 
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1^ La prosecución de este sumario; 

2° El mantenimiento de la prisión de Quirno, dictando el auto 
correspondiente; 

3° El rechazo del pedido de excarcelación bajo fianza, porque 
dada la calificación legal delhecho, le corresponde una pena ma- 
yor de la que la ley señala como máximum para la libertad 
provisoria. 

J. M. HusíiUo. 



Fallo del Juex Fefieral 



Buenos Aires, Mayo 13 de 1893. 

Autos y vistos: de acuerdo con lo dictaminado por el señor 
Procurador Fiscal, se declara haber lugar á la formación de 
causa, debiendo dictarse las medidas del caso y manteniéndose 
la prisión preventiva del acusado Quirno, no haciéndose lugar 
á la excarcelación bajo fianza pedida, por no ser procedente. 

J. V. Lalanne. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Baenos Aires, Junio 9 de 1893. 
Suprema Corte: 

La nulidad invocada en el recurso, no se ha expresado ni 
demostrado en la primera instancia ni resulta del procedi- 
miento. 
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La detención del procesado es una consecuencia necesaria del 
delito porque se le procesa, está autorizada por las constancias 
del sumario, á foja 15, y después de la indagatoria del Juez á fo- 
ja 1^ ha sido comprobada. 

La excarcelación bajo fianza no procede, al menos por ahora. 

Se acusa de defraudación y estafa al Banco Nacional, foja 5, y 
60, por una suma mayor de 6000 pesos; y á ser justificado el de- 
lito, tendría pena mayor de dos años de prisión, según los artí- 
culos 202 y 203 del Código Penal, y como el artículo 376 del Có- 
digo de Procedimientos, sólo autoriza la excarcelación bajo fianza 
respecto de delitos cuya pena no exceda de dos años de prisión. 

Opino que V. E. debería confirmar el auto recurrido de 
foja 128. 

Sabiniano Kier. 



Ffillo de la Kupremn Corte 



Buenos Aires, Junio 27 de 1893. 

Vistos: No existiendo la causa de nulidad alegada según cla- 
ramente resulta del auto apelado de foja ciento veintiocho, y de 
conformidad con. lo expuesto y pedido por el señor Procurador 
General, se confirma con costas el auto citado; y devuélvanse. 



BENJAMÍN PAZ. — ABEL BAZAN . 
—OCTAVIO BUNGE. — JLAN E. 
TORRENT. 



T, II ¿li 
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CliXXI 



Don Manuel Cabana contra don Nazario Padula, por ejecución 

de laudo arbitral; sobre compemacion 



Sumario.— En el procedimiento de apremio no es admisible 
la excepción de compensación. 



Caso.— Lo indica el 



Fallo del Juez Federal 



Pnraná, Noviembre 11 de 1891. 

Y vistos: en la excepción de pago opuesta á la ejecución fun- 
dada sobre el laudo arbitral deÍLJa i, con lo alegado y probado, 
considerando: 

Que aduciéndose como fundamento de la excepción, haber 
recibido el ejecutante del ejecutado, por vía de anticipo, durante 
el ejercicio déla sociedad, novecientos veinte y dos pesos noven- 
ta centavos moneda nacional, en efectivo, ciento cuarenta y cin- 
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copesoscuarenta centavos, en mercaderías, y trescientos sesenta 
y nueve pesos cincuenta centavos por intereses del capital que 
por convenio debió abonar aquel á éste, según aparece en el ba- 
lance de foja 3 del expediente de arbitraje; la excepción no es 
de pago por no haberse entregado esas sumasen cumplimiento 
de la obligación creada por el «laudo homologado, sino de com- 
pensación . 

Que si bien esos créditos particulares de Padula contra Ca- 
bana, no han sido comprendidos en el laudo arbitral, el que, en 
conformidad á los términos del compromiso de foja 14, se con- 
cretó á resolver sobre la liquidación de las operaciones hechas 
en común en el negocio de sastrería y determinar la parte de 
ganancia de cada socio, sin incluir en esa liquidación, como no 
debieron incluirse, los gastos ó deudas individuales de un socio 
para con el consocio; con todo, para que la excepción decompen- 
sacion sea admisible en el juicio ejecutivo y mayormente en el 
de apremio, es necesario según el artículo 270, ley de procedi- 
mientos, que ella resulte probada por documento que tenga fuer- 
za ejecutiva. 

Que la confesión de la deuda hecha por Cabana ante el arbi- 

trador Llorens á foja..., no reviste el carácter de ejecutiva (Es- 

crich, palabra confesión judiciat)^ ni mucho menos la prueba 

testimonial, de maueraque la excepción no está justificada, con 

arreglo á derecho. 

Por estas consideraciones, fallo: que debe llevarse adelante 
h ejecución, con costas, reservando á Padula el derecho de ges- 
tionar en vía ordinaria el pago de su crédito, si así viera con- 
venirle. 

M. de T. IHnio. 



356 FALLOS DE LA SUPREMA COBTE 



Fiftile de Ia Siiprem» Corle 



íuenos Aires, Julio 1" de 1893. 

Vistos y considerando: Qae la ejecución que se sigue en este 
juicio es por la vía de apremio, con arreglo al artículo trescien- 
tos nueve de la ley de procedimientos. 

Que la excepción opuesta por el ejecutado no está compren- 
dida entre las admisibles en ese procedimiento, según el ar- 
tículo trescientos quince de la citada ley, pues que la invocada 
es tan sólo de compensación. 

Por esto V sus fundamentos concordantes, se confirma con eos- 
tas esta sentencia apelada de foja cuarenta y ocho. Repuestos 
los sellos, devuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ.—LÜISV. VÁRELA. 
— ABEL BAZAN.— OCTAVIO BUK- 
GE. — JUAN E. TORBENT. 
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CAUSA CliXXII 



LoH herederos de ü. Evaristo Noffueras contra I). Antonw Co- 
sentina, por desalojo-, sobre término para contestar la de- 
manda. 



Sumario. — Existiendo el auto que manda contestar la de- 
manda dentro del término de 24 horas, no puede reclamarse 
del decreto que, de conformidad con la contraparte, conceda 
tres días para hacerlo. 



Caso. — En an juicio de desalojo promovido por los herederos 
Nogueras, se confirió traslado ¿ Cosentino, y acusada rebeldía, 
se intimó la contestación de esta dentro de 24 horas, foja 77. 

Cosentino presentó excusa diciendo que había contenido con 
el abogado y procuradores de los Xogaeras, en demorar la con* 
testación de la demanda, mientras se resolviese un iacideote 
soscitado ante el Juez de Paz, y pidió i>e d<:*elarara que oo le 
había corrido término. 

Los Xogneras contestaron que en el deseo de terminar el 
jaido, se conct-dieran i Cosentino tres díat» perentorios. 
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Fallo del Juez Federal 



Buenos'Aires, Noviembre 19 de 189¿. 

Intímese á la parte de Cosontino conteste el traslado de la 
demanda dentro del perentorio término de tres días, bajo aper- 
cibimiento. 

Lalanne. 



Ffíilo de ía SiipremA Corte 



Buenos Aires, Julio 1* de 1893. 

Vistos : Estando consentido el auto de foja setenta y siete 
vuelta, que mandó evacuar el traslado pendiente, se confirma, 
con costas^ el apelado de foja ochenta y cuatro vuelta. Repues- 
tos los sellos, devuélvanse. 

benjamín paz. — LUIS V. VÁ- 
RELA. — ABEL BAZAN. — OC- 
TAVIO BLNGE. — JUAN E, TO- 
RRENT. 
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C/AKSA ex .Y XII I 



Brownell y C contra David y Anteiwr Carreras, en liquida- 
CÍ071, sobre procedencia de la acción ejecutiva. 



Sumario. — La liquidación mandada practicar para estable- 
cer el saldo en moneda legal entre dos cuentas reconocidas, 
una á oro y otra á moneda legal, autoriza á proceder ejecuti- 
vamente por el cobro del saldo deudor. 



Caso. — D. Martin J. Allende se presentó ante el Juzgado, 
por Brownell y C", acompañando: i^ una cuenta corriente lleva- 
da por sus representados con un saldo al I"" de Enero de 1891, 
á favor de ellos, de pesos 5607.29 oro, y con otro saldo á la 
misma fecha, de pesos moneda nacional 3743.59, á favor de los 
Sres. David y Antenor Carreras; 2° una carta de estos señores 
dirigida á Brownell y C", manifestándose conformes con los dos 
saldos de la cuenta corriente. Pidió que D. David Carreras, 
socio liquidador de la firma David y Antenor Carreras, recono- 
ciera los mencionados documentos, con el fin de prepararla 
vía ejecutiva. 
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£1 Juez mandó que compareciera D. David Carreras para 
practicar el reconocimiento solicitado. 

Este se presentó exponiendo: Que á fin de prevenir errores 
que podría ocasionar el reconocimiento llano de la carta pre- 
sentada por la otra parte y que daría lugar á creer que las 
cuentas estaban concluidas álos efectos de la ley mercantil, 
pedía que el apoderado de los Sres. Brownell y C* reconociera á 
su vez lafirma de éstos, puesta en la cuenta corriente que exhi- 
bía, y en caso de no hallarse habilitado dicho apoderado para 
hacerlo, que se practicara el reconocimiento por el gerente de 
la casa, librándose para ello oficio al Juez Federal de la Capi- 
tal. La cuenta á que esta parte se refiere es pasada á los señores 
Carreras por Brownell y C'', con los siguientes saldos al 1® de 
Julio de 1891 :á favor de Brownell y C" pesos 5943.13 oro; á fa- 
vor de los señores Carreras, pesos 14.249.29 moneda nacional. 

En ei mismo día en que se presentó el escrito de esta parte, 
D. David Carreras reconoció la firma de la carta presentada 
por la de Brownell y C", y en la misma fecha dispuso el Juez 
que compareciera el apoderado de estos señores á reconocer la 
firma de la cuenta exhibida por Carreras. 

La parte de Brownell y C° pidió después que se librara auto 
de Holvendo por el saldo en oro de la cuenta presentada, en mí- 
rito del reconocimiento practicado. 

En el mismo escrito pidió que se revocara la providencia que 
mandaba reconocer la cuenta presentada por Carreras, sin per- 
juicio de que esta opusiera las excepciones que le correspondie- 
ran, después de citado de remate. 

Substanciado este recurso, el Juez mantuvo su auto. 

La parte de }}rownell manifestó entonces que reconocía la 
cuenta exhibida por Carreras y pidió se declarase si correspon- 
día ó no el auto de solvendo. 

El Juez dictó el siguiente auto: 
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Córdoba, Noviembre 27 de 1891. 

Sin perjuicio del trámite ejecutivo, comparezcaa los intere- 
sados á nombrar perito contador para que determine cuál y por 
cuánto resulta acreedor en la cuenta corriente, calculando el 
saldo en moneda nacional y al tipo del oro en la época del mis- 
mo, bajo apercibimiento de nombrarse de oñcio ( artículo 787 
Código de Comercio ). 

Moyano Iracilúa. 



Recurrido este auto por la parte actora, la Suprema Corte lo 
confirmó no haciendo lugar á despachar por ahora, la ejecución 
iniciada, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 248 de la ley 
de procedimientos. 

En cumplimiento de aquel decreto, las partes, en audiencia 
verbal, nombraron perito contador á D. Antonio Perea Mu- 
ñoz. 

Aceptado el cargo, dicho perito presentó la siguiente liquida- 
ción: 

Deben los Sres. David y Antenor Carreras por 
pesos oro 5943, convertidos á moneda nacio- 
nal de curso legal al cambio de 354.33. ... 21 .072. 40 

A deducir: 

Saldo acreedor de los Sres. David y A. Carre- 
ras en moneda nacional 14.249.29 

Saldo definitivo á favor de los Sres. Roberto P. 
Brownell y C% pesos moneda nacional 6.822.11 

Saldo al !<" de Julio de 1891. 
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Carreras observó la liquidación, y pidió su reforma ; Brow- 
nell jC" pidieron auto desolvendo por el saldo deudor de 6822 
pesos il centavos. 



Fallo del JíueK Federal 



Córdoba, Julio 19 de 1892. 

Visto el dictamen pericial que precede y lo alegado por las 
partes respecto del mismo, y considerando : 

1^ Que se nota de relaciones jurídicas creadas por un contra- 
to, en virtud del cual deben compensarse las partidas del Debe 
y del Haber de una cuenta, produciendo el contrato de cuenta 
corriente últimamente legislado por el Código de Comercio; ello 
está ya fuera de discusión, ante el fallo confirmatorio superior 
de foja. . ., ante las cuentas presentadas en autos y aun ante 
el mismo dictamen pericial que lo reconoce implícitamente en 
el dictamen hecho de la cuenta corriente. 

2^" Que la cuestión á resolver que surge de dicho dictamen, es 
la de averiguar á qué fech.i debe fijarse el saldo de esa cuenta 
corriente para apoyar sobre él el procedimiento ejecutivo. 

3° Que la fecha que el perito ha elegido para dicha fijación 
en el saldo no es, y el mismo lo reconoce, la que demuestra la 
verdadera situación jurídica de una parte respecto de la otra; 
sino sólo la única que resulte como fecha desaldo de las cuentas 
presentadas, dadas las variaciones de la cotización del oro res- 
pecto al papel, en todo el lapso de tiempo que en estas relaeio- 
nes han «existido, la fecha que se busca es la que determine el 
momento, dentro de ese intervalo en que, por derecho, debe ha- 
cerse la fijación del saldo; es decir, el momento en que resulte 
el verdadero deudor ó acreedor. 
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4"" Que según el dictamen pericial, esto no puede hacerse si- 
no con el estudio de la correspondencia de ambas casas, y del 
de la cuenta desde su origen, para saber si durante estas rela- 
ciones hubo alguna época en que Carreras era acreedor en vez 
de deudor de los demandantes, para conocer si entonces debió 
verificarse la compensación de ambas partidas y por último pa- 
ra conocer si después no llegó á ser deudor de Brownell, es efec- 
tivamente necesario hacer un estudio completo de sus relacio- 
nes jurídicas de iniíio. 

5^ Que por lo demás, era así como debía estudiarse el caso, 
porque las relaciones de las partes son anteriores á la legisla- 
ción del contrato de « Óuenta Corriente >, de manera que, para 
poder cumplimentar el decreto de foja... y determinar quién y 
por cuánto resulta acreedor, habría necesidad de un juicio pre- 
vio inconciliable con el procedimiento ejecutivo. 

6° Que, suponiendo hipotéticamente que dicho decreto debie- 
ra cumplimentarse, aplicando al caso sub-judice la legislación 
actual sobre eN Contrato de Cuenta Corriente», siempre re- 
sultaría improcedente la vía ejecutiva deducida, por no haber 
probado el hecho que fija el saldo, ó seala terminación del con- 
trato, ni menos la fecha de su terminación. 

7*" Que el Tribunal no ha podido dar al perito facultades pa- 
ra hacer estos estudios previos, pues ello habría importado con- 
vertirlo en arbitro, sin el concurso de las partes; que le enco- 
mendó lijar el saldo, calculando el tipo del oro á la época del 
mismo saldo, pero que nunca le dijo cuál era la época de esc 
saldo, pues era uno de los puntos á averiguar ; el perito creyó 
que la época debía ser la que arrojase cualquiera de las cuentas 
que corren enantes y bajo esta creencia hizo su liquidación, 
siendo que la fecha que se busca es la que se indica en el con- 
siderando 3"^ de este auto; fecha que si era imposible determi- 
narla cm los datos que h:ibía en autos, el perito pudo limitarse 
á manifestarlo así . 
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8^ Que por las consideraciones precedentes se vé que no es 
posible sin un juicio previo, determinar el saldo que se quiere 
cobrar á los demandados, ó lo que es lo mismo, que esta cues- 
tión no puede resolverse en juicio ejecutivo, por no existir deu- 
da reconocida ni cantidad líquida ó exigible (artículo 249, 
ley de Procedimientos Nacionales); y omitiendo otras conside- 
raciones, se resuelve no hacer lugar al procedimiento ejecutivo 
deducido por el Sr. Martin J. Allende, en representación de la 
sociedad R. P. Brownell y G", contra la sociedad D. y A. Carre- 
ras, sin perjuicio del juicio ordinario y sin especial condena- 
ción. 

C. MoyanoGaciiüa. 



Fallo de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Julio !• de 1893. 

Vistos y considerando: Primero. Que las cuentas de foja tres 
y foja diez y siete, con su saldo en oro, se hallan debidamente 
reconocidas. 

Segundo. Que según se desprende del artículo setecientos 
ochenta y siete del Código de Comercio y lo establece el inciso 
séptimo del artículo doscientos cuarenta y nueve de la ley de 
Procedimientos, las cuentas reconocidas forman entre los ins- 
trumentos que traen aparejada ejecución. 

Tercero. Queá consecuencia de existir en poder del deman- 
dante sumas de dinero en moneda nacional pertenecientes al 
demandado, según lo reconocen ambas partes y resulta de las 
citadas cuentas de foja tres y foja diez y siete, se ordenó por el 
auto de foja veinte y siete vuelta, confirmado á foja cuarenta, 
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que, sin perjuicio de la vía ejecutiva, se procediese á la corres- 
pondiente liquidación del saldo á la fecha del mismo, fijándolo 
en moneda nacional. 

Cuarto, Que no puede entenderse qne las mencionadas reso- 
luciones tenían otro alcance qne el de dar bases, prima facice, 
para los ulteriores procedimientos, y de ninguna manera para 
llegar á la ordinarizacion de un juicio á que se oponen tanto la 
ley de fondo, inspirada en las conveniencias del comercio^ como 
la ley de forma, oponiéndose asimismo, la calidad de sin per- 
juicio que llevan dichas resoluciones. 

Quinto. Que la liquidación practicada á foja cuarenta y seis, « 
es bastante para llenar los fines del citado auto, confirmado á 
foja veinte y siete vuelta, sin que para eso deba reputarse como 
definitiva, y quedando al contrario, sujeta á lo que se resuelva 
en la estación oportuna. 

Sexto, Que así se concilian los derechos relativos que corres- 
pondan á las partes en sus calidades de deudores y acreedores 
con las prescripciones legales que reglan el procedimiento. 

Por estos fundamentos, y de conformidad con lo dispuesto en 
el artículo doscientos cuarenta y nuevo de la ley de procedi- 
mientos, se revoca la sentencia apelada de foja sesenta y una, y 
se ordena, en consecuencia, que los señores David y Antenor 
Carreras den y paguen dentro de tercero día, la cantidad que 
resulta de la liquidación de foja cuarenta y seis, sin perjuicio 
de los derechos que las partes pudieran tener, á hacerlos valer 
en la oportunidad correspondiente, sobre la clase de moneda en 
que haya de verificarse el pago y sobro el momento de la 
compensasion, en su caso. Bepónganse los sellos y devuél- 
vanse. 

* 

BENJAMÍN PAZ.— LUIS V. VARE- 
LA. — ABEL BAZAN (en disi- 
dencia). — OCTAVIO' BÜNGE. 
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DISIDENCIA 



Vistos y considerando: Que por el auto ejecutoriado de foja 
veinte y siete vuelta se resolvió, que se procediese al nombra- 
miento de un perito para que determine cuál de los interesados 
y por cuánto resolta acreedor^ con ocasión de las dos cuentas 
corrientes, tanto á oro como á moneda de curso legal, presenta- 
. das en autos y reconocidas por Roberto P. Brownell y C* y Da- 
vid y Antenor Carreras. 

Que siendo indispensable para dar cumplimiento á dicho au- 
to, en lo relativo á la fijación del saldo deudor, hacer la res- 
pectiva compensación de la moneda de curso legal con la de 
oro, lo era igualmente determinar á este efecto, sea por el co- 
mún consentimiento de las partes, ó por la autoridad de la cosa 
juzgada, cuál es la fecha ó fechas de la cotización del oro, que 
debía adoptar el contador nombrado para la expresada compen- 
sación y fijación consiguiente del saldo de la referencia. Que 
co habiéndose previamente puesto de acuerdo las parles sobre 
este punto, ni habiéndolo tampoco determinado el Inferior en el 
auto de foja veinte y siete vuelta, pues no importa fijar aquella 
fecha al disponer, como lo hizo en dicho auto^ que se calcule el 
saldo á moneda nacional y al tipo del oro en la época del mis- 
mo, es evidente que ha faltado al perito nombrado uno de los 
términos indispensables para la liquidación que procedía en el 
caso y la fijación del saldo que habilitase para ordenar la vía 
ejecutiva. Por estas consideraciones y concordantes del auto 
apelado de foja setenta y uno, se confirma éste, con decla- 
ración de que el Inferior debe fijar la fecha o fechas en que 
deba hacerse la respectiva compensación de las cantidades 
adeudadas en las cuentas de la referencia, según el mérito de 
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autos y conforme á derecho. Eeptiestos los sellos, devuél- 
vanse. 



CAUSA. (XXXIV 



/í" J'iana Jaramilh de Ortiz, contra el fíanco 
Nacional y D. Valenlin Ortiz, por tercería de dor 
falta de personería . 



Sumario. — 1" La excepción de falta de personer 
presentante del demandado no se refiere á la persi 
éste, sifiú á defecto en el modo de proponer La demai 
pronunoiamiento previo. 

2° Los Agentes del Banco Hipotecario Nacional ( 
vincias, no tienen facultad para representar al Banc( 
das judiciales. 



Caso. — La señora Jarainillo de Ortiz, acompañan 



368 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

por el cual el Banco Hipotecario Nacional mandaba vender una 
linca de su propiedad, y cuya escriturado hipoteca no había 
sido firmada por ella, entabló tercería de dominio contra el 
Banco. 

El agente de éste, D. Julio Achaval, opuso las excepciones de 
que da cuenta el 



Fallo del Juez Federal 



Rioja, Abril 8 de 1892. 

Vistos: Estos autos, en las excepciones de previo pronuncia- 
miento deducidas por D. Julio Achaval. en su carácter de agen- 
te del Banco Hipotecario Nacional alegando: primero, la impro- 
cedencia de la acción de dominio entablada en tercería por D. 
Ricardo González, en representación de la señora Juana Jara- 
millo de Ortiz, contra la sucursal del Banco Hipotecario Nació- 
nal establecida en esta ciudad, por cuanto no habiendo un juicio 
en los términos de la ley de Procedimientos, la tercería de do- 
minio es inadmisible, y en segundo lugar, la de falta de persone- 
ría en el agente de dicha sucursal, por no proceder directamen- 
te el referido agente á la venta de los inmuebles hipotecados al 
Banco, sino el Directorio, en cuyo caso este Juzgado carece de 
jurisdicción y competencia, por tener aquel su domicilio en Bue- 
nos Aires. 

Y considerando: I** Que en los términos de los artículos 50 y 
51 de la ley orgánica del Banco Hipotecario Nacional el acree- 
dor y deudor aceptando una obligación hipotecaria, renuncian 
de hecho y de derecho áios trámites de la disposición del artí- 
culo 55 de la misma ley en su parte final, llegado que sea ese 
iinicocaso previsti. 
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2® Que de las disposiciones legales citadas en el caso sub'ju- 
diceVii tercería de dominio interpuesta es procedente, sujetán- 
dose su tramitación á las prescripciones de la ley nacional de 
Procedimientos. 

3^ Que no son admisibles en el juicio ordinario, otras excep- 
ciones que las enumeradas en el artículo 73 de la ley de En- 
juiciamiento, entre las que está la falta de personalidad en 
el demandante, y no en el demandado, que se pretende hacer 
valer. 

4'' Que tal excepción invocada, á admitirse, sería un excep- 
ción perentoria, que no procede en el procedimiento nacional, 
sino en la contestación á la demanda (artículo 85). 

Por estas consideraciones, fallo: no haciendo lugar á las ex- 
oepciones deducidas, con costas. Hágase saber, notificándose 
original y repóngase el sello. 

Gaspar /V. (iomez. 



Fallo de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Julio !• de 1893. 

Vistos y considerando: Primero. Que según resulta del es- 
crito de foja veintiséis, la apelación interpuesta del auto de fo- 
ja doscientos veintiuno, se refiere solamente á lo resuelto sobre 
la falta de personería opuesta por el apelante. 

Segundo. Que la demanda de tercería, base del juicio, se ha 
promovido por doña Juana Jaramillo de Ortiz, representada 
por don Ricardo González, contra el Banco Hipotecario Nacional, 
como se vé en el escrito de foja doce, estando así bien determi- 
nada la persona del demandado. 

T. II VI 
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Tercero. Que la intervencioa pedida por el actor y dada al 
Agente del citado Banco en la Riojn, tiene sólo por fundamento 
la representación que se le atribuye. 

Cuarto. Que los antecedentes expuestos no dejanlugar áduda 
de que la defensa opuesta por el Agente sosteniendo carecer de 
poderes para representar al Banco en el pleito, no importa una 
excepción de falta de personería en el demandado, pues que éste 
quedará el mismo, cualquiera que sea la resolución que re- 
caiga. 

Quinto. Que en consecuencia, no refiriéndose la mencionada 
excepción á la personalidad del demandado, que no puede oponer- 
se como dilatoria, en cuanto su decisión decidiría el fondo del 
litigio, sino á defecto legal en el modo de proponer la demanda, 
es ella susceptible de previo pronunciamiento, con arreglo al 
inciso cuarto, artículo setenta y tres de la ley de Procedimien- 
tos. 

Sesto. Que ni el artículo octavo de la ley del Banco Hipote- 
cario Nacional, ni el treinta y ocho de su reglamento, destina- 
dos á determinar las funciones de las Agencias, confieren á es- 
tas la representación judicial de los intereses del Banco, como 
parte de sus facultades propias. 

Séptimo, Que al contrario, el artículo séptimo del citado re- 
glamento expresa que es el Presidente del Directorio él repre- 
sentante legal del mismo ante los Tribunales. 

Octavo. Que, conforme al artículo mil ochocientos ochenta y 
cuatro del Código Civil, el mandato para ciertos actos de una 
naturaleza determinada, debe limitarse á los actos para los cua- 
les ha sido dado, y no puede extenderse á otros análogos, aun- 
que estos pudieran considerarse como consecuencia natural de 
los que el mandante ha encargado hacer, de lo que se deduce que 
la misión acordada á las Agencias para actos extrajudiciales, no 
puede extenderse á la representación judicial del Banco, mu- 
cho menos cuando existe, como en el caso, mandato especial reía- 
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tivo á esa representación, á que se agrega el arga mentó que 
surge de la disposición del artículo mil ochocientos ochenta y 
ocho del citado Código, según el que el poder para cobrar deu- 
das, no comprende el de demandar á los deudores. 

Por estos fundamentos: se revoca el auto de foja veinticuatro 
en la parte apelada, declarándose que el Agente del Banco Hi- 
potecario Nacional en la Bioja, no tiene la representación de 
éste en el presente juicio, y que por consiguiente la demanda 
debe ser notificada al citado Banco, debiendo las costas de 
ambas instancias, pagarse en el orden causado. Repuestos los 
sellos, devuélvanse. 

benjamín paz. — LUIS V. vahela. 
— ABEL BAZAN.— OCTAVIO BÜN- 
GE.— JUAN E. TORRENT. 



CAVIHA CliXXY 



El Dr. D. LuisF. Araoz contra la Municipalidad de Tucuman, 

sobre despojo y daños y perjuicios 



Sumario.— i" Comete despojo la Municipalidad, abriendo ca- 
lles, por su propia autoridad , en terrenos poseídos por particularcji. 
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2^ Contra las personas jurídicas, no pueden ejercerse accio- 
nes criminales ó civiles por indemnización de daños. 



Caso. — Lo indica el 



Fallo ilel Juez Federal 



Tucuman, Setiembre 5 de 1892. 

Vistos: estosantosseguidos por el Doctor D. LuisF. Araoz,ve- 
cinode Buenos Aires, contra la Municipalidad de esta ciudad, 
sobre interdicto de recuperar la' posesión, de los que resulta: 

A foja 7 se presentó D. Guillermo Wilde, en representación 
del Dr. D. Luis F. Araoz, y expone: 

Que hacen cinco 6 seis meses que el señor Intendente, hizo 
abrir en el terreno de su representado, sito á inmediaciones de 
la plaza Belgrano, varios callejones con una anchura de veinte 
metros, en los rumbos Naciente, Norte y Poniente, habiéndolo 
cruzado con otro callejón de igual anchura por su centro, de Na- 
ciente á Poniente; 

Que los expresados callejones, abiertos sin conocimiento ni 
consentimiento del Dr. Araoz, han venido á variar la traza anti- 
gua, con arreglo ala cual se constituyó esa propiedad, y se dio 
la posesión al Dr. Araoz, según resulta de los títulos que en 
cuatro fojas útiles acompaña; 

Que el Intendente Municipal, ha variado con los callejones 
ahora abiertos, los antiguos, que determinaban la ubicación del 
terreno del Dr. Araoz, por todos sus rumbos, tomando además» 
parte de este terreno, sin expropiarlo ni pagarlo previamente, 
como lo prescribe la Constitución y la ley de expropiación ; 
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Qae aún más, para abrir esos nuevos callejones, ha destruido 
cercos y plantíos de mucha consideración ; 

Que con estos antecedentes á la vista, entabla contra el In- 
tendente Municipal, la acción de interdicto de despojo, para 
queelDr. Araoz sea repuesto en la posesión del terreno que se 
le ha tomado y se le abonen los daños y perjuicios cansados, con 
más las costas del juicio. 

Contestando el representante de la Municipalidad, en audien- 
cia verbal, expone : 

Que no debe hacerse lugar á la demanda, con especial conde- 
nación en costas, en mérito de las consideraciones siguientes: 

Qne era conveniente, ante todo, no olvidar que en el presente 
juicio, la personería legal del actor y del reo, no tienen el mis- 
mo carácter que en lo común de los pleitos ; 

Que aunque el asnnto sea del Fuero Federal, por la distinta 
vecindad de las partes, dicha circunstancia no afecta en mane- 
ra alguna á los derechos que incumben á la Municipalidad como 
poder público, de tal suerte qae, aun suponiendo cierta la aper- 
tura délas caliesen la propiedad del Dr. Araoz, ello no puede 
autorizar la acción deducida, por cuanto no concurren ni pueden 
concurrir los elementos legalesjdel despojo; 

Que la Municipalidad, por su ley orgánica y las Ordenanzas 
citadas á foja..., puede ejecutar los actos calificados de violen- 
cia y clandestinidad, máxime, cuando se trata de la aperturade 
calles dentro de los ejidos de la ciudad, como consta de autos; 

Que siendo esto así, lo que el demandante ha podido deman- 
dar, no es en manera alguna el despojo, sino la indemnización 
que pudiera corresponderle, cuya acción no cabe en lo posible 
que sea objeto de un interdicto , sino del juicio correspondiente; 

Qne por consiguiente, excepciona de improcedente la de- 
manda; 

Que la Municipalidad ha procedido dentro de las facultades, 
qoele confíeten las leyes y ordenanzas citadas, porque os elúni- 
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Go poder llamado á actuar en todo lo que concierne al ornato, 
higiene, delineacion y apertura de calles y caminos, no pu- 
diendo los particulares alegar, respecto de ella, la posesión, por 
cuanto es imprescriptible la acción que la Municipalidad tiene 
sobre las calles determinadas en el acta de fundación de la ciu- 
dad, en el plano respectivo. 

T considerando : Que, como se ve, la Municipalidad sin des- 
conocer los hechos que sirven de fundamento á la demanda, se 
excepciona, manifestando que en su carácter de poder público, 
ha podido llevarlos á cabo, autorizada, no bolo por su ley orgá- 
nica, sino además, por las ordenanzas, corriente á foja..., y que 
en tal virtud, no es procedente la acción de despojo intentada. 

Que esta excepción, no es sino la reproducción de la que ante- 
riormente dedujo la Municipalidad, sobre incompetencia de este 
Juzgado, para entender y conocer de la demanda de que se tra- 
ta, sin más diferencia de que ahora la califica de improcedencia 
de acción. 

Que entrar á considerar la citada excepción, en vista de los 
nuevos fundamentos que se aducen, importaría reabrir una dis- 
cusión ya fallada y volver sobre lo juzgado por la Suprema 
Corte áfoja 62 de estos autos. 

Que por lo demás, atenta la excepción y el reconocimiento 
implícitos por parte de la Municipalidad de los hechos enume- 
rados en la demanda, sobre los cuales descansa la acción de des- 
pojo intentada, es evidente que el Dr. Araoz ha demostrado 
cumplidamente, que estando en posesión del terreno detallado 
en la demanda, á título de dueño, dentro de los cercos que la 
encerraban, por mucho más de un año, ha sido turbado en ella, 
mediante la remoción de los cercos y la apertura de los callejo- 
nes de que da cuenta la demanda, cambiando con esos hechos la 
faz y extensión de dicha posesión. Cualquiera que sea la natu- 
raleza de la posesión, nadie puede turbarla arbitrariamente (ar- 
tículo 2469 del Código Civil), y si la Municipalidad, como lo 
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afirma, se creyó con derecho para remover los alambrados y 
abrir loscallejones en cuestión, no ha podido hacerlo de propia 
autoridad, sin incurrir en la prohibición del artículo citado. 

Que se sostiene por la Municipalidad, que la posesión delDr. 
Araoz, no le da derecho sobre la propiedad de las calles determi- 
nadas en el acta de fundación de la ciudad, por cuanto es im- 
prescriptible la acción que la Municipalidad tiene sobre ellas, 
argumentación con la cual pretende dicha corporación probar 
que el terreno tomado por ella para las calles en cuestión, no 
pertenece al Dr. Araoz en propiedad; pero esta observación 
nada tiene de común con la posesión que se discute, ó sea con el 
interdicto entablado, desde que, tanto éste como las demás ac- 
ciones posesorias que consagra el Código Civil, se dan al que 
manifiestamente no es dueño, al que no tenga derecho de poseer, 
contra el que tenga derecho á la posesión, y, aún contra el ver- 
dadero propietario (Nota al artículo 2470 del citado Código). 

Por estos fundamentos, fallo: condenando ala Municipali- 
dad á la restitución de la posesión del terreno tomado por ella al 
Dr. Araoz, reponiéndose á éste en la en que estuvo antes de 
los hechos que han dado margen á esta cuestión, con las costas 
del juicio y los daños y perjuicios á que hubiere lugar. Hágase 
, saber con el original y repónganse los sellos. 

Delfin Oliva. 



Fallo de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Julio 4 de 1893. 

Vistos: Por sus fundamentos y considerando, además, que 
la Municipalidad no ha demostrado que el demandante haya 
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ocupado calles pertenecientes al manicipio, se confirma la sen- 
tencia apelada de foja ciento caatro vuelta, en cuanto ordena la 
restitución del terreno tomado al actor. 

Y considerando en cuanto á los perjuicios: Primero. Que con- 
forme al artículo cuarenta y tres del Código Civil, no se puede 
ejercer contraías personas jurídicas, acciones criminales ó civi- 
les por indemnización de daños, aunque sus miembros en co- 
mún ó sus administradores individualmente, hubiesen cometido 
delitos que redunden en beneficio de ellas. 

Segundo. Que así lo tiene resuelto esta Suprema Corte en 
varios de sus fallos. Se revoca la citada sentencia en la parte 
que condena á la Municipalidad ala indemnización de daños y 
perjuicios, dejándose á este respecto á salvo los derechos que 
pudiera tener el actor contra quien hubiere lugar. Repuestos 
los sellos, devuélvanse. 



BENJAMIN PAZ. — LUIS V. VÁRELA. 
— ABEL BAZAN. — OCTAVIO BÜN- 
GE. — JUAN E. TORRENT. 
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CAUSA CliXXVI 



Don Juan DelVAcqua contra don Tornan H. Vila^ Mohrfi inhihilU' 

don para conocer 



Sumario. — La conteátacion de la demanda ante el Jue^ lo/'.al, 
por parte del extranjero áffmznáñáo, importa la prorrc^a^í//» d^r 
so jnrisdieeioD. 



Caso. — ÍXf ÍL^iica *rl íillrt i^ U iítií.rem4 ^.orUc^ 
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VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Hayo 8 de 1893. 
Suprema Corte : 

Deducida la demanda de desalojo contra DelFAcqua, éste 
entró al jaicio aceptando la jurisdicción del Juez de Faz del 
partido de Florencio Várela, como se ve á fojas 4 y 5. Ocurre al 
Juez Federal á foja 1% cuando ya está definitivamente resuelta 
la causa ante el Juzgado de Paz. Con mucha justicia se ha re- 
chazado su preteqsíon por el auto de foja 30, que V. £. debie- 
ra confirmar con sujeción á lo prescrito en el artículo 12, inciso 
4% de la ley 14 de Setiembre de 1863. 

Sabiniano Kier. 



Fallo de la Stiprema Corte 



Buenos Aires, Julio 4 de 1893. 

Vistos: Resultando que demandado don Juan DeirAcqua 
ante el Juzgado de Paz del partido Florencio Várela, compare- 
ció y contestó la demanda, sin oponer la excepción de declinato- 
ria, en cuya virtud se dictó la resolución que contiene el acta 
de foja seis, y considerando: que dados estos antecedentes, es de 
aplicación alease lo dispuesto por el inciso cuarto, artículo doce 
de la ley sobre jurisdicción y competencia de los Tribunales 
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Federales, según el caal la jurisdicción del Juez local debe 
entenderse prorrogada y la causa substanciarse y decidirse 
por él. 

Por esto y de conformidad con lo expuesto y pedido por el 
señor Procurador General en su vista de foja treinta y tres, se 
eonfirma con costas el auto apelado de foja treinta, y repuestos 
los sellos devuélvanse. 

benjamín paz. — LUIS V. VÁ- 
RELA. — ABEL BAZAN. — OC- 
TAVIO BCNGE. — JUAN E.TOR- 
RENT. 



CAUSA CliXXYII 



Don Belisario Avila contra la Provincia de Córdoba, sobre 
intervención en causa de Don Alfredo Arteaga. 



Sumario. - Cesando la oposición del actor á la intervención 
de un tercero en el juicio, éste debe continuar* 
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Caso, — Lo indica el 



Fallo de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Julio 6 de 1893. 

Visto en el acuerdo: el incidente relativo á si debe ó no con- 
tinuar interviniendo en esta causa Don Alfredo Arteaga, y 

Considerando: Primero. Que la pretensión manifestada por 
la parte actora, en su escrito de foja ciento setenta y nueve, de 
no estar obligado á evacuar el traslado conferido á foja ciento 
setenta y cuatro y de que se devolviera al señor Arteaga su es- 
crito de foja ciento setenta, fué desechada en el auto de foja 
doscientos quince, en que se declaró que el demandante estaba 
obligado á contestar dicho escrito y se le ordenó comparecer al 
efecto, á la audiencia señalada en el mismo auto, con prevención 
de que caso de rehusarse á hacerlo, la sentencia, cualquiera que 
fuese, no perjudicaría los derechos del tercero (Arteaga) ni se 
ejecutaría en su contra. 

Segundo. Que en cumplimiento de lo dispuesto eu ese auto, la 
parte actora contestó en hu exposición de foja doscientos cua- 
renta y uno, el referido escrito de foja ciento setenta y concluyó 
pidiendo que en el acto se mandase cesar la personería de Ar- 
teaga y se le ordenase retirarse de la audiencia. 

Tercero. Que el señor Arteaga, á quien se corrió traslado de 
este petición, en el comparendo cuya acta corre á foja doscientos 
treinta y una, lo evacuó en su escrito de foja doscientos ochenta 
y tres expresando que no tenía inconveniente en separarse de la 
causa ya que así lo pedía el demandante, siendo entendido que 
la sentencia á dictarse no le perjudicaría. 

Cuarto. Que por el auto de foja doscientos dos se llamó á 
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nuevo compareado á las paites, á fin de oirías sobre la petición 
formulada por Arteaga en su citado escrito de foja doscientos 
ochenta y tres. 

Quinto. Que realizado ese nuevo comparendo, en la forma que 
consta del acta de foja doscientos noventa y cinco, el represen- 
tante de la Provincia de Córdoba manifestó que no tenía incon- 
veniente en que el señor Arteaga dejara de intervenir en el jui- 
cio; el mismo señor Arteaga expuso que nada tenía que agregar 
á lo ya dicho, y el representante de la parte actora dijo que 
había recapacitado y á pesar de lo expuesto anteriormente^ en- 
tendía hoy que el tercero (Arteaga] debía continuar interviniendo 
en la causa, atenta su participación en los hechos que le han 
dado origen y lo dispuesto en los artículos dos mil trescientos 
sesenta y seis y novecientos cuarenta y dos del Código Civil. 

Sexto. Que de las constancias relacionadas resulta, que el 
presente incidente ha surgido de la oposición que la parte actora 
hizo á la intervención de Arteaga en la causa, oposición que 
más tarde ha cesado. 

Por estos fundamentos se declara que la parte de Arteaga debe 
continuar interviniendo en estos autos, hasta su terminación. 
Notiííqnese con el original y repónganse los sellos. 



BENJAMÍN PAZ.— LUIS V. VÁRELA. 
— ABEL BAZAN. — JUAN E. 
TOKRENT. — RAFAEL RÜIZ DE 
LOS LLANOS. 
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CAUSA CI^^XTIIl 



üon Carlos T. Vülamoníe, contra don Elias Martínez^ por 
cumplimiento de contrato; sobre competencia 



Sumario. — A los efectos del fuero federal, la vecindad se es- 
tablece por el domicilio real de las personas. 



Caso.— Lo indica el 



Fallo del Juez Federnl 



La Plata, Julio 22 de 1892. 

Visto en el incidente sobre incompetencia del Juzgado, dedu- 
cido por el demandado^ j resultando: 

I'' Que la declinatoria la funda el demandado en que es veci- 
no de la Capital de la República para el cumplimiento de los 
contratos que suscribe en ella en su carácter de comerciante, y 
que su domicilio estd regido por el articulo 90 del Código Civil 
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y 41 del Código de Comercio antiguo y en que el 
no tiene ningún priTÜegio fundado en ley. 

2° Qaecorrrido traslado de esa excepeion á la ] 
ría, sostiene la competencia de este Juzgado, fue 
vez, en qne el demandado tiene su domicilio real eif 
Las Conchas, como lo ha comprobado para acrediti 
tencia y como resulta de la notificación hecha peí 
comente á foja 11, siendo además demandante y 
argentinos. Que no se tiata de una obligación co 
civil y sólo el Código de esta materia es aplicable 
lugar pactado para el cumplimiento de la obligí 
un príncipio de derecho que el actor debe seg 
del reo. 

T considerando: i' Qae el artículo noventa y cua 
go Civil establece que si una persona tiene establee 
tia en un lugar y sxts negocios en otro, el primero 
de sil domicilio. 

2* Que á los efectos déla demanda y jurlsdic 
Tribunal, bastan las constancias de autos, desde q 
dado ni ha negado su residencia real, ni ha heoh 
razones que modifiquen la terminante disposición 
artículo en el anterior considerando, y cuya apli 
rigor en el caso sitb-judice. 

Por estas consideraciones y concordantes del es 
quince, fallo no haciendo lugar, con coatas, á la de 
jurisdicción deducida por don Elias Martínez y otd 
conteste derechamente la demanda dentro del térmii 
tifíquese con el original, regístrese yrepónganse h 



Mariano S, de Áurreí 
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VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Burnos Aires, Marzo 20 de 1893 

Suprema Corte: 

El demandante y el demandado en esta cansa, son de nacio- 
nalidad argentina. 

El primero reside en la Capital Federal, el segundo en la pro- 
vincia de Buenos Aires, aunque tenga también un escritorio, 
que asegura ser su domicilio comercial, en esta Capital. 

Estando el domicilio real del demandado^ aquel en que reside 
permanentemente con su familia, en el partido de Las Conchas, 
como lo comprueban las diligencias de foja i 1, ese es el 
lugar de su domicilio, según el artículo 94 del Código Civil. 

Así se ha resuelto en el auto desoja 20, y no existiendo vi- 
cio alguno de nulidad en el procedimie;ito, pues el artículo 
sobre declinatoria ha sido substanciado á fojas i3 vuelta y 16 
vuelta, con arreglo á derecho, corresponde á mi juicio, li 
confirmación del auto recurrido. 

Sabiniafio Kier. 



Fallo fie la Suprema Corle 



Buenos Aires, Julio 6 de 1893. 

Vistos: De conformidad con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador General y por sos fundamentos, se confirma con eos- 



DE JUSTICIA NACIONAL 385 

tas el auto apelado de foja diez y nueve; devuélvanse, debien- 
do reponerse los sellos ante el Inferior. 



BENJAMÍN PAZ.— LUIS V. VÁ- 
RELA. — OCTAVIO BUNGE. 
— JUAN E. TORBENT. 



€AVSA CliXXIX 



D. Marcelino Aravenay I). Adolfo Alemán, contra D. Francisco 
S. MenUy por cumplimiento de un contrato de venta de un cen- 
tro agrícola; sobre embargo del campo y de sus existencias. 



Sumario. — La demanda sobre cumplimiento de un contrato 
de venta de un centro agrícola, no autoriza el embargo del cam- 
po, ni de sus existencias. 



Caso. — D. Felipe C. Sanguinetti, por los demandantes, se 
presentó al Juzgado exponiendo: Que con fecha 26 de Octubre 

T. II ?5 
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de 1889, sus representados vendieron á D. Francisco S. Menn, 
nueve leguas y media de campo ubicadas en los partidos de Do- 
lores y Vecino, sobre los que obtuvieron del Gobierno de la 
Provincia^ la consesion de un centro agrícola y un préstamo 
hipotecario de dos millones cuarenta y ocho mil cien pesos mo- 
neda nacional^ en cédulas de la serie O; 

Que era obligación del comprador obtener del Grobierno la 
transferencia de la concesión del centro agrícola, y del Banco, la 
de la hipoteca; 

Que !a primera no le fué otorgada, por considerarse que no 
tenía la suficiente responsabilidad, yquesin usar de los medios 
que le quedaban á salvo, ha tomado posesión del campo y lo ha 
usufructuado; 

Que en esta virtud y usando del derecho que les acuerda el ar- 
tículo 1204 del Código Civil, entablan demanda contra D. Fran- 
cisco S. Menn, sobre cumplimiento del contrato^ con daños y 
perjuicios y costas. 

Por un otrosí pidieron que se levante inventario de todas las 
existencias del campo y queden embargadas á las resultas del 
juicio, poniéndose todo bajo el cuidado de D. Horacio Alemán á 
quien proponían para depositario. 

Acreditado el fuero federal por razón de la diversa naciona- 
lidad de las partes, se corrió traslado de la demanda. 

El Juzgado, después de haber expedido el Escribana D. Aure- 
lio Castro testimonio de la escritura de venta, y previo informe 
del Ministerio de Hacienda sobre la negativa á la transferencia 
del centro agrícola, mandó trabar embargo del campo objeto del 
pleito, no haciendo lugar al de las existencias. 
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Fallo del Jíuez Federal 



La Plata, Noviembre 30 de 1891. 

Y vistos: los'presentes autos sobre cumplimiento de un con- 
trato de compra-venta, como asimismo, notando el Juzgado 
no ha sido contestada la reconvención deducida á foja Si, tras- 
lado de ella álos actores. 

T considerando respecto al hecho del secuestro: i"^ Que los 
demandantes se presentaron al Juzgado, pidiendo se trabara el 
embargo del terreno vendido al señor Menn, precediéndose á 
recaudar los frutos del mismo. 

2® Que tal medida no puede tener otro alcance que garantir 
á los vendedores el exacto cumplimiento, por parte del compro- 
dor señor Menn, del contrato de foja 9. 

3"" Que limitándose el embargo trabado á la seguridad del 
inmueble, basta con hacerlo anotar en la oficina respectiva co- 
mo está ordenado por este Juzgado á foja /6. 

4** Que prescribiendo la Leyl% título 25^ libro H, Novísi- 
ma Recopilación, que, ^los oficiales de tal lugar donde esto 
acaeciere hagan coger los frutos y ponerlos en fieladad... hasta 
que sea determinado quien los debe haber^ (véase Concordan- 
cias, Ley 1% título 9, Partida 3"; Proemio L, título 9, libro 5, 
del Estatuto; Ley 26, O. de Seg.; Ley 3*, título 18, O. de A.; 
Ley única, título 10, libiO 3, RR,; Ley 2, título 34, libro il, 
Novísima Recopilación) por ello se revoca el nombramiento de 
Administrador recaido en la persona de D. Horacio Alemán 
(véase foja 18) por lo que se librará oficio al Juez de Paz del 
Vecino, par^ que notifique al dicho Horacio Alemán, como á 
los arrendatarios del campo poseído por D. Francisco S. Menn 
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que deben depositar, el primero los frutos que hubiere recaudado 
bástala fecha, como los segundos, en el Banco de la Provincia 
ó en una de sus sucursales, á la orden de este Juzgado, los 
arrendamientos que adeudaren. 

5"^ Que, á foja 63 y foja 69, se denuncia haber sido expulsado 
de su establecimiento el demandado y sus peones, por el Juez 
de Paz de Dolores, invocando órdenes deesteJuzgado.hedho no 
negado á foja 66. 

6^ Que semejante procedimiento no ha^sido, ni podido ser 
autorizado por este Juzgado, por lo que.^m más tramüeAeberá 
librarse despacho telegráfico al funcionario aludido, para que 
si el hecho fuere cierto notifÍ4]ue al señor don Francisco S. 
Menn y sus peones que pueden volver al establecimiento, de- 
jando á salvo las acciones de los mismos contra aquél. 

7® Que á foja 5 vuelta se denunció por los actores el domici- 
lio del demandado en el partido del Vecino y, en consecuencia, 
se libraron los oficios de foja i9 y foja 24. Recien este Juzgado 
se explica el error en que se le ha hecho incurrir á foja 23; era 
el Secretario señor Guabello el que actuaba en estos autos: en 
Junio 19 del mes de Octubre, hallándose aquel ausente, en ser- 
vicio público fuá encargado del despacho de su Secretaría, el ac- 
tuario señor 6. P. Barros, quien, en el ciimulo del despacho y 
no estando en antecedentes de autos, recibió la orden de pro- 
veer de acuerdo al pedido de foja 23, sin advertir el Juzgado en 
el cambio de residencia apuntada. Es evidente, que, al dar 
intromisión á una autoridad distinta de aquella á que corres- 
pondía el presente desde su incohacion se ha dado margen d 
una irregularidad f por lo que se llama la atención seriamente 
á la parte de Aravena y Alemán, como igualmente se observa á 
la representación de Menn guarde estilo en lo sucesivo, cuando 
se ocupe de los actos y procederes del Juzgado, el que en ningua 
caso ni momento atiende preferentemente á los litigantes en su 
Tribunal, donde todos son iguales; pues, si hubo alguna demora 
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en el despacho de sentencias, ello simplemente es debido al re- 
cargo de atenciones que sobre élpesa, con motivo délos juicios 
políticos que se ve en el caso de atender por razón de la ma- 
teria. 

Por los fundamentos lecoránáos se resuelve mantener el em- 
bargo trabado sobre el campo ocupado por Z). Francisco S. 
Menn, declarándose que sus arrendamientos deben ser deposita- 
dos á la orden de este Juzgado en la forma apuntada. Fórme- 
, se incidente por separado con las piezas de la referencia. Noti- 
fíquese original, regístrese en el libro de sentencias y repón- 
ganse las fojas. 

M. S. de Aurrecoechea. 



Fallo de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Julio 8 de 1893. 

Vistos y considerando: Primero. En cuanto al secuestro del 
bien raíz á que estos autos se refieren, que aquel no puede de- 
cretarse en el estado de la causa, por cuanto no se encuentran 
los autos en el caso previsto por la ley primera, título nueve, 
Partida tercera. 

Segundo. Que, respecto de los bienes muebles del demanda- 
do, la escritura de foja nueve y el petitum de la demanda, no 
justifican su embargo, con arreglo al artículo cincuenta y cinco 
de la ley de Procedimientos civil en materia federal. 

Tercero. Que esta Suprema Corte tiene resuelto en diversos 
casos, con arreglo á los principios generales del derecho, que la 
demanda, en juicio ordinario, no puede iniciarse por el embargo 



I 
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de la cosa litigiosa, salvo los casos taxativamente determinados 
en la ley. 

Por estos fundamentos: se revoca la sentencia apelada, en 
cuanto se refiere al secuestro de la propiedad raíz, motivo del 
juicio, y se confirma en la parte que deja sin efecto el nombra- 
miento de administrador y no hace lugar el embargo de los bie- 
nes muebles del demandado. Notifíquese con el original y re- 
puestos los sellos, devuélvanse* 

benjamín paz.— LUIS V. VÁ- 
RELA.— ABEL BAZAN.— OC- 
TAVIO BUNGE. — JUAN E. 
TORRENT. 



CAVSA CJÍ.XXX 



D. Guillermo Elias contra Ih José Tomassinij sobre cumpli- 
miento de contrato 



Sumario. — TJnboletode compra-venta, no firmado por el de- 
mandado, no tiene contra éste eficacia alguna, ni la de un prin- 
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cípio de prueba por escrito, para hacer admisible la áe testigos. 



Caso. — Lo indica el 



FaIIo del Jí«iez Federal 



Tucuman, Setiembre 10 de 1892. 

a 

Vistos: estos autos seguidos por D. Guillermo Elias, argen- 
tino, contra D. José Tomassini, extranjero, sobre escrituración 
de un contrato de venta dé un sitio, de los que resulta : 

A foja 1 de estos autos, se presenta D. Guillermo Elias, y 
expone : 

Que con fecha 7 de Marzo del corriente año 1892^ han Huma- 
do él j su esposa Doña Rosario Usadivaras, un boleto de venta 
de un sitio, por el precio de 5000 pesos, á favor de D. José To- 
massini, de cuya suma debía entregarle 1000 pesos al firmar la 
escritura pública y el resto en un cheque aceptado previamente 
por el Banco de la Nación^ boleto que se encuentra en poder del 
comprador; 

Que, como el señor Tomassini se niega á cumplir la obliga- 
ción contraída, á pesar de las diligencias que con ese objeto ha 
practicado, entabla demanda ordinaria^ á fin de que se ordene á 
Tomassini, extender la correspondiente escritura, previo pago 
del precio en el término de ley, condenándole, además, á la in- 
demnización de daños y perjuicios, como al pago de las costas. 

Corrido traslado de esta demanda, Tomassini contestó : 

Que debe rechazarse dicha demanda con costas; que es falso 
completamente que haya convenido con el señor Elias en com- 
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prarle el sitio de referencia, por el precio de cinco mil pesos; 

Qae lo ocurrido fué lo siguiente : el señor Elias le ofreció en 
venta el sitio por la suma de 4000 pesos y no por cinco, como 
se dice en la demanda, á lo que contestó, que silos títulos eran 
perfectos, y á su satisfacción, le aceptaba su oferta de venta, 
por el precio de cuatro mil pesos; 

Que, dada esta palabra, Elias pretendía que formalizaran el 
contrato ante un Escribano, contestándole, que nada haría, ni 
firmaría contrato alguno, mientras no le mostrase los títulos de 
propiedad para examinarlos ; 

Que como el señor Elias no satisfaciese su exigencia, transcu- 
rrieron no menos de dos meses sin hacerse nada en el asunto, de 
modo que, hasta entonces, no había sino lo conversadoen el asun* 
to y su negativa redonda á firmar contrato alguno^ mientras no 
se le presentase los títulos de propiedad; 

Que por lo expuesto se vé que no se halla ligado por contrato 
alguno con el señor Elias, con tanta mayor razón, cuanto que el 
precio que le^ofreció, no fueron cinco, sino cuatro mil pesos; 

Que lo del boleto firmado por el señor Elias y su esposa, con- 
siste en lo siguiente: un día se le presentó aquel en su casa y 
con todo apuro le entregó un sobre cerrado. Preguntándole qué 
contenía el sobre, le contestó: usted lo verá, y se retiró preci- 
pitadamente; 

Que como él no sabe leer, hizo que se lo leyeran, comunicán- 
dosele que el contenido del sobre era un boleto de venta, firmado 
por el señor Elias; que recien supo, que este ponía como precio 
de la compra hablada, cinco mi) pesos, cuando lo hablado fue- 
ron cuatro mil; 

Que como era natural, conocido por él el contenido del bole- 
to, trató de devolvérselo al señor Elias repetidas veces, y siem- 
pre se rehusó á recibirlo. 

Becibida la causa á prueba, el actor ha producido la que co- 
rre de foja... á foja..., consistente en elboletode foja il y en 
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las declaraciones de los testigos D. Carlos Moretti y D. Lázaro 
Tdglioli, corriente de fojas 14 á 17, y el. demandado, la que se 
deduce de la declaración de D. Bamon Guasch, á foja 18, y po- 
siciones absueltas por el actor á foja 23. 

T considerando: 1" Que desconocido el convenio que sirve de 
base ú la demanda, por falta de acuerdo sobre el precio, negan- 
do el demandado que fuera de cinco mil pesos, como se asevera 
en aquella, el actor á quien incumbíala prueba á este respecto, 
ha presentado á los testigos ya nombrados, D. Carlos Moretti y 
D. Lázaro Taglioli. 

2"* Que el primero de estos testigos, declara en el lugar cita- 
do, que sabe y le consta que Tomassini convino con D. Guiller- 
mo Elias, la venta del sitio esquina materia de este juicio, por 
la suma de cinco mil pesos, dando por razón de su declaración 
el haber presenciado este convenio en la estación Súnchales, 
agregando haber visto el boleto de venta referido en la tercera 
pregunta del interrogatorio de foja 13, en poder de Tomassini, 
boleto que estaba extendido de acuerdo con el convenio antes 
expresado. 

3^ Que concorde con esta declaración, el segundo de dichos 
testigos, declara á foja 16, que sabe y le consta el convenio que 
se expresa en la segunda pregunta del interrogatorio de foja 13, 
por haber visto el boleto de venta del sitio en cuestión, firmado 
por el señor Elias y su esposa, en poder de Tomassini, agregan- 
do que esto tuvo lugar en circunstancias de hallarse presente el 
señor Elias, á la vez que el señor Tomassini, é imponiéndose el 
testigo del boleto en presencia de los dos . 

4^ Que aunque el testigo, al ser repreguntado, dice que no 
vi6 el boleto, sino que vi6 las firmas únicamente, resulta, sin 
embargo, que estando el boleto en poder de Tomassini, sin que 
el testigo oyera á éste, en ese acto, manifestación alguna de 
protesta sobre su contenido, y expresándose en dicho boleto 
el precio que se afirma en la demanda, es lógico concluir que el 
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testigo presenció la conformidad de Tomassini con el precio de 
cinco mil pesos, asignado al sitio de referencia ( artícalo 918, 
Código Civil ). 

5° Qne, á lo declarado por los dos testigos que quedan expre- 
sados, debe consignarse además, en pro de la demanda, la pode- 
rosa presunción que se desprende del hecho de haber estado el 
boleto en poder de Tomassini, próximamente tres meses, según 
los autos, sin que conste que aquel hiciera diligencias en el sen- 
tido de desvirtuar dicha presunción. 

6^ Que en consecuencia de lo considerado, no puede ser dudo- 
so que el actor ha probado los fundamentos de su demanda, des- 
de que, según la ley 32, título 16, Partida 3*", dos testigos con- 
testes y mayores de toda excepción, basta para hacer plena 
prueba. 

7^ Que de la prueba producida por Tomassini, no resulta 
acreditado, ni que el precio convenido fuera de cuatro mil pesos, 
ni que se pusiera por él, como condición para la consumación 
del convenio, la presentación previa de los títulos de propiedad 
del sitio. En efecto, el testigo D. Ramón Guasch, en su decla- 
ración de foja 19, se refiere á lo que Tomassini le expresó, 
cuando éste fué á buscarlo á su casa, para que le hiciera conocer 
el boleto, por no saber dicho Tomassini leer, de modo que es 
una declaración de referencia al mismo interesado, que no tie- 
ne valor en derecho. Igualmente^ la absolución de posiciones 
verificada por Elias á foja 23, nada prueba en favor de las ex- 
cepciones que quedan expresadas, no siendo exacto, como se 
dice en el alegato de foja 38, por Tomassini, que Elias haya re- 
conocido á propósito de dicha absolución, que los buenos títulos 
y la presentación de éstos, fueran una condición para la perfec- 
ción del contrato. 

Por estos fundamentos y de acuerdo con lo establecido por 
los artículos 1187 y 1188 del Código Civil, fallo: condenando á 
D. José Tomassini á que otorgue la escritura pública demanda- 
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da, con arreglo al boleto que corre en autos, en el término de 
10 días, después de ejecutoriada esta sentencia, bajo las penas 
de ley, con costas. Hágase saber con el original y repónganse 
los sellos. 

Delfín Oliva. 



Fallo de la Huprema Corle 



Buenos Aires, Julio 8 de 1893. 

Vistos y considerando: Primero. Que Don Guillermo Elias, 
exponiendo que en unión con su esposa Doña Bosario TTsandiva- 
ras, había convenido con Don José Tomassini, la venta de un sitio 
con la ubicación que expresa, por el precio de cinco mil pesos 
moneda nacional y firmado el respectivo boleto que entregó al 
comprador, demanda á éste para el pago del referido precio y 
de la formalizacion de la correspondiente escritura. 

Segundo, Que Tomassini, contestando á la demanda, niega 
que hubiese contratado la compra del inmueble de referencia, 
por el precio pretendido por el actor, afirma que sólo ha habido 
una oferta de venta por parte de éste, por la suma de cuatro 
mil pesos moneda nacional que aquel aceptó, siempre que los 
títulos fuesen perfectos yá su satisfacción, y agrega que Elias 
le entregó el boleto bajo sobre cerrado y sin decirle lo que con- 
tenía. 

Tercero. Que con esos antecedentes y trabado así el pleito, el 
demandante ha debido probar los hechos en que funda su acción 
(le y treinta y nueve, título segundo, Partida tercera). 
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Cuarto, Que la prueba qae ha producido consiste únicamente 
en el mencionado boleto^ exhibido por el demandado á pedido 
del demandante, y en la declaración de los testigos D. Garlos 
Moretti (foja catorce vuelta), y D. Lázaro Taglioli (foja quin- 
ce vuelta). 

Quinto. Que, según lo reconocen ambas partes y consta del 
boleto invocado (foja once ), éste no se halla suscrito sino por 
Don Guillermo Elias y su esposa. 

Sexto. Que insuficiente para probar por sí la convención per- 
fectamente bilateral, materia del litigio, aún en relación á los 
que le suscriben, por no haberse redactado en tantos originales 
como partes hay con interés distinto (artículo mil veinte y 
uno. Código Civil ), carece en absoluto de eficacia contra el de- 
mandado que no le firmó (artículo mil doce y mil trece del cita- 
do Código). 

Séptimo. Que la falta de la firma de Tomassini, hace que el 
enunciado boleto no tenga ni siquiera el valor de un principio 
de prueba por escrito, para oponerlo á aquel, desde que, por 
otra parte, no concurre ninguna de las circunstancias estable- 
cidas por derecho, para darle ese efecto (artículo mil ciento no- 
venta y dos, Código Civil). 

Octavo. Que conforme al artículo mil ciento noventa y tres 
del mismo Código, los contratos que tengan por objeto una 
cantidad de más de dos mil pesos, deben hacerse por escrito 
y no pueden ser probados por testigos, con lo que queda fuera 
de duda, que no son de tomarse en cuenta las declaraciones de 
testigos en que se basa el demandante y acepta la sentencia re- 
currida, y esto aún en el supuesto de que los dos testimonios 
producidos, afirmen el hecho de la celebración de la convención, 
como realizado en su presencia, lo que no es exacto . 

Por éstos fundamentos, se revócala sentencia apelada co- 
rriente á foja cuarenta y tres vuelta, absolviéndose, en conse- 
cuencia, á Don José Tomassini de la demanda contra él enta- 
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blada. Hágase saber con el original y repuestos los sellos, de- 
vuélvanse. 

benjamín paz.— luis V. VÁ- 
RELA . — ABEL B AZAN.— OC- 
TAVIO BUNGK. — JUAN E. 
TORRENT. 



CAUSA CliXXXI 



Don Luis Ruggeri contra la Municipalidad de Lujan, por 

escrituración; sobre competencia. 



Sumario. — La exclusión del fuero federal por razón de can- 
tidad, sancionada por la ley de 3 de Setiembre de 1878, com- 
prende tanto las causas por cobro de pesos, como las que se re- 
fieren á otros objetos, cuyo valor no supere la cantidad fijada 
por dicha ley. 



Caso. — Después de resuelto el incidente de competencia en la 
causado Don Francisco Bertoletti y otros con la Municipalidad 
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de Lujan (serie 3", tomo 13^, página 46), Don Luis Euggeri pi- 
dió, por separado, que la Municipalidad le escriturara los lotes 
comprados por él . 

La Municipalidad alegando que el valor de estos era menor del 
fijado por la ley de 3 de Setiembre de 1878, declinó la jurisdic- 
ción federal. 



Fallo del Jiieae Federal 



La Plata, Agosto 4 de 1892. 

Vistos nuevamente y considerando: Que la excepción de incom- 
petencia ha sido resuelta como consta del certificado precedente, 
eu última instancia, lo que hace cosa juzgada, y que aun cuando 
la que nuevamente se opone se funda en el artículo primero de 
la ley de 3 de Setiembre de 1878, no puede ni debe admiti^rse: 
1^ por aquella razón; 2° porque no puede admitirse la misma ex- 
cepción opuesta dos veces en la misma causa , habiendo sido ven- 
cida en la primera; y 3^ finalmente, porque no se trata del cobro 
de una suma limitada sino de escrituración de un terreno qae la 
Municipalidad demandada vendió al demandante. Que por otra 
parte, al resolver la Suprema Corte que se siga la causa por 
cuerda separada en relación á cada uno de los demandantes, no 
da derecho á oponer en cada caso nuevamente la excepción de 
incompetencia, pues á no ser así no se hubiera servido resolver 
la misma excepción en los términos en que lo hizo. Por esto 
fallo no haciendo lugar, con costas, á la excepción de incompe- 
tencia que nuevamente se demanda. Kotifíquese con el original 
y regístrese y repóngase la foja. 

Mariano S. de Aiirrecoechea. 
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VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Febrero 20 de 1893. 
Suprema Corte: 

Esta demanda no se establece por cobro de alguna cantidad 
determinada, ni tampoco se refiere á prestación alguna que se 
convierta endeuda de dinero cuya suma pueda apreciarse entre 
la mayor ó menor cuantía. Reclama la propiedad de un bien 
raíz 7 el otorgamiento de la escritura que justifique aquella 
propiedad transmitida por la Municipalidad de Lujan, á mérito 
de un remate. Invocándosela legalidad de ese remate, traslativo 
del dominio de bienes raíces, el juicie por la calidad de la ac- 
ción, resulta corresponder á la jurisdicion de mayor cuantía, y 
es en el caso, de competencia de los jueces seccionales. 

Por ello y fundamentos concordantes, pido á V. E. la confirma- 
ción del auto ocurrido. 

Sabiniano Kier. 



Fallo de I a Suprema Corte (1) 



Buenos Aires, Julio 8 de 1893. 

Vistos: Considerando: Que en el fallo de la Suprema Corte, 
que se invoca, no se resolvió la cuestión de competencia por ra- 
zón de la cuantía. 

(1) En la misma fecha se dictó igual resolución en las causas seguidas 
por D. Luis Moraggi y D. Lorenzo Motto contra la Municipalidad de Lujao. 
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Que conforme al artículo primer^) de la ley de tres de Se- 
tiembre de mil ochocientos setenta j ocho, las causas de juris- 
dicion concurrente, en las que el valor del objeto demandado 
no exceda de quinientos pesos, están excluidas de la compe- 
tencia délos Juzgados de Sección, cuando por otra parte el 
conocimiento del caso caiga bajo la jurisdicción de la Justicia 
de Faz de la Provincia respectiva, según las leyes de procedi- 
mientos vigentes en ellas. 

Que los términos del citado artículo son conprensivos no tan 
sólo de las causas por cobro de cantidad determinada de pesos, 
sino también de. las que se refieren á otros objetos, á condición 
de que el valor de estos no exceda de la cantidad excluida del 
conocimiento de los Jueces de Sección. 

Que el objeto que constituye la materia de la demanda, repre- 
senta un valor inferior ala suma de quinientos pesos, según 
resulta de las constancias de autos y no lo ha desconocido por 
otra parte, el actor. 

Por estos fundamentos: se revoca el auto apelado de foja dos- 
cientos diez y nueve^ declarándose que el conocimiento de esta 
causa no corresponde á la justicia federal. Devuélvanse, de- 
biendo reponerse los sellos ante el Inferior. 



BErSJAMlN PAZ. — ABEL BAZAN.— 

OCTAVIO BUKGE.— JUAN E. 10- 
BRENT. 
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CAUSA CI.XXXII 



Contienda de competencia entre el Juez de P Instancia de San 
Nicolás de los Arroyos y el de igual clase del Rosario, en la 
testamentaria de /)■ Isidora Valdés. 



Sumario. — \^ Entre dos informaciones sobre el domicilio 
atribuido á una persona en dos lugares distintos, debe preva- 
lecer la que se halla corroborada por el hecho de haber, en uno 
de dichos lugares, nacido y fallecido todos sus hijos legítimos, 
en casa de su propiedad, y haber sido domiciliado el tutor de 
estos últimos y vivido allí con su familia y con sus pupilos. 

2^ El poseer propiedades y haber celebrado contratos en el 
otro lugar, y la aseveración en estos de estar avecindado allí, 
no puede oponerse á aquella comprobación. 

S"" Probado el domicilio del padre en la fecha de su muerte, y el 
del tutor que lo tuvo y conservó hasta la muerte de su pupila^ 
este es el lugar que debe considerarse como último domicilio dé 
ésta, y donde debe seguir el juicio de su testamentaría. 

4^ Esta situación jurídica de las cosas no puede ser modifica- 
da por haber discernido la tutela en el otro lugar. 



Caso.—J). Celedonio baldés, vecino de San Nicolás, murió en 

T. II 26 
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1875 dejando tres hijos legítimos menores, llamados Joba, Ra- 
món é Isidora, á quienes nombró por tutor á D. Francisco Fi- 
gueroa. 

Este se hizo discernir la tutela por el Juez de primera Instan- 
cia del Rosario, y fué á vivir con su familia y con sus pupilos 
en San Nicolás, en la casa de propiedad de estos, dejada por el 
padre, donde murieron sucesivamente Ramón, Joba é Isidora 
Valdés. 

Existían bienes en el Rosario, y mientras á petición de unos 
herederos se abría la sucesión de Isidora en San Nicolás, á pe- 
tición de otros se abrió también en el Rosario, haciéndose por 
cada uno de los Jueces de San Nicolás y del Rosario la declara- 
toria de herederos á favor de las distintas personas que habían 
iniciado el juícíd, y mandándoles dar posesión de los bie- 
nes. 

£1 Juez de San Nicolás inició la contienda de competencia, 
negándose el del Rosario á adherir á su incitación, por haber 
hecho la declaratoria de herederos, y dádoles la posesión. 

Remitidos por aquel los antecedentes á la Suprema Corte 
se expidió la siguiente 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Noviembre 25 de 1891. 
Suprema ( Arrie : 

La contienda de competencia promovida por el señor Juez de 
San Nicolás al de la ciudad del Rosario, no ha sido trabada en 
la forma prescrita por los artículos 50 y siguientes de la ley 
de Procedimientos. Ha sido causa para ello la expuesta por el 
Agente Fiscal de la ciudad del Rosario en su vista de foja 98 
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expediente caratulado: ^Exhorto delJuez de San Nicolás sobre 
competencia testamentaria de la Isidora Valdés ». 

Expone el Agente Fiscal on dicha vistea que, á su juicio, la 
cuestión ie competencia entablada por el Juez de San Nicolás, 
no tiene razón deser^ desde que el juicio tes>tanientario de los 
menores Valdés está ya terminado, y que el exhorto recibido 
debe ser devuelto al señor Juez exhortante. En seguida, á foja 
98 vuelta, el Juez requerido mandó tener por resolución lo dic- 
taminado por el Fiscal, y devolvió con el oficio de foja 91 el 
exhorto que había recibido, guardando silencio respecto de la 
petición en él contenida. 

I 

En el juicio testamentario seguido ante el Juez del Rosario 
se llegó solamente hasta hacer la declaratoria de herederos, que 
en testimonio se halla á foja 10 vuelta y siguientes del expedien- 
te corriente. PeroV.E. sabe bien que un juicio testamenta- 
rio no termina, aunque haya un solo heredero con la declaratoria 
de tal, porque á ella debe seguir^ siendo el declarado heredero 
colateral del causante, la posesión de los bienes que se mandó 
dar en dicho auto, y que no consta haberse verificado; como 
pueden sHr necesarias otras diligencias judiciales que pertene- 
cen al mismo juicio testamentario. 

Creo, por consiguiente, que el señor Juez del Rosario si se con- 
sideraba competente, como resulta de los considerandos del citado 
auto declaratorio de herederos, debió declararlo así al de San 
Nicolás, trabando en forma la contienda de competencia. 

Pero, ¿por no haberse procedido así declaró, ordenándosele por 
V.E., que se expida en forma acerca de la inhibitoria que le pro- 
puso el señor Juez de San Nicolás? 

No lo creo posible, útil ni necesario. Lo primero, porque el 
exhorto fué devuelto con la nota que dejo mencionada. Lo se- 
gundo, porqoe esta testamentaría dilatada en su tramitación 
por tanto tiempo, á cansa de dicha contienda de competencia, 
sufrirá aúo mayores demoras con evidente perjuicio de los in«- 
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teresados; y lo último, porque la contienda está virtualmente 
trabada en el hecho de no haber accedido bl Juez reque- 
rido á la pretensión del requirente, comunicándoselo al devol- 
verle su exhorto, y poique los fundamentos del auto declarato- 
rio de herederos de foja 10 vuelta, contiene las razones por las 
cuales se ha considerado competente para entender en el referido 
juicio testamentario. 

¿Esas razones, fundan en realidad la competencia que se ha 
atribuido el señor Juez del Eosario ? 

Ellas consisten: 1° En que aun cuando consta que los me- 
nores Valdés fallecieron fuera de la provincia de Santa-Fé, 
tal circunstancia en nada afecta su competencia para cono- 
cer en el juicio testamentario de los menores, desde que siendo 
su Juzgado, el que discernió la tutela y el único competente 
para entender en lo que se refiere á los menores y sus bienes 
(articulo 404 del Código Civil), se juzga que aquellos han per- 
manecido bajo la jurisdicción de su Tribunal. No se explica- 
ría de otro modo, agrega, la disposición de los artículos 431 y 
432 del mismo Código que establecen que para cambiar el do- 
micilio ó la residencia de los pupilos debe pedirse autorización 
al Juez que discernió la tutela, no habiéndose desprendido de 
esa jurisdicción el Tribunal, aun en el caso deque hubiera ha- 
bido mudanza de domicilio ó de residencia de los menores y 
su tutor. 

2^ Que éste ha declarado asegurando que su residencia en 
San Nicolás era puramente accidental^ lo que refuerza la razón 
antes dada, teniendo presente que la habitación en un lugar no 
causa domicilio si la persona no reside habitualmente y con 
ánimo de permanecer (artículos 90, 91, 92, 97 y 99 del Código 
Civil). Si el domicilio del tutor era en la provincia de Santa- 
Fé y la habitación en San Nicolás puramente accidental, el do- 
micilio de los menores á la época de su muerte, era también en 
aquella provincia» porque los incapaces tienen el domicilio de 
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SUS representantes (articulo 90, inciso 6°, del Código Civil); y 
como el domicilio que tenía el difunto es el que determina el 
lugar en que se abre su sucesión, resulta, dice el señor Juez del 
Bosar\p, que es el único competente para entender en el juicio 
testamentario de los causantes (artículos 90, inciso 7, 3283 j 
3284 del Código Civil). 

Estas razones parecerían concluyentes si no se tuvieran á la 
vista las expuestas por el señor Juez de San Nicolás, compro- 
badas con los documentos que obran en los expedientes acom- 
pañados y justificados con las disposiciones legales que men- 
ciona. 

£1 primer fundamento del señor Juez del Rosario consiste en 
que fué su Tribunal el que discernió la tutela de los menores 
Yaldés, de donde arranca su competencia para entender en su 
testamentaría, Pero se objeta, por el señor Juez de San Nico- 
lás, que no pudo discernirla válidamente^ porque nadie puede 
ejercer las funciones de tutor sio que el cargo le sea discernido; 
por el Juez competente {sítíícúIo 399 del Código Civil), y que el 
discernimiento de la tutela corresponde al Juez del lugar 
en que los padres del menor tenían su domicilio el día de su fa- 
llecimiento (artículo 400, siguientes) y que, estando domicilia- 
dos los padres de los menores Yaldés al tiempo de su muerte 
en San Nicolás, el Juez del Rosario que discernió la tutela de 
aquellos, ejecutó un acto nulo, según la disposición del artículo 
18 del mismo Código. 

D. Celedonio Yaldés, padre de los menores de cuya sucesión 
se trata, era natural de San Nicolás y domiciliado en la misma 
ciudad en el día de su muerte, según resulta de la partida de 
su defunción, que obra á foja 25 del expediente adjuntocaratula- 
do: € Exhorto del doctor don Miguel S. Coronado, Juez de primera 
Instancia de la ciudad del Rosario de Santa-Fé, solicitando el 
envío de una partida* ;\o mismo establece, en cnanto ásu domi- 
cilio, la escritura de venta que D. Celedonio Yaldés otorgó á f - 
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vor de D. Tomás I. Acevedo, que en testimonio corre á foja 32 del 
expediente citado. 

Los hijos de Yaldés, autores de la sucesión que ha motivado 
esta contienda de competencia, fueron también nacidos y^ domi- 
ciliados en la misma ciudad de San.Nicolás,comolo demuestran 
las partidas de defunción de Ramón y de Joba Francisca, cor- 
rientes á fojas 49 y 50 del citado expediente, y la de Isidora Val- 
dés que corre á foja 3 del expediente caratulado: « Valdés, 
doña Isidora, su ab ientcsíato^ , la de bautismo de la dicha 
Isidora Valdés, corriente á foja 34, y la de matrimonio de 
sus padres, á foja 49 de losantes mencionados últimamente. 

Puédese, pues, asegurar que D. Celedonio Valdés y su fami- 
lia, y después de su fallecimiento, sus hijos, estuvieron domici- 
liados siempre en San Nicolás de los Arroyos; el Juez de la ciu- 
dad del Bosario uo pudo entonces legítimamente discernir el 
cargo al tutor de los menores hijos de aquel, y en tal discerni- 
miento no puede fundarse la competencia del mismo señor Juez 
para entender en la testamentaría de los menores Valdés, cuan- 
doconstaque ellos nacieron, vivieron ymurieron enla ciudad de 
San Nicolás. Contestada satisfactoriamente la razón principal 
en que fundaba su competencia el Juez del Rosario, las demás 
que son su consecuencia, caen por su propio peso. 

Ni siquiera parece exacto que el tutor de dichos menores es- 
tuviera realmente domiciliado en la provincia de Santa-Fé y 
que su habitación en San Nicolás fuera sólo accidental, que es 
la segunda razón que el señor Juez del Rosario establece para 
fundar su competencia. Si bien parece cierto que resulta de la 
partida de bautismo de Isidora Valdés, corriente á foja 34 de 
los autos de su testamentaría, que D. Francisco Figueroa, que 
fué su padrino, estaba en aquella fecha (1873) domiciliado en la 
provincia de Santa-Fé, resulta posteriormente de las partidas 
de bautismo de sus hijos, de fojas 23 y 26 del expediente cara- 
tulado: ^Exhorto del doctor don Miguel Coronado, etc,^, que ya 
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en 1876 el mismo Fi^ueroa y su esposa doña Mercedes Valdés 
se hallaban domiciliados en la ciudad de San Nicolds^ como so 
declaró en dichas partidas, y no es esto solamente, sino que, co- 
mo resulta de la escritura de foja 39 del mismo expediento» Do- 
ña Mercedes Yaldés, con la venia de su esposo D. Francisco 
Figueroa, declarándose ambos vecinos déla ciudad de San Ni- 
colás, vende á D. Guillermo Hoyes un terreno situado en la 
misma ciudad, paraje Alto verde, lo que ratificad mismo do- 
micilio expresado al bautizar á sus propios hijos. Si estos he- 
chos son exactos, como resulta de los documentos mencio- 
nados, que son verdadero^ instrumentos juridicos, no pue- 
de caber duda de que el cargo de tutor de los menores Yal- 
dés discernido á D. Francisco Figueroapor el Juez del Kosario, 
no lo fué regularmente, y que sobre tal hecho no puede atri- 
buírsele competencia para conocer del juicio testamentario de 
personas domiciliadas en San Nicolás desde su nacimiento han- 
ta su muerte. Militan en este caso con mayor fuerza en eftte 
concepto las razones que movieron á V. E.á declarar la compe- 
tencia del mismo Juez de San Nicolás en el juicio sucenorio del 
Coronel San Polonio Gaitía, cuya causase halla en el tomo 26, 
página 307 de sus Fallos. 

Tal declaratoria es indispensable en el presente easo, en que 
aparecen herederos diversos, declarados los nno^i y otroi por el 
del Rosario con derecho á los mismos bienes fincados por muer- 
te de doña Isidora Valdés y cuando es necesario que se declare 
por el Jaez que resulta competente quién /i quiénes son lo-i ííníeos 
y aniversales herederos, que deben entrar en la pose^ion fU' \h% 
bienes testamentarios. 

Por las razones que pree<den soy de opíoi jn que V, K, d^he 
dar por trabada la contienda de competencia entr-^ ambos jue- 
ces, y d^rcílirla en favor del de Han N'.col is de los Arroy^^, 
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Remitidos los obrados ante el Juez del Rosario, se expidió 
otra 



VISTA D£L SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Abril 20 de 1892. 

Suprema Corte : 

Los autos traídos contienen hechos y documentos públicos 
que no tuvo en vista el señor Procurador General al fundar su 
dictamen de foja 20; tales constancias deciden mi juicio en favor 
de la declaración del Juzgado del Rosario. 

Todos los hechos que parecían determinar la competencia del 
Juez de San Nicolás de los Arroyos para el conocimiento en la 
testamentaría de los hijos de D. Celedonio Yaldés, quedan des- 
virtuados por las pruebas acompañadas en estos autos. 

Contra el hecho de la defunción de D. Celedonio Valdés en 
la ciudad de San Nicolás délos Arroyos y de las dos escrituras 
de ventas de dos terrenos en esa ciudad^ otorgadas en tal juris- 
dicción, aparecen todas las escrituras de ventas, poderes, tran- 
sacciones, fianzas y permutas que refíerenlas escrituras en tes- 
timonio agregadas de foja 106 á foja 131 . 

En todas ellas, Valdés figura como vecino de la provincia de 
Santa-Fé, recibiendo además como tal vecino los nombramientos 
de comisario que se registran á foja 143. Su domicilio en la pro- 
vincia de Santa-Eé queda así demostrado por tales constan- 
cias y por la de la extensa información de foja 173 á foja 249. 

Y ese fué su último domilicio. Así lo comprueba su testa- 
mento otorgado, in artículo mortis con las declaraciones que 
consigna el testimonio acompañado á foja 143. 

Las declaraciones eicpresas de todos los testigos al responder 
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á la quinta pregunta del interiogatorio de foja 172, confirman 
con detalles y circunstancias concernientes el hecho del falle- 
cimiento en su propia estancia, siendo el de la inhumación en 
San Nicolás délos Arroyos, dependiente de la proximidad y ma- 
yor facilidad de comunicación. 

El mismo domicilio del padre era el de sus hijos menores 
que vivían bajo la patria-potestad, según se comprueba por las 
declaraciones de todos los testigos examinados con sujeción á la 
T" y 8* preguntas del interrogatorio de foja il% explicando 
las traslaciones accidentales de los menores á San Nicolás de 
los Arroyos y hasta á Buenos- Aires, buscando auxilios médi- 
cos en sus diversas enfermedades. 

Como consecuencia de ese domicilio del causante de los hi- 
jos y del tutor^ se ha radicado y concluido la testamentaría de 
D. Celedonio Yaldésante el Juez del Hosario;.aIlíse discernió la 
tutela, según la escritura de foja 252; allí se hizola partición y 
adjudicaciones á que se refieren los testimonios de hijuela acom- 
pañados de foja 254 á foja 257; allí, finalmente, se ha abierto la 
sucesión de los menores hijos de D. Celedonio Yaidés haciéndo- 
se la declaración de heredero universal á favor de D. José Ma- 
ría Valdés, á foja 16, y dándosele posesión judicial de los bienes 
de la herencia, según las diligencias de foja 78 á foja. . . 

Desde el matrimonio de D. Celedonio Valdés en la parroquia 
del Rosario, según la partida de foja 51, hasta su fallecimiento 
en la estancia, desde la partición y adjudicación de sus bienes 
entre sus menores hijos y la continuación de la habitación en la 
misma estancia paterna á cargo de su tutor Figoeroa, hay una 
serie de hechos que prueban un domicilio fijo y permanente en 
Santa-Fé, no desvirtuado por las circunstancias invocadas en 
favor de la competencia del Juez de San Nicolás de los Arro- 
yos. 

Si es innegable que el domicilio permanente de D. Celedonio 
Yaidés y su familia faé su estancia de Santa-Fé, no es discutí* 
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ble ni se ha puesteen duda la jurisdicción con que se discernió 
por elJuzgado del Rosario en el cargo de tutor á favor de Fi- 
gueroa y se liquidó la testamentaría del causante. Ese domi- 
cilio no sólo está demostrado que no fué cambiado después, sino 
que aún cambiándose de hecho, en nada alteraba sus consecuen- 
cias legales. 

Los artículos 404 y 405 del Código Civil declaran que la mu- 
danza de domicilio ó residencia del menor no influye en cuanto á 
la competencia del Juez que hubiese discernido la tutela, y los 
incisos 6y 7 del artículo 90 del mismo Código, que los incapaces 
tienen el domicilio de sus representantes y que el domicilio qne 
tenía el difunto determina el lugar en que se abre su sucesión. 

Por ello^ si V. E., de conformidad alo pedido en esta parte por 
el Procurador Generala foja 20del expediente corriente^ prescin- 
diera de la forma irregular en que ha sido trabada la competen- 
cia para resolverla sin más trámite, opino que debería decidirla 
en favor del Juez del Rosario, ante cuya jurisdicción se han 
radicado las testamentarías deD. Celedonio Valdés y sus meno- 
res hijos. 

Sabimano Kier. 



Fallo fie Ia Suprcmn Corte 



Buenos Aires, Julio 11 de 1893. 

Vistos y considerando : Primero. Que según resulta de la 
información producida en el incidente sobre competencia en la 
testamentaría «Valdés, doña Isidora», don Celedonio Valdés, pa- 
dre de la causante, estaba domiciliado en San Nicolás^ donde 
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habitaba con su esposH é hijos legítimos, una finca de 
dad. 

Segundo. Qne esta información debe prevalecer sol 
se produjo para acreditar la competencia del Juzgac 
mera Instancia de la ciudad del Rosario, porque estí 
rada por el hecho de haber nacido j fallecido en Ss 
todos los hijos legítimos de don Celedonio Valdés, se( 
de las partidas respectivas que corren en autos, y po 
función del meucioaadodon Celedonio, en la c»al s< 
estaba domiciliado allí mismo. 

Tercero. Que resulta igualmente de la citada iri' 
que don Francisco Figueroa tenía 3;i domicililio en Si 
habitando con su familia y sns pupilos la misma ca 
bía pertenecido á don Celedonio, lo que se comprueb 
por el juicio de desalojo seguido contra él por el ai 
dor de los bienes de la sucesión de la menor Isidora 
por el informe del Intendente Municipal, últimami 
gado. 

Cuarto. Que la fuerza demostrativa de estas cons 
se desvirtúa por el hecho de poseer don Celedonio V 
piedades en Santa-Fé, y de haber celebrado v.irios C( 
el Rosario, ni por la escritura de protesta, y el podei 
gó Figueroa en el Rosario, porque tales actos no oat 
cilio; y la simple aseveración contenida en esos docui 
estar avecindado allí no puede oponerse á la compre 
domicilio, en debida forma, á que antes se hizo ref 

Quinto. Que, demostrado como queda, que el di 
don Celedonio Yaidés, á la ^poca de su fallecimiento 
. San Nicolás de los Arroyos, y que en el mismo luj 
conserva su domicilio don Francisco Figueroa, tutor 
ñor fallecida, el hecho del discernimiento de la tutel 
da en el Rosario, no puede modificar el estado jurít 
cosas, desde que, conforme al artículo ochenta y si 
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digo Civil, el domicilio real de las personas se determina por el 
asiento principal de su residencia, y de sas negocios; y puesto 
que, según el artículo noventa y cuatro del citado Código, e^ 
lugar donde una persona tiene establecida su familia prima pa- 
ra la fijación del domicilio, sobre el asunto de los negocios, cuan- 
do este no fuere el mismo. 

Por estos fundamentos, con arreglo alo previsto por el artí- 
culo noventa, incisos sesto y séptimo, del Código Civil y oído el 
señor Procurador General: se declara que el Juez competente 
para conocer en este asunto es el de primera Instancia de San 
Nicolás de los Arroyos. Remítanse, en consecuencia, los autos, 
y avísese por oficio al Juez de primera Instancia del Rosario. 
Notifíquese original y repónganse los sellos. 



BENJAMÍN PAZ. — LUIS V. VÁ- 
RELA. — ABEL BAZAN.— OC- 
TAVIO BUNGE. 
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CAUSA CL.XXXIII (1) 



El 5r. D. León Doldati contra el Banco Muñoz Rodríguez y C', 
sobre pago de obligación á moneda nacional oro 



Sumario. — l'^Las obligaciones á moneda nacional oro, pue- 
den ser chanceladas con billetes de curso legal por su valor es- 
crito. 

^ La ley de 15 de Octubre de 1885, es constitucional. 



Caso. — Lo indica el 



Fallo del Jíuez Federal (ad hoc) 



Tucuman, Marzo 4 de'1886. 



Vistos: estos autos seguidos por el Dr. D. León L. Soldati 
contra el Banco Muñoz Rodriguez y Compañía, sobre cobro de 



(1) No habiendo podido resolverse esta causa por haber cambiado el per- 
sonal de la Suprema Corte, fué vista nuevamente en 30 de Mayo de 1893. 
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cuatro mil ochocientos pesos moneda nacional oro ( pesos 48Ó0 
oro ), depositados eu dicho establecimiento, parte á nombre del 
expresado Soldati y parte al de su hijo Dr. D. Alberto Soldati, 
con los intereses estipulados y los legales desde la fecha de la 
demanda, y en que el demandante dice de inconstitucionalidad 
de la ley del Honorable Congreso de i5 de Oc-ubre de 1885, en 
su artículos^. 

Y considerando : 1^ Que según los documentos de fojas 1 y 
2, la obligación ha sido estipulada á pesos moneda nacional oro, 
la que es tipo ó unidad monetaria del país, según la ley de 5 de 
Noviembre de 1881. 

2*> Que el contrato forma para las partes la regla, á la que deben 
someterse como á la ley misma (artículo H97 del Código Civil). 

3^ Que ya se trate de billetes del Banco Nacional, ya de los 
del de Muñoz Rodríguez y Compañía, la obligación siempre se- 
ría pagadera con la moneda metálica en ellos expresada, pues 
dichos billetes no son precisamente moneda, sino promesas de 
pagar al portador y á la vista, la cantidad que indican, no sien- 
do propias ni teniendo razón de ser las distinciones que vulgar- 
mente, se hacen de pesos moneda nacional, pesos moneda na- 
cional oro, moneda nacional oro efectivo ó sonante, billetes mo- 
neda nacional oro, etc. desde que antes del curso forzoso, todos 
estos términos, nD refiriéndose á monedas extranjeras ó especia- 
les, tienen el mismo significado legal, y no pueden referirse sino 
á la moneda metálica creada y puesta en circulación por el Con- 
greso, como unidad monetaria de la Nación ó bien á billetes de 
Banco que son el signo ó el título fiduciario que la representan 
exactamente y que tienen su mismo valor, antes del curso forzo- 
so, como se ha dicho. 

4^ Que desde el momento en que dichos billetes se han de- 
preciado, por efecto de aquel, su circulación no es ya la misma 
ó á la par con el oro, y el deudor no pagaría con ellos la canti- 
tidad debida, dándolos por su valor escrito. 
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5"^ Que caando la obligación del deudor es entregar una su- 
ma determinada, especie ó calidad de moneda corriente nacio- 
nal, cumple con ella dando la especie designada ú otra especie 
de moneda nacional al cambio que corra en el lugar el día del 
veneímiento de la obligación (artículo 619, Código Civil ); dis- 
posición que no ha sido expresamente derogada, como no lo han 
sido las demás leyes sobre moneda, pues según las discusiones 
originadas en las Cámaras del Congreso, con motivo de la citada 
ley decurso forzoso, nada se ha dicho en el sentido de dejar sin 
efecto el imperio 6 vigor de las mismas. Las leyes disponen pa- 
ra lo futuro, no tienen efecto retroactivo, ni pueden alterar los 
derechos ya adquiridos ( artículo 3**, título De las leyes, Código 
Civil). Las leyes reglan los negocios pendientes y futuros, 
nunca alteran los derechos adquiridos, ni las obligaciones naci- 
das de actos ó contratos anteriores á su promulgación (Regla 
3% Código de Comercio). 

6° Que aún en el caso de que la expresada ley del Congreso 
haya derogado tan fundamentales disposiciones, tampoco pue- 
de ella surtir efectos retrospectivos para alterar los derecho.^ 
adquiridos por convenciones privadas, por cuanto el Congreso 
carece de atribuciones para dictar leyes ex posí fado, que al- 
teren ó menoscaben los contratos lícitamente celebrados entre 
particulares, haciendo ilusorios los efectos de los mismos. 

7** Que dicha ley, en su artículo 3°, dice que las obligacio- 
nes anteriores á la fechad© los decretos del Poder Ejecutivo so- 
bre curso forzoso, contraídas á moneda nacional oro, podrán ^ei 
chanceladas, etc. y desde luego la interpretación racional podría 
ser de que ha dejado ala voluntad délas partes cumplir sus 
obligaciones con dichos billetes por su valor escrito, si ellas lo 
quisieren, 6 si el acreedor los aceptase de tal manera; pues la 
expresión podrán, que es un término facultativo^ lo hace pre- 
sumir así. 

8"^ Que, no obstante esto, si se atiende á la larga discusión 
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que ha precedido á esa ley, la manera coma ha sido ella recibi- 
da en el país y la interpretación general que se le ha dado, es 
indudable que la mente del Legislador no ha sido otra, que la 
de que aquellos sean recibidos por su valor escrito en dichas 
obligaciones^ lo que importaría crear un verdadero valor en fa- 
vor de dichos billetes. 

O"" Que la facultad de crear valores en el Congreso, sería re- 
pugnante á la Constitacion, á los principios más fundamentales 
de la Economía Política, ala forma y esencia de nuestro siste- 
ma republicano, representativo de Gobierno, á la índole de nues- 
tras instituciones y á la naturaleza misma de las cosas, porque 
es esencial á esa forma, la no existencia de poderes que establez- 
can lo arbitrario y la violencia de la ley, pasando por sobre ella 
y dejando burlados su imperio y las garantías que acuerda, co- 
mo ya lo declaraba la Constitución del año 19, al decir en su ar- 
tículo 107: € Ninguna autoridad es superior á la ley: ellas 
mandan, juzgan ó gobiernan por la ley, y es según ella que se 
les debe respeto y obediencia ». 

10"* Que la facultad conferida al Congreso por el inciso 10 
del artículo 67 de la Constitución, para hacer sellar moneda, 
fijar su valor y el délas extranjeras, sólo importa la de deter- 
minar el peso y cantidad de fino que ellas contengan y estable- 
cer la relación de cambios entre la moneda y los variados obje- 
tos que con ella puedan cambiarse. No puede, pues, el Congre- 
so, en una palabra, asignar un valor determinado á la moneda, 
porque ese valor, como el de todas las cosas solicitadas por las 
necesidades ó deseos del hombre, es anterior y superior á toda 
ley y escapa á cualquier combinación de los poderes públicos. 

Es por esto, que nada hay que tenga valor intrínseco como 
no lo tiene la moneda, porque siendo él una relación de cambio 
variable en cada lugar y aún en cada momento, nace de aque- 
llas necesidades, de la libre apreciación que el hombre hace de 
las cosas, de la ley de la oferta y de la demanda. 
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11** Que la pretensión de que el Congreso de los Estados-Uni- 
dos, y por analogía el nuestro, pueden dictar leyes ex posí 
fado que modifiquen los efectos de contratos anteriores, en vir- 
tud de la soberanía que ejercen 6 porque la prohibición expre- 
sa que ul respecto contiene la Constitución de aquel país, se re- 
fiere á los Estados y no al Congreso, y por no contener la nues- 
tra una prohibición análoga, carece de fundamento* por cuanto 
la facultad para dictar sus códigos respectivos y reglar las rela- 
ciones de los particulares entre sí 6 entre ellos y los Estados, 
corresponde exclusivamente á estos, no al Congreso, y la prohi- 
bición entonces, no necesitaba referirse al último, y porque en- 
tre nosotros, siendo aquella facultad ya del Congreso 6 de los 
Estados, en su caso, tal prohibición, si no expresa, existe im- 
plícitamente para uno y para otros en la Constitocion. Existe 
en el espíritu de ella por sus motivos, sus objetos, su índole y 
por los principios fundamentales que le han servido de base, de 
acuerdo con el espíritu institucional del país desde su indepen- 
dencia. Porque las facultades, así del Congreso como de los Es- 
tados, son por 8u naturaleza, limitadas, porque, en fio, el ejer- 
cicio déla soberanía no puede ir basta lo imposible, y no ha ha- 
bido igualmente necesidad de inútiles prohibiciones expresas. 

12^ Qne las leyes del Congreso nunca pueden autorizar á los 
deudores á pagar menos de lo que deben en compromisos ubres 
y legítimamente contraídos por los mismos, privando á los acree- 
dores, sin razón ni objeta, de lo que justa y legaimente les per- 
tenece. 

IS"" Que es indudable que la razón del artículo 3^ de la ley 
de 15de Octubre, ha sido la de considerarlas obligaciones con- 
traídas á moneda nacional oro, ojmo pagaderas, simplemente 
con lo& billetes que tal moneda expresan, sin tener en cuenta 
que el papel 6 billetes, por tí sólo nada vale sí la condición y 
promesa que contiene, deja de het cierta y segura, y que si algo 
valp, aún ^n sa circulación forzo^ü, es siempre por la esperanza 

T. M V7 
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deque, en un término más Ó menos breve, realizará él lo que 
promete, entregando al tenedor lo prometido, es decir, oro. 
Porque si los billetes de Banco, en circunstancias normales, cir- 
culan j son recibidos fácilmente, es porque^ valiendo lo mismo 
que la moneda metálica, que expresan y garanten, ofrecen sobre 
ella la ventaja de su mayor comodidad en su manejo. De mane- 
ra, pues, que, como se ha dicho, las obligaciones á moneda na- 
cional oro, no pueden cumplirse con billetes depreciados, que 
no realizan ya lo prometido, sino mediante el aumento necesa- 
rio hasta igualar el valor de la promesa. 

14^ Que el Congreso no ha podido, entonces, sustituirse á la 
voluntad de las partes contratantes, al sancionar el artículo S° 
de la expresada ley, para excluir de sus obligaciones, lo que ellas 
no han tenido intención de excluir, pues habiendo convenido 
cumplirlas en moneda nacional oro, como en el presente caso, 
dicha intención no ha podido ser otra que la de satisfacerlas en 
la moneda estipulada, ó bien en billetes que corrían á la par 
de ella, y no la de excluirla para referirse á billetes por sólo su 
valor escrito, cuando ese valor no fuera ya el que ellos ex- 
presan. 

15° Que dicho artículo importa un menoscabo directo y vio- 
lento de la propiedad, expresamente garantida por el artículo 17 
de la Constitución, importa un decreto ruinoso para unos en be- 
neficio de otros, ataca las bases sobre que descansan el comer- 
cio, las industrias y la existencia misma de la sociedad, trayen- 
do desórdenes y perturbaciones necesariamente mayores que 
las que pretende evitar, como exigencia del orden público; todo 
lo que viene á quebrantar los preceptos y los altos propósitos 
de la Constitución y demás leyes nacionales referidas, que es 
deber de los Tribunales evitar, por medio de la acción tranquila 
y protectora de la justicia^ pues uno de sus objetos (de la Jus- 
ticia Nacional ) es sostener la observancia déla Constitución 
Nacional, prescindiendo al decidir las cansas de toda disposi- 
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cion (le cualquiera de los otros Poderes Nacionales, que esté en 
oposición con ella 9 (artículo 3% ley nacional de 16de Octubre 
de 1862). 

{&" Que aquellos efectos no pueden ser, puos, bajo pretosto 
alguna, los de una ley conforme con la Constitución, ni tampo- 
co la misión de los poderes públicos. 

I?"* Que, desde luego, la disposición del artículo S"* de la ley 
del curso forzoso no es, ni puede ser, de orden público, como se 
alega, á semejanza de las leyes tutelares 6 protectoras de la pro- 
piedad. 

IH"" Que la ley del Congreso con la simple aprobación de los 
decretos del Poder Ejecutivo, asignándoles su verdadero alcan- 
ce, habría tenido siempre el carácter de ley de orden público, 
porque siendo su objeto establecer el curso forzoso de las emi- 
siones de los bancos, para evitar, por medio de la ínconversioo, 
que estos se priven de su encaje metálico, el orden público no 
podía ya exigir ana sanción como la del artículo 3' citado, pue« 
precisamente, por ese artículo, la ley pierde aquel caráct«r« 
porque crea un valor ficticio en favor de los bíllet<>s de banco, 
dándoles fuerza eancelatoria por feu valor escrito* valor que n/i 
tienen y queseo podría dárselo el mercado en que circulan. K»' 
to estante mis evidente, cuanto la« ^;ircuni!itaiicí<is en que di* 
cha ley ha sido dada no han rev^^itido un caráct«^r tan «rxtraor* 
dinaríaments exeep'ional. paraL^cer, pvr medio d^ dU« qu« 
tenga valor lo que realmente no h tenía, 

19* Que el átí^:l^ de e^d ley r^'taita má«»aárj, «ruai^do «* re- 
fiere i bancos pdrtieulare^S; que évn empre^u^ cx^ uier cial<í«, ^^^^m^o 
cualesquiera otra^, fcujet<ib <rn ^u^ operaciones ven tu ^zpioto» 
cion á i'>í Taívrínt;6 r o'^ttir^genvia^ á '^ue toao nír;^'^;,o te h*j!sx*^ 
te, en mt- dio de Ivt Uitlxsxexí'jt^ *rfJOí;7fliií>ot j^r'CuUaret <1«;J 'X*- 
mercío. 

30*' <¿ut *:l puírl-0 Uiltzij d*r Ja í^'avi'^Xi K'<krhi:A'Ahi yoC^r y íLe 
Uíacultid fit ík'Urrar ia iLÍlueucia juitturitl d<: a^ju^llot ft-nOitte' 
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nos, dando un valor cualquiera á cosas que no lo tengan, no po- 
diendo, por lo tanto, su representante, el Congreso, usar de fa- 
cultades que no se le han conferido ni podía conferírsele. «Es 
necesario cuidar que las leyes estén concebidas de manera que 
no choquen con la naturaleza de las cosas» (Montesquieu, Espril 
des Lois). 

21^ Que siendo la moneda una mercancía, ella está sujeta, 
como las demás, á las variadas oscilaciones del mercado, á la 
ley de la oferta 7 de la demanda, 7 no puede, por lo tanto, su 
valor, obedecer á reglas ó prescripciones legislativas, como lo 
prueba el mismo billete nacional, que á pesar de la ley que le 
asigna el valor que él expresa, según lo considerado, continúa 
depreciado en más de la mitad de su valor, como lo prueban asi- 
mismo, contratos particulares del Poder Ejecutivo Nacional, en 
los que éste tiene que pagar con dichos billetes por su valor co- 
rriente en plaza. Esto es debido, pues, á que el valor de la mo- 
neda, como los demás, es sólo la relación de cambios entre ser- 
vicios ú objetos cambiables: do ut des, fació ut facías. « Las 
necesidades y los deseos de los hombres, son la f uent(^ del valor, 
y el dinero ó las mercancías que se dan en cambio de lo que se 
solicita, constituye su medida » (Aristóteles, cita de Biche- 
lot, página 163). Que cada servicio llevado al medio social, va- 
le tanto como cualquier otro servicio á que hace equilibrio, con 
tal que de todas las ofertas y todos los pedidos tengan la /t¿er- 
¿a(¿ de producirse, de compararse, de discutirse, y aunque se 
quiera apurar y sutilizar, es imposible concebir la idea de valor 
sin asociarle la de libertad, y cuando ninguna violencia, ningu- 
na restricción, vienen á alterar la equivalencia de los servicios, 
puede decirse que reina la justicia (Bastiat, Armonías Econó- 
micas, página 428; V. Colmeiro, Economía Política, página 284 
á 293, De la alteración de la moneda y de la medida común de 
los valores). 

^at Que desde el momento en que se decreta el curso forzoso 
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de billetes de banco, ellos, necesaria j forzosamente, se depre- 
ciau, potqne desaparece la confianza j la seguridad que inspi- 
raban con respecto á su valor, no pudiendo la ley contraria 
detener tal efecto diciendo que valen la cantidad que elloá 
presan, ni ordenar se reciban por su valor escrito, alterando 
completo y de antemano los efectos legales de los contratos 
tre partes, que sólo ellas pueden modiñcaí ó los jueces enl 
der de su alcance y de sus efectos en los juicios que su^giei 
porque, como queda considerado, las relaciones jurídicas ci 
das voluntariamente por los particulares entre sí, medií 
convenciones licitas, perfecta y claramente previstas poi 
ley, no pueden ser alteradas, revocadas ni prohibidas por 1< 
ex post fado, qne destruyen derechos adquiridos bajo el an 
To y garantías de leyes anteriores . 

23° Que no hay ejemplo contrario de lo anteriormente 
puesto con relación al quebranto del billete de banco, i 
siempre lo ha sufrido, más 6 menos considerablemente, cna 
se lo ha declarado de curso forzoso, y aunque se baya pretei 
do imponer, del modo más severo, por la autoridad, sa recibo 
su valor escrito. «Es, pues, imposible qne el poder público pi: 
realizar on hecho contrario á la esencia de Hs cosas y á la ni 
raleza de las relaciones necesarias que de ellas se derivan» . — 
hay así medio hnmano al alcance del poder público para dest 
la clara y fundamental noción dtl valor y cambiar, por un ; 
de su voluntad, las leyes externas é inmutables que rigen la 
turaleza. .. » <La facultad de acuñar moneda, qne fué conf 
á la autoridad como una garantía de exactitud é igualdad, 
dispensaría de la necesidad de averiguar el peso, y la le 
cada moneda, llegó á convertirse, por un ahuso de poder 
nna prerrogativa exorbitante, inherente y propia del poder 
berano. Ejerciendo esta facultad sin otro límite que el d 
necesidad ó conveniencia, sin más criterio que el de su pn 
voluntad, llegó á persuadirse que sidaba d un cheling el n 
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brede libra, debía por eso sólo el cheling tener el valor de una 
libra; ó que si mandaba recibir un billete por su valor escrito, 
ese billete había de tener el mismo valor de la moneda expresa- 
da, porque así lo exigía la necesidad ó conveniencia del sobe- 
rano; y porque yi^ocí principiplacuü, legis habet vigorem,^ (Mo- 
reno, Obras Jurídicas, Curso forzoso). Que «siempre que esta 
verdad tan simple (la del valor de la moneda) y claramente de- 
mostrada, ha sido desconocida por el poder público, que ha in- 
troducido alteraciones en el peso y ley de la moneda, intentan- 
do conservarle su primitivo valor, ó cuando ha querido atribuir 
á papel moneda ó billetes de curso forzoso el mismo valor que 
tenían cuando eran convertibles, ó el que arbitrariamente qui- 
siera designarle para imponerlo en esas condiciones, en las 
transacciones privadas, la experiencia ha venido á comprobar 
la exactitud de la teoría, anulando los efectos del precepto es- 
crito, por el cumplimiento real ó inquebrantable de las leyes 
naturales.» «Ninguna medida coercitiva, por violenta que haya 
sido, ha podido impedir que el precio de las cosas se elevara en 
proporción de la disminución del valor de la moneda, y el papel 
de curso forzoso no ha conservado un solo instante, desde su 
aparición, el valor escrito con que intentara imponerse». «El 
mismo poder público que dictara el precepto, se ha visto redu- 
cido á reconocer su completa ineficacia y la inutilidad de todos 
sus esfuerzos en esa lucha por un imposible; y siempre que se 
ha encontrado en la necesidad de verificar cambios, con la mo- 
neda que emitiera 6 alterarcí, ha tenido que someterse al im- 
perio de la ley que rige invariablemente el valor, y que aceptar 
la depreciación que es consecuencia necesaria y discreta del 
cumplimiento de esa ley.» (Moreno, Obras citadas). 

24^ Que estos principios han tenido entre nosotros entera 
sanción en la práctica, y se hallan, asimismo, consagrados 
por las legislaciones más adelantadas, por nuestras propias 
tradiciones legislativas y por la Constitución (artículo 67) y 
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leyes civiles vigentes. Los bonos territoriales do los KntadoH 
Unidos, en tiempo de la Independencia, que se hallaban garan- 
tidos con las propiedades nacionales sufrieron tanta deprecia- 
ción, que fueron completamente rehusados por el público y so 
hizo necesario reemplazarlos con moneda metálica. Igual cona 
sucedió en Francia con los billetes de 1790, llamados aHifjnadoi, 
garantidos también con propiedades del Estado, pues resultó 
que su quebranto fué tal, que no obstante todos los osfuorzoH 
inauditos de la autoridad para evitarlo, llegó el caso de que no 
fueran recibidos sino por la centésima parte de su valor oxcrito; 
más tarde bajaron á un medio por ciento, hasta quo^ por fín, nn 
valor fué nulo, porque nadie los recibía incluso (rl mismo (Go- 
bierno, que en sus apnros financieros, Ih^gara baHta decretar 
la pena de mueiie contra aquellos que los rehusasen. Kn Ingla- 
terra, tan sagrados eran ya en 1797 el nr^p^to y las garanl.í;iH 
de los derechos individuales, que con motivo de la MUHp^;nMÍon 
de pagos de su banco, declarados inconvertibles huh ))í\UiUtH, j 
á pesar de las grandes necesidades publican en qu^; -le hallaba 
]a Nación, el Parlamento dictó una If^y que c^^nt^?ii(a, ^rntre otra«, 
estas dispo'siciones : « Si alguna [;er«.ona deponita una mmH uo 
menor de qoínieatas líbra.^ e<terlina4, en oro, torn4r»do uffU^, tt\ 
Banco pued»; d*:volver in Mpe^-te tr^M fJi^xX^^ y^rU',% ák U %umíi. 
El pago de deaii* ó n jta% d*? ban^y^, ^hti tutu>,'v\Hti%f\h f/fUí'» h*'.- 
cho en díni^ro contan?-^, %i e% ofrf.d/l// y /í/:^fdado f/tffio t^L * 

25** Que ia faí:^ 1> ^uWfh^ÁfriH*. *rn h. f/fW^t-Vt p^fJi 'a\///^p^í 
valor á lo^ b I.^le» *!> t^hXVí { ;tzo\o *:<í -. rr/íí'^ 'í'% nfil".', ', 
3* de la l*j it 15 \t h",\\ut>, %h u\.\^ f'/»utttfi^t\\ y,% U \ *r.<- 
prodencu %\> \\ ^,*\\u>/.A', U r. iy^.:ux ^/it\^. <>, ,//< í,í*vív* 
üniiíH. ^:3i'^ I: í>'*r.jr *^'^*r» \,k <.'//m,^,:.>.< ^r^v/c *^,, •:> V^í w^ 
son. qa* t^üli ¿ í • ix'i'.t vft \ /r.'uw*^» í '^AO^f'^-r/'-K ^^^ **» • 
qoed^-;:» p:*zi.r-..^ *r. ^.►r-v 7 > vU ^" ,*.-:* V/'* ,/i,'^f<y''t v-; ,/ ,x 
moG-rÍA, riivíírí tívt'.r-', :,">-:/ '^c V ;^3r*' * ''.^: ti í,t'i^^-v>^^ 
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SO forzoso de 1862. La Corte, después de un luminoso estudio 
7 adoptando otra resolución análoga de la Corte de Circuito del 
distrito de California, mandó satisfacerla obligación endoZ/ars, 
porque la misión de las Cortes de Justicia, decía, es mantener 
los contratos de acuerdo al legítimo y sobreentendido propósi- 
to de las partes». El caso posterior y análogo de ButteryHor- 
witz, en que k Corte Suprema revocó el fallo de la de Maryland, 
en cuanto mandaba pagar los intereses del crédito en papel mo- 
neda, confirmándolo en la parte que ordenaba el pago del capi- 
tal de la deuda, en oro efectivo. Elde Broderich contra Magrair, 
en que los albaceas del primero pretendieron pagar al segundo 
en papel moneda de curso forzoso, un vale pagadero en oro. La 
Corte de San Francisco condenó á los deudores al pago en oro 
sellado, confirmando el fallo la Corte Suprema en 1869. £1 de 
un arrendamiento, en que el arrendatario, invocando la misma 
ley de curso forzoso, pretendió pagar el arriendo en papel mo- 
neda. La Corte Suprema, revocando en 1878 la sentencia de la 
Corte de Massachussets, declaró que el pago no podía hacerse 
con papel moneda sino en la moneda estipulada. En varios otros 
casos, la misma Corte Suprema decidió que las deudas por con- 
tratos anteriores al 25 de Febrero de 1862, en que se estable- 
ció el curso forzoso, cuyo pago se hubiera estipulado en moneda 
legal áe los Estados Unidos, aun sin especificdcion expresa de 
oro ó plata acuñada debían satisfacerse en esta última mone- 
da, interpretando que la voluntad de las partes no pudo ser otra 
en la época del contrato, que referirse á oro ó plata, que era la 
moneda de circulación legal. Reconsideradas estas causas, con 
más detenido examen, por la Suprema Corte, las confirmó ella, 
eximiendo de la ley de curso forzoso, las deudas provenientes 
de contratos celebrados con anterioridad^ y aun entendida la 
ley en tal sentido, llegó hasta declararla inconstitucional, ne- 
gando al Congreso la facultad de crear papel moneda de curso 
forzoso ( V. Moreno, Obras citadas ). 
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26'' Qae auestra Corte Saprema Nacional, ouyos fallos hacen 
jarispradencia/segan sus propias declaraciones (serie 1% tomoB", 
páginas 336y 341 de los Fallos), ha sentado iguales principios en 
varias resoluciones, entre las que so notan especialmente, las 
de las causas de D. Benito Escot contra el Banco Nacional y do 
D. Amadeo Gras contra D. Juan Yidela (Causas CXIX y CXX, 
serie 2% tomo 10, páginas 360 á 377, fallos citados). 

27^ Que los demás antecedentes patrios sobre la materia 
traen también los siguientes datos que confirman igualmente 
los mismos principios ya expresados. La ley del Congreso de 8 
de Mayo de 1826, el decreto del Gobit^rno de Dorrego de 22 de 
Setiembre de 1827, derogatorio del de Rivadavia de 10 de Ma- 
yo de 1826, y que contiene importantes declaracione/4 sobre esta 
materia. La ley de 30 de Abril de 1828, la que estableció que 
las obligaciones contraídas antes del 9 de Enero de 1826, en 
cuya fecha se acordó la inconyersion de sus billetes al Banco 
de Descuentos, debían entenderse contraídas en las monedas 
metálicas que legalmente corrían entonces, aunque no ne hur 
biese expresado especie alguna de moneda. Suspendido.^ lo» 
efectos de esta ley por decreto de 23 de Diciembre de 1828, fué 
á su vez revocado éste por el de 17 de Octubre de 1829^ que 
restableció dicha ley. Dorante el Gobierno de D. Juan Manuel 
Rosas, en Abril de 1839, se díct^'i una ley ^-onfirmando decreto» 
de la misma época, contrarios á aquellos principios; pero en Fc^ 
brero de 1846, vino la ley que reaccionando sobre e.%to<» decre- 
tos, establecía: Que, < toda letra ó d^H^amento que contenga 
obligación de pagar en metálico, sería ciimplidí; pagándov; %u 
equivalente en papel moneda corriente^ alc/imf/io que tunie$e al 
tiempo del pago*. La Constitución de Kueno^ Aire^ de 1873 e-j- 
tablece en au artículo 19: «No se d¡' taran U-j^.-i f\nfí import*rn 
sentencia, qos empeoren la c^oufVyúou d^ ío-t acTMadon por h - 
chos anteríor'íS, privan de der^chof» a/'J^jíjírido^ o alter-n la-i 
obiígaiñones de »o^ contratos** L» ley de 25 de ?,f'X\'',tti\}r^, d*! 
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1876, sobre curso forzoso, la que no iguala los billetes de Ban- 
co á la moneda metálica, sino que, al contrario, reconociendo 
que son de diferente valor, permite que la deuda en moneda 
metálica pueda satisfacerse en papel moneda, 6 en billetes, con 
arregto al artículo 67 de la Constitución, esto es, por su justo 
equivalente 6 valor corriente». Por cuya razón el P. E. fija- 
ha dos veces por semana el valor corriente del papel moneda con 
relación á la moneda metálica. «Que la circulación de las no- 
tas inconvertibles del Banco Provincial de Buenos Aires por ol 
valor que les atribuía la opinión pública en razón de las necesi- 
dades del mercado y del crédito del establecimiento emisor y 
del Gobierno que las garantía con su sello, era la única imposi- 
ción obligatoria de dicha ley en las transacciones ^entre parti- 
culares. Siendo este manifiestamente el pensamiento del Con- 
greso Argentino al dictar esa ley (la de 25 de Setiembre cita- 
da), no puede atribuirse el de que, procediendo contra la 
naturaleza general de la moneda haya querido dar á los bille- 
tes, no reembolsables del Banco, el mismo poder de compra ó 
cambio que tienen las especies metálicas (tomo 10, serie 2"^, 
páginas 375 y 376, Fallos de la Suprema Corte). 

28° Que las demás leyes bástala fecha no han desconocido ni 
desvirtuado los principios considerados y que, «en cuanto al pa- 
pel moneda, jamás nuestras costumbres admitieron su imposi- 
ción por el valor escrito. Aceptando sus naturales efectos, desde 
su aparición, nuestras leyes se acordaron con los hechos, y le 
reconocieron únicamente sn valor verdadero, el que determina 
la ley de los valores, es decir, su valor corriente» ( Moreno, 
Obras Jurídicas, tomo 1*^, página 98). 

29° Que el artículo 619 del Código Civil, invocado por el de- 
mandante, no es sino una confirmación más de estos principios 
y de los que, tanto expresa como implícitamente, consagra 
nuestra Constitución Nacional, no pudiendo por lo tanto la 
disposición del artículo 3° de la ley de 15 de Octubre, ser ca- 
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lificada como de orden público, según queda ya considerado. 

30^ Que si bien se consideran como leyes de orden público 
las que reglan la circulación monetaria y la emisión de los ban- 
cos, la presente no reviste ese carácter, por cuanto su regla- 
mentación no se ha limitado á esos objetos solamente, sino que, 
yendo contra la naturaleza de las cosas, ha impuesto, inusita- 
damente, el precepto de dicho artículo S'^. «¿Qué significaría el 
orden público si él consistiera en el valor escrito del billete, 
en presencia de esa práctica contraria de los negocios, públi^'a- 
mente observada á vista de la autoridad y con su conocimiento 
y aprobación ? No puede decirse que un estado de cosas que ja- 
más ha existido, ni puede existir, constituya el orden público; 
porque, razonablemente, no puede pretenderse como even- 
tual 6 permanente, un orden social, un interés público impo- 
sible.» 

31^ Que^ según lo considerado, la ley del Congreso de 15 de 
Octubre de 1885, en cuanto dispone que se reciban por su valor 
escrito los billetes, de curso legal en las obligaciones contraídas 
amoneda nacional oro y con anterioridad á los decretos que ex- 
presa, es inconstitucional, y no puede, -en consecuencia, tener 
aplicación al caso subjudice, el precepto que se invoca, de qut» 
ninguna persona puede tener derechos irrevocablemente adqui- 
ridos contra una ley de orden público. 

32° Que las posiciones de foja 44 no influyen absolutamente 
en contra de lo considerado, ni justifican las pretensiones del de- 
mandado, en ninguna de sus partes, porque ellas sólo establecen 
lo que ya consta de estos autos, y el depósito en billetes como 
queda supuesto en el considerando 3°. 

33^ Que en cnanto á la personería desconocida en el escrito 
de foja 3i , nada se ha dicho en el de foja 51 , y ella se halla ex- 
presamente aceptada ya en el acta de foja 47. 

Por estas consideraciones, fallo: Ordenando que el Banco 
Muñoz Rodríguez y C*, no obstante él artículo 3° de la ley del 
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Honorable Congreso de 15 de Octubre de 1885, que este Juzga- 
do reputa inconstitucional, pague el capital cobrado con los in- 
tereses estipulados hasta el día del vencimiento de los docu- 
mentos de fojas 1 y 2, con billetes de curso legal por su valor co- 
rriente, con relación al oro, en dicha fecha; y los intereses legales 
desde la fecha de la demanda, con iguales billetes por su valor 
actual corriente en plaza, con relación á aquella moneda. 
Notifíquese original y repónganse los sellos. 

José A. Olmos. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Marzo 4 de 1891. 
Suprema Corte : 

Consta en estos autos de la absolución dada á foja 46, á la 
2*^ de las posiciones de foja 44, que el depósito que se cobra por 
el demandante fué hecho c en billetes de banco amoneda nacio- 
nal oro». Y consta igualmente, que el Banco Muñoz Rodriguez 
y Compañía, en que tal depósito se hizo, quiso pagarlo en bille- 
tes de curso legal por su valor escrito, y que tal pago fué rehu- 
sado por el acreedor señor Soldati, quien pretendió se le entre- 
garan dichos billetes^ uo por su valor escrito, sino por el que 
tuvieran en plaza en el día del pago. 

Si como lo sostiene el mismo demandante, su acción se apoya 
en la disposición del artículo 2182 del Código Civil que cita, es 
indudable que carece de derecho en la pretensión que ha dedu- 
cido. Ese artículo dispone que el depositario devuelva al deposi- 
tante, la misma cosa que recibió en depósito, y restituyendo el 



DE JESTICU üAaOllAL 429 

Banco en billetes la misma soma que reeibió en depósito había 
cumplido SQ obligación. 

Pero el depositario rehusó recibir los billetes por el valor es- 
crito, 7 exigió se le entregase la suma en oro efectiTO ó en pa- 
pel por el valor qoe éste tnviera. Decía que cuando hizo el depó- 
sito sus billetes eran oro, puesto que eran convertibles á su pre- 
sentación, y que después de la ley que autorizó su inconversion , 
no representaban sino ei valor que la plaza les daba y no eran 
ya los mismos billetes que él había depositado. 

No puede negarse que el caso es original. Si el señor Soldati 
hubiera hecho el depósito en oro efectivo, y si se hubiera pre- 
tendido devolvérselo en billetes de Banco, habría habido, sin 
duda, lugar á cuestión, si no se consideraba la expresión oro en 
el documento probatorio del depósito, como constitutiva de la 
determinada especie ó calidad de moneda á que se refiere el ar- 
tículo 619 del citado (!ódigo, el depositario cumpliría su obliga- 
ción, entregando billetes en vez del oro recibido. 

Pretender que habiendo entregado papel, se devuelva oro, 
en presencia de la ley de inconversion, es cosa verdaderamente 
extraordinaria. 

El objeto de todas las leyes de curso legal ó forzoso, es auto- 
rizar las cancelaciones de las obligaciones que, antes de dictar- 
se aquellas eran á oro, por ser éste el medio circulante, con bi- 
lletes de cuya conversión se dispensaba al mismo tiempoal Ban- 
co que los había puesto en circulación. 

Pretender que las obligaciones á papel se chacelen á oro por 
haber sido declarados inconvertibles los billetes, sería dar á las 
layes de curso forzoso, una inteligencia y un alcance desconoci- 
do en el derecho, sería pretender que las leyes de este género, 
produjeran efectos contrarios á las necesidades que exigieron tal 
sanción. 

No hay, pues* base para esta demanda, ni hay el caso requeri- 
do para traer ajuicio la ley de inconversion. Sea ella inconsti- 
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tncional ó no^ el señor Soldati nunca podrá exigir otra cosa que 
la especie que entregó, ni el depositario podrá ser obligado á 
devolver otra cosa que la especie que recibió, y por cuyo menor 
valor por causas independientes de su voluntad, no es respon- 
sable. 

Por otra parte, después de una serie de resorluciones, por las 
que ya expresa, ya implícitamente V.E, ha reconocido la cons- 
titucionalidad de la ley en cuestión, no es permitido traerla de 
nuevo á discusión. Me basta referirme á lo resuelto por Y. E. en 
la causa seguida porD. Tomás Gunderden contra D. K. G. Po- 
derlund, por cobro de pesos (Tomo 33, página 39 de los Fallos 
de la Suprema Corte) . 

Pidopot tanto á V. E., se sirva revocar la sentencia recu- 
rrida. 

Antonio E, Ma lavar. 



Fallo de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Julio 11 de 1893. 

Vistos: Considerando: Primero. Que los documentos de fo- 
jas una y dos, que sirven de base á la presente cuestión, contie- 
nen obligación de pagar sumas de moneda nacional oro^ sin otra 
adición. 

Segundo. Que en consecuencia, las citadas obligaciones se 
hallan comprendidas en la disposición de la primera parte del 
artículo tercero de la ley de incotiversion, de trece de Octubre 
de mil ochocientos ochenta y cinco, por la cual las obligaciones 
contraídas amoneda nacional oro, podrán ser chanceladas en bi- 
lletes de curso legal por su valor escrito. 
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Tercero, Que la facultad del Congreso para dictar la mencio- 
nada ley, se desprende tanto de los atributos generales de sobe- 
ranía y sa constante aplicación en las naciones civilizadas, co- 
mo muy especialmente do las facultades que, esplícita é implí- 
citamente, le acuerda la Consjiitucion en los incisos tercero, 
quinto, décimo y vigésimo octavo de su artículo sesenta y 
siete. 

Cuarto. Que así lo tiene establecido la jurisprudencia de es- 
ta Suprema Corte (causa sesenta y dos de la serie tercera, to- 
mo sexto). 

Por esto y de acuerdo con lo pedido por el señor Procurador 
General y los fundamentos concordantes de su vista, se revoca 
la sentencia apelada de foja cuarenta y ocho ; y repuestos los se- 
llos, devuélvanse. 

benjamín paz.— LUIS V. VÁRELA. — 
ABEL BAZAN. — OCTAVIO BÜNGE.— 
JUANE. TORRENT. 
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CAVSA CliXXXIV 



Consulta del Procurador Fiscal de la Sección de Biienos Aire^ 
en la causa contra la destilería « La Estrella »; por defrau- 
dación de impuestos internos. 



Sumario. — La Suprema Corte carece de atribuciones para 
resolver consultas de los funcionarios judiciales. 



Caso. — Lo explica la 



CONSULTA DEL PROCURADOR FISCAL 



La Plata, Junio 7 de 1895. 

Señor Presidente de la Suprema Corte Nacional : 

Tengo el honor de someter á la consideración de esa Supre- 
ma Corte por intermedio de Y. E., el conocimiento de las órde- 
nes dictadas por S. E. el Sr. Ministro de Hacienda de la Na- 
ción, relativas á la intervención que asumo como Procurador 
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Fiscal de esta sección, en un juicio criminal seguido á la desti- 
lería € La Estrella >, por defraudación de impuestos internos, y 
cuyos antecedentes encontrará V. £. establecidos en las co- 
municaciones originales y en copias que acompaño á la pre- 
sente. 

Al ocurrir ante V, E. reclamando la participación que preten- 
de tener el señor Ministro de Hacienda en dicho juicio, cumple á 
mi deber manifestar á V. E. que, aunque he considerado ilegal 
el procedimiento impuesto por aquel, han sido estrictamente 
observadas las órdenes é instrucciones impartidas; pero como á 
pesar del cumplimiento dado, subsiste esa intervención, la Su- 
prema Corte dirá si se ajusta á las reglas del procedimiento ad- 
ministrativo, á los principios de la legislación y jurispruden- 
cia vigente, resolviendo por último, si somos los procuradores 
fiscales parte integrante del poder judicial, formando tribunal 
independiente con el Juez de Sección, ó simples agentes del 
Poder Ejecutivo, encargados de seguir mandatos é instruccio- 
nes con prescindencia de la ley. 

El origen de esa reclamación es la siguiente : 

El Director de la Oficina de Impuestos Internos sometió í la 
justicia federal un caso de defraudación de esa clase de dere- 
chos fiscales que está encargado de administrar con arreglo á 
las leyes y reglamentos especiales de su creación. 

Al remitir el sumario, ese funcionario procedió en virtud de 
disposiciones del mismo Departamento de Hacienda que le impo- 
ne el deber de remitir al Juez competente los antecedentes en que 
se descubra, constate ó surjan, presunciones de fraude á la ren- 
ta pública ó se deje de abonar, bajo cualquier protesto el refe- 
rido impuesto. 

En plena substanciación, cuando las medidas de investigación 
se ejecutaban, tomando declaraciones, informes, examen de li- 
bros y contabilidad relacionada con el giro mercantil de ese ne- 
gocio, el Ministro de Hacienda me ordenó que pidiese al Juzgado 
T. n ?8 
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la devolución de esos antecedentes: el Juez no hizo lugar en ra- 
zón del estado de sumario en que se encontraba, ni tampoco á 
los recursos de apelación de este auto, conforme á lo dispues- 
to en el artículo 198 del Código de Procedimientos en lo Cri* 
minal. 

Keiterada esa orden, reiteré el pedido con igual resultado. 
Pero en esta segunda comunicación, se ordena además el desis- 
timiento de la acción provisoriamente hasta nueva disposi- 
ción. 

Es esta segunda comunicación, la que me obliga molestar á 
V. E., porque en razón del cargo público que ejerzo, si bien 
puedo renunciar al apremio del pago de la multa, al Jaño ma- 
terial causado bajo su faz pecuniaria, por más de que se trate 
de impuesto con que el Estado subviene á las necesidades ordi- 
narias de la administración, y que hoy más que nunca las nece- 
sita para cumplir compromisos de honor en el exterior, al es- 
clarecimiento del hecho que ha dado margen al proceso, á la 
investigación del delito, ó la aplicación de las responsabilidades 
anexas. 

En el carácter mixto con que se considera investidos á los 
procuradores fiscales, como funcionarios ejecutivos y judiciales 
á la vez, declino las gestiones relacionadas con la renta é inte- 
reses del Estado; pero como representante de la acción pública 
debo velar por la moral, orden y la paz social, perseguir el es- 
clarecimiento de los delitos y pedir penas para los delincuentes: 
es la misión del ministerio fiscal. 

Este desaparece, se anula y se suprime, cuando esas funcio- 
nes son absorbidas 6 entorpecidas p jr influencias ó poderes ex- 
traños al resorte de la administración de justicia, y deja de ser 
el baluarte de las libertades y garantías de su organización. 

De ahí la necesidad sentida de que las funciones de ese cargo 
público sean definidas, de ahí las coriveniencias de que sean 
deslindados deberes y responsabilidades. 
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El caso, por otra parte, uo es nuevo. Acompaño en nn folleto 
los antecedentes que dieron logar á la renuncia del ex*fiscal Dr. 
Viale, y más antes que esti-, en las ristas del Dr. Gerónimo 
Cortés, se registra en la página 222 otro análogo. 

Entre los deberes que el artículo 118 del Código de Procedi- 
mientos en lo Criminal asigna á los procuradores fiscales, inci- 
so I"*, establece la averiguación de los delitos que lleguen á su 
conocimiento por cualquier medio. 

La defraudación impútala á la destilería c La Estrella», par- 
te por una denuncia formulada por D. Augusto Bondersande, 
ex-Contador del expresado establecimiento, abonada con datos 
extraídos de los libros de contabilidad, que al parecer se lleva- 
ban duplicados para encubrir el fraude y por otros documentos 
que concurren á demostrar su existencia. 

Al ratificar la denuncia ante el señor Juez Federal, dicha per- 
sona se ha sometido á las disposiciones de los artículos 168 y 
177 del Código de Procedimientos criminales. 

En estas condiciones, Y. E. resolverá si procede el desisti- 
miento solicitado por el señor Ministro de Hacienda, y si los fun- 
cionarios de mi clase están en el deber de secundar indicaciones 
en este sentido ante el Juez de la causa. 

Al terminar, reitero á Y. E. las seguridades que tanto en el 
caso presente como en todos los que se refieren á las funciones de 
mi cargo, las órdenes del Sr. Ministro de Hacienda, como las de 
los demás Departamentos del Poder Ejecutivo de la Nación, se 
observan estrictamente. 

Dios guarde á V. E. 

G. (i. Vieyra. 
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VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Bqodos Aires, Junio 15 de 1893. 
Suprema Corte: 

Las cuestiones propuestas en la precedente nota del señor Pro- 
curador fiscal en la provincia de Buenos Aires, tienen solución 
á mi juicio clara, en las prescripciones del Código de Procedi- 
mientos en lo Criminal , y eii las que rigen en general las atri- 
buciones de los funcionarios judiciales en los juicios contencio- 
sos que gozan de un fuero propio, con independencia de las 
atribuciones administrativas del Poder Ejecutivo. 

Pero V. E. no puede conocer ni resolver sobre atribuciones 
de funcionarios del Poder Judicial sin que el caso se ofrezca ásu 
consideración por alguno de los recursos legales, apelación 6 de- 
manda ante su jurisdicción originaria. 

Opino en consecuencia que V. E. carece de atribuciones para 
hacer las declaraciones solicitadas por el señor Fiscal en la pro- 
vincia de Buenos Aires. 

Sabiniano Kier. 



Falle de le Supreme Cerie 



Buenos Aires, Julio 11 de 1893. 

No viniendo las cuestiones propuestas por ninguno de los re- 
cursos establecidos en la ley, y de conformidad á lo expuesto 
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por el señor Frocarador General en la última parte de sa pre- 
cedente vista, se declara no haber lugar á las consultas hechas 
por el recurrente. Archívese. 



BENJAMÍN PAZ. — LUIS V. VÁRELA. 

— ABEL BAZAN.— OCTAVIO BUNGE. 

— JUAN E. TORRENT. 



CAUSA CliXXXT 



D. Santos Lowrovich contra D. Enrique R. Piaggio, por 

cobro de pesos; sobre privilegio 



Swnario. — i" El crédito por servicios y refacciones en un bu- 
que, es privilegiado sobre éste. 

2^ El privilegio se extingue con la venta judicial del buque, y 
el crédito, por lo que no haya sido pagado con su producto, se 
convierte en simple, y se halla sujeto á las cláusulas del concor- 
dato que el deudor haya estipulado en debida forma con sus 
acreedores. 
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Caso. — Lo indica el 



rallo del JucK Federal 



Buenos Aires, Febrero 4 de 1893. 

Vistos y considernado: i"^ Que el presente juicio se ha subs- 
tanciado bajo la base de que se trataba de un crédito privilegia- 
do, como efectivamente loes, el que persigue el demandante Low- 
rovich, conforme alas disposiciones de la ley comercial vigente, 
á la época en que se contrajo la obligación y de acuerdo con el 
Código de Comercio, que rige actualmente en la Nación. 

2** Que este privilegio, noes general sobre los bienes muebles 
é inmuebles del deudor, ni siquiera general sobre todos los bie- 
nes muebles, sino especial sobre un determinado bien mueble, 
cual es el buque en que se prestaron los servicios ó se hicieron 
las refacciones que han dado origen al crédito demandado, con- 
forme á lo dispuesto en los artículos 1021 y 1698 del Código de 
Comercio, vigente á la época en que tuvo existencia el referido 
crédito, y á los artículos 1376 y 1377 del Código actual, habién- 
dose dictado bajo este concepto, las resoluciones corrientes á 
fojas 319 y 573, que la Suprema Corte ha confirmado y la sen- 
tencia de trance y remate mandando llevar adelante la ejecución 
por no haberse opuesto excepciones logítimas. 

3° Que, entre tanto, de autos resulta que el buque afectado 
por el crédito privilegiadodeLowrovich, fué vendido judicialmen- 
te en remate público para el pago de otros créditos igualmente 
privilegiados, como se estableció en el auto de foja 573, para re- 
chazar el abandono que de él pretendió hacer el demandado, 
quedando, por consiguiente, desde el momento de la venta, ex- 
tinguido el privilegio, en conformidad á lo que disponen, tanto 
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el antiguo Código de Comercio en su articulo 1025; como el ac* 
taal en el artículo 1378, y colocado Lowrovich en el carácter 
de acreedor simple ó quirografario (articulo 3921 del Código 
Civil). 

-4** Que según consta del certificado corriente á foja 694 vuel- 
ta, el demandado Rocco Piaggio, fué declarado en quiebra, du- 
rante la tramitación del presente juicio, habiendo celebrado el 
año 1878, un concordato con sus acreedores, aprobado judicial- 
niiente, en virtud del cual estos debían recibir por chancelación 
de sus créditos, un tres por ciento de su valor nominal. 

5** Que siendo esto así, cualquiera que sea el tiempo en que el 
crédito de Lowrovich dejó de ser privilegiado y las causas por 
las cuales no hizo valer su privilegio sobre el buque hasta su 
completo pago, ei evidente que como acreedor simple se halla 
sujeto á lo estipulado en el coucordato, aún cuando no haya to- 
mado parte en él, atento lo dispuesto en el artículo 1626 del 
Código de Comircio, aplicable al caso. Los acreedores hipoteca- 
rios ó privilegiados, dice Bedarride, Traite des faülites el ban- 
(¡ueroutes, tomo 2^*, número 596, quedan fuera de las estipula- 
ciones del concordato, y en consecuencia, no soportan reducción 
alguna, si por la importancia de los objetos afectados á sus cré- 
ditos, y por el rango de su hipoteca ó privilegio, pueden ser ín- 
tegramente pagados; pero en caso contrario, quedan simples y 
quirografarios por toda la parte de deuda, no colocada en rango 
útil, y la remisión estipulada en el concordato, afecta estaparte. 

6" Que por consiguiente, el embargo y ejecución de otros bie 
nesdel deudor, al amparo de un privilegio especial, sobre objeto 
determinado y además, completamente extinguido por ministe- 
rio de la ley, es improcedente y nulo, hallándose de por medio 
un concordato que limita la acción de los acreedores á los tér- 
minos estipulados en él, pues de no ser así, el privilegio espe- 
cia! se habría convertido en privilegio general, sobre los mue- 
bles é inmuebles del deudor, con detrimento de los derechos de 
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los demás acreedores, lo qae ninguna disposición legal auto- 
riza. 

Por estos fundamentos y los concordantes del escrito de foja 
601, fallo: declarando que el crédito de Lowrovich no tiene 
privilegio alguno sobre los bienes del ejecutado; que por lo que 
no haya sido ó sea pagado con el vapor < Gralileo » y sus üetes, 
debe ser considerado acreedor simple y como tal sujeto al con- 
cordato á que se refiere el certificado de foja 60(X vuelta, y en 
vista de la consignación faecha^ levántense los embargos de fojas 
558 vuelta y 562 vuelta. Notifíquese con el original y repón- 
ganse las fojas. 

Virgilio M. Tedin . 



Fallo de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Julio 11 de 1893. 

Vistos: Por sus fundamentos, se confirma con costas el auto 
apelado de foja seiscientas trece. Repuestos los sellos, devuél- 
vanse. 

benjamín paz. — luis V. VÁ- 
RELA.— ABEL BAZAN. — OC- 
TAVIO BUNGE . — ^JÜAN E. TO- 
hRENT. 
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€E.:%XXVI 



La Empresa del Ferrocarril Central Argentino contra I). Juan 
y D. Leopoldo Castro; sobre expropiación 



Sumario. — Siendo equitativo el precio y la indemnización 
mandada pagar por la sentencia apelada, debe ésta ser confir- 
mada. 



Caso. — Lo indica el 



raill« del Suem Federal 



U Plata, Marzo 11 de 181^2. 

Y vist >s los autos seguidos por el Ferro 'arril Central Argt^n- 
tino contra D. Leopoldo Castro, sobre expropiaron, de lya que 
resnlta: 

I"" Que á foja 5 el Ferrocarril Central Argentim; demandó á 
D.Leopoldo Castro por expropiacíondf;212 56() metros cuadradon 
de terreno, más ó meno«, de el que en mayor porción po.ioe el 
demaudado en el partido de la Exaltación de la Cruz, 
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2° Que convocadas las partes á juicio verbal, de acuerdo con 
el artículo 6^ de la ley nacional de expropiación, tuvo lugar el 
comparendo como consta á fojas 16 y 19, en que fué modificada 
la demanda reduciéndose laexpropiacion á 9J5.244 metros cuadra- 
dos de terreno, nombrándose los peritos por no avenirse á un 
arreglo, los que aceptaron el cargo, como se vé á foja 17. 

3° Que á foja 21 se expidió el perito del expropiante estiman- 
do el valor del terreno é indemnización en 400 pesos la hectárea. 
El perito del demandado se expide á su vez, á foja 23, apreciando 
en 600 pesos la hectárea y las indemnizaciones en 5000 pesos. 

4° Que el Juzgado para mejor proveer nombró otro perito 
de oficio para que, previa una inspección con el Secretario, hi- 
ciera nueva estimación. Se expidió, como consta á foja 28, es- 
timando de conformidad con el perito de la Empresa el valor 
del terreno y en 3809 pesos todas las indemnizaciones. 

Y considerando: 1° Que en cuanto al precio del terreno y da- 
dos los precios que este Juzgado ha señalado á otros terrenos 
contiguos en causas análogas, es de estimarse equitativo el pre- 
cio que señala el perito nombrado de oficio. 

2** Que en cuanto á los perjuicios, resulta, del informe de los 
peritos de las partes y de la inspección que se limitan al frac- 
cionamiento del terreno, y aún por el perito nombrado de oficio 
se reconoce que no hay propiamente perjuicio por las ventajas 
que le trae este ferrocarril. 

S*" Que por lo tanto debe considerarse exhorbitante la canti- 
dad que asigna el perito de oficio por indemnización de perjuicios 
que resultan muy limitados, como queda dicho, y debe estimarse 
por el Juzgado una suma equitativa. 

Por ello fallo: fijando en definitiva por valor de la tierra á ex- 
propiar en este expediente, el precio de 400 pesos la hectárea y 
800 pesos por toda clase de indemnizaciones, que deberá pagar el 
Ferrocarril Central Argentino áD. Leopoldo Castro dentro de 10 
días de ejecutoriada esta sentencia, con sus intereses á estilo de 
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Banco desde la ocupación provisoria y sobre la suma que resul- 
te por liquidación entre la depositada y la que se manda pagar 
con más los gastos de* actuación y honorarios de los peritos. 
Notifíquese con el original, regístrese y repóngase las fojas del 
expediente, sin más trámite. 

Mariano S. de Aurrecoec/iea, 



VhIIo de Ia Suprema Corte 



Buenos Aires, Julio 11 de 1893. 

Vistos: Siendo equitativo en relación á la Empresa el precio 
asignado al terreno y la suma mandada pagar por indemniza- 
ción en la sentencia apelada de foja treinta y una, se confirma 
con costas. Repuestos los sellos, devuélvanse. 



BENJAMÍN PAZ. — LUIS V. VA- 
HELA.— ABEL BAZAN. — OC- 
TAVIO BUNGE. 
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CAUSA CI.XXXYII 



D. Carlos Rovira y otros contra Quintana, Lesea y Compañía^ 
por cobro de honorarios; sobre recusación 



Sumario. — No es causa de recusación el haber el Juez patro- 
cinado anteriormente, á uno de los interesados en asunto aistinto 
7 terminado. 



Fallo d« la Suprema Corte 



Buenos Aires, Julio 11 de 1893. 

Vistos en el acuerdo: Resultando del precedente informe que 
la causal de recusación invocada por la parte de Pedezert, no es- 
tá comprendida entre las enumeradas en el artículo cuarenta y 
tres déla Ley de Procedimientos, en cuyo caso el Juez ha debi- 
do desecharla de plano, como lo ha hecho, de conformidad al 
artículo treinta y dos de la ley citada, haciendo cosa juzgada 
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SU resolución: se declara bien denegado el recurso. Remítanse 
estas actuaciones al Juez inferior para que las mande agregar 
á los autos de su referencia, debiendo reponerse ante él los 
sellos. 

benjamín paz.— luis V. VÁ- 
RELA. — ABEL BAZAN.— OC- 
TAVIO BUNGE. — JUAN E. 
TORRENT. 



ERR/VTA 



En el sumario de la página 18^, donde d\c& articulo S4, debe 
decir articulo 7í; en la nota que aparece al pié de la página 275, 
en lugar de serie 5», debe decir serie tercera. 
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Ciudadanía. —E\ pedido de exoneración del servicio militar, no im- 
plica necesariamente que el solicitante sea ciudadano argen- 
tino. Página 18. 

Clasificación. — La de las mercaderías que se despachan en la Aduana, 
corresponde á la administración, y la manifestación de una 
calidad inferior á la clasificada, autoriza la pena de dobles 
derechos sobre la diferencia. Página 325. 

Comiso. — No prucede esta pena ni la de dobles derechos, en los casos 
de diferencias que han sido rectificadas antes de ser recono- 
cidas y denunciadas. Página 71. 

Comiso. — La diferencia de especie entre el manifiesto de despacho y 
el general no puede considerarse como un error evidente, y 
da lugar á la pena de comiso. Página 276. 

Comiso.— Cae en él, el exceso éntrelas mercaderías encontradas y las 
manifestadas. Página 346. 

Compensicion. — No es admisible esli excepción, en el procedimiento 
de apremio. Página 354. 

Competencia. — Se decide porel lugar del asiento principal de los ne- 
gocios del fallecido, en caso de residencia habitual alterna- 
tiva. Página 333. 

Competencia. — Véase: Ciudadanía: D)micilio; Domicilio real. 
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Compromiso. — El convenio de las partes de entregar ia solución de un 
asunto para en todo tiempo, al fallo de arbitros^ no queda 
nulo por no haber aceptado el cargo los arbitros en él de- 
signados. Página 178. 

tloncordato. — Véase : Buque, 

Consulta. — Véase : Suprema Coíte. 

Contienda entre jueces locales. — Véase : Suprema Corle, 

Contrabando. — La elaboración de maderas hecha en los bosques na- 
cionales, vsin concesión previa del Ministerio del Interior, y 
la extracción de ellas mediante falsa manifestación de su 
procedencia, constituye delito de contrabando y autorizan la 
imposición délas penas relativas, y la distribución del valor 
del comiso entre los demandantes y aprehensores. Página 38. 

Costas. — No procede la condenación en ellas, en el rechazo de unar- 
tfculo, cuando no hasido solicitada, y ha habido además por 
parte del actor, asentimiento á lo pedido por el demandado. 
Página 112. 

Costas. — No procede la condenación en ellas, cuando no hay mérito 
para hacerlo. Página 31. S. 

Crédito privilegiado. — Véase : Buque. 



1) 



Daféos y perjuicios . —Véase: Personas jurídicas. 

Defecto de la demanda. — No lo es, la íal»a de traducción de un docu- 
mento acompañado para justificar la calidad de extranjero 
en el actor. Página 185. 

Delito del fuero wííiíar.— Véase: Tribunales militares. 

Demanda.— VéSise: Defecto en la demanda. 

Departamento National de Higiene.— Yéase: Honorarios médicos . 

Desistimiento .—E\ de un juicio, subordinado á una condición que no 
se ha cumplido, no autoriza á reabrir el mismo juicio ante 
otro Juez, y dándose aquel como no sucedido, la causa debe 
continuar ante el Juez de su radicación. Página 47. 
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Despojo, — Lo comete una municipalidad, abriendo calles por su propia 
autoridad, en terrenos poseídos por particulares. Página 371 . 

Dobles derechos.— \éikse: Clasificación; Comiso, 

Documentos. — Véase: Juicios criminales. 

Domicilio, — Entre dos informaciones sobre el domicilio atribuido á 
una persona en dos lugares distintos, debe prevalecer la que 
se halla corroborada por el hecho de haber en uno de di- 
chos lugares nacido y fallecido todos sushijos legítimos, en 
casa de su propiedad, y haber sido domiciliado el tutor de 
estos últimos y vivido alli con su familia y con sus pupilos. 
Página 401. 

Domicilio, — Probado el del padre en la fecha de su muerte y ' el del 
tutor que lo tuvo y conservó hasta la muerte de su pupilo, 
este es el lugar que debe considerarse como último domicilio 
de este y donde debe seguirse el juicio de su testamentaria; 
y esta situación jurídica no puede ser modificada por haber- 
se discernido la tutela en otro lugar. Página 401. 

Domicilio real. — Lo determinan, el asiento principal de los negocios 
y la residencia habitual en un lugar. Página 333. 

Domicilio real. — Se establece por él la vecindad á los efectos del fuero 
federal. Página 382. 

Domicilio ré»a/.— Véase: Fallecimienlo, 



E 



Ejecución.— \édise: Espera. 

Embargo. — El de mercaderías, verifícado sin derecho, autoriza á su 
dueño á reclamar el interés del capital secuestrado, y el pa- 
go do almacenaje. Página 91. 

Embargo. — La demanda sobre cumplimiento de un contrato de venta 
de un centro agrícola, no autoriza el embargo del campo ni 
desús existencias. Página 385. 

£fwftar^ópr<?t;e'w/íro.— Es legal el mandado por deudas de alquiler. 
Página 31 3. 

Enemistad . — Véase: Recusación . 

T. II 30 
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Enrolatnimlo, — Véase: Guardia Nacional. 

JFípera.— Es procedente esta excepción, y debe revocársela ejeca- 
clon, si al iniciarse esta no había expirado el plazo acordado 
aunque hubiese vencido durante el curso del juicio. Pá- 
gina 108. 

Errar. — Corresponde á la aduana apreciar si el cometido en la mani- 
festación, es de aquellos que han podido pasar desapercibi- 
dos. Página 346. 

Jírror.-— Véase: Comiso. 

Excarcelación bajo fianza. — No procede, en los delitos cuya pe na es 
mayor de dos años de prisión. Página 350. 

Excepción de espera. — Véase: Espera. 

Excepciones. — Véase: Juicio ejecutivo. 

Excusación del Juez. — Es justa causa de ella, el haber intervenido 
en el proceso como fiscal. Páginas 57, 62, 64 y 122. 

Explotación de bosques. — Véase: Contrabando. 

Expropiación. — Para fijarla indemnizacion,debe tenerse en cuenta el 
mérito de los autos y lo establecido en casos análogos. Pá- 
ginas 5, 12. 15, l04, 148, 256, 259 y 264. 

Expropiación. — Debe aceptarse la indemnización que, según el mé- 
rito de los autos, resulte equitativa. Página 8. 

Expropiación. — El de la cosa expropiada debe ser el real que tenga 
en la fecha de la desposesion ó en la del convenio entre ex- 
propiante y expropiado sobre su entrega. Página 77. 

Expropiacion.-'íio se deben perjuicios cuando no existen causados 
directamente por la prívacionde la propiedad, y por el con- 
trario resulta un beneficio al expropiado por el resto del 
terreno que queda en su poder. Página 77. 

Expropiación. — Siendo equitativo el precio y la indemnización, man- 
dados pagar por la sentencia apelada, debe es(a ser confir- 
mada. Página 441. 

Exhorto. — Lüs directos de las autoridades judiciales de una Provin- 
cia con otra, no necesitan para ser evacuados, la autentica- 
ción de que trata la ley de 26 de Agosto de 1863. Pá- 
gina 188. 

Exoneración del servicio mi/iíar.— Véase: Ciudadanía. 
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Falsificación.— íio constituye este delito, la introducción de mercade- 
rías extranjeras con marca igual á otra registrada en la Be- 
pública, si las mercaderías no han sido circuladas por haber 
quedado embargadas en la Aduana, y el importador, una vez 
en noticia del registro de la marca, se ha comprometido 
á no introducirlas más con dicha marca. Página 91. 

Falsificación, — La de billetes moneda nacional de curso legal, es pe- 
nada con penitenciaría de tres á diez años. Página 126. 

Falsificación. \éaLse\ Autor principal. 

Falla de enrolamiento. — Véase: Guardia Nacional. 

Falla de personería. — Esta excepción, con relación al apoderado del 
demandado, no se refiere á la personalidad de este, sino á 
defecto en el modo de proponer la demanda, y es de pro- 
nunciamiento previo. Página 367. 

Fallecimiento. ^íio implica en el lugar en que ha ocurrido, la resi- 
dencia habitual que pueda justificar el cambio de domicilio. 
Página 333. 

Fianza de arraigo. — Véase: Arraigo. 

Fuero federal. — Véase: Domicilio real; Menor cuaniia. 

Fuero militar . — Véase: Tribunales militares. 



G 



GtAardia Nacional. — El decreto de 22 de Febrero de 1893, rea- 
briendo el enrolamiento de la Guardia Nacional, cubre la 
falta de enrolamiento anterior. Página 34 . 



H 

Habeas corpus. — Este recurso, autorizado por la ley de 14 de Se- 
tiembre de 1863 sobre jurisdicción y competencia de los 
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Tribunales Federales, no pertenece al conocimiento origina- 
rio de la Suprema Corle. Página 72. 
Honorarios médicos. — Los devengados en asuntos sujetos al conoci- 
miento de los tribunales, deben ser estimados por estos, y 
no por el Departamento Nacional de Higiene. Página 200. 



Indemnización de daños. — Véase: Personas jurídicas. 

Interdicto. — La sola intimación de la Municipalidad ordenando la 
apertura de un camino en campo ajeno, no constituye tur- 
bación, máxime si la Municipalidad ha manifestado que 
ocurrirá á los tribunales en caso de ser resistida su resolu- 
ción. Página 100. 

Interdicto de adquirir. — Véase Posesión . 

Interdicto de amparo. Véase: Posesión. 



Jueces locales. Véase: Suprema Corte. 

Jueces locales de la Capital. — No se refiere á ellos el articulo 45 de 
la Constitución Nacional. Página 286. 

Jueces suplentes. — Al aceptar el cargo contraen los deberes que este 
impone^ y entre ellos el de despachar las causas sin demo- 
ra. Página 37. 

Juez de la sucesian. — Lo es e¡ del lugar en que el difunto tuvo su 
último domicilio. Ptágina 333. 

Juicio ejecutivo. — Las excepciones en él, deben considerarse opues- 
tas dentro del término legal si así resulta de los informes 
del Secretario y otros antecedentes de autos. Página 151 . 

Juicios criminales. — En estos los interesados pueden presentar bajo 
juramento, antes de notificarse la providencia de autos para 
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deíinitíva, los documentos que no hubiesen podido propor- 
cionarse en tiempo oportuno. Página 139. 

Jurisdicción. — El solo reconocimiento de fírma pedido por el extran- 
jero contra un ciudadano ante el juez local, sin entablar 
demanda, no proroga la jurisdicción provincial. Página 52. 

Jurisdicción. — La de apelación á la Suprema Corte, sólo puede po- 
nerse en ejercicio después de interpuestos y concedidos los 
recursos legales. Página 67. 

Jurisdicción. — La contestación de la demanda ante el juez local, por 
parte del extranjero demandado, importa la prorogacion de 
su jurisdicción. Página 377. 

Jurisdicción provincial. — Véase: Jurisdicción. 

Justicia federal. — Corresponde á ella entender en la regulación de 
honorarios debidos á los arbitros en un juicio sobre choque 
de buques. Página 321. 



ÍMudo. — El tercero nombrado exclusivamente para dirimir la dis- 
cordia, no tiene facultad para resolver los puntos en que los 
arbitros han laudado de conformidad, y su decisión es nula 
en esta parte, quedando válida en lo relativo á los puntos 
sobre los cuales se produjo discordia. Página 241. 

Ley constitucional. -^Lo es la de 15 de Octubre de 1885. Página 413. 

Ley de moratoria. — Véase : Obligaciones civiles . 



M 



Mejora de recurso. — Véase : Recurso. 

Menor cuantía. — La exclusión del fuero federal por razón de canti- 
dad, sancionada por la ley de 3 de Setiembre de 1878, com. 
prende tanto las causas por cobro de pesos como las que se 
refieren á otros objetos, cuyo valor no supere la cantidad 
fijada por dicha ley. Página 397. 

Moratorias. —Véase : Obligaciones civiles. 
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Notificación. — Véase: Recurso. 
Nulidad.— y éase: ¡Mudo. 



O 

Obligaciones á moneda nacional oro.— Pueden ser chanceladas con bi- 
lletes de curso legal, por su valor escrito. Página 413. 

Obligaciones á moneda nacional oro. — Véase : Ley constitucional. 

Obligaciones á oro. — No pueden ser chanceladas en billetes decurso 
legal, sino por el valor que estos tengan en plaza el dia del 
vencimiento. Página 234. 

Obligacionfts civiles. — No las conaprende la ley de 1891 sobre mora- 
torias. Página 32. 

Oposición, — Cesando la del actor á la intervención de un tercero en el 
juicio, este debe continuar. Página 379. 



Pagaré no protestado. — Véase: Titulo ejecutivo. 

Penas mayores.-— Védise: Sentencias. 

Perito tercero. — Véase : Laudo. 

Perjuicios. — Véase: Expropiación. 

Personas jurídicas. — Pueden entablar y seguir acciones criminales 
por medio de apoderado. Página 168. 

Personas jurídicas. — Contra ellas no puede ejercerse acciones cri- 
minales ó civiles por indemnización de daños. Página 372. 

Posesión.— Lsl mandada dar por el interdicto de adquirir, importa tur- 
bación contra el poseedor, cuya existencia se ocultó, y dá 
derecho para deducir el interdicto de amparo ó restitución 
en su caso. Página 193. 
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Posesión. ^Nüise: Interdicto. 

Presentación de dactimentas. — Véase: Juicios criminales. 

Principio de prueba por escrito. — Véase : Boleto de compra^venía . 

Procedimiento de apremio. — Véase: Compensación. 

Procesado. — Debe absolférsele de colpa y cargo, caando no resultan 

pruebas de haber cometido el delito. Página 228. 
Proceso. — El instaurado sobre defraudación contra un gerente de 

Banco y otros como cómplices, tiene que continuar contra 

todos en conjunto, y no seguir se|iaradamente contra cada 

uno de estos. Página 340. 
Prórroga de jurisdicción. — ^Véase: Jurisdicción. 
Prorrogación de jurisdicción. — Véase: Jurisdicción. 
Protesto. — Véase : Titulo ejecutivo. 
Prueba. — No es permitido producirla después del llamamiento de 

autos para sentencia. Página 165. 
Prueba de testigos. — La solicitada y urgida oportunamente, debe ser 

recibida, aun después del término probatorio. Página 297. 
Prueba de testtgos. — Véase: Boleto de compra -venta; catisas cri- 

minales. 



Q 



Queja. — No procede por retardada justicia, cuando se halla pendiente 
un informe pedido por el Juez, para mejor proveer. — Página 
162. 



R 



Recurso. — No mejorándose en tiempo debe declararse desierto á la 
primera rebeldía que se acuse por el apelado. Página 124. 

Recurso. — Debe ser rechazado el fundado en la falta de notifícacion 
de la citación de remate, cuando consta de los autos que 
esta ha sido hecha en la forma legal. — Página 318. 
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Recurso ante la Corfó.— Véase: Suprema Corle. 

Recurso de nulidad. — Debe rechazarse cuando su fundamento resulta 
inexacto. Página 239. 

Recurso directo. — No procede cuando no existe pronunciamiento 
sobre los puntos que forman sus causales. Páginas 21 y 344. 

Recusación. — Es causa legal de ella, la enemistad entre la parte y el 
juez. Página 267 . 

Recusación.— TÜo es causa de ella el haber el juez patrocinado ante- 
riormente á uno de los interesados en asunto distinto y ter- 
minado. Página 444. 

Reivindicación.— y ésíse: Acción reivindicaloria. 

Resideticia habitual aliernativa. — Véase: Competencia. 

Retardada justicia. — Véase : Qu^a. 



Sentencia. — Cuando no ha sido apelada, el superior no puede modiO- 
caria en sentido desfavorable al procesado. Página 426. 

Sentencias. — Las que imponen penas mayores, no se consideran eje- 
cutoriadas, aunque no se deduzca recurso alguno, ni se ex- 
prese agravios contra ellas. Página 126. 

Servicio militar. — Véase: Ciudadanía. 

Sucesión. — Véase: Juez de la sucesión. 

Sumario. — El juez que lo instruye puede rechazar las diligencias pro- 
puestas por el fiscal que creyese innecesarias, y el auto de- 
negatorio no es susceptible de recurso. Página 145. 

Suprema Corte.— ^o procede el recurso ante ella, contra las senten- 
cias de los tribunales superiores locales, en los casos de 
interpretación y aplicación de las disposiciones del Código 
Penal. Página 286. 

Suprema Corte. — No tiene jurisdicción para dirimir las contiendas de 
competencia entre jueces locales, sobre juicios particulares. 
Página 304. 
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Suprema Corle. — Carece de atribuciones para resolver consullas de 

los funcionarios judiciales. Página 432. 
Suprema Corle—\é^se: Babeas corpus; Jurisdicción. 



Tercero. — Véase: Oposición. 

Testigo. — El error en el nombre de un testigo, no autoriza su rechazo, 
cuando las demás circunstancias relativas á su apellido, pro- 
fesión y domicilio, demuestran que es la misma persona in- 
cluida en la lista. Página 182. 

Testigos. — Véase : Causas crimínales-^ Prueba de testigos. 

Titulo ejectUivo. — El préstamo tomado por el Capitán para gastos ne- 
cesarios del buque no es tilulo hábil para ejecutar este en 
poder del comprador que lo adquirió en remate judicial, ve- 
rificado después de dicho préstamo. Página i5i . 

Tilulo ejecutivo. --^olo constituye el pagaré no protestado en perso- 
na, y el reconocimiento de firma declarado por el juez, por 
no haber comparecido el deudor, citado por edictos. Pági- 
na 207 . 

Titulo ^ecutivo. — La liquidación mandada practicar para establecer 
el saldo en moneda legal entre dos cuentas reconocidas, una 
á oro y otra á moneda legal, autoriza á proceder ejecutiva- 
mente por el cobro del saldo deudor. Página 359. 

Tribunales militares. — Los delitos de muerte y heridas, inferidas por 
orden de un oficial al mando de tropas de línea de la Nación, 
á presos que estaban bajo su custodia, son delitos del fuero 
militar, y su juzgamiento corresponde á los tribunales mili- 
tares. Página 21 1 . 

Turbación de la posesión. — Véase: Interdicto. 
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Fmndaíí.— Véase : Domicilio real. 

Venta. — La hecha con la reserva á favor del Banco Hipotecario, de 

aprobarla ó anularla, no se entiende perfeccionada, mientras 

el Banco no la apruena. Página 307 . 
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